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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes, y de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, señor Jean-Jacques Duhart Saurel; la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia Fernández; la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart Herrera, y la Asesora del Ministerio de Economía, señora Edith Saa Collantes.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 79ª y 80ª, ambas ordinarias, en 5 y 6 de enero del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal, para garantizar que la información entregada a través de predictores de riesgo sea exacta, actualizada y veraz  (boletín N° 6.800-03).


--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo, relativo al Intercambio de Pasantes (boletín N° 6.709-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el segundo informa que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, para impedir descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores (boletín N° 4.663-13).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con el tercero comunica que ha prestado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Longueira, Novoa, Ominami, Prokurica y Sabag, que precisa información que debe proporcionarse a los contribuyentes de bienes raíces (boletín Nº 4.473-05).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.


Del señor Contralor General de la República, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en que solicita  información con relación al estudio de factibilidad de la actualización del plan maestro del aeropuerto de Balmaceda, en la Undécima Región.



Del señor Ministro de Salud, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Allamand, respecto de la situación que afecta al hospital de Río Bueno, en la Región de Los Ríos.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, por medio del cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Chadwick, acerca de la modificación de la normativa que establece la zonificación vitícola.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.415-08) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada (boletín N° 6.793-03) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Quedan para tabla.
Mociones



Dos del Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica la sanción penal por la conducción de un vehículo motorizado en estado de ebriedad o drogadicción con resultado de lesiones graves (boletín N° 6.820-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


2.- Proyecto de ley que hace aplicables las normas del Código del Trabajo en materia de carga y descarga de manipulación manual a quienes desarrollen esas labores en recintos de zonas francas (boletín N° 6.819-13) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

Modificación de ley de propiedad intelectual. Veto

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde tratar las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, formuladas al proyecto que modifica la Ley sobre Propiedad Intelectual, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia  y Tecnología y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5012-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 58ª, en 16 de octubre de 2007.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 54ª, en 6 de octubre de 2009.

Observaciones en segundo trámite, sesión 79ª, en 5 de enero de 2010.

Informes de Comisión:


Educación, sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.


Economía, sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.


Economía y Educación, unidas (segundo), sesión 45ª, en 2 de septiembre de 2009.

Educación (observaciones), sesión 80ª, en 6 de enero de 2010.

Discusión:


Sesiones 85ª, en 22 de enero de 2008 (se aprueba en general); 46ª, en 8 de septiembre de 2009 (queda pendiente su discusión particular); 47ª, en 9 de septiembre de 2009 (se aprueba en particular); 63ª, en 10 de noviembre de 2009 (se aprueba su informe).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Primera Mandataria presentó al proyecto despachado por el Congreso Nacional 12 observaciones, de las cuales la Cámara de Diputados aprobó 10 y rechazó 2.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología adoptó la misma resolución que la otra rama del Parlamento: aprobó las observaciones Nos 1) a 9) y 11), por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide), y rechazó las Nos 10) y 12). El veto N° 10) fue rechazado por los Honorables señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide y aprobado por el Senador señor Chadwick. El N° 12) fue desechado como consecuencia de empates sucesivos.



Cabe tener presente que para aprobar la observación N° 8) se requieren los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora URRUTIA (Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señores Senadores y señoras Senadoras, quisiera resaltar muy brevemente el enorme esfuerzo que se ha realizado en el Honorable Congreso Nacional con el objeto de construir un consenso esencial respecto de la necesidad de contar con una regulación moderna y equilibrada en materia de propiedad intelectual.



Por ello, tal como señalé en la Comisión de Educación de esta Corporación, el texto de las observaciones que hoy sometemos a la consideración de la Sala comparte esa búsqueda de acuerdos al proponer las normas del informe de la Comisión Mixta rechazadas por el Senado con los reparos que fueron formulados durante la discusión legislativa, a fin de contribuir a la mejora del proyecto, al cumplimiento de nuestras obligaciones internacionales y a la necesidad de establecer reglas claras y armoniosas que, además, resulten eficaces en la consecución de su finalidad.



Las observaciones planteadas se refieren, en esencia, a dos aspectos: i) la norma especial que sanciona la reunión de personas para la comisión de delitos contra los derechos de autor, y ii) las normas que regulan algunos aspectos de la responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet.



En honor al tiempo, no me referiré en detalle al contenido del veto, pero sí puedo señalar que, de las doce observaciones presentadas, tanto la Cámara de Diputados como la Comisión de Educación del Senado coincidieron en aprobar diez, y rechazaron únicamente las signadas con los numerales 10) y 12).



Teniendo presente el profundo debate que hemos sostenido en estos casi tres años de tramitación legislativa, con convicción puedo señalar que estamos ad portas de cumplir el desafío que nos habíamos impuesto: despachar la más importante reforma a la Ley de Propiedad Intelectual desde su promulgación, hace ya 39 años.



Muchísimas gracias.

)-------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito recabar la autorización necesaria para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sesione en forma paralela con la Sala a fin de tratar proyectos de ley que tienen urgencia calificada de “discusión inmediata”, como el que regula la inscripción automática y el voto voluntario.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay acuerdo, señor Senador.



Además, inmediatamente después de la iniciativa en debate corresponde continuar votando la que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, y se me ha hecho notar, incluso por algunos miembros de la propia Comisión de Constitución, la necesidad de estar presentes en tal votación.



Entiendo que dicho órgano técnico debe informar otra normativa también con breve plazo para despacharla.



Sugiero a Su Señoría reiterar su solicitud más adelante. Y, según el avance del proyecto mencionado, tal vez la Sala reconsidere esta decisión.

El señor ESPINA.- Gracias, señor Presidente.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, volviendo al veto formulado al proyecto que modifica la Ley sobre Propiedad Intelectual, propongo que tratemos las proposiciones del informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, a fin de no tener que votar en forma separada las observaciones. En él se deja constancia de que diez de estas se aprobaron por unanimidad y dos fueron rechazadas, coincidiendo exactamente con lo resuelto por la Cámara de Diputados.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- En discusión las propuestas del informe de la Comisión de Educación.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, iba a solicitar lo mismo que acaba de plantear: votar lo sugerido por el informe.



En lo fundamental, las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República apuntan a que para ordenar a un prestador de servicios sacar de internet determinado contenido siempre se requerirá una medida prejudicial o judicial.



En esencia, se sustituye una norma aprobada con anterioridad que disponía que, mediante carta certificada, se le notificaba al eventual infractor que al operar con cierto material podía estar al borde de la ilegalidad o incurrir en ella, caso en el cual se le exigía retirar ese contenido. 



Sin embargo, la Cámara de Diputados, por inmensa mayoría, determinó que resultaría demasiado arbitrario dejar que los prestadores actuaran en cierta forma como censuradores del material que circula a través de los distintos servidores. Por eso se dispuso que el retiro de contenido desde uno de estos solo podrá ordenarse a través de una medida prejudicial o judicial. 



Por lo tanto, señor Presidente, soy partidario de que las observaciones se voten en un solo acto, siguiendo lo propuesto por el informe.



Ello permitirá despachar rápidamente el proyecto y cumplir el compromiso asumido por Chile cuando se suscribió el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos. Nos hallamos retrasados en el cumplimiento de esa obligación y esta es la oportunidad de que nos pongamos al día.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- El Honorable señor Núñez había pedido la palabra.



Si me permite, Su Señoría, sugiero a la Sala cerrar el debate y abrir desde ya la votación del informe.

El señor NÚÑEZ.- No tengo inconveniente.

El señor NOVOA (Presidente).- Acordado.



En votación las proposiciones de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez, para fundar su voto.
El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, solamente quiero ratificar lo señalado por el Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República no hacen sino reafirmar el carácter equilibrado, moderno y justo de la iniciativa -esperamos que pronto sea ley- que modifica todas las disposiciones legales sobre la materia vigentes hasta el momento.



Además, cabe destacar que se produjo una coincidencia bastante grande con la Cámara de Diputados. Algunas indicaciones formuladas por esta en su oportunidad fueron muy buenas, y las acogimos plenamente. 



Asimismo, funcionaron bien la Comisión Mixta y las Comisiones unidas, que permiten mejorar iniciativas de esta naturaleza. No siempre ocurre; pero ahora hemos de felicitarnos de que así haya sucedido.



Por las razones expuestas, voto a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las proposiciones del informe de la Comisión de Educación (29 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido para la observación Nº 8), y queda terminada la tramitación del proyecto.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo dejar constancia de mi adhesión al informe.

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará testimonio en la Versión Oficial del pronunciamiento positivo de Su Señoría.
La señora URRUTIA (Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora URRUTIA (Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, es probable que yo nunca más ingrese a la Sala del Senado. A lo mejor asistiré a las tribunas.



Estoy profundamente emocionada y agradecida por la buena disposición evidenciada en esta Honorable Corporación.



Quiero expresar mi reconocimiento, en especial, a los integrantes de las Comisiones unidas de Economía y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología; a los equipos de asesores de los Ministerios de Relaciones Exteriores -mis compañeros-, de Educación, de Economía y Secretaría General de la Presidencia, y de la Subsecretaría de Telecomunicaciones; a todos los representantes de la sociedad civil que se hicieron parte del proyecto, y a todos ustedes, compañeros y compañeras.



¡Se ha dado un paso histórico! ¡No van a dejar de hablar -se van a acordar de mí- de propiedad intelectual por muchos años!



Lo que hemos hecho en este ámbito constituye un ejemplo, no solo para Chile, sino también para todo el mundo.



Muchas gracias, señor Presidente.

MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE ACUICULTURA
El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde continuar la votación particular del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6365-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 2 de junio de 2009.


Informes de Comisión:


I. Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 32ª, en 8 de julio de 2009.


I. Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo), sesión 78ª, en 22 de diciembre de 2009.


Hacienda, sesión 78ª, en 22 de diciembre de 2009.


Discusión:



Sesiones 32ª, en 8 de julio de 2009 (se aprueba en general); 80ª y 81ª, en 6 y 12 de enero de 2010 (se aplaza su votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Es preciso recordar que en la sesión anterior se solicitó votación separada de todas las normas de esta iniciativa y que la Sala ya se pronunció respecto de la letra a) del numeral 1) del artículo 1°.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala la señora Edith Saa, asesora del Ministro de Economía, y la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart.



--Se autoriza.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde votar la letra b) del numeral 1) del artículo 1°, que busca reemplazar en el numeral 13 la frase “por tiempo indefinido” por la oración “por el plazo de 25 años renovables”.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta norma es del todo insuficiente.



Al parecer, fue planteada por los empresarios con la colaboración del Ministerio de Economía, pero sin la participación de biólogos ni de expertos en sustentabilidad y preservación del medioambiente.



Los sistemas biológicos son frágiles y no es factible evaluarlos en ese período.



Si se quisiera proteger nuestro ecosistema y nuestra industria, se debiera implementar un sistema dinámico, en línea, que evalúe de modo permanente los fondos marinos, la capacidad de carga, la demanda de oxígeno, la cantidad de antibióticos y de sustancias químicas que en la actualidad están contaminando el mar, y en función de los resultados, debiera establecerse el plazo de duración de las concesiones.



Solo quiero recordar que en esta mirada ultraneoliberal y economicista, que busca privatizar el mar chileno, los daños producidos en la Décima Región, que han transformado los mares de esa zona en un cementerio, con graves costos sociales para la comunidad, para la industria, ocurrieron en un plazo más breve que el que estamos estableciendo.



En veinte años de desarrollo, tuvimos una industria que llegó a ser una de las primeras en el mundo. Y por la ausencia absoluta de control, de normas, de regulaciones, de autorregulaciones, en ese lapso se ocasionó  un verdadero desastre ambiental.



Lo anterior prueba que los plazos que se fijan son absolutamente arbitrarios y nada tienen que ver con los elementos con que se está trabajando, esto es, con seres vivos; con poblaciones monoclonales; con peces sin ninguna diversidad genética.



 Por lo tanto, cualquier daño, cualquier noxa lesionará toda la corte de peces existente. Se está trabajando con poblaciones que se encuentran totalmente por sobre lo máximo tolerable para tales especies.


 Los salmones son seres vivos no acostumbrados a vivir en jaulas, se rozan entre ellos. Incluso, están tan confinados, en una situación tan extrema que muchas veces se lesionan la piel producto de la cercanía de unos con otros.



Todos esos elementos no se han considerado.



Además, hemos tenido en el pasado una práctica inveterada del Ministerio de Economía y de sus Ministros en cuanto a mentir y engañar. Solo quiero recordar que con algunos parlamentarios en 2005 pedimos información acerca de los antibióticos que se estaban usando, porque se empleaban incluso unos de última generación, como el ciprofloxacino. Y ellos negaron esa información. Le mintieron al país y no dijeron la verdad. Luego, producto de la Ley sobre Transparencia, se vieron obligados a señalar que efectivamente en Chile se utilizaban antibióticos muy por sobre la norma tolerable y aceptable, con un grave perjuicio no solo para los peces sino también para las poblaciones humanas que consumen esos metabolitos y residuos de antibióticos. 


Y les aseguro que si se realizara un muestreo bacteriológico en los fondos marinos -no se ha hecho porque las jaulas quedaron abandonadas, son verdaderos cementerios- nos daríamos cuenta de que hay bacterias que poseen resistencias múltiples, constituyendo una situación tremendamente grave.



Nosotros no podemos seguir manteniendo y aceptando esta lógica.



Si se van a aprobar recursos -nosotros estamos dispuestos a ello, somos partidarios de que ese sector se desarrolle, pero bien, sin esa mirada neoliberal y economicista-, que se haga, pero condicionado al cumplimiento de estándares ambientales, laborales exigentes.



Lo único que les aseguro es que estos 25 años generarán en las Regiones Undécima y Duodécima los mismos problemas acontecidos en la Décima. Y habrá un nuevo virus ISA y probablemente otros virus modificados, porque se seguirán desarrollando poblaciones monoclonales, que poseen muy poca capacidad biológica de resistencia, con una inmunidad muy deteriorada, producto de las noxas ambientales y de la confinación en que viven. Y, sin duda, en diez años más tendremos epidemias iguales o peores, y todo eso habrá sido prevenible.



Pero al quererse establecer un proceso casi de autorregulación y de privatización, sin las normas que den garantías a la sociedad chilena en orden a que esto se va a hacer bien, yo creo que el plazo propuesto resulta absolutamente prolongado y no se adecúa a criterios biológicos, sino económicos.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona, para fundamentar su voto.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, al igual que ayer, me referiré al texto, ya que el debate lo efectuamos la semana pasada.



En el caso que nos ocupa, nos estamos pronunciando por la perduración de la concesión por tiempo indefinido o su reemplazo por una de 25 años renovable. Eso es en realidad lo que se halla en discusión.



Se ha mencionado que en el ámbito medioambiental se habrían pasado por alto quejas y reclamos de importantes y prestigiosos biólogos, y que no se habrían tomado resoluciones con relación a esa materia.



Informo a la Sala que en este caso eso precisamente se hizo. Y lamento que no se haya leído el informe, porque justo se prohíbe el uso de antibióticos con fines experimentales. Ello quedó completamente prohibido. Es decir, ese tema fue tocado en la Comisión y hubo una resolución. Y la práctica de lanzar al mar de manera indiscriminada antibióticos solo por la sospecha de que hay epidemia, de vaciar en las aguas toneladas de antibióticos simplemente para evitar el tratamiento costoso de las epidemias con relación a su propio caso quedó totalmente prohibida.



En consecuencia, a todos los ambientalistas que se encuentran preocupados por este tema, les hago presente -lamentablemente los Senadores que tienen la obligación de informarse no lo han hecho- que precisamente se busca poner término a esa práctica en la ley en proyecto.



Ahora bien, como se señala que lo mejor es que esta normativa no salga, les digo a todas esas personas que esas prácticas seguirán si la iniciativa no se convierte en ley. Porque justamente esta pone término a tales prácticas. Allí radica la importancia del trabajo hecho en esta materia.



A todos los representantes de las organizaciones ambientales debo señalarles que la Comisión, por unanimidad, adoptó dichas resoluciones, y que los biólogos, en especial los de las Regiones afectadas, fueron escuchados en ella no solo a modo incidental, sino durante varias horas, donde expusieron larga y detalladamente acerca de los impactos que provocaba en las especies el uso de estos antibióticos, que en la práctica se transformaban en tóxicos. Fueron escuchados y se tomaron resoluciones a partir de sus propuestas. Hago mención de ello para que no haya preocupación con relación a ese tema.



En cuanto al texto en debate, entre la concesión indefinida y la por 25 años renovables, naturalmente estoy por la última. Creo que la concesión por tiempo indefinido llevó a abusos que los propios representantes de la agrupación de salmoneros tuvieron que reconocer en la Comisión.



La concesión por 25 años renovables impone un conjunto de obligaciones, y de no cumplirse se caduca la renovación. Y esas exigencias se encuentran en los ámbitos medioambiental, sanitario y laboral. Se trata naturalmente de las medidas que la Comisión podía tomar y que estaban a su alcance en el marco de la discusión del proyecto en análisis.



Dejar el texto como está y simplemente resignarse ante el hecho de que las concesiones sean indefinidas -y, en la práctica, a perpetuidad- creo que es el mal mayor. Me parece que para la propia sustentabilidad de la industria ello es pésimo, porque no obliga a que se adopten los resguardos que la iniciativa exige para aplicar la renovación por 25 años. Como ya mencioné, se trata de obligaciones en los ámbitos medioambiental, laboral y sanitario.



Es importante que quede establecida la responsabilidad de cada uno. Y en esta materia quería aclarar expresamente la que a mí me compete en la discusión habida al interior de la Comisión de Pesca.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, por respeto al Senado, me referiré solo al punto en cuestión.



Hoy, la concesión posee carácter indefinido. Las Comisiones de Pesca y de Hacienda proponen que sea por 25 años, renovable en caso de que se cumplan las condiciones ambientales, sanitarias y todas las que agrega la ley en proyecto.



Creo que no corresponde, por las exigencias del trabajo legislativo actual, repetir una discusión de carácter general hasta la saciedad cuando estos argumentos ya son conocidos y en el fondo se encuentran desvirtuados por el informe que tenemos ante nosotros.



Voto a favor.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, lo que he escuchado de parte de los Senadores señores Escalona y Horvath hace innecesaria una profundización del tema. No obstante, me asombró lo que dijo el Honorable señor Girardi, con toda esa argumentación que dio de tipo científico, frente a un proyecto que realmente es lo mejor que se ha elaborado para apoyar una actividad que representa, más o menos, la tercera viga de la economía chilena y que se vio afectada en lo que era lo más importante dentro de ella: la pesca, como principal ocupación; la acuicultura, que tenía el mayor impacto en nuestra economía, pues daba trabajo, generaba ingresos, etcétera. 



La legislación vigente no resulta del todo adecuada para manejar dicho sector. Por eso hubo fallas y una situación bastante crítica que ha tenido que enfrentar esa área en general.



Si la acuicultura no hubiera pasado por las condiciones que le ha tocado vivir, este proyecto de ley no sería viable.



Y quiero decirle a los señores Senadores, con mucho énfasis, que esta iniciativa viene a poner orden -y lo hace con fuerza- en aquellos espacios que estaban bastante laxos. 



¡Les repito: sin la situación crítica que estaba experimentando el sector, no habría sido posible políticamente llevarla adelante! 



Quienes no estén de acuerdo con ella y desean que las cosas sigan como antes creo que están cometiendo un profundo error.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la industria del salmón tiene grandes defensores y grandes detractores. Lo que está fuera de discusión es que ella es la responsable de un daño ambiental brutal. Y, junto con ello, tampoco se ha hecho cargo del tremendo costo social que han vivido decenas de miles de familias, en particular de la Décima Región o lo que era esta.



El mercado desregulado de la industria del salmón dejado a su ímpetu, hace mal. Por lo menos en lo que a ella atañe, está demostrado que es así.



A lo anterior se suma un juicio o prejuicio sobre lo que son las concesiones en nuestro país. Por eso hoy en la Cámara de Diputados se está discutiendo una reforma constitucional relacionada con el agua, que también tiene que ver con la forma como se entiende la entrega de un bien nacional de uso público a particulares para el desarrollo de una actividad económica y cómo se regulan de mejor manera los intereses de todos los chilenos.



Observo que en este debate hay un juicio o prejuicio acerca del otorgamiento de concesiones a la industria del salmón, por el daño que se ha causado; porque no se sabe si van a ser responsables, si aprenderán adecuadamente la lección del daño que han provocado. 



Y yo soy de aquellos que tienen serias dudas. Me asisten severas dudas sobre los métodos de producción utilizados en la piscicultura, la sustentabilidad de los modelos de producción.



 En todo caso, me parece que el proyecto en debate constituye, en realidad, un avance en comparación a lo que hay.



Y quisiera saludar aquí a un parlamentario de Oposición que hace muchos años comenzó a plantear el problema de la piscicultura en los lagos y la contaminación que se producía. ¡Pero nadie dijo nada! ¡Nadie quiso escuchar! Y hoy, después de mucho tiempo, ello ha quedado en evidencia.



Estoy convencido de que 25 años es mejor que una concesión indefinida.



Mis dudas radican en que aquí no solo se está votando el texto que nos ocupa, sino también los otros elementos conexos: ¿Cuáles son las causales de caducidad de las concesiones? ¿Existen causales fuertes para que la haya, o es un maquillaje cuando se habla de 25 años y es imposible la caducidad? 



¡Eso es lo que no me gusta de este proyecto!



Votaré a favor de los 25 años renovables, porque es menos que lo indefinido. Pero las condiciones para la mantención parecen más bien hechas de forma tal que no se está defendiendo necesariamente el interés más permanente y estratégico del país.



Cuando corresponda, señor Presidente, volveré a abordar ese punto.



Decía que tengo serias dudas acerca de si en este proyecto la caducidad se valora como un bien que se pueda lograr realmente. Porque en otras concesiones que ha entregado el Estado, cuando se ha planteado esta discusión, sectores de nuestro país creen que la concesión pasa a conformar su patrimonio en forma automática y la incorporan a él. Claro, no es contable. Pero, en el ejercicio de ciertos derechos, se apoderan de un patrimonio de todos los chilenos; no se hacen responsables, y dejan en nosotros la sensación -digo: la sensación- de que lo que se está haciendo es privatizar indirectamente parte de un patrimonio que es de todos los compatriotas.



El que no exista esa sensación o tal convicción depende de cómo se presenten los elementos para garantizar la caducidad frente a infracciones relacionadas con materias ambientales, sanitarias y laborales.



Por último, señor Presidente, quisiera entender -y me gustaría preguntárselo a los miembros de la Comisión- que nadie que posea concesiones tendrá derecho a una nueva si no limpia primero el daño que ha causado. Porque, frente al abandono de jaulas y de instalaciones que han hecho las empresas, sin ningún respeto por el medio ambiente, aquello debería ser un requisito para postular a nuevas concesiones, junto con registrar su nombre propio, su personalidad jurídica o el nombre de fantasía que puedan inventar. 



¡No puede ser que a los mismos propietarios o accionistas que causaron el daño se les dé una nueva concesión por 25 años, renovable, sin antes limpiar el desastre ecológico y el daño social que provocaron en la Décima Región!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra b) del N° 1) del artículo 1° (24 votos contra 3 y 6 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Sabag y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Gómez, Prokurica y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Ávila, Girardi, Kuschel, Navarro, Núñez y Ominami.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre la letra c) del número 1), que dice: “Suprímese, en el numeral 49), la expresión ‘Vivero o’”.



El número 49) del artículo 2° de la legislación vigente señala: “Vivero o centro de acopio: establecimiento que tiene por objeto la mantención  temporal de recursos hidrobiológicos provenientes de centros de cultivo o actividades extractivas autorizados, para su posterior comercialización o transformación.”.



Y con la supresión quedaría: “Centro de acopio: establecimiento que tiene por objeto la mantención temporal de recursos hidrobiológicos...”, etcétera.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra c) del número 1) del artículo 1° (25 votos favorables y 6 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Ávila, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Navarro y Ominami.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, habría que votar la letra d).

La señora MATTHEI.-  ¡“Si le parece”, señor Presidente, con la misma votación anterior!

El señor GIRARDI.- ¡No!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En dicha letra se propone reemplazar, en el numeral 50), la palabra “matanza” por “faenamiento” las dos veces que aparece mencionada.

El señor GAZMURI.- Es más elegante.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El número 50) del texto vigente señala:



“Centro de matanza: establecimiento que tiene por objeto el sacrificio, desangrado y eventual eviscerado de recursos hidrobiológicos, para su posterior transformación. Se entenderá también por centro de matanza, los pontones destinados a los objetos antes indicados, sólo respecto de recursos hidrobiológicos provenientes de cultivo, quedando los demás sometidos a lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala aprobar la proposición con la misma votación anterior?

El señor GIRARDI.- No.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra d) del número 1) del artículo 1º del proyecto (24 votos a favor y 5 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.



Se abstuvieron los señores Ávila, Girardi, Gómez, Navarro y Pizarro.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la letra e) del número 1) del artículo 1º del proyecto dice:



“e) Incorpóranse los siguientes numerales 52), 53), 54), 55), 56), 57) y 58):”...



No sé si Sus Señorías quieren que dé lectura a los distintos numerales.



¿No?

La señora MATTHEI.- Votémoslos.

El señor CANTERO.- Sí.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra e) del número 1) del artículo 1º del proyecto (28 votos favorables y 4 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Ávila, Girardi, Navarro y Núñez.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, corresponde votar el número 2) del artículo 1º del proyecto, que expresa:



“2) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 11: 



“a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la expresión ‘especies hidrobiológicas` la frase precedida de una coma ‘ovas y gametos`.”.



Habría que redactar mejor la modificación, porque no se entiende mucho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi para fundar...

El señor GIRARDI.- Perdón, señor Presidente, pero falta votar el numeral 53) de la letra e) del número 1) del artículo 1°. Solo nos pronunciamos sobre el numeral anterior. 



Se trata de una definición muy importante, tal vez de las más relevantes que...

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se votaron todos los numerales incluidos dentro de la letra e).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, la Sala acordó votar la letra e) entera. En otras palabras, se votaron en conjunto los numerales 52), 53), 54), 55), 56), 57) y 58).

El señor GIRARDI.- Nosotros habíamos pedido votación separada de todos los artículos, señor Presidente.

La señora MATTHEI.- Sigamos.

El señor PROKURICA.- ¡Ya se votó!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Todos los numerales mencionados se hallan en una sola letra. Y así lo hice presente.

El señor GIRARDI.- Pido que se revise el punto, porque las agrupaciones de plantas, los barrios, constituyen una situación absolutamente irregular, catastrófica, sin líneas de base, en fin.



Solicito revisar ese aspecto, que es de la esencia de una discusión transparente.



Se trata de un punto esencial, señor Presidente.

La señora MATTHEI.- ¡No, señor Presidente! ¡Ya se votó!

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Señor Senador, entiendo que usted estaba en la Sala cuando el señor Secretario indicó que se iba a votar todo lo contenido en la letra e). Y ya se verificó la votación. Por lo tanto, no podemos revertir la situación.



¿Algo más que agregar, señor Secretario?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- De hecho, existe una posibilidad: cuando se observa un error en la votación. Pero habría que solicitar el asentimiento de la Sala, y no hay acuerdo al respecto.

El señor LETELIER.- Se había solicitado votación separada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Senador. Y por eso se votó la letra e) entera.

El señor GIRARDI.- Nosotros pedimos que cada artículo se fuera votando por separado, uno a uno. Incluso, cuando se sugirió aprobar el anterior con la misma votación precedente, dije que no.



Entonces, solicito votar separadamente cada artículo, cada letra.

La señora MATTHEI.- Pero no se trata de un artículo, sino de una letra. Y se votó entera.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En todo caso, ya se proclamó la votación. Y entiendo que no hay acuerdo en la Sala para revertir la situación.

El señor NÚÑEZ.- Es un derecho del colega Girardi.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Lo tengo claro, señor Senador. Sin embargo...

El señor GIRARDI.- Pero reitero, señor Presidente, que usted preguntó previamente si aprobábamos otra letra con la misma votación anterior y yo mismo le manifesté que no estaba de acuerdo.



Por su parte, el Senador Gazmuri expresó que no era partidario de que las distintas letras se aprobaran con resultados precedentes.



En consecuencia, como nosotros pedimos votación separada, debemos pronunciarnos sobre el número 53), que contiene una norma muy importante, a la que no se le dio lectura.



Si no se resuelve el punto, señor Presidente, deberemos solicitar votación nominal para todo el proyecto, a fin de que sus preceptos se voten como corresponde, sin escamotear la discusión de materias centrales.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, le daré una explicación.



Específicamente, pregunté si leía numeral por numeral, y se me contestó que no. La Sala estuvo de acuerdo.



Ahora bien, el artículo 176 del Reglamento dice: “La votación o la elección se repetirá cada vez que en ellas se observe un defecto, exceso o irregularidad que pueda influir en el resultado.”.



Sin embargo, este no es el caso.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, se pidió votación separada por letra. Y nos pronunciamos sobre las letras a), b), c), d) y e) del número 1) del artículo 1º del proyecto.



Por lo tanto, se ha hecho exactamente lo que se solicitó.



Los señores Senadores que formularon la petición se encontraban en la Sala cuando se explicó claramente qué estábamos votando.



En mi concepto, no podemos estar revisando votaciones ya realizadas.



En consecuencia, señor Presidente, le solicito someter al pronunciamiento de la Sala la norma siguiente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, creo que constituye buena práctica entre nosotros respetar la diversidad de opiniones.



Discrepo en algunos puntos sostenidos en la Sala por otros señores Senadores. Empero, no quiero pasar a llevar ni el espíritu ni la letra del Reglamento.



Se pidió una votación individualizada. Entonces, considero mejor que revisemos la votación anterior, para que quien lo desee pueda dejar constancia de su oposición y, a la larga, el proyecto tenga una tramitación más acelerada. Porque uno puede usar el Reglamento de diversas formas.



Lo cierto es que la letra e) contiene diferentes artículos.

La señora MATTHEI.- ¡No son artículos!

El señor ORPIS.- ¡Se trata de numerales!

El señor LETELIER.- Y el espíritu de la petición era votar cada uno de esos artículos por separado.



Cualquiera que tenga buena voluntad lo va a entender así.



Estimo preferible eso a que después un Comité pida votación nominal de cada letra -es una facultad-, lo que nos podría tener aquí cinco o más días.

La señora MATTHEI.- ¡Que se pida!

El señor LETELIER.-  Sugiero aquello, señor Presidente, en el espíritu de la solicitud de votación separada que se formuló, considerando la relevancia del asunto involucrado.



En otras materias podremos agrupar la votación. Pero la incluida en el numeral 53) es parte del debate de fondo.



Por consiguiente, le pido a la Mesa reconsiderar su pronunciamiento y entender que en todos existe buena voluntad para que esta discusión no se prolongue en exceso.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- La voluntad está, Su Señoría. Eso no es materia de discusión.



Sin embargo, debo ceñirme al Reglamento, que en su artículo 177 preceptúa claramente: “Una vez anunciado por el Secretario el resultado de la votación, el Presidente procederá a proclamarla.



“No procederá reclamo alguno después de proclamada la votación.”.



Eso fue precisamente lo que ocurrió.



Por lo tanto, me apego estrictamente a lo que dispone el Reglamento del Senado, salvo que en la Sala haya unanimidad para volver a votar el numeral 53).



Expreso mi voluntad al respecto.



¿Hay voluntad de la Sala en tal sentido?



No la hay.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores...

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ya que no fue posible repetir la votación de la letra e), quiero señalar cuál es nuestra objeción.



No existe información suficiente sobre los ecosistemas ocupados por las concesiones según esta planificación, que tiende a reordenar los llamados “barrios salmoneros” o “barrios sanitarios”.



La verdad es que en Chile nunca ha habido sobre los ecosistemas patagónicos información científica de base, esencial, que permita realizar una evaluación acertada de la conveniencia de posibilitar el desarrollo de la actividad acuícola y de los impactos que ella genera.



Este proyecto de ley incurre en el mismo error al disponer, sin contar con información científica elemental, un reordenamiento de las concesiones acuícolas y promover su expansión. Dicho reordenamiento se hace en función de un criterio que no pasa por una base científica.



Existe gran desconocimiento de información biológica oceanográfica siquiera prudente que permita llevar a cabo una distribución del territorio marítimo de la Patagonia a través de una nueva concesión.



Tratándose de determinar si conviene modificar el estatuto legal vigente, es del caso aplicar el principio precautorio, que rige en el mundo desarrollado cuando hay dudas sobre los impactos en los ecosistemas.



Mientras no exista claridad acerca de los impactos en los barrios ya usados, resulta improcedente permitir nuevas agrupaciones y nuevos impactos.



Un grupo de tarea, llamado “Mesa del salmón”, ha realizado anuncios importantes desde hace más de un año.



La denominada “capacidad de carga de los cuerpos de agua” -es decir, la determinación de cuántos salmones puede haber en cierto cuerpo de agua- no ha sido acogida ni en su definición ni en su evaluación. La magnitud del impacto, por tanto, al no existir definición a ese respecto, no queda incorporada.



La implementación de los barrios autorizada por la ley en proyecto provocará un impacto colateral no medido, pues no hay capacidad de carga autorizada para ser incorporada como criterio.



¿Cuántos salmones pueden ser criados en una hectárea de mar? ¿Cuánto soporta una jaula? Nada de esto se halla presente.



Señor Presidente, hemos manifestado nuestra objeción a la norma respectiva basados principalmente en las observaciones de los científicos (biólogos marinos, acuicultores), quienes han expresado que para el establecimiento de los barrios se requieren definición de capacidad de carga en los nuevos ecosistemas, líneas de base, en fin. Y eso no se cumple.



La autoridad, arbitraria y discrecionalmente, podrá asignar y reagrupar los barrios. Las concesiones que la ley en proyecto plantea así lo disponen. No se establecen líneas de base -reitero- ni se considera la información científica para la determinación del caso.



Por cierto, nuestro voto será en contra. Nos abstuvimos en la letra anterior. Y habríamos votado en contra de la definición de “agrupaciones” y “asignaciones”, por los motivos que señalé: se requieren estudios científicos para hacerlas.



¡Patagonia sin represas!

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Debo recordar que estamos en votación. 



La discusión particular completa se efectuó la semana recién pasada. Y ojalá podamos ceñirnos al precepto que se someta al pronunciamiento de la Sala.



No obstante, está la voluntad de la Mesa para permitir que los señores Senadores se expresen.



En tal sentido, tiene la palabra el Honorable señor Girardi, quien dispone de dos minutos.

El señor GIRARDI.- Gracias, señor Presidente. 



En mi concepto, es antediluviano el criterio de establecer normas cuando en la zona no hay estudios científicos, ni líneas de base, ni soporte, ni fundamentos sólidos sobre las distintas especies del ecosistema de la Décima y Undécima Regiones.



Lo único que interesa aquí es la rentabilidad fácil, darle todas las garantías a un sector que no cumplió ninguna norma ambiental. Por lo tanto, se establecen barrios que van a ser instrumentos de degradación y de destrucción del medio ambiente.



Además, algunas medidas ambientales y sanitarias se dejan sujetas al acuerdo entre las propias empresas salmoneras.



“Los titulares” -dice el número 53 que se incorpora mediante la letra e) del número 1)- “de los centros de cultivo que pertenezcan a una agrupación de concesiones podrán acordar condiciones sanitarias y ambientales adicionales”. Se van a fijar medidas muy bajas y dependerá de la buena voluntad de aquellos el establecimiento de mayores regulaciones.



Se eliminaron indicaciones que tenían que ver con estudios de capacidad de carga, pues se quería desregular.



Entonces, se crearán verdaderos guetos de salmones que van a precarizar el medio ambiente, dañar la población salmonera, afectar la inmunidad, y ocurrirá lo mismo que en la Décima Región.



Por consiguiente, el precepto en cuestión es de la mayor importancia.



Lamento mucho que el proyecto que nos ocupa haya provenido de este Ejecutivo, que se dice progresista. Se trata de un texto propio -lo he reiterado- más bien de una Administración neoliberal o que sustenta otro tipo de principios, por cierto respetables, pero que al menos no son los de la coalición de que me siento parte.

El señor PROKURICA.- ¡Entonces, vote por Piñera...!

El señor NAVARRO.- Es el derecho a pataleo, colega.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Le ruego a la Mesa concederme los cinco minutos a que tengo derecho para fundamentar mi voto.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Los tiene, Su Señoría. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, lo que me resulta medieval es la cantidad de inexactitudes en que se incurre aquí fruto de la ignorancia existente sobre lo que estamos votando, lo cual emana de las peticiones más importantes que nos formularon las organizaciones sociales de las Regiones, en particular las de la pesca artesanal.



A continuación del número 53) que introdujo la Comisión de Intereses Marítimos se agregó un numeral 54) que define lo que se llama “caladero de pesca”.



Eso corresponde a una petición formulada hace más de 20 años por los sindicatos de la pesca artesanal. Se trata de una de las definiciones más relevantes para el beneficio económico y social de los actores concretos de la Décima Región.



Estoy en condiciones de sostener -por eso me llama la atención que se hable con tanto desconocimiento- que las organizaciones clamaban, rogaban por que se incorporara en la ley en proyecto una definición como aquella.



Agradecemos que los técnicos de la Subsecretaría de Pesca y quienes llevaron adelante la iniciativa hayan trabajado y, finalmente, logrado incorporar una definición de tal naturaleza, que ninguna organización de la Décima Región ha rechazado. ¡Todas la han valorado!



Señor Presidente, el número 53) que aprobó en general el Senado ocupa prácticamente toda la segunda columna de la página 8 del comparado y solo dos líneas de igual columna de la página 9. ¡El texto final abarca la última columna de más de cuatro páginas y fue producto del esfuerzo de la Comisión!



Se dice en el inciso segundo del número 53) sometido al pronunciamiento de la Sala: “La declaración de agrupación de concesiones no afectará la libre navegación,” -era una de las preocupaciones más significativas- “el ejercicio de la actividad pesquera, los derechos emanados de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni de las concesiones marítimas de acuicultura,”, etcétera.



Es decir, todas las solicitudes que nos hicieron los otros actores (de la industria turística, de la industria de los mitilicultores, de la propia pesca artesanal) fueron recogidas en el articulado de la iniciativa.



La Comisión se dio el trabajo de instalarse en las Regiones respectivas para escuchar y recibir las proposiciones de las organizaciones, no solo sociales sino también económicas, que pudiesen ser afectadas. Todas fueron incorporadas en la redacción que la Sala ya aprobó.



En consecuencia, señor Presidente, me siento profundamente violentado por las afirmaciones que aquí se hacen.



Durante meses se llevó a cabo un trabajo que incluyó los aspectos que los propios científicos nos dijeron que era necesario incorporar.



En particular, lo relativo a la agrupación de concesiones tiene como objetivo precisamente evitar que las epidemias se propaguen. 



Las epidemias se propagan porque las concesiones están mezcladas entre sí. Por ende, puede ocurrir que una tome medidas sanitarias y medioambientales y que otra ubicada inmediatamente al lado no haga lo propio; entonces, como las concesiones se hallan confundidas unas con otras, se generan las epidemias, que son incontrolables.



Este mecanismo no es económico, sino, esencialmente, sanitario: tiende a evitar la propagación de epidemias como aquellas que provocaron el peligro de sustentabilidad de la empresa.



Por consiguiente, cuando aquí se afirma que se trata de políticas de corte neoliberal o economicista, es porque no se ha estudiado con rigor la naturaleza del proyecto. Son decisiones de carácter sanitario y medioambiental que causaron, en una primera etapa, la preocupación -que la Comisión logró recoger- de la pesca artesanal y otros actores del borde costero, como los que ya mencioné, asegurando la libre navegación y los intereses de los industriales de la mitilicultura.



Entiendo que alguien vote en contra -ejerce su legítimo derecho-, pero hay afirmaciones que al menos el Senador que habla, que representa a decenas de miles de trabajadores que necesitan esta legislación para poder contar con una garantía en su empleo, no se halla dispuesto a aceptar.

El señor NOVOA (Presidente).- En todo caso, tal como ya se resolvió, la letra e) fue aprobada, incluido el número 53) al cual se hizo referencia.



Por lo tanto, sigue adelante el tratamiento de la iniciativa.



Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Luego, la Comisión de Pesca sugiere sustituir el N° 2) del artículo 1° del proyecto por el siguiente:



“2) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 11:



“a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la expresión “especies hidrobiológicas” la frase precedida de una coma “ovas y gametos”.


“b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de los términos “inciso anterior”, la frase “y acerca de la adaptabilidad e impacto ambiental de éstas””.
El señor NOVOA (Presidente).- En votación.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba la proposición de la Comisión (25 votos a favor y 4 abstenciones).


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Ávila, Girardi, Kuschel y Navarro.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, la Comisión de Pesca recomienda un N° 3), nuevo, tendiente a incorporar el siguiente párrafo 5°, también nuevo, al Título II:



“Párrafo 5º



“Del Bienestar Animal


“Artículo 13 F.- La acuicultura deberá contemplar normas que resguarden el bienestar animal y procedimientos que eviten el sufrimiento innecesario.”.
El señor LETELIER.- ¿Puedo formular una consulta, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor LETELIER.- Como no soy miembro de la Comisión, me gustaría que alguno de sus integrantes pudiera indicar cuál es el alcance del concepto “sufrimiento innecesario”.



Imagino que esa es la situación en una jaula sobrepoblada. Porque entiendo que aquí se hace referencia a normas genéricas vinculadas al proceso de engorda, traslado y faenamiento. Supongo que este último no es el que precisamente se señala, sino que también se debería incluir la fase de engorda y la carga que debe existir en cada jaula. No sé si es así. Me parece -quiero dejarlo consignado- que ello igualmente debería ser abordado por la expresión y no solo el proceso de faenamiento. Porque hay quienes sostienen que la sobrecarga de población en las jaulas, más allá de las consecuencias sanitarias, causa efectos sobre el bienestar animal.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. Su Señoría puede ilustrar al Senador señor Letelier.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, únicamente deseo aclarar a quien ha expuesto el punto y a quienes les interesa el tema que este es un avance importante, porque, tratándose de seres vivos, estos se estresan bajo ciertas condiciones y, por lo tanto, también se hacen más susceptibles de padecer enfermedades, que es justamente lo que ocurrió en Chile.



Y si se incluye tal elemento, como lo plantearon los biólogos y los científicos de verdad en nuestro trabajo tanto en terreno como en Comisión, se asegura que los ejemplares sean bien tratados hasta su faenamiento, de la misma manera como se procede con otras especies.



Por tratarse de un avance importante -reitero-, el órgano técnico decidió incorporarlo.
El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba la proposición de la Comisión (22 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Ávila y Núñez.
El señor GAZMURI.- El sistema no registró mi pronunciamiento, señor Presidente.
El señor NOVOA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Pesca sugiere un N° 4) que agrega, en el párrafo cuarto de la letra d) del artículo 48, las siguientes oraciones:



“Asimismo, el proyecto de manejo y explotación podrá comprender la instalación de colectores para la captación de semillas de recursos hidrobiológicos, la que se someterá a lo dispuesto en el reglamento. En estos casos y en el área que se autorice, la destinación deberá comprender la porción de agua para la instalación de las estructuras necesarias para el ejercicio de estas actividades, siempre que ellas se encuentren aprobadas en el proyecto de manejo y explotación.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.


--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solo deseo expresar, en cuanto al establecimiento de un área de manejo y explotación de recursos bentónicos, que existe una comisión investigadora en la Cámara de Diputados justamente por las centrales termoeléctricas que terminan dañando, contaminando, afectando la salud animal, vegetal y humana cuando son instaladas en los bordes costeros.



Aquí se trata de áreas protegidas que corresponden a un sentido de gestión sostenible de los recursos, pero no se establecen normas de resguardo. Cabe recordar que se pueden llevar a cabo, por ejemplo, proyectos portuarios y centrales termoeléctricas.


En consecuencia, me voy a abstener, porque nuevamente se norma hacia el futuro, pero en forma insuficiente, es decir, con el mínimo indispensable, y no de acuerdo con las verdaderas necesidades y criterios técnicos que hoy se usan en estas materias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, únicamente quiero insistir en que los señores Senadores lean el proyecto. 


Por algo se establece la zonificación del borde costero. Y, en el caso específico que nos ocupa, se considera la medida de que en las áreas de manejo se establezcan sistemas de captación de semillas, lo que es algo que conviene y que pidieron los pescadores artesanales. Por eso, solicitamos votar a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba la proposición de la Comisión (24 votos a favor y 4 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Ávila, Girardi, Navarro y Ominami.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, el número 5) expresa:



“5) En el artículo 67: 



“a) En el inciso primero, elimínase la expresión “y lagos”, e intercálase, antes de la expresión “por uno o más decretos”, la frase “por grupo o grupos de especies hidrobiológicas,”.”.



La letra b), que requiere quórum calificado para su aprobación, se halla redactada en los siguientes términos:



“b) Intercálase el siguiente inciso tercero:



“En las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los ríos a que se refieren los incisos anteriores, sólo podrán otorgarse concesiones de acuicultura para cultivos extensivos de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.



“c) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:



“Los cultivos que se desarrollen en cursos y cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en una misma heredad o en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente, deberán inscribirse en el registro nacional de acuicultura, en forma previa al inicio de sus actividades, debiendo someterse a las restricciones de distancia mínima que establece el reglamento.”.



d) “Reemplázase en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la oración “que constituyen Parques Nacionales, Reservas y Monumentos Nacionales” por “que se encuentren contempladas en la zonificación del borde costero” y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente frase: “Asimismo, se excluirán para el establecimiento de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura los caladeros de pesca que se establezcan en la forma que defina el reglamento.".


“e) Incorpórase en el inciso quinto, que pasa a ser sexto, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, las siguientes oraciones:



“En los casos de solicitudes de concesión de acuicultura en que se determine que no existen bancos naturales de recursos hidrobiológicos en el sector solicitado, la Subsecretaría publicará en su sitio electrónico el informe técnico que así lo establezca, la que será complementada mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente. Dicha publicación se realizará antes de requerir al titular de la solicitud respectiva someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental de conformidad con el reglamento. En el plazo de dos meses contados desde la fecha de publicación, cualquier interesado podrá reclamar del contenido del informe técnico con antecedentes fundados ante el Subsecretario de Pesca, el que deberá resolver la presentación en el plazo de 10 días.”.


La letra f) requiere el quórum ordinario, pero fue aprobada con los votos a favor de los Honorables señores Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath, y la abstención del Senador señor Ávila. Expresa:



“f) Agréganse a continuación del inciso quinto que pasa a ser sexto, los siguientes:



“Los cultivos intensivos o cultivos extensivos de especies hidrobiológicas exóticas, mantendrán una distancia mínima de 1,5 millas náuticas de parques marinos y reservas marinas.”.



“En los casos en que las áreas protegidas terrestres colinden con el mar, la zonificación del borde costero deberá establecer una franja marina mínima de resguardo para excluir el desarrollo de cultivos intensivos o extensivos de especies hidrobiológicas exóticas.”. 


“g) Reemplázase, en el inciso sexto, que pasa a ser noveno, el guarismo “30” por “60”.”.



La letra h), cuya aprobación exige quórum calificado, señala:



“h) Incorpórase el siguiente inciso final:



“En el caso que en la región respectiva se haya establecido una zonificación del borde costero cuyo decreto supremo de aprobación haya sido publicado en el Diario Oficial, las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura deberán modificarse a fin de compatibilizarse con dicha zonificación. Desde la fecha de publicación del decreto supremo que establezca la zonificación, no podrán otorgarse nuevas concesiones de acuicultura en los sectores que se hayan definido de uso incompatible con dicha actividad. En estos casos, la modificación de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura no se someterá al procedimiento señalado en el presente artículo, debiendo ser sólo aprobada por decreto supremo.”. 

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el número 5) propuesto por la Comisión de Pesca, que contiene modificaciones al artículo 67, incluidas, por cierto, las normas de quórum especial.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo consignar que la letra d) contempla una disposición especialmente importante para los pescadores artesanales, ya que agrega la frase: “Asimismo, se excluirán para el establecimiento de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura los caladeros de pesca que se establezcan en la forma que defina el reglamento.". Ello apunta a que los lugares de uso tradicional de la pesca artesanal queden debidamente resguardados por la ley.



Con la misma finalidad, la letra f) contempla una norma ligada a una solicitud de las organizaciones medioambientales, en el sentido de que los cultivos intensivos queden a una distancia mínima de parques y reservas marinas.



Luego, la letra h) establece la primacía del borde costero. Por lo tanto, la acuicultura no puede prescindir de lo establecido por una resolución del propio gobierno de cada Región, representativo de esta. Es algo que queda debidamente resguardo por ley.



En consecuencia, el sentido del texto asimismo recoge las preocupaciones que sobre la materia se plantearon en el trabajo de la Comisión.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en mi opinión, lo que discutimos dice directa relación a una pregunta que formulé ayer: ¿en qué medida el proyecto, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, puede afectar en el futuro a las actividades del mundo de la pesca artesanal?



Para mí, es muy importante que alguien señale exactamente -ojalá sea un representante del Gobierno-, en primer lugar, quién fija la zonificación del borde costero y, en segundo término, cuáles son los criterios que se aplican para tal efecto.



Aquí solamente se está resguardando lo que acaba de expresar el Senador señor Escalona respecto de la pesca artesanal. Pero, por cierto, dicha actividad no solo se desarrolla en bahías y caladeros, sino también en otros lugares donde normalmente ha registrado un gran desarrollo, particularmente en el norte.



En consecuencia, creo que sería muy relevante que se precisara exactamente quién fija la zonificación del borde costero y con qué criterio se procede, porque, a mi juicio, cualquiera que sea la forma como ello se haga, implica límites a la Ley General de Pesca y Acuicultura, que determinó cinco millas para los pescadores artesanales en todo el territorio nacional.



Otra cosa es que esa distancia se vulnere, que usualmente se penetre en el área, que el mundo empresarial termine por afectar al artesanal y le quite el borde costero en extensiones muy grandes. Pero, por lo menos, la ley señala que cinco millas, a lo largo de todo el país, son para la pesca artesanal. Y así lo he entendido siempre.



Me parece de gran interés, por lo tanto, que se señale cuáles son los criterios y el organismo para fijar la zonificación. 



Si eso se encontrara determinado en el proyecto, les ofrezco mis disculpas a los miembros de la Comisión por no haber tenido la oportunidad de leerlo en su conjunto.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero destacar que la iniciativa, justamente en la parte que nos ocupa, consagra el sistema de zonificación, la cual, como bien debiera saberse, se realiza a través de las comisiones regionales de Uso del Borde Costero. El problema es que muy pocas Regiones la han llevado a cabo hasta la fecha.



El procedimiento anterior ha sido el de dictar para el efecto un decreto supremo de la Subsecretaría de Marina, fórmula que, desde luego, es de menos peso y validez ante los tribunales, incluso, que la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Ese es el primer punto que quiero destacar.



En la determinación de la zonificación se utilizaban más bien criterios de uso preferente. Hoy día se establecen compatibilidades e incompatibilidades, lo cual representa un muy gran avance en lo referente al buen uso del borde costero, lo que incluye a los pescadores artesanales, los buzos mariscadores, el sector del turismo, las áreas de conservación y, además, las comunidades originarias. Por lo tanto, se ha registrado un progreso muy significativo.



De otro lado, quiero destacar que se elimina la facultad de determinar áreas aptas para la acuicultura en los lagos y se contempla una serie de otros elementos, como los caladeros de pesca, que se han solicitado.



En el fondo, ello consagra claramente el uso regionalizado y la conservación del borde costero y del mar chileno, así como de los cuerpos de agua. 



Por lo tanto, se trata de un texto que se construyó en la Comisión, junto con el Ejecutivo y las distintas organizaciones que participaron en nuestro trabajo legislativo. 



En tal virtud, solicito que se vote a favor del número 5).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como lo hemos reiterado a lo largo del debate, sin duda en algunas áreas hubo amplia coincidencia con los pescadores artesanales, en particular respecto a los caladeros de pesca.



Sin embargo, en la mayoría de las letras de este numeral se incluye al comienzo el concepto de “áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura”. En efecto, la b) lo hace al referirse a los ríos; la c), cuando menciona “Los cultivos que se desarrollen en cursos y cuerpos de agua”; y, en especial, la d), al hablar de los caladeros de pesca.



¿Pero qué es un “área apropiada para el ejercicio de la acuicultura”? Lo hemos dicho y lo reiteramos: ella no está definida por líneas de base, según estudios científicos, como tampoco la capacidad de carga. En consecuencia, la conceptualización de tales áreas no se halla en el articulado. Y no se incorpora la capacidad de carga. Lo que se encuentra, en cambio, es un agrupamiento de barrios salmoneros sin ninguna línea de base científica.



Señor Presidente, nos vamos a abstener respecto de este número, porque, como hemos dicho, la ausencia de elementos esenciales hace inviable la normativa. Y, en tal sentido, propiciamos una regulación adecuada para el desarrollo de esta industria nacional.



En definitiva, aun cuando las normas del número en votación se debatieron con el sector de la pesca artesanal y pese a que nos interesa que las zonas de caladero no se puedan instalar en los barrios salmoneros, la exclusión de la línea de base científica nos obliga -al menos en lo personal- a abstenernos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este proyecto está bien maquillado. Pero, si uno lo mira con lupa, descubre que detrás del maquillaje se esconden situaciones de desregulación. Por ejemplo, dada la situación ambiental hoy existente, debiera prohibirse por completo la acuicultura en ríos y lagos, lo cual no se establece claramente en las modificaciones que se proponen. 



Eso necesita el país. 



Cualquiera que haya visto un sistema de jaulas o de procesos de acuicultura en nuestros ríos o lagos puede darse cuenta de los enormes daños que se generan -o se generaron- en esos recursos. 



Por lo tanto, ya que existe evidencia científica mundial al respecto, esa práctica tendría que rechazarse totalmente.



Es cierto que en lo referente a las áreas apropiadas se contemplan exclusiones. Pero no se incluyen todas las áreas que estimamos importantes, dado que esto quedará comprendido en una zonificación que todavía no se ha realizado. 



¿Qué correspondería hacer acá? Que todos los sitios prioritarios y los cubiertos por el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE) fueran considerados formalmente, sin que dependieran de una autoridad que, por ejemplo, pudiera determinar en forma discrecional que uno de ellos no quedara representado en la zonificación.



Por consiguiente, aquí hay un nuevo pequeño atajo, justamente para violar los sitios prioritarios y las áreas silvestres protegidas.



En seguida, nos parece que el establecimiento de una separación de 1,5 millas entre los centros de cultivo y los sitios prioritarios, protegidos o vulnerables constituye un avance. Pero todavía es insuficiente. Quienes conozcan los sistemas húmedos o los relacionados con recursos hídricos como el mar advertirán que esa distancia resulta absolutamente exigua, por la difusión propia de los contaminantes, que se van a expandir mucho más allá de 1,5 millas. Por lo tanto, hay que tener un criterio mucho más restrictivo si de verdad se quiere resguardar el recurso.



Otro punto se relaciona con la declaración de no dominio de las concesiones de agua.



Eso está muy bien. 



Se hace un extenso alegato en el sentido de que no se trata de privatizar el mar. Pero debo decir que, cuando más adelante se apliquen hipotecas sobre una concesión recaída en un bien nacional de uso público, eso significará que un banco internacional se convierta en su propietario. Por esa vía se privatiza nuestro mar.



Evidentemente, es necesario impedir que tal situación ocurra. Y por eso estamos muy preocupados por el hecho de que esta discusión tan importante para el país se esté realizando en la invisibilidad. 



¡Este tendría que ser un tema de debate presidencial! A los candidatos se les debería preguntar qué opinan sobre la privatización del mar. 



Pinochet privatizó el agua. Pues bien, ¿qué piensan nuestros candidatos respecto de que en Chile se privaticen el borde costero y el mar? 



De esa manera todos sabríamos hacia qué país vamos a caminar. 



¡Y todo esto se realiza para salvar una industria que fue irresponsable, que no tuvo ningún criterio ambiental, que no promovió resguardo alguno, que dejó a la Décima Región convertida en un cementerio y que ahora quiere hacer lo mismo en la Undécima y en la Duodécima Regiones!



Además, todas estas áreas se han definido sin estudios de base, sin conocer las especies, sin análisis científicos. 



Este proyecto, de nuevo, ¡es un traje a la medida!

El señor PROKURICA.- ¡Exhiba los carteles...!

El señor GIRARDI.- Por lo tanto, en esa lógica, queremos realizar una pequeña manifestación -el Senador señor Prokurica la espera- a los efectos de que ojalá esta discusión no se siga haciendo en la invisibilidad de los chilenos.



Este debate es trascendente: ¡aquí se están privatizando el mar y el borde costero, tal como hace casi 29 años se privatizó el agua de todos los chilenos!



Además de recurrir al Tribunal Constitucional, hemos tomado la decisión, con un conjunto de personas -entre ellas, el Obispo de Aysén-, de empezar de inmediato una campaña destinada a recuperar esos recursos para el país.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, como Presidente de esta Corporación, tengo que hacerle presente que acá no hay un debate “en la invisibilidad de los chilenos”. La Cámara Alta debate en forma transparente. Y aquí se efectúan votaciones, cuyos resultados son los que indica la mayoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, pienso que aquí se está abusando de la paciencia del Senado, burlando a la prensa nacional y realizando una ideologización sobre algo que justamente este proyecto corrige. 



¡Esta gente no ha ido al terreno, no conoce el lugar y está efectuando una campaña ideológica, sin valorar la iniciativa en plenitud!

El señor NOVOA (Presidente).- Como es evidente, hay intención de provocar y de transformar el Senado en un lugar distinto de lo que tradicionalmente ha sido.

El señor ROMERO.- ¡En un circo!

El señor NOVOA (Presidente).- No es la primera vez. Ayer vivimos una situación similar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el número 5) del N° 1 del artículo 1° (22 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Ávila y Navarro. 

El señor PIZARRO.- ¡El Senador Girardi no votó! ¡No se va a conocer su posición!

El señor NAVARRO.- ¡Tenía la mano ocupada con el cartel...!

La señora MATTHEI.- ¡Habla del secretismo, pero no vota...!

El señor GIRARDI.- ¡No voto proyectos ilegítimos!

La señora MATTHEI.- ¡Hasta cuándo el show y la mentira acá!

El señor NOVOA (Presidente).- Señora Senadora, sigamos con nuestro trabajo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse respecto del número 6), que agrega, a continuación del artículo 67, los siguientes artículos nuevos:



“Artículo 67 bis. Las concesiones y autorizaciones acuícolas no entregan dominio alguno a su titular sobre las aguas ni el fondo marino ubicado en los sectores abarcados por ellas, y sólo les permitirá realizar aquellas actividades para las cuales les han sido otorgadas, de manera armónica y sustentable con otras que se desarrollen en el área comprendida en la respectiva concesión o autorización, tales como la pesca artesanal y el turismo, entre otras.



“Artículo 67 ter.- Las personas naturales o jurídicas que soliciten realizar, en forma exclusiva, acuicultura experimental en bienes nacionales de uso público y los centros de investigación en acuicultura que se emplacen en tales sectores, se someterán a las disposiciones de las concesiones de acuicultura o de las concesiones marítimas, dependiendo del tipo, magnitud y plazo de ejecución de las actividades comprendidas en el proyecto técnico, de conformidad con lo establecido en el reglamento. Las áreas apropiadas para la acuicultura podrán comprender sectores para el otorgamiento de concesiones de acuicultura cuyo objeto exclusivo sea la realización de actividades de acuicultura experimental.



“Podrá realizarse acuicultura experimental en concesiones otorgadas cuyo objeto no sea la experimentación cuando se cumplan las siguientes condiciones:



“a) no se destine a la actividad de experimentación más del 10% del área de la concesión;



“b) se mantenga o disminuya la intensidad del sistema de producción autorizado al centro de cultivo;



“c) se dé cumplimiento a las exigencias ambientales y sanitarias establecidas para el centro de cultivo y la agrupación de concesiones en su caso;



“d) no se utilicen especies hidrobiológicas de primera importación de conformidad con lo establecido en el artículo 12;



“e) se someta al sistema de evaluación de impacto ambiental en su caso.



“La actividad experimental señalada en el inciso anterior no tendrá una duración superior a cinco años, renovables por una sola vez, previa presentación de resultados de la actividad.



“Artículo 67 quáter.- Los establecimientos que se destinen a la reproducción y mantención de especies ornamentales deberán obtener una concesión de acuicultura para desarrollar su actividad en bienes nacionales de uso público. Si dichos establecimientos se instalan en terrenos privados, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Acuicultura, previa acreditación de los requisitos previstos en el reglamento. Para los efectos de esta ley, será siempre responsable del cumplimiento de la normativa, el titular de la correspondiente inscripción.



“En cualquier caso, los establecimientos que operen o mantengan especies ornamentales exóticas sólo podrán desarrollar su actividad en circuitos controlados.



“Artículo 67 quinquies.- Las condiciones ambientales y sanitarias a las que deberán someterse la acuicultura experimental, los centros de investigación en acuicultura, la instalación de establecimientos destinados a la reproducción y mantención de especies ornamentales así como la de acreditación del origen de los mismos, el procedimiento de aprobación del proyecto técnico y la distancia con otros centros de cultivo, serán establecidas por reglamento.



“La actividad experimental que se realice en terrenos privados y los centros de investigación que se emplacen en tales sectores requerirán su inscripción previa al inicio de las operaciones en el Registro Nacional de Acuicultura y se someterán a las condiciones ambientales y sanitarias que establezca el reglamento. 



“La forma y requisitos de entrega de información de la actividad de los establecimientos que operan sobre especies ornamentales en terrenos privados, se establecerá en el reglamento. Se eliminará del registro a quien no informe operaciones por cuatro años consecutivos.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, quiero hacerles presente a la Mesa y al Senado que, desde mi punto de vista, en la discusión de este proyecto se ha producido algo que no me parece lo más conveniente.



Me explico.



En la sesión anterior se debatió artículo por artículo la iniciativa en análisis. Eso estuvo muy bien. Y solo dejamos pendiente el pronunciamiento para el momento que correspondiera, lo cual se dio ayer al final de la tarde y continúa hoy.



Por eso, si la Mesa condujera la sesión en el sentido de lo acordado, los señores Senadores no deberíamos argumentar nuevamente sobre el proyecto. Porque sería una reiteración. El debate ya se hizo en una sesión anterior y se entregaron los planteamientos. Repetirlos hoy, más que constituir el ejercicio de un derecho, es un abuso. Y ello no está bien.



Además, se produce algo tremendamente injusto. Y lo digo con toda libertad: el Ejecutivo no puede hablar. Sus representantes, con respecto a ciertos artículos que se han votado hoy, han recibido acusaciones graves de algunos señores Senadores; incluso, yo diría, en lo político, en lo que a ellos les compete. Y eso, señor Presidente, tampoco está bien. 



Aquí, si se les da nuevamente la palabra a todos los señores Senadores -lo cual es excesivo y no corresponde-, también se le debería otorgar al Ejecutivo, a fin de que se restablezca una igualdad clara y podamos pronunciarnos como corresponde. De lo contrario, señor Presidente, se le estarán cargando las tintas a una sola parte.

El señor NOVOA (Presidente).- En primer lugar, debo hacer presente que la fundamentación del voto es un derecho de los señores Senadores. La forma como se ejerce, por cierto, queda entregada al criterio de cada cual.



Durante el debate del presente proyecto se ha insistido mucho en que Sus Señorías se limiten al asunto en discusión. Y vuelvo a repetir que eso sería lo más adecuado, dado que ya hemos efectuado un análisis muy a fondo sobre la iniciativa que nos ocupa.



En cuanto a la posibilidad de que intervengan los representantes del Ejecutivo, estos lo podrán hacer si existe unanimidad para ello en la Sala. En todo caso, dispondrán de todo el tiempo necesario para formular las precisiones correspondientes al término de la votación. No creo que influya mucho en su resultado si lo hacen en este momento.



Por consiguiente, si hay unanimidad en la Sala, le ofreceré la palabra al señor Ministro de Hacienda, quien la ha solicitado.



No hay acuerdo, desgraciadamente.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi, para fundar el voto.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, con relación al número 6), específicamente, solo deseo reiterar un punto: no tenemos ningún problema con las concesiones. Acá se definen. Y eso está muy bien.



La dificultad se produce en el texto que viene más adelante, donde se dispone que ellas son hipotecables, lo que borra con el codo el concepto de concesión. Porque esta quedará en poder de los bancos, que la podrán rematar y al final terminará en manos, seguramente no de propietarios nacionales, sino de grupos transnacionales. 



Ese es, tal vez, el aspecto más delicado del proyecto. Porque los demás asuntos, vinculados con regulaciones ambientales y sanitarias, a lo mejor se pueden subsanar a futuro. Pero aquí se posibilita entregar una concesión sobre un bien nacional de uso público -el mar y el borde costero-, y posteriormente hipotecarla.



Nuestro cuestionamiento radica en ese punto y nos lleva a votar en contra de la iniciativa. Esta, por lo demás, no solo cuenta con la oposición de algunos parlamentarios aquí presentes, sino de casi el cien por ciento de las organizaciones no gubernamentales que se dedican a defender el medio ambiente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el número en discusión, originado en indicaciones formuladas por los Senadores señora Matthei y señor Horvath -desconozco si también por otro Senador- deja en evidencia que no existe la contradicción que algunos han señalado majaderamente. Porque su texto, que describe lo que es una concesión, dispone: “Las concesiones y autorizaciones acuícolas no entregan dominio alguno a su titular sobre las aguas ni el fondo marino ubicado en los sectores abarcados por ellas, y sólo les permitirá realizar aquellas actividades para las cuales les han sido otorgadas”.



O sea, señor Presidente, quien no tiene el dominio no lo puede entregar en garantía. Lo que confiere es la concesión sobre el agua y el terreno, no su dominio.



¡Hasta cuándo seguimos con la majadería!



¡Se trata de una cuestión evidente!



Por eso, lamento la presencia de los medios de comunicación que filmaron el “show de los letreros”. 



Yo respeto mucho a los señores Senadores que sostienen este argumento; sin embargo, es una majadería sin ningún sustento jurídico. ¡Ninguno! Seguramente van a salir en la prensa,... 

El señor NAVARRO.- ¡Solo ustedes tienen la posibilidad de aparecer en los medios...!

El señor PROKURICA.-... pero el Senado no puede seguir soportando este tipo de afirmaciones.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por cierto, el debate de cualquier proyecto de ley no está exento de polémica. Y el Senado está para escuchar la diversidad. Nadie puede negar la existencia de ella y de los diferentes puntos de vista y pretender la homogeneidad. Yo no intento que la Derecha cambie de parecer. Esta tiene un ánimo productivista, de desprecio al medioambiente; ha estado de acuerdo con eliminar las cláusulas laborales y, en definitiva, da una interpretación del numeral 6), respecto al artículo 67 bis.



Entonces, el Senador Prokurica dice que las concesiones y autorizaciones -como expresa la norma- no entregan dominio alguno a su titular.



Y quién puede intervenir en la concesión acuícola, si el propio articulado determina que las concesiones experimentales, las turísticas, las artesanales no pueden desarrollarse.



Tienen dominio absoluto en los hechos. Porque el único que puede actuar sobre la concesión es el dueño de ella. Nadie más. Y si alguien aspirara a meterse en la misma e intentara alguna acción, estaría por sobre la ley.



Por tanto, esta disquisición acerca del dominio es más bien -yo diría- absolutamente inefable.



Señor Presidente, el dominio existe. El dueño de la concesión puede criar salmones, mitílidos; a él le es factible actuar y no a otro. Por consiguiente, tiene pleno dominio sobre esa concesión.



Entonces, el banco, ante la quiebra, la va a entregar a un nuevo propietario.



Nosotros hemos señalado que la fórmula de la hipoteca introduce una innovación sin precedentes en la institucionalidad civil chilena. Porque esa hipoteca es transable. Habrá un propietario que no necesariamente será un productor acuícola; puede tratarse de uno de películas, un metalúrgico. ¡Cualquiera! Es decir, el que pueda comprar la concesión no forzosamente tiene que saber de acuicultura. Porque no hay exigencias.



Quiero decir a los señores Senadores -cada vez que uno habla, respingan la nariz y se inquietan- que todos estos artículos los discutimos en la Comisión. Y, precisamente, cuando señalamos que queríamos garantías para cuando se hiciera efectiva la hipoteca -es decir, que cuando alguien la compra al banco pudiera acreditar experiencia, dominio del rubro, que va a cumplir, que no se meterá en un negocio que no conoce-, ello no fue factible. Eso ya no está al alcance.



En el caso de la hipoteca sobre un bien nacional de uso público, las exigencias para el nuevo dueño de la concesión eran extensibles a las del primero; esto es, que acreditara dominio sobre la actividad que se está desarrollando. Porque si no, esto se volverá como la Educación, a la cual le pusimos límites después de muchos años, con una pésima ley. O sea, cualquiera podía tener colegios, no importando si era educador.



En este sentido, la hipoteca hace que la concesión sea transferible a cualquiera, siendo irrelevante que esté en el negocio de los fierros, de los diarios, etcétera. Y lo dijimos en su oportunidad.



Por eso, nos vamos a abstener respecto de este artículo. Porque de manera reiterada hemos señalado que, aun cuando queremos regulación y no obstante que la ley es necesaria, creemos que las normativas que se introducen en el proyecto son absolutamente insuficientes.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en el Senado se discuten iniciativas de ley que tienen que ver con economía, pesca, relaciones exteriores, sistemas de votaciones, minería, agricultura. Es tan amplia la gama de asuntos que se tratan acá que, obviamente, ningún Senador puede pretender dominar todas las materias.



Sin embargo, cuando uno escucha algunos de los argumentos entregados aquí y, además, observa el comportamiento de ciertos Senadores -que muestran cartelitos y cosas por el estilo-, no sabe si realmente a estos les faltan conocimientos o más bien les sobra populismo y demagogia.



Porque en la norma en debate se lee claramente: “Las concesiones y autorizaciones acuícolas no entregan dominio alguno a su titular sobre las aguas ni el fondo marino”. Entonces, ¿cómo podría una hipoteca sobre aquellas otorgar dominio sobre las aguas y el fondo marino?



Esto es de una ignorancia tan brutal que, al final, uno no sabe si es mala fe.



Lo cierto es que, cuando estos Senadores levantan esos carteles, inducen al país a una falsa alarma, a una preocupación de todos los chilenos. Quizás nosotros debiéramos levantar también algunos que digan: “No a la mentira”, “No a la demagogia”, “No al populismo”.



¡Eso es lo que merecen!



Lo que hacen es mentir al país. Porque cualquier persona que sepa las reglas básicas en materia de hipoteca, sabe que esta no puede ir más allá de los títulos del bien principal.



El Senador señor Prokurica ha tratado de explicar esta cuestión una y otra vez. Pero uno ve que, en realidad, la intención es otra: crear una falsa alarma en el país, procurando llamar la atención con métodos que en general no se usan en el Senado. Entonces, al parecer, también tendremos que recurrir, desgraciadamente, a esos mismos métodos en el futuro, para parar este tipo de comportamientos.



Pero lo que más llama la atención es que, después de fuertes alegatos, ni siquiera votan en contra, pues se abstienen o no votan, pese a estar en la Sala.



Por consiguiente, a mi juicio, lo que está sucediendo hoy día -como de alguna manera lo señaló el Senador señor Zaldívar- constituye un abuso en contra del Senado; un abuso por la forma en que se ha tratado a Ministros de Estado, pues estos no se pueden defender; un abuso a la institucionalidad, y un abuso a la democracia.

El señor NOVOA (Presidente).- Deseo hacer presente una cuestión reglamentaria: denantes, cuando se planteó la posibilidad de que el señor Ministro pudiera usar de la palabra, pedí la unanimidad de la Sala. Pero, de acuerdo con el artículo 37 de la Constitución Política y lo establecido por el Reglamento del Senado, los Secretarios de Estado pueden rectificar cualquier información o dato proporcionado por un Senador al momento de fundamentar su voto.



Desde ese punto de vista, se trata de un derecho de los Ministros. De manera que, conforme a nuestro Reglamento, podrán ejercerlo después de terminada la intervención del Senador cuyos conceptos desean rectificar.

El señor LONGUEIRA.- ¡O sea, van a hablar a cada rato...!

El señor NOVOA (Presidente).- Por lo tanto, si el señor Ministro, a raíz de la intervención de algún Senador quisiera rectificar lo dicho por él, tiene derecho a hacerlo. Sin perjuicio de ello, por cierto, al final de la votación le ofreceré la palabra, para que pueda referirse a los conceptos de tipo general que estime del caso.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la disposición en debate establece la definición de concesión. Sobre ello deseo ser muy categórico.



Lamento que, junto con la discusión de la concesión, se incluya igualmente la de la hipoteca. Pero aquella es lo que viabiliza la existencia de la actividad pesquera. Por lo tanto, si eliminamos su definición, lo que haríamos es imposibilitar la industria.



Entonces, si alguien piensa que es posible eliminar la industria salmonera en la Región de Los Lagos, sería bueno que lo dijera directamente. Porque esa es la consecuencia práctica. Yo sostengo que no es posible. Son aproximadamente 50 mil los empleos que dependen de manera directa o indirecta de aquella.



En el caso de la Región que represento, efectivamente se han producido abusos que dicen relación a prácticas antisindicales. Por eso en la Comisión de Pesca nos preocupamos de establecer causas de término de la concesión en caso de reiteradas prácticas antigremiales, lo cual me parece indispensable desde el punto de vista de la sustentabilidad de ella a largo plazo.



El viernes pasado estuve en Ancud, una vez más, hablando con dirigentes de la industria del salmón. Y no conozco a ninguno, ni siquiera entre los más radicalizados, que piense que se debe terminar con esta industria. 



Por lo tanto, tenemos una obligación. No podemos legislar sin definir el concepto de concesión, ya que el sistema quedaría sin base jurídica sobre la cual operar. 



En segundo término, es importante señalar -aunque ello implique retroceder un poco en el debate, pues aquí se efectuó una afirmación que no corresponde exactamente a lo aprobado por la Sala- que en el artículo 67 modificado por nosotros -cuya discusión no fue explícita sobre el punto- se eliminó a los lagos como lugares posibles para desarrollar la acuicultura, y se estableció además la prohibición de realizar dicha actividad en ríos navegables. 



En definitiva, el proyecto que nos ocupa ha ido corrigiendo paso a paso las prácticas que lesionaban severamente el medio ambiente. 



Por otro lado, se autoriza en ríos no navegables la realización de la llamada “acuicultura extensiva”, que incluye a pequeños productores y recolectores de algas, todos pertenecientes a familias muy humildes. 



Sin embargo, la práctica de la acuicultura salmonera queda prohibida en ríos y lagos. 



Es lamentable que nos encontremos aquí ante una incomunicación atroz...

El señor PROKURICA.- ¡No existe esa incomunicación!

El señor ESCALONA.-...y que no tengamos la capacidad de darnos cuenta de lo que está ocurriendo. 



Recién acabamos de aprobar, precisamente, la eliminación de la acuicultura del salmón en lagos y ríos navegables, y la posibilidad de que las familias que viven de la recolección de algas puedan desarrollar tal actividad en ríos no navegables. 



Señor Presidente, no quiero utilizar un argumento emocional, pero en la comuna de Maullín la pesca artesanal involucra a varias decenas de familias -posiblemente centenares- que viven de la recolección de algas en el río, las que podrán continuar realizando esa labor. Pero no será factible la instalación allí de una industria salmonera. 



Por lo tanto, después de lo que hemos avanzado, no me resulta factible explicar la actitud de las organizaciones medioambientales y de quienes desean resguardar la calidad y la no contaminación de las aguas, pues sus peticiones se han incorporado o integrado expresamente en el texto legal que estamos aprobando. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con la definición de concesiones aquí propuesta. Sin embargo, entiendo que el problema dice relación al alcance de  las hipotecas. 



No obstante lo anterior, en otro momento desarrollaré en detalle mi inquietud sobre esto último. 



Creo que mediante las concesiones no se entrega el dominio. El asunto es evidente. Lo que se otorga es un derecho de uso de un bien nacional en un espacio del territorio, para que una persona pueda gozar de aquel. 



Pero me parece que la discusión tiene que ver con la necesidad de establecer hipotecas por ley, o si permitimos que ese bien nacional de uso público pueda ser hipotecado y usado por otro particular, que sería el efecto práctico.



En todo caso, no me gusta que algunos colegas usen términos tan fuertes al catalogar de ignorante a otro, porque eso, a veces, da a entender que las saben todas. 



Independiente de ello, debo señalar que, cuando hay hipotecas, se abaratan los créditos y, de manera indirecta, se subsidian los negocios. Por tanto, resulta evidente preguntarse por qué las personas que utilizan un bien nacional de uso público para realizar un negocio que presenta externalidades positivas como el empleo o potencialmente negativas como las medioambientales, no pagan un royalty o un derecho.



En mi concepto, debe abrirse debate acerca de las condiciones en que se otorgan las concesiones. Porque estas entregan la utilización de un bien nacional de uso público a un particular que se apropia de los excedentes generados por aquel, en circunstancias de que pertenece a todos los chilenos y, además, sin pagar mucho por las patentes. 



Como se sugirió hace un momento, es bueno discutir ahora la materia de fondo: ¿quién paga cuando se entrega en concesión -definida de una manera que me parece adecuada- un bien que es de todos los chilenos? 



Porque ese bien que nos pertenece a todos puede encontrarse en la Décima Región y ser destinado a la piscicultura. Todo indica que la actividad piscícola se moverá en los próximos 20 años hacia el norte, a las Regiones Tercera y Cuarta, donde habrá un gran desarrollo, según he leído en los artículos publicados por todas las universidades. 



Sin embargo, ¿qué ocurre con los ciudadanos que son tan dueños de esos bienes como otros  y que no reciben ni un peso de vuelta? ¿Debe o no pagarse por las concesiones?



Por lo tanto, el concepto de hipoteca vinculado a la materia que nos ocupa debe debatirse pensando si será positivo en 20 ó 30 años más. 



Al respecto, podría decirse que es importante dar el beneficio de no pagar nada, porque la externalidad de producir empleo es suficiente para la sociedad, al igual que lo son los impuestos que van a cobrarse por la actividad que se desarrolla.



En lo personal, no comparto ese juicio. Me parece que, por tratarse de una industria exitosa, se debe pagar un royalty o un derecho superior al de ahora por la utilización de ese bien nacional de uso público. 



Asimismo, quiero dejar consignado un asunto -quizás no tengo los conocimientos suficientes al respecto- que dice relación a la forma en que se entregan en la legislación actual los derechos de uso sobre el fondo marino. 



Entiendo que hay normas sobre el petróleo y los hidrocarburos que se hallan en el fondo marino. Pero, ¿cómo se ejercen los derechos sobre ellos? Si bien esta materia no se vincula con la iniciativa en debate, es una cuestión abierta. Porque un derecho minero se puede declarar sobre el fondo marino, aunque hoy se diga que no. ¿Y qué pasa si hay petróleo en el lugar donde se dio una concesión acuícola?



Planteo lo anterior, pues en algún momento tal debate llegará. 



Por otro lado, considero que la industria salmonera debe existir. No soy de los que se oponen en lo mínimo a la piscicultura. Y lo menciono respecto de la consulta anteriormente formulada. Pero considero que deberíamos abordar otros temas vinculados a la materia que nos ocupa. 



Me parece adecuada la definición de concesión. Voy a votar a favor de la norma en debate. Y, con posterioridad, espero plantear los fundamentos que tengo para incluir en la normativa el pago de un royalty. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor DUHART (Ministro de Economía subrogante).- Señor Presidente, respecto de la intervención del Senador señor Letelier, debo precisar que la concesión tiene el carácter de licencia para operar algo específico. Con ella  no se entrega el dominio. Por ejemplo, la dada para instalar un quiosco en una esquina no concede dominio o propiedad sobre la vereda.



Debe reconocerse que la actual legislación permite todo tipo de negocios jurídicos en torno de las concesiones, incluidas las hipotecas. El proyecto que se plantea va en la dirección de regular y restringir la forma en que deben usarse en el caso de aquellas. 



También quiero señalar en relación con el cobro, que la iniciativa establece un aumento de cinco veces el valor de la patente única que se paga para estos efectos; es decir, el incremento de dos a diez UTM por hectárea/año. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, creo que nadie está en contra de las concesiones. Las hemos aceptado en carreteras, lo que ha sido algo conveniente. 



Creo que corresponde formular preguntas tratándose de un texto extraordinariamente complejo. No estamos en presencia de una iniciativa cualquiera. 



La iniciativa sobre la Ley General de Pesca y Acuicultura fue discutida durante mucho tiempo; y, a pesar de las presiones de las personas en las tribunas, fuimos capaces de preguntar a los encargados de analizar ese proyecto.



Aquí lo que hemos hecho algunos es consultar: quién zonifica, cómo se hace, con qué criterios, cómo se compatibiliza la zonificación con la Ley de Pesca y Acuicultura, particularmente con el sector artesanal.



Son preguntas, a mi juicio, absolutamente legítimas. Si no las hacemos en esta oportunidad, ¿cuándo? De lo contrario, nos van a obligar a votar sin tener un conocimiento completo del contenido de cada una de las disposiciones en discusión.



Yo tenía una duda respecto a cómo se iban a utilizar los ríos. El Ejecutivo -no sé por qué- no lo ha explicado. Sin embargo, el Senador señor Escalona me lo acaba de aclarar. Y me parece absolutamente legítimo lo propuesto, porque en Chile hay muy pocos ríos navegables: solo cuatro. Por tanto, estamos legislando para esos caudales. Desde el Limarí hasta los de Aysén únicamente existen cuatro ríos navegables. El río Valdivia, entre otros.



¡El río Mapocho va a ser navegable después que gane la presidencia determinado candidato y, seguramente, andaremos en estupendos yates por sus aguas...!



En consecuencia, cuando uno habla de aquello, se busca enriquecer el debate y no hacer demagogia.



Yo no me voy a inhibir de formular las preguntas que me parezcan absolutamente legítimas para tener conocimiento de las materias.



En algunos aspectos he votado a favor y en otros me he abstenido por no contar con la respuesta correcta y necesaria para legislar en serio.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- No voy a intervenir, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, desde mi punto de vista, el artículo 67 bis está de más, porque es evidente que una concesión no otorga el dominio sobre las aguas ni el fondo marino.



¿Qué se ha querido hacer en el Senado en términos legislativos al plantear dicha norma? Precisamente evitar ciertas distorsiones, como la que se ha mostrado acá con la exhibición de los carteles referidos al tema de la privatización o no privatización de las aguas. Se ha pretendido dejar claramente establecido que la concesión no entrega el dominio sobre las aguas ni el fondo marino. Porque esta jamás otorga la propiedad respecto del bien concesible. Aquella es simplemente una autorización.



Un famoso profesor de Derecho Civil tenía un dicho que, a mi juicio, se aplica en este caso: “Lo accesorio sigue la suerte de lo principal”.



En tal sentido, si el día de mañana se termina la concesión, todas las hipotecas asociadas quedarán sin efecto. Así de simple. Porque el contrato principal es la concesión. El resto son garantías, contratos accesorios. Por tanto -reitero-, al concluir la concesión, se dejan sin efecto las hipotecas que constituyen garantías sobre el contrato principal.



En segundo lugar, señor Presidente, cabe señalar que, si se le otorga concesión hasta a un barco manisero en este país, o se da en prenda, ¡cómo no entregarla a una actividad económica tan importante como la que nos ocupa! Porque evidentemente la competitividad de un sector tan relevante para Chile se abarata cuando se pueden otorgar garantías, pues existe un derecho de propiedad sobre la concesión.



Entonces, resulta absurdo que no estemos legislando en el Senado en tal sentido. Precisamente, para hacer más competitivo un sector, se pueden otorgar garantías sobre el contrato principal. Ello da acceso al crédito y hace al país más competitivo.



En consecuencia, señor Presidente, me cuesta entender la lógica de esta discusión e, incluso, la existencia del artículo 67 bis, que resulta absolutamente innecesario. Sin embargo, para mayor claridad en esta materia se ha querido ir más lejos y, en términos didácticos, se señala que las concesiones y autorizaciones acuícolas jamás van a constituir dominio ni sobre las aguas ni sobre el fondo marino.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se han hecho muchas afirmaciones.



En mi opinión, sí hay una lógica en lo que estamos enfrentando.



La Comisión trabajó en terreno; recibió a las organizaciones no gubernamentales ambientalistas constructivas; incorporó en la iniciativa una serie de elementos ambientales, sanitarios, de zonificación, de regulación de fármacos y químicos, etcétera; se asesoró con científicos, profesores y profesionales, y escuchó a organizaciones -pequeñas, medianas y grandes- que se dedican a la actividad acuícola en las zonas norte, centro y sur del país.



Por lo tanto, pienso que aquí hay que discriminar un poquito.



Algunas agrupaciones han publicado páginas enteras en el diario -así como algunos aquí mostraban sus “cartelitos”-, expresando su oposición a la acuicultura de especies exóticas. En el fondo, se trata de un grupo -legítimamente pueden manifestarlo- que no quiere que se desarrolle dicha actividad productiva, aunque las especies no sean tan exóticas, pues muchas de ellas están asilvestradas hace más de cien años en Chile. En esas organizaciones hay personas que financian ese tipo de acciones, vecinos -entre comillas- de nuestra Región, como el señor Tompkins. 



Esa es la gente que estamos enfrentando.



Hay que hacer presente las cosas de alguna manera para que se sepa a qué lógica nos confrontamos.



El proyecto que nos ocupa -insisto- ha regulado, constreñido y ordenado una actividad justamente en beneficio de la comunidad regional y nacional.

El señor NOVOA (Presidente).- Había pedido fundar su voto el Senador señor Gazmuri, pero no está presente en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, al escuchar el debate del proyecto, se advierte que se han perdido todas las formas para una debida discusión. 



Uno puede estar de acuerdo o en desacuerdo con las diversas materias. No entiendo por qué los Senadores estamos obligados a aprobar una iniciativa que llega a la Sala, ni por qué a quien no concuerda con la mayoría se le estigmatiza como ignorante o como alguien que no leyó el proyecto, o por qué se le niega la posibilidad de opinar.



Hay iniciativas que tienen virtudes y otras que carecen de ellas. Hay asuntos que uno discute y otros que no.



En el caso que nos ocupa, se establece un sistema de concesión que, en cierta forma, todos valoramos e impulsamos en algunos aspectos. Pero lo que ha generado debate en profundidad es la posibilidad de hipotecar la concesión. Si esa no fuera la intención del proyecto, no habría normas tan claras y precisas para regular la hipoteca.



Se nos dice: “Mire, la concesión, que antes era indefinida y que costaba mucho darla en garantía, hoy será más fácil entregarla, porque en la iniciativa se consigna una serie de disposiciones para que exista un derecho real”. La concesión se inscribirá en el Conservador de Bienes Raíces y habrá preceptos que permitirán que pueda ser hipotecada como un medio para obtener recursos. Más aún -lo señalé anteriormente-, el Estado mismo otorgará fondos para garantizar ese tipo de operaciones.



Señor Presidente, pareciera que la capacidad de discutir y la de tener diferencias entre nosotros no fueran posibles, y que no cabe estar en desacuerdo con lo que opinan los demás. A mi juicio, eso no es correcto. Para eso está el debate de Sala, sea equivocado o no. 



No estoy de acuerdo en insultar a nadie. Cada uno, errado o no, tiene derecho a plantear sus posturas. Por ello, no cabe señalar -no sé si se mencionó respecto de alguien en particular- que unos están defendiendo los intereses de determinado señor y otros, los de las salmoneras. No es ese el punto en discusión.



Aquí se debate si es correcto o no que un bien nacional de uso público, por cuyas patentes se paga muy poco, pueda ser entregado en concesión y si esta es hipotecable al darla en garantía a un banco. 



Eso es lo que estamos discutiendo. 



En mi opinión, ello no es bueno, señor Presidente. Podré estar equivocado o no, pero no me parece pertinente que nuestros debates terminen en recriminaciones que al final, incluso, impiden que podamos entregar una opinión por temor a ser tildados de una manera u otra. Estimo que eso es inaceptable. Por el contrario, en la medida en que nos demos más oportunidades para discutir, será mejor.



Hemos aprobado en este Senado en pocas horas proyectos con urgencia de “discusión inmediata” de gran relevancia para el país, sin contar con el tiempo suficiente para debatirlos. Aceptamos una imposición y la opinión de la mayoría, y no hemos sido capaces, al menos, de dejar constancia en la historia de la ley de la posición de cada cual.



En consecuencia, hago presente -como lo manifesté la vez anterior- que algunos puntos de la iniciativa no me parecen buenos y otros los considero importantes.



Finalmente, reitero que estimo muy relevante la forma como se discute en el Senado.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Ministro, ¿desea rectificar algún planteamiento del Senador señor Gómez?

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Sí, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, ante todo, agradezco la oportunidad de que los Ministros y la Subsecretaria aquí presentes podamos intervenir sobre la base del criterio de rectificación. Porque precisamente se nos ha llamado al debate. Cuando a uno se le invita a discutir y después resulta que no puede hablar, se genera una contradicción bastante evidente.



Haré un par de afirmaciones generales en respuesta a lo que aquí se ha dicho. Doy excusas por ello, señor Presidente, pues entiendo que se está votando en particular el proyecto. Aprovecho de pedirle que me dé la posibilidad de intervenir también cuando corresponda pronunciarse acerca de otros asuntos, como el de la hipoteca.



Primero, me sumo a lo sostenido por el Senador señor Escalona en cuanto a que no puede caber duda alguna respecto a la importancia que reviste para el empleo y el bienestar de las Regiones del sur de Chile el hecho de que la industria acuícola avance.



Segundo, para que este sector productivo opere, no hay otra fórmula distinta de la de una concesión. Por tanto, discutir la existencia de esta implica discutir la existencia de la industria. Tal debate, hasta donde vislumbro, no es demasiado conducente.



Tercero, el texto en comento regula y limita el régimen de concesión, a diferencia de la situación actual. En consecuencia, calificarlo como proyecto privatizador constituye una afirmación que nada tiene que ver con la ciencia, sino con la ciencia ficción. Y la verdad es que ello no me parece muy útil para el debate.



Tocante a si la concesión puede o no ser objeto de hipoteca, señor Presidente, le pido que cuando se aborde el punto me dé la oportunidad de usar la palabra.



Por último, doy una respuesta muy concreta a una pregunta igualmente concreta que formuló el Senador señor Letelier: ¿Hay o no aquí un pago involucrado? Efectivamente, lo hay. Y consiste en una patente, cuyo monto se ha incrementado por un factor de 5. No es que haya subido 5 por ciento. Se multiplica cinco veces en esta normativa.



Por consiguiente, considero muy legítimo discutir si la cantidad resultante -10 UTM- es el pago correcto o no. 



Llamo la atención de la Sala hacia el hecho de que el valor de la patente se ha multiplicado por un factor de 5, lo que evidentemente induce a una estructura de incentivos del todo diferente de la que hasta el momento impera en el sector.



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en todo cuerpo legal las normas son coherentes entre sí y, por tanto, muchas veces es necesario referirse a otras, por muy atrás o adelante que estén ubicadas.



El artículo 81 bis, a contrario sensu de lo que esta tarde se ha señalado majaderamente, sí permite entregar en hipoteca la concesión. 



Dice: “Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, podrá constituirse hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura, la que deberá otorgarse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión o autorización. La hipoteca se someterá a las disposiciones contenidas en el Título XXXVIII del Libro IV del Código Civil, denominado “De la Hipoteca”, en lo que no se opongan a las disposiciones de esta ley. La hipoteca se extenderá sobre los derechos de uso y goce que otorga la concesión.”.



¡“La hipoteca se extenderá sobre los derechos de uso y goce que otorga la concesión.”! 



Por lo tanto, dentro de la definición de hipoteca, como luego se hace una variable jurídica única, exclusiva, sobre la cual se extiende el artículo 81, lo que hemos hecho -y se lo pregunto a la Senadora señora Alvear o a los demás integrantes de la Comisión de Constitución- es legislar sobre la hipoteca.



En efecto, en el proyecto se crea una forma de hipoteca y se explicitan todas las variables, que son de corte extraordinariamente jurídico (prescripción, caducidad). En definitiva, se contempla un sistema jurídico nuevo en absoluto, que podría corresponder -la Senadora Alvear o los abogados presentes tal vez puedan corroborarlo- a un título diferente en la iniciativa en estudio, o bien, incorporarse en un Código o normativa distinta de la Ley de Pesca y Acuicultura, pues precisa cómo se establece la hipoteca. Ello, salvo que esta solo sea para la actividad acuícola. Y como se halla incluida en el articulado del proyecto que nos ocupa, concluyo que regirá solo para la mencionada ley. 



Se trata de un tipo especial de hipoteca no contenida en ningún Código. Por lo tanto, es exclusiva y comprende todas las variables jurídicas posibles.



Por eso decimos que nos interesa la forma como se va a regular. 



Un señor Senador preguntaba si estamos a favor del empleo. ¡Por cierto! Visitamos la Región de Los Lagos y cautelamos no solo el empleo sino también que haya producto. Cuando falta el salmón en esa zona, no hay trabajo en las empresas que procesan esa especie en la Región del Biobío. Y ello nos inquieta. 



En tal sentido, lo que señalamos no es demagogia ni populismo; es preocupación. 



Podremos estar equivocados o no, pero cuando se discutió la Ley de Pesca y Acuicultura -voté en contra de ella y todavía me felicito de haber procedido así-, la fijación de cuotas individuales transferibles era la panacea y la solución. Sin embargo, al final no fue ni la una ni la otra. 



¡Y ahí están todos los trabajadores despedidos! ¡Y ahí está, de nuevo, vulnerable y amenazado el recurso pesquero! 



En el debate respecto de cómo se deben realizar las cosas, muchas veces se deja sin evaluación lo que ya se ha hecho.



Por ello, no coincido con el Ministro en que pueda haber ciencia ficción en lo que algunos Senadores afirmamos. En tales aseveraciones nos atenemos a la realidad.



Por ejemplo, cuando se inició el proceso de privatización de la educación, algunos dijeron: “No, si se va a mantener el rol del Estado”. Pero con el transcurso del tiempo las cosas son muy diferentes. 



Hoy nos preocupa que el proceso en comento, que parte por concesionar e hipotecar, se transforme de manera progresiva en la privatización del mar; es decir, en que solo algunos privilegiados puedan acceder al borde costero, excluyendo a otras personas.



La Senadora señora Matthei sabe de este asunto porque todas sus indicaciones relativas a la pequeña y mediana acuicultura fueron rechazadas. ¡Todas fueron rechazadas! 



El Ejecutivo se negó a incluir a los pequeños y medianos acuicultores y a los profesionales que quieren introducirse al negocio, pero que no los dejan. 



Aquí se está legislando solo para los grandes empresarios, para los mismos que, por lo además, destruyeron el negocio. 



Quiero recordar, una vez más -a fuerza de parecer majadero-, que estamos legislando para una industria que cometió gravísimos errores; que se farreó la posibilidad de ser campeones mundiales en acuicultura, y que hoy presiona para contar con una ley acomodada a sus propios intereses, sin considerar los de los trabajadores. Porque, mediante una indicación del Ejecutivo, de nuevo se eliminaron las causales laborales. 



Espero que los Senadores de la zona donde se encuentran los empleos reales -la Región de Los Lagos y también la del Biobío, ya que en esta se procesa el salmón- podamos desarrollar un debate sobre el respeto a las cláusulas laborales y medioambientales.



Señor Presidente, en el artículo 67 bis se plantea una definición coherente con lo que viene más adelante. Aquí podríamos haber establecido exclusiones o excepciones, pero lo que hace el artículo 81 bis es extender los mismos derechos a la hipoteca.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, solo deseo hacer una aclaración.



En verdad, si nos atuviéramos a la nomenclatura normal de las garantías, no estamos en presencia precisamente de una hipoteca. Estas recaen en bienes inmuebles y en derechos sobre ellos.

El señor ALLAMAND.- ¡Y también sobre naves!

El señor VÁSQUEZ.- Exacto. Lo iba a precisar. Esa es la única excepción que hace la ley vigente con relación a las hipotecas.



Además, existe un registro especial de hipotecas de naves, y solo se pueden hipotecar las superiores a 50 toneladas.



¡O sea, si quiere conversar acerca de hipotecas de naves, Senador Allamand, podemos hacerlo...!

El señor COLOMA.- ¡Eso...!

El señor VÁSQUEZ.- He sido profesor de Derecho Comercial por 30 años. ¡Por algo será...!



Señor Presidente, quiero puntualizar que, desde el punto de vista jurídico, en este caso estamos en presencia de una garantía, no propiamente de una hipoteca. Porque se trata de un bien que no es real, sino personal: el derecho de la concesión, que radica en la explotación de las aguas. O sea, ni siquiera se concesionan las aguas, sino la explotación de estas, en razón de que lo único que otorga la concesión es la posibilidad de realizar determinada actividad productiva, no cualquier tipo de explotación.



Luego, al hablar de hipoteca, debemos entender que nos estamos refiriendo a un mecanismo de garantía especial contenido en el proyecto de ley de acuicultura. A mi juicio, así como se denomina “hipoteca” en vez de “prenda” la que recae en las naves, la que nos ocupa también debiera llamarse de este modo. 



Pero esa es una cuestión nominal. 



La explico únicamente para establecer la calidad jurídica del bien en comento. No pretendo decir ni que es bueno ni que es malo, sino que, para precisar la discusión de carácter jurídico, entendamos que aquí no hay lo que típicamente se conoce como hipoteca, porque no existen bienes inmuebles reales contemplados en ella.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, la intervención del Senador señor Vásquez, por lo menos para mí, creo que nos aclara bastante ciertas discusiones que estamos sosteniendo, algunas con sentido, otras sin él. Y a ratos me da la impresión de que no se entiende cuál es el problema que tenemos entre manos.



En primer lugar, quiero aclarar que aquí no estamos ante una actividad extractiva. No es así. Esto no es pesca. Se trata más bien de una actividad agrícola. Ese es el problema. Ahora bien, esta no se desarrolla sobre tierra, sino en el mar, y también en agua dulce. Existe un haz de actividades que se conjugan para llevar adelante la acuicultura. Esta actividad productiva, a diferencia de la pesca, no tiene más allá de cincuenta años, por lo menos en occidente. Dicen que en China se practica desde hace muchos años. Acá, no. Se trata de una actividad muy nueva: cincuenta años.



Más aún, la agricultura y la ganadería, en la historia de la Humanidad, tampoco existieron siempre. Primero hubo caza y recolección de frutos. Pero, cuando la población creció y debido a los avances, fueron necesarias la ganadería y la agricultura. Incluso eso pasó por la esclavitud de muchos seres humanos, porque esa era la forma de desarrollar una empresa, una industria. Mirado con los ojos de hoy, no aceptamos la esclavitud. Pero era algo necesario para la actividad agrícola.



La pregunta que me hago, y que deberíamos hacernos si queremos discutir en serio, es la siguiente: ¿deseamos tener esta industria o no? Eso es todo. Si queremos que exista, hablemos en propiedad cómo se desarrolla. Ella ha de llevarse a cabo en un escenario adecuado.



Una parte de esta actividad se realiza en agua dulce, donde se crían los peces, donde se inicia el proceso. Pero después, para el procedimiento mayor, se pasa a ocupar agua de mar. ¿Cómo se emplea esta? Con el sistema de concesiones. Y como muy bien planteó, y me alegro que lo haya hecho, el Senador señor Vásquez -puso las cosas en su lugar-, no es posible destinar el área concesionada a una finalidad distinta de la actividad de que se trata. No podría hacerse un uso, por decir algo, atómico del agua. Tiene que utilizarse para la acuicultura, no para otro propósito. Y debe conciliarse con otras actividades: con las pesqueras artesanales, con las turísticas y otras.



Pero entre medio hay un pequeño problema: si se quiere contar o no con esta industria. Allí está la definición. ¿Deseamos desarrollarla o no? Si lo queremos hacer, ¿se necesita el crédito o no? ¡Si eso es todo! Y existen algunas garantías reales para los créditos, además de las personales que podría aportar un emprendedor. Son las garantías reales. Y es cierto que esto no es hipoteca. Llámenla como deseen. Por último, “hipoteca del borde costero”, o una “garantía real”. Pero, si no existe, no habrá créditos, no será posible desarrollar la actividad. ¿Y ello significa algo o no significa nada para el país? Es en esta materia donde hay que optar.



Y entre nosotros, con mucha legitimidad, hay quienes creen que esto no es necesario, que no tiene ningún sentido.



Entonces, hablemos las cosas con toda propiedad. Pero no entremos en descalificaciones, y menos ante lo que constituye una realidad para una parte importante del país, para decir: “Queremos que no se destruya esto o lo otro”.



Señor Presidente, lo que aquí estamos destruyendo claramente, si no ponemos las cosas en su lugar, es una gran posibilidad de que Chile desarrolle una buena industria. Y, de acuerdo con las experiencias, que en algunos casos han sido malas, se han de mejorar, de corregir determinados aspectos. Y me parece que el proyecto en análisis, por lo que uno comienza a valorarlo, va en esa dirección.



En consecuencia, pasemos a discutir la materia que nos ocupa como corresponde y definámosla en el sentido lógico. Y si se necesita crédito para una actividad, aceptémoslo. Si no, digamos de manera clara: “No estamos de acuerdo con esta actividad. Preferimos dejar esto impoluto para que se pueda desarrollar la vista de los seres humanos”, cada vez más escuálidos y con menos posibilidades de crecimiento.



Señor Presidente, como creo que las cosas tienen un sentido positivo, votaré los planteamientos de las Comisiones de Pesca y Acuicultura y de Hacienda en el entendido de que son beneficiosos para el país.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, pienso que estamos llegando con el número 6) a lo que considero el núcleo central del proyecto, sin perjuicio de que hay otros elementos. Aquí precisamente se define el régimen de concesiones, se termina con la concesión indefinida y se establece una de 25 años, renovable. Además, se contemplan un conjunto de otras materias importantes, como las concesiones de experimentación. Pero creo que el núcleo central radica en definir el sistema de concesiones y establecer la caducidad de estas.



En tal sentido, votaré a favor del artículo, como lo he hecho en general en la mayoría de las normas. Sobre el particular, no coincido con el juicio global emitido por los Senadores señores Girardi y Navarro en orden a que este proyecto es un retroceso. Yo no comparto nada de eso. Pienso que respecto de lo que tenemos avanzamos en la regulación.



Todos deberíamos estar contestes en que la crisis de esta industria se produjo, no por exceso de regulación, sino por ausencia absoluta de ella. Y este es un punto muy central. Porque durante mucho tiempo en el país toda la gente ligada a ella señaló que la única regulación eficiente era la autorregulación. Y era una industria tan importante, tan nueva, tan de punta en el mundo, que nos convirtió en primeros productores de salmón en veinte años, lo que realmente constituye un gran logro del país. Muchas voces -la mía entre ellas- alertamos que había que regularla. Y nos acusaban de estatistas, de antiguos, etcétera. Hay que dejar este asunto bien claro.



En definitiva, no se autorreguló la industria, porque la autorregulación no funciona en los mercados, y sobre todo en aquellos que son exigentes y muy competitivos, porque siempre la presión del corto plazo lleva a no autorregular en el mediano plazo. Ya nos pasó en la pesca. Nos decían: “La cuota anual hará que se autorregule”. ¿Y en qué terminamos? En unos cementerios de barcos y con una sobreinversión brutal. Era evidente, si cada empresa tenía un número, se trataba de salir a la “carrera olímpica”. O sea, no se autorreguló. A muchos en esa época -en la Administración de Aylwin- no nos gustaba el sistema. Pero vinieron todos, incluido el Gobierno de la época, a decirnos que ello era adecuado. Y en el mundo ya había regulaciones mucho mejores que la cuota global.



Eso es lo primero que deseba manifestar.



Señor Presidente, la norma que nos ocupa está bien. Me parece que conceptualmente no es razonable mezclarla con lo relativo a la hipoteca o, como bien nos dice nuestro eximio colega en Derecho Comercial, la prenda. O sea, la prenda o hipoteca no tiene que ver necesariamente con el artículo sobre concesiones.



No me gusta la prenda o hipoteca, desde el punto de vista conceptual, porque creo que distorsiona la naturaleza y el titular de la concesión. Esta, se ha dicho bien aquí, la otorga el Estado, y de una manera relativamente barata. El costo de la concesión es otra discusión. Es cierto que se sube la patente, pero, en fin, ya llegaremos al momento de su análisis. Sin embargo, entregar una garantía sobre un bien de uso público significa que, por lo menos en teoría -¡por lo menos en teoría!-, el sector financiero podría quedar con la titularidad de todos los derechos de uso. Eso está claro. En todo caso, no podría ejercerlos porque no es su giro. Me imagino que tendría que licitarlos, rematarlos.



Entonces, resulta que, en lo que dice relación a tales derechos, que son el centro de la concesión, la capacidad del Estado de establecer determinadas normas para entregar el uso de un bien público, estamos traspasando esa facultad al sector financiero. Y eso a mí no me parece que sea una buena solución.



Se dice -cuestión que es real- que el problema es que la banca está pidiendo tal garantía porque hay una crisis práctica; que la banca no ha querido salir en defensa del rubro. ¿Por qué? Porque no tiene confianza en la capacidad de quienes quebraron la mejor industria de Chile. 



¡Ese es el punto!



Por consiguiente, se está pidiendo sobreseguro para ir al salvataje.



Si el problema es financiero y queremos apoyar esa industria, hagamos las cosas de la manera más directa posible: establezcamos respaldo, líneas de crédito, garantías públicas. Contemplemos un mecanismo directo, claro; pero no una figura que, desde el punto de vista conceptual, amenaza con entregarle la facultad al aparato financiero. De lo contrario, habría que regular esa materia. ¿O el banco recurrirá a la autoridad pública con la hipoteca para decir que se remate? ¿Cómo va a operar la hipoteca?

El señor NOVOA (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador. La Mesa ya le había otorgado un minuto, pero le concederá otro.

El señor GAZMURI.- Gracias, señor Presidente.



Para terminar, debo decir que lo relacionado con la hipoteca es una figura muy poco apropiada. Ella no existe sobre otras concesiones públicas. No hay hipoteca respecto de la concesión minera, y sin embargo la industria minera se financia...

El señor NOVOA (Presidente).- Sí hay hipoteca, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Claro que sí.

El señor LARRAÍN.- Eso está en la Ley de Concesiones.

El señor GAZMURI.- ¿Sobre la concesión?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, señor Senador.

La señora MATTHEI.- En obras públicas también hay hipoteca.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito a Sus Señorías terminar con los diálogos.

El señor GAZMURI.- Entonces, yo lo único que deseo señalar, porque me dicen que con esta iniciativa se mejora el mecanismo de la hipoteca preceptuado en la ley anterior -así lo ha expresado el Ministro, y yo le creo-, es que, conforme a la normativa acuícola, hoy día se puede hipotecar. Pero el hecho de que sea así no necesariamente indica que es bueno establecerla acá.



Quisiera preguntar cómo opera el mecanismo de la hipoteca. Cuando esta se constituye, ha de suponerse que el banco queda con el derecho de uso...

El señor NOVOA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



En todo caso, le aclaro que estas normas no se refieren a la hipoteca.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, ¡yo no votaré a favor si no se contesta...!

El señor NOVOA (Presidente).- Cuando veamos lo relativo a la hipoteca, creo que sería importante clarificar los puntos planteados por Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no es necesario recordar que no soy abogado, pero quiero aventurar en algunas de las precisiones jurídicas que al menos con sentido común uno entiende.



Yo solo deseo decir, para conocimiento de los señores Senadores que cuestionan estas disposiciones, que están prendadas todas las carreteras del país. ¡Todas! El gran salto que dio la industria de la concesión vial en Chile fue a raíz de la tercera modificación que se introdujo a la ley en forma unánime en el Congreso, y dice relación con la prenda. Está todo prendado. Y los dueños son los bancos, las AFP, hace mucho rato.



 ¡Digo eso para que también sumen el mar...!

El señor CHADWICK.- La minería.

El señor LONGUEIRA.- Y la minería, por de pronto.



Tal vez, no debiéramos informar de ello a ciertos Senadores porque capaz que presenten mociones para que se termine la prenda acerca de las carreteras.



¡Y yo, además, señor Presidente, presenté un proyecto para prendar todas las calles de los feriantes de Chile!  Eso es lo que deberíamos hacer:...

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Es muy bueno. Estoy de acuerdo.

El señor LONGUEIRA.- ...que ellos puedan prendar sus sitios, sus puestos, obtener créditos. ¿Por qué los chicos no lo pueden hacer? ¡El problema de ustedes es que se lo han permitido a los grandes nomás! 



Pero esa iniciativa nunca tuvo urgencia en estos cuatro años, y murió.



Yo era partidario de que los feriantes de Chile pudieran heredar sus puestos; prendar, hipotecar -¡sí, señor!- un bien público, ya que no se puede hacer de otra forma. Porque como no hemos logrado privatizar el mar, y es de uso público,...

El señor GAZMURI.- ¡También privatice las veredas, las calles y los árboles, Senador...!

El señor LONGUEIRA.- ...no queda más que concesionar.



¡Por lo tanto, como no hemos logrado privatizar las calles, estas se concesionan, señores Senadores! 



Está todo prendado, afortunadamente.



Esta sesión me recuerda una que celebramos en octubre o noviembre del año recién pasado. Fue el “veranito de San Juan” que tuvieron los estatistas, quienes, cuando cayeron los fondos de las AFP a raíz de la crisis financiera, pidieron una sesión especial, y se dieron un picnic. Obviamente que no se solicitará una sesión especial ahora que todos los chilenos han recuperado sus fondos,...

El señor NAVARRO.- ¡No todos!

El señor LONGUEIRA.- ...que el sistema de las AFP ha demostrado lo eficiente que es.



No habrá sesión para ello. 



Pero ese veranito les duró poco: ¡La crisis mundial la sacaron de nuevo con más neoliberalismo, con más libertad, con más mercado, todas las economías del orbe! Y, por lo tanto, se les acabó ese veranito.

El señor NAVARRO.- ¡Se entusiasmó el Senador Longueira...!

El señor LONGUEIRA.- En Chile hay gente que trabaja y paga el IVA. ¡Ustedes nunca lo han pagado, señores! Los chilenos...

El señor NOVOA (Presidente).- Fundamente el voto, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- No, Señor Presidente, porque aquí hace rato que cada uno ha hablado lo que ha querido, y nosotros hemos soportado eso.



¡Y yo me quiero dar un gustito, porque ellos hace mucho rato que se lo dieron!

El señor GAZMURI.- ¡Ese es un éxtasis de mercado...!

El señor LONGUEIRA.- Exactamente.



Porque si hiciéramos lo que ustedes dicen, el 30 por ciento de los chilenos estarían muertos de hambres, cesantes.



¡Estamos claros o no!



¡Vayan a su zona y consigan a alguien que desee que hagamos lo que ustedes están diciendo aquí!



El drama que se está viviendo en el sur es la cesantía. Y lo único que necesitamos es recuperar aquella industria. Así de claro. Pero ya que no se puede desarrollar en otro lugar que no sea un bien de uso público, como el mar, se concesiona. 



Ciertamente, cuando uno hipoteca su casa y no paga, el banco se queda con ella. ¡Tremenda novedad! Y si un industrial, un emprendedor, no cumple, efectivamente la entidad bancaria se queda con la concesión. Y como el giro del banco no corresponde a dicha actividad, este deberá rematarla, adjudicarla, devolverla.

La señora MATTHEI.- Y tiene un año para hacerlo.

El señor CHADWICK.- Máximo un año.

El señor LONGUEIRA.- Eso es lo que puede ocurrir, y es lo que permite que haya recursos, que se otorguen créditos. Así funciona el país; así funciona la gente que da trabajo. Si quienes proporcionan empleo tienen mucha más conciencia social que los que no lo otorgan.



¡Está claro o no!



¡Ellos son los que hacen más justicia social en Chile; los que proveen trabajo y no quienes lo impiden, como ustedes!

El señor GÓMEZ.- ¡No se excite, señor Senador!

El señor LONGUEIRA.- Porque si hiciéramos lo que ustedes dicen, los chilenos estarían muertos de hambre. Y lo mismo pretendieron realizar con la Ley de Medio Ambiente; ahora, con la de Pesca. 



¡Es fantástica la demagogia, señor Presidente!



¡Hasta cuándo tenemos que permitir que se les mienta a los chilenos!

El señor CHADWICK.- Hasta el domingo.

El señor LONGUEIRA.- Hasta el domingo dicen algunos.



Esa es la realidad: hay que ayudar al emprendedor, y la forma de hacerlo es con una concesión, con certeza jurídica. Porque hay quienes cuyo máximo deseo es que existan las menores certezas jurídicas. Y así no se invierte.



¡Creen alguna vez una empresa! 



¡Otorguen trabajo para que se den cuenta de que es importante la certeza jurídica, la estabilidad!

El señor NÚÑEZ.- ¡Como Piñera, que ha creado muchas empresas...!

El señor NAVARRO.- ¡Ese es un mensaje para Piñera...!

El señor LONGUEIRA.- Formen alguna, y verán que se tiene que pagar el IVA, las imposiciones. 



¡Así se desarrolla el emprendedor en Chile! ¡Y ustedes, además, lo persiguen!



Para terminar, señor Presidente, lo único que les quiero decir es que preocúpense porque están prendadas todas las carreteras de Chile.          Y afortunadamente es así,  porque los recursos que el Estado empleaba en la construcción de esas vías hoy día los destinamos a sacar a muchos chilenos de la pobreza. Esos dineros...

El señor GAZMURI.- ¿Ustedes inventaron todo eso?

El señor LETELIER.- ¿A usted se le ocurrió?

El señor LONGUEIRA.- ...hoy día los invierten los privados.

El señor NOVOA (Presidente).- ¡Ruego evitar los diálogos, señores Senadores! 

El señor LONGUEIRA.- Por eso tenemos esa infraestructura: con la prenda.



Entonces, afortunadamente...

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor LONGUEIRA.- ¿Tiene alguna duda, señor Presidente? 

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme. Ya se pronunció.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 6) del artículo 1º del proyecto (28 votos a favor, 2 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Girardi y Navarro.



Se abstuvo el señor Gómez.
)-------------(

IMPOSIBILIDAD DE COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN DE INFORMAR 

EN UN DÍA PROYECTO MODIFICATORIO DE LEY N° 18.556
El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, ha llegado a la Mesa un oficio de la Comisión de Constitución que dice lo siguiente:



“En sesión de esta fecha,” -13 de enero; es decir, hoy- “la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus integrantes, ha acordado informar a Su Excelencia, respecto del trámite dado al proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero, correspondiente al Boletín Nº 6.418-07.



“El día martes 12 de enero en curso, se abocó al estudio de la iniciativa antes que se diera cuenta de la urgencia hecha presente por el Ejecutivo en horas de la tarde.



“Durante todo el día martes ha sesionado para considerar el proyecto, y ha continuado su estudio desde las 09:00 horas del día de hoy.



“Pese a los esfuerzos realizados, hasta este momento ha analizado, discutido y votado 34 indicaciones de un total de 270, recaídas en los primeros 16 artículos del proyecto, de un total de 216 a considerar.



“En tal sentido, el trabajo se ha visto dificultado por el hecho que la Comisión Técnica que tenía el propósito de elaborar la indicación sustitutiva del Ejecutivo, según se ha informado en el seno de la Comisión, no alcanzó a cumplir con su cometido en la forma que tenía prevista, sin que pudiera entregar un proyecto cabalmente elaborado.



“Además, la Comisión ha contado con la colaboración del Ministro de la Excelentísima Corte Suprema y Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones, don Sergio Muñoz quien, acogiendo la petición expresa de la Comisión en tal sentido, ha hecho presente importantes observaciones y sugerencias, entregando y remitiendo sus proposiciones de redacción, las que la Comisión deberá considerar al tratar las normas en que recaen.



“De igual manera, han prestado su colaboración tanto el Director, don Juan Ignacio García, como la Subdirectora del Servicio Electoral, doña Elizabeth Cabrera, haciendo presente las observaciones, y sugiriendo las correcciones, que la experiencia acumulada de tal Servicio aconseja.



“Por otra parte, la Comisión ha constatado que existen disposiciones de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, que se han aprobado, que deberán ser consultadas a la Excelentísima Corte Suprema, por afectar la organización y atribución de los tribunales de justicia.



“Todo lo cual, informo a su Excelencia, en cumplimiento del acuerdo de la Comisión, los motivos por los cuales no le ha sido posible dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 150 del Reglamento del Senado, en lo relativo a despachar la iniciativa dentro del plazo de un día, contado desde que se hiciera presente la urgencia para el despacho de este proyecto en el carácter de discusión inmediata.”.



El oficio de la Comisión de Constitución, acordado por la unanimidad de sus miembros, es suficientemente claro en cuanto a que resulta imposible despachar un proyecto de tal importancia en el plazo de un día.



Entiendo que ese órgano resolvió seguir sesionando mañana.



Sin embargo, esta iniciativa, por ley, debe pasar además a la Comisión de Hacienda.



En tales circunstancias, les informo que no voy a citar a sesión antes de que venza el plazo de la “discusión inmediata” -ello ocurrirá el próximo viernes-, porque no se puede convocar al Senado para discutir un proyecto sin informe de la Comisión especializada y sin cumplirse la obligación legal del trámite en la Comisión de Hacienda.



Además, considero que las explicaciones dadas por la Comisión de Constitución son suficientemente claras en cuanto a que ha hecho todo lo posible por cumplir su mandato legal. Pero a lo imposible nadie está obligado.

)------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Continúa la votación de la iniciativa modificatoria de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Señores Senadores, quedan 16 minutos para el término del Orden del Día.



Someteré al pronunciamiento de la Sala el número 7) del artículo 1° del proyecto. Después le daré la palabra al señor Ministro, quien me la solicitó.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El número 7) a que alude el señor Presidente dice:



“7) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 69:



“a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la frase ‘de acuicultura tienen por`, la palabra ‘único`.


“b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo: 



“Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo, a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos; así como no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley.”.”.


Debo subrayar un aspecto, señores Senadores.



Lo normal sería que el señor Presidente sometiera al pronunciamiento de la Sala el número 7) entero. Pero el Honorable señor Gómez pidió votar separadamente la letra b).



Reitero que la letra b) expresa: “Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo,” -podría ser “lapso”- “a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos; así como no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley.”.


A la Secretaría le resulta ininteligible esa última frase.



Creo que se quiere decir que tampoco se renovarán las concesiones si se “hubieren verificado las causales de caducidad de la presente ley”.



En todo caso, si Sus Señorías aprobaran la letra b), les rogaría que facultaran a la Secretaría para proceder a una redacción coherente. Porque, así como está, la norma no se entiende.

El señor NOVOA (Presidente).- La letra a) del número 7) del artículo 1º del proyecto tiene por finalidad agregar la palabra “único” en el artículo 69 de la ley vigente, el cual quedaría como sigue: “La concesión o autorización de acuicultura tienen por objeto único la realización de actividades de cultivo...

La señora MATTHEI.- “tienen por único objeto”.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es.



Además, debe decir “tiene por único objeto”

El señor LARRAÍN.- En todo caso, yo diría “objeto único”. Es “objeto” lo que define.

El señor NOVOA (Presidente).- Se trata de un problema de redacción.



En consecuencia, someteré a votación la adición del concepto “objeto único”.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, siendo la “o” una conjunción disyuntiva, no corresponde la forma verbal “tienen”, porque se trata de la concesión o de la autorización. En ambos casos, entonces, corresponde el singular: “tiene”.

El señor NOVOA (Presidente).- Pondré en votación la letra a).

El señor GIRARDI.- Yo intervendré en la b).

El señor NOVOA (Presidente).- No alcanzaremos a verla, señor Senador, pues va a terminar el Orden del Día.



En consecuencia, la letra b) quedará para la próxima sesión.



En votación la letra a) del número 7) del artículo 1º del proyecto.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, somos partidarios de que el objeto de la concesión sea único. Eso está en el conjunto de la ley en proyecto.



Empero, quiero referirme al procedimiento que usted ha fijado para realizar las adecuaciones de texto. Porque, atendida la rigurosidad que siempre hemos tenido en el Senado, cada adecuación significa una  indicación.



Si el procedimiento va a ser adecuar con el consentimiento de la Sala, que quede explicitado. Y veamos si se sienta o no jurisprudencia para ocasiones posteriores.



En este caso no tengo ningún reparo, señor Presidente.



Sin embargo, debo hacer presente que en otras oportunidades hemos objetado redacciones y se nos ha señalado que la vía para adecuarlas es la presentación de indicaciones. Pero, habiendo expirado el plazo para formularlas, no hemos podido rectificar.



Se trata de un procedimiento que debemos calificar como liviandad o ligereza en el legislar.



En mi opinión, el conjunto de inexactitudes de aquella índole que existen en nuestro ordenamiento obedece a que se ha legislado a matacaballo, a que se ha minimizado el tiempo del debate en las Comisiones, en fin, todo lo cual ha redundado en redacciones a veces incoherentes.



Reitero que soy partidario de que las concesiones tengan un objeto único.



Lo hemos dicho: nos vamos a abstener. Eso forma parte del propósito de expresar nuestro reparo al conjunto de la ley en proyecto.



En todo caso, me gustaría que se precisara el procedimiento relativo a las adecuaciones.

El señor NOVOA (Presidente).- Reglamentariamente, la Secretaría puede hacer adecuaciones gramaticales. Y esa ha sido una práctica normal en el Senado, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Okay.
El señor NOVOA (Presidente).- Prosigue la votación.



El Honorable señor Girardi, quien iba a hablar acerca de la letra b), ¿intervendrá  sobre la a)?

El señor GIRARDI.- Sí, señor Presidente.

El señor NAVARRO.- Estamos en la letra a).

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Solo sobre la letra a)?

El señor GIRARDI.- Sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Para fundar su voto sobre la letra a), tiene la palabra Su Señoría.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, no nos complica mayormente agregar el término “único”. Pero en esta Sala se han hecho muchos comentarios que, en mi opinión, es necesario por lo menos confrontar.



No es bueno que el Parlamento califique de ignorantes a quienes sustentan posiciones distintas.



Aquí, efectivamente, podría haber ignorancia, desconocimiento. Porque lo que estamos defendiendo algunos son criterios que tienen que ver con los ecosistemas, con la biología de ellos.



Yo solo quiero invitar al Congreso a entender que nosotros estamos viendo una parte del problema: la de la rentabilidad económica.



Sin embargo, hay otra parte, profunda, compleja.



Al respecto, invito a conocer los estudios efectuados por el centro universitario EULA en cuanto a la resistencia bacteriana de los fondos marinos; los problemas de biodiversidad que ha generado la salmonicultura en general en las plataformas marinas.



Hay documentos muy interesantes. Incluso, muchos han sido publicados en las revistas “Nature” y “Science”.



Invito, asimismo, a conocer la cantidad de antibióticos de segunda y tercera generación que se han estado lanzando al mar de manera indiscriminada -pueden alcanzar a 500 mil kilos por año-, lo cual ha hecho que Chile aparezca en innumerables publicaciones de los diarios “The New York Times”, “The Economist”, “The Observer” donde se cuestionan justamente tales prácticas.



Por lo tanto, es necesario reconocer que una parte del problema es el aspecto económico y que otra tiene que ver con los problemas biológicos.



Con el Senador Navarro llevamos cerca de 20 años preocupados de aquellos aspectos. Fuimos los primeros en denunciar las jaulas, en 1994; recorrimos el terreno y, por ende, conocemos muy bien la zona.



Por otra parte, a nosotros muchas veces nos han cuestionado.



Nos calificaron de populistas -expresión reiterada aquí- cuando denunciamos la presencia de dioxinas en los alimentos y de ciclamato en los productos de consumo.



También, cuando dimos opiniones negativas sobre las AFP o cuando denunciamos los aumentos de precios en los medicamentos.



Empero, creo que eso no viene al caso.



Solo quiero reiterar mi rechazo a expresiones como las vertidas aquí, que al menos yo no uso respecto de los colegas de enfrente, ni de los que están a mi derecha, ni particularmente de los representantes del Ejecutivo.



Sí tengo una diferencia política con ellos: yo soy partidario de volver a estatizar la educación; soy partidario de una AFP estatal; soy partidario de que no existan concesiones hipotecables de los bienes nacionales de uso público; soy partidario de devolverles el agua a los chilenos; soy partidario de terminar con la privatización encubierta de las playas (les pertenecen a todas las personas; pero, en la medida en que se les impide el acceso por no ser dueñas del borde costero, no pueden llegar a ellas).



Efectivamente, pienso que hay una diversidad legítima. Y no me siento para nada menoscabador de la sociedad ni del empleo por el hecho de creer que debe existir mayor armonía entre mercado y Estado. Lo que  sucede es que en esta sociedad hay un desequilibrio absoluto a favor del mercado.



Y lamento que la mejor defensa del Ejecutivo la haya hecho el Senador Longueira, quien ha hablado...

El señor NAVARRO.- ¡Con el corazón...!

El señor GIRARDI.-...con el corazón, ciertamente, pero representando muy bien el pensamiento de nuestra autoridad económica.



Yo soy partidario, además, de que CODELCO sea estatal.



Seguramente, algunas autoridades de nuestro Gobierno piensan que esa Corporación debe ser privatizada y que hay que mantener el agua de todos los chilenos en manos de particulares.



Yo no hago objeciones éticas ni morales. Solo tengo diferencias. Y, aunque sea el único, voy a plantearlas aquí.



Muchos de nosotros llevamos años peleando contra los proyectos Trillium, en que los bosques se vendieron a un dólar la hectárea. Se pensaba explotarlos, pero logramos detenerlos. Y nos acusaron de populistas.



Varios de nosotros presentamos un recurso de protección contra CELCO Valdivia porque se estaba instalando la planta en un humedal que era monumento protegido. Lo perdimos. Y después todos conocimos los desastres ocurridos allí.



Por consiguiente, no me voy a inhibir de dar mis opiniones aquí, independiente de los juicios que se emitan.



Soy muy respetuoso de quienes piensan distinto. Y si efectúo un juicio político, lo hago respecto de mi Gobierno, porque no comparto la forma como se ha conducido en esta materia.



Lo siento mucho, pero debo reiterarlo.



El proyecto que nos ocupa cuenta, por cierto, con la simpatía del Ejecutivo y con el beneplácito de parte muy importante de la Oposición, aun cuando tiene reservas, particularmente en lo relativo a la hipoteca.



Yo habría preferido -quiero reiterarlo- que le hubiésemos dado el financiamiento a la industria salmonera sujeto al cumplimiento de condiciones ambientales.



Pero ese no es el punto, señor Presidente.



Yo estoy porque se salve esa industria.



Sí, lamento que, en vez de hacer eso, se haya hipotecado un bien nacional de uso público.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, obviamente, el Senador que acaba de intervenir tiene derecho a hablar sobre lo que desee: biodiversidad, uso de antibióticos, en fin. Y todos lo escuchamos con respeto y tranquilidad.



Pero cuando llama a toda la prensa y saca un cartel donde dice “No a la privatización del mar”, lo que está haciendo es mentir y provocar en la ciudadanía una preocupación que no tiene nada que ver, ni siquiera en una palabra, con el proyecto que estamos analizando.



A eso me referí. Y mantengo lo que expresé.



La verdad es que tres Senadores mostraron aquí sus carteles pese a que en esta iniciativa no hay una sola palabra que pueda llevar a pensar en una privatización, ni directa, ni indirecta, ni aun remota.



¡Eso es un abuso!



¡Es un abuso para con los demás Senadores, quienes no tenemos cómo responder ante carteles que dicen algo absolutamente falso!



¡Es un abuso para con los Ministros, a quienes una y otra vez esos Senadores han menoscabado en esta Sala! 



¡Es un abuso para con la convivencia en la Cámara Alta!



Por lo tanto, si el Senador Girardi -o cualquier otro- desea hablar sobre alguna materia, sea cual fuere, tiene todo el derecho a hacerlo. Pero no le asiste derecho a llamar a la prensa para mostrar carteles que son una burda y falsa representación de la iniciativa en estudio y, con ello, causar una preocupación absolutamente artificial en la población de Chile.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 20 votos a favor y 2 abstenciones, se aprueba la letra a) del número 7) del artículo 1° del proyecto.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Escalona, Flores, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Girardi y Navarro.

El señor NOVOA (Presidente).- Antes de terminar el Orden del Día, tiene la palabra al señor Ministro de Hacienda.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, hay una serie de puntos muy concretos que se votarán la próxima semana.



Por consiguiente, le pido que en ese momento me dé la oportunidad de intervenir.



¡Y los gustitos, a diferencia de mi amigo Pablo Longueira, me los voy a dar después del 11 de marzo...!



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- “Los gustitos, después del 11 de marzo”.



¡Está bien, señor Ministro...!



Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solo quiero pedir que hagamos un esfuerzo por agrupar las votaciones que restan.

El señor NOVOA (Presidente).- Lo plantearemos en la próxima sesión.



Entretanto, le pediré a la Secretaría hacer un estudio sobre cómo agrupar las distintas votaciones.

El señor LONGUEIRA.- Que haya buena voluntad, para no repetir los argumentos ante cada disposición.

El señor NOVOA (Presidente).- Perfecto.



--Queda pendiente la votación particular del proyecto.
El señor NOVOA (Presidente).- Ha terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

El señor NOVOA (Presidente).- En  Incidentes, el primer turno corresponde al Partido por la Democracia e Independientes.



Tiene la palabra Honorable señor Navarro.

EVALUACIÓN DE TRATADOS DE LIBRE COMERCIO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito a los Ministerios de Economía y de Relaciones Exteriores los informes que tengan sobre la evaluación de los tratados de libre comercio -especialmente del suscrito con China-, principalmente en lo relativo a su estado de desarrollo.



La preocupación creciente de la industria metalmecánica -en particular de las maestranzas- en cuanto a la concursabilidad de las licitaciones nacionales e internacionales con empresas estatales chinas ha llevado a que la competitividad tenga elementos que deben ser evaluados de manera permanente por la autoridad económica en Chile. 



Los productos de la industria china, que llegan a nuestro país por transporte marítimo, presentan un menor costo, pero también una menor calidad. Y si bien es un trato entre privados y ese último factor debe ser medido por el comprador, es evidente que resulta negativo el impacto que ello está provocando tanto en las licitaciones internacionales -procesos en que participan muchas empresas chilenas del sector metalmecánico- como también en nuestros proyectos y megaproyectos, lo que dice relación a precio, desde luego, pero asimismo a calidad.



Los miles de trabajadores especializados que se desempeñan en esa área de la producción -soldadores, principalmente- corren el riesgo de perder sus empleos a raíz de que el material chino, por su menor costo, está siendo priorizado por nuestras empresas de infraestructura metálica. Y creo que es un deber de la autoridad económica evaluar si tales productos cumplen o no las cláusulas del tratado de libre comercio y, en particular, si se hallan favorecidos por prácticas de dumpin.



Las consecuencias se hallan a la vista: las calderas de las termoeléctricas de Coronel, en la Región del Biobío, han debido ser reparadas en maestranzas chilenas por serios defectos de fabricación. Y esa es una cuestión privada relacionada con la calidad.



Lo que quiero hacer presente es que rige un tratado de libre comercio con China, y, claramente, existe la inquietud de que, en materia de costos asociados a mano de obra y también al cumplimiento de cláusulas ambientales, medie algún tipo de dumpin.



Señor Presidente, todos sabemos cómo comienza la situación y ninguno cómo termina. La industria textil, la industria del calzado, un conjunto de áreas estratégicas y no estratégicas se hallan expuestas a la competencia internacional. Chile ostenta una economía abierta, de mercado; pero muchos países con la misma característica hacen cumplir con rigor y de manera taxativa los tratados de comercio, a fin de cautelar que sean similares los costos, en materia laboral y ambiental, de quienes exportan a otras naciones incluidas dentro del marco del acuerdo económico respectivo.



Por mi parte, me surgen dudas y creo que se requiere una revisión. Con ese fin, solicito los informes disponibles sobre el particular, que se consulte a la industria metalmecánica privada y que se realice una evaluación de los resultados que se están obteniendo en las licitaciones, pues se ha vuelto prácticamente inaccesible la posibilidad de llegar a los precios que marcan las empresas chinas.



La industria chilena es de altísima calidad. Nuestros productores exhiben su presencia en Colombia, en Perú, y han podido salir al mercado internacional gracias a la preparación de la mano de obra calificada que ocupan. Sin embargo, enfrentan el precio del acero chino y, particularmente, la generación de piezas. Así como llegan a Sodimac muebles chinos armables, lo mismo está ocurriendo en el sector metalmecánico: se reciben todas las piezas hechas y aquí solo queda ensamblarlas. 



Y si bien eso pudiera estar contemplado, la industria chilena, en igualdad de condiciones, es capaz de competir. Así lo han manifestado diversas empresas, del mismo modo que trabajadores de la industria metalmecánica, que en varios lugares se encuentran en huelga en este minuto ante las restricciones que afectan a sus empleadores por una competitividad cuya lealtad o deslealtad, con la posibilidad de un dumpin, han de ser determinadas.



Cuando la competitividad partió en los ámbitos textil y del calzado, se dijo que era positiva para nuestro país. Estimo que, en definitiva, el empleo y la mano de obra especializada deben ser objeto de resguardos equivalentes; que debe existir equidad; que es preciso considerar la simetría entre las exigencias. Y eso tiene que ser ponderado por alguna autoridad chilena.



Por lo tanto, pido que el Ministerio de Economía y el de Relaciones Exteriores proporcionen una evaluación del cumplimiento de los tratados de libre comercio, no solo del celebrado con China, en lo referido particularmente a la industria metalmecánica.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
DEVOLUCIÓN DE DINERO POR COBROS ERRADOS A

AFILIADOS DE ISAPRES. OFICIO
El señor NAVARRO.- En otro orden de cosas, señor Presidente, la Superintendencia de Salud ha informado que las isapres debieron devolver más de 713 millones de pesos a 45 mil afiliados, por cobros errados. Por concepto de licencias médicas, se reembolsaron 186 millones de pesos a casi mil afiliados. En cuanto a la regularización por adecuación de contratos (alzas de precios y cobertura catastrófica, especialmente), así como a la irrenunciabilidad de excedentes, la cantidad supera 140 millones de pesos, lo que benefició a más de 2 mil 500 afiliados.



Hubo una importante reducción en el ámbito de la devolución de excesos y excedentes. En 2007, el monto alcanzó a 2 mil 400 millones, mientras que ahora solo llegó a 74 millones.



En consecuencia, pido que se me haga llegar el informe que ha dado a conocer dicho organismo, que abarca los meses de enero a noviembre de 2009, y un estudio comparativo de años anteriores, a fin de poder considerar el cumplimiento en la devolución de excedentes y licencias médicas por el conjunto de las instituciones de salud previsional.



Las irregularidades y “observaciones” en la bonificación de prestaciones de los planes de salud correspondieron a las isapres Cruz Blanca, Colmena, Consalud, Masvida, Banmédica, Vida Tres y Ferrosalud, que todavía existe. Esta última era de la Empresa de Ferrocarriles, estatal, y la única entidad -paradójicamente, para quienes nos interiorizamos en ella- que le otorgaba utilidades, siendo, por tanto, la única rentable dentro de todas las que tenía.

El señor ORPIS.- ¡Por eso la eliminaron...!

El señor NAVARRO.- ¡Por eso la vendieron...! ¡La idea era eliminar toda la rentabilidad que registraba Ferrocarriles del Estado...! Y, por cierto, las consecuencias las sufrieron sus trabajadores.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
CRÍTICA SITUACIÓN FINANCIERA DE MUNICIPIOS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero solicitar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y a MIDEPLAN todos los informes que posean respecto a lo que ha expuesto la Asociación Chilena de Municipalidades, la cual, al parecer, encargó una investigación al Instituto Chileno de Estudios Municipales (ICHEM), de la Universidad Autónoma de Chile, acerca de la situación financiera que viven las comunas.



Resulta claro que 46 por ciento de los municipios no pueden cubrir sus gastos mínimos sin la ayuda del Fondo Común Municipal. Es una realidad verdaderamente preocupante. Existe un déficit crónico que bordea 600 mil millones de pesos, según Claudio Arriagada, Alcalde de La Granja y presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades. Más de 60 por ciento de estas entidades se halla en estado crítico, haciendo piruetas para poder funcionar.



Las deudas más fuertes son por concepto de los servicios de basura, luz y agua, cuyas tarifas no se logran cubrir.



Hace unos meses, CENABAST (Central de Abastecimiento del Sistema de Servicios de Salud) suspendió temporalmente la entrega de medicamentos en 54 municipios, debido a las deudas pendientes. 



La situación es grave: 256 mil millones de pesos es el déficit de la educación municipal, 150 mil millones de pesos es la deuda en salud y 100 mil millones de pesos se deben a servicios básicos.



Un cuadro como el descrito representa un estado caótico, señor Presidente. Municipios como los de Los Álamos, San Rosendo, Antuco, Ninhue, Cobquecura y Hualqui superan 75 por ciento de dependencia del Fondo Común Municipal, hasta llegar a 83 por ciento.



El sistema no puede funcionar así. Se debe buscar, por cierto, una mejora sustantiva.



Las municipalidades con autonomía financiera se concentran, básicamente, en la Región Metropolitana.



La realidad es gravísima, encontrándose 90 por ciento de los municipios en niveles críticos, en cuanto a autonomía financiera, y gastando 80 por ciento de ellos gran parte de sus presupuestos (entre 25 y 49 por ciento) en sueldos del personal.



En definitiva, se requiere una revisión del funcionamiento del Fondo Común Municipal.



Expongo lo anterior, señor Presidente, porque me gustaría contar con el detalle del déficit en salud y educación de cada una de las comunas. En particular, me interesa lo relativo a la educación, porque, para discutir el proyecto que la cambia a un régimen de corporaciones privadas cuyo presidente es el alcalde, en lo que no estoy de acuerdo, se requiere tener claro cuánto se debe, para no dejar abandonados a los profesores y no traspasar solo deudas.



Por lo tanto, ruego enviar, en mi nombre, oficios a la Asociación Chilena de Municipalidades, a cada uno de los municipios en cuestión y, en particular, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

ANTECEDENTES SOBRE CONSTRUCCIÓN DE

FUTURO AEROPUERTO DE TONGOY. OFICIO

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quiero solicitar que el Ministerio de Obras Públicas informe los montos que se pretende pagar por las expropiaciones de terrenos para la posible construcción del aeropuerto de Tongoy.



Me gustaría conocer, en primer lugar, por cuánto se hizo la última operación respecto de cada una de esas propiedades y cuándo se llevó a cabo. Ello, entre privados. En segundo término, cuál fue el informe de los peritos, copia del cual me interesa recibir, para ver el monto del pago de la expropiación. Tercero, me parece necesario obtener un detalle, predio por predio, de cada rol y lo que se cancelará. Cuarto, deseo saber las coordenadas exactas del lugar donde se construirá el aeropuerto y de los límites de los terrenos que se expropiarán, ojalá con posicionamiento satelital.



Finalmente, señor Presidente, también quiero conocer un informe del Ministerio de Obras Públicas relativo a la existencia o no de peticiones mineras en la zona, a si alguna de ellas se encuentra en explotación y a más o menos cuánto, asimismo, es lo que se tendría que pagar por la expropiación de los derechos en el sector donde se construirá, eventualmente, el aeropuerto de Tongoy.

El señor PROKURICA.- De las pertenencias.

La señora MATTHEI.- En efecto. Me refiero tanto a la exploración como a la explotación, y, en este último caso, a qué tipo de minerales se extraen y cuál es la cubicación.



Pido que se incluya, además, un detalle de los propietarios de cualquier tipo de pertenencia en la zona.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En el tiempo restante del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

NO RENDICIÓN DE CUENTAS POR RECURSOS PROVENIENTES

DE FONDO DE INNOVACIÓN PARA COMPETITIVIDAD. OFICIO

El señor ORPIS.- Señor Presidente, pido que se oficie a la Contraloría General de la República para que remita a esta Corporación, particularmente al Senador que habla, el informe relativo a la no rendición de cuentas en el caso de proyectos del royalty. De acuerdo con los antecedentes proporcionados por distintos medios de prensa, ello representa un porcentaje considerable.



Como estamos legislando sobre la materia, creo que resulta fundamental tener acceso a dicho documento. En consecuencia, formulo la petición para que sea enviado, pues expone la no rendición de una cantidad importante de recursos provenientes del Fondo de Innovación para la Competitividad.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

PETICIÓN DE DECLARACIÓN DE ATACAMA COMO

ZONA DE CATÁSTROFE POR SEQUÍA. OFICIO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Honorable Senado, los medios de comunicación de hoy consignan la dramática situación hídrica que están viviendo la Región de Atacama y el norte. Hace años que no llueve y la nieve es casi inexistente en la cordillera, por lo cual los deshielos no se registran.



La situación se puede tornar extremadamente grave, porque recién comienza el verano y la necesidad de agua, tanto para consumo humano cuanto para el regadío de predios agrícolas y el ganado caprino, realmente es grande.



Tenemos el caso del tranque Lautaro, ya sin agua, y en lo relativo a la comuna de Alto del Carmen, la alcaldesa me ha señalado que parte importante de los ríos se han secado, como no había ocurrido hace mucho tiempo, desde 1983, por lo que la situación requiere medidas urgentes.



Soy categórico en sostener, señor Presidente, que no podemos seguir esperando como en otras oportunidades, en que los recursos no llegaron o llegaron demasiado tarde, situación que se dio con las heladas. Por eso, nos estamos anticipando en solicitar que se asegure el abastecimiento de la población con infraestructura, con recursos frescos, y que se tomen medidas tendientes a la construcción de nuevos embalses para la Región y de otras obras de riego que hagan más eficiente el uso del agua.



El alcalde de Tierra Amarilla, señor Carlos Barahona, y la alcaldesa de Alto del Carmen, señora Nora Rojas, me han pedido solicitar al Gobierno que declare zona de catástrofe por sequía a la Región de Atacama, para que, de esta manera, se le asignen recursos especiales que permitan enfrentar el mes de febrero, el cual, a nuestro juicio, será el más crítico para el riego y el consumo humano.



La situación que se está viviendo hoy debiera canalizar la decisión de las autoridades para que se adoptaran medidas de fondo a fin de enfrentarla. Es claro que va in crescendo y que no mejorará.



Por eso, solicito que se oficie al señor Ministro del Interior, con el objeto de que se estudie la declaración de la Región de Atacama como zona de catástrofe por sequía.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En lo que resta de tiempo al Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

SOLICITUD DE DEROGACIÓN DE DECRETO Nº 654, EXENTO,

DE MINISTERIO DE AGRICULTURA. OFICIO

El señor HORVATH.- Señor Presidente, hemos sido testigos hoy día en la Sala de una manipulación de los medios de prensa, de una sobreutilización torcida del objetivo de un proyecto de ley que, verdaderamente, ha sido anhelado por las distintas comunidades del borde costero y los diferentes actores, conformados por la pesca artesanal, la industrial, la acuicultura y el turismo.



Hemos ido tratando de acostumbrarnos a que determinadas personas sean como las monopolizadoras del tema del medioambiente y afirmen representar a todas las organizaciones no gubernamentales.



Por suerte, ello no es así. Cada vez más se advierte que se reduce el número de quienes se prestan para el show, para el populismo, para determinados “pantallazos” o ciertas acciones legales torcidas que después se dejan botadas.



En relación con esta materia, quiero llamar la atención incluso del mundo del medioambiente, porque justamente las personas mencionadas apoyan a un candidato presidencial -un Honorable colega nuestro: el Senador señor Frei- que se presta para seguir con los mismos juegos.



Como ejemplo de lo que expongo señalo el decreto exento Nº 654, del Ministerio de Agricultura, que permite la intervención de especies de nuestro bosque nativo protegidas nacional e internacionalmente, tales como el alerce, la araucaria, el belloto y algunas que incluso se hallan en peligro de extinción.



Por estas razones, más los antecedentes que voy a entregar, solicito que se oficie a la señora Ministra de Agricultura para que se derogue dicha normativa.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
ORDENAMIENTO DE EXTRACCIÓN DE PESCA ARTESANAL Y PARTICIPACIÓN DE ORGANIZACIONES EN REGIÓN DE AYSÉN. OFICIOS

El señor HORVATH.- Señor Presidente, los pescadores artesanales de la zona austral, particularmente de la Región de Aysén, han requerido una serie de medidas de ordenamiento y la posibilidad de diversificar su captura, en especial la de sardina austral.



Sin embargo, están poco menos que siendo obligados, según expresan, a pescar “con arco y flecha”, porque carecen de los medios necesarios, de asistencia técnica, y no les permiten las artes como para poder cumplir su actividad en condiciones de seguridad y de rentabilidad social y económica.



Por otra parte, solicito que se estudie el ordenamiento de las cuotas para distintas especies que se asignan entre la Región de Los Lagos y la de Aysén.



Por ser esta última ordenada, por aprovecharse los precios en el momento oportuno, los pescadores artesanales no alcanzan a extraer toda su cuota. De hecho, les han sobrado cerca de 500 toneladas. Lo que solicitamos es que lo del año 2009 sea traspasado a 2010.



Ello es al revés de lo que sucede en la Región de Los Lagos, donde existen más actores que recursos y, por lo tanto, se sobrepesca. Por lo tanto, en ese caso se debiera restar.



Este ordenamiento es muy importante, junto con una fiscalización de verdad, para que no se registre “pesca negra” y los precios se puedan regular en forma positiva.



Del mismo modo, pido a la Subsecretaría de Pesca y al Ministerio de Economía que la fijación de las zonas contiguas se haga escuchando a las organizaciones y que se establezca un consejo zonal de pesca en la Región de Aysén.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ASIGNACIÓN DE BECAS PARA ALUMNOS

DE REGIÓN DE AYSÉN. OFICIO
El señor HORVATH.- Por último, señor Presidente, hemos visto este año cómo se sigue repitiendo la falta de becas, en cuanto al número y monto, que se asignan para los alumnos de la Región de Aysén.



Como en esta última no funcionan aún todas las universidades, y menos se imparten las carreras profesionales, muchos de ellos tienen que postular al beneficio que otorga la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.



Sin embargo, la entrega no se realiza de acuerdo con las verdaderas necesidades. No existe una garantía para que los jóvenes que presentan vulnerabilidad o que son de clase media y se hallan “apretados” económicamente tengan la posibilidad de estudiar. Incluso, hay familias que deben decidir, entre tres hijos, quién estudia y quién no. Eso, obviamente, constituye una tremenda injusticia social. Y en otros casos, por una falta de ordenamiento, no se avisa a tiempo si se dispone de becas, o bien, si se cuenta con ellas, se quita o fracciona alguna, como ha sucedido en lo relativo a la alimentación.



Por esta razón, solicito que se oficie a la señora Ministra de Educación a fin de que se aumente el número de becas, se revise la cifra de las que se entregan a los alumnos y las familias de la Región de Aysén, y desde luego, no se efectúe el fraccionamiento que hice presente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- El Comité Independientes, el Socialista y el Demócrata Cristiano e Independiente no harán uso de sus tiempos.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:34.







Manuel Ocaña Vergara,
                                                                                    Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 357

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 79ª, ORDINARIA, EN MARTES 5 DE ENERO DE 2010



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Bianchi, y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor García.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia, del Trabajo y Previsión Social y Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señores Andrés Velasco y José Antonio Viera-Gallo y señoras Claudia Serrano y Paulina Urrutia, respectivamente, además del Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones setenta y siete y setenta y ocho, ambas extraordinarias, de los días 21 y 22 de diciembre de 2009, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_______________

CUENTA

Mensajes



Veintiuno de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, informa que no hará uso de la facultad que le confiere el artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Prokurica, que modifica el Código Tributario en lo relativo a derechos de los contribuyentes (Boletín Nº 3.845-05).



-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el segundo y tercero, da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).



-- Pasa a las Comisiones de Salud y de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de ley que fortalece la educación pública (Boletín N° 6.815-04).



-- Pasa a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, en su caso.



Con el cuarto y el quinto, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Observaciones que formuló al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada el 9 de junio de 1994, en Belém do Pará, Brasil, en el Vigésimo Cuarto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (Boletín N° 6.689-10).



Con los nueve siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (Boletines números 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18, y 4.167-18, refundidos).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana (Boletín N° 5.406-15).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 104 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones pueda hacer uso de su licencia médica (Boletín N° 5.709-06).



5.- Proyecto de ley que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (Boletín N° 5.887-06).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).



7.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado sobre el Derecho de Marcas (TLT), adoptado en Ginebra, el 27 de octubre de 1994 (Boletín N° 6.372-10).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria (Boletín N° 6.447-07).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (Boletín N° 6.648-02).



Con los seis siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (Boletín N° 5.697-29).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la comuna de Rahue, en la Región de Los Lagos (Boletín N° 6.084-06).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección a los refugiados (Boletín Nº 6.472-06).



5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la “Convención sobre Municiones en Racimo”, adoptada en la Conferencia Diplomática de Dublín el 30 de mayo de 2008 (Boletín N° 6.708-10).



6.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07).



Con el último, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (Boletín N° 6.106-10).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación a las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual, con excepción de las que señala (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.012-03).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el segundo, informa que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (Boletín N° 4.999-11).



-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el tercero, informa que ha aprobado las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República, con las excepciones que indica (Boletín N° 3.962-07).



-- Queda para Tabla.



Con el cuarto, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que comunica la elección del Ministro señor Milton Juica Arancibia como su nuevo Presidente para el bienio comprendido entre el 6 de enero de 2010 y el 5 de enero de 2012.



-- Se toma conocimiento.



Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros, remite igual número de copias autorizadas de las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933 y 199 del decreto con fuerza de ley  N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005; 206 del Código Civil, y 5° transitorio  de la ley N° 19.585.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los cinco siguientes, envía copias autorizadas de las sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los artículos 2° transitorio de la ley N° 19.947; 34 y 161, N° 10, del Código Tributario, y 230 y 484 del Código Procesal Penal.



-- Se toma conocimiento y se mandan archivar los documentos.



Con el noveno, remite copia autorizada de la sentencia dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro del Interior, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la reparación del camino que une las localidades de Puerto Tranquilo y Exploradores, en la XI Región.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Coloma, Núñez, Pizarro y Romero, mediante el cual expresan su pleno respaldo al Gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República en el manejo de las relaciones bilaterales con Perú (Boletín N° S 1.212-12).



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, en el que solicitan el envío de un proyecto de ley que contenga las ideas contempladas en la Moción que presentaron para modificar la cotización adicional de la ley N° 16.744, para aumentar la responsabilidad de los empleadores por los accidentes del trabajo.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la apertura del acceso a la playa del Complejo Pingueral, en la comuna de Tomé, y sus consecuencias en el desempleo de la zona.



Tres de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido a la responsabilidad institucional por el posible daño ambiental ocasionado en los géisers del Tatio.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, con el cual requiere información respecto del dominio de un inmueble ubicado en el sector de Las Lomas II, en la ribera del río Mapocho, de la comuna de Lo Barnechea.



Con el tercero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, con el que requiere información respecto del estado sanitario del vertedero de Puerto Aysén.



De la señora Subsecretaria de Carabineros, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a la remodelación y construcción de 81 cuarteles de Carabineros en distintos lugares del territorio durante el año 2009.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales y de la señora Directora del Servicio de Salud Aysén, subrogante, por medio de los cuales responden dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos a la ampliación y mejoramiento de las Postas de Puerto Chacabuco y de Villa Mañihuales y al aumento de especialistas en el Hospital de Puerto Aysén.



Del señor Director General de Aguas, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido al proyecto Hidroeléctrica Centinela, a efectuarse en las inmediaciones del Río Achibueno, en la Región del Maule.



De la señora Directora, subrogante, del Servicio de Salud Ñuble, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a las descargas de residuos que la planta de Celulosa Nueva Aldea está realizando en la costa de esa provincia.



Cuatro del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con los cuales contesta igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Romero, referidos a la factibilidad de aumentar la dotación de personal del retén de Panquehue, de la Tercera Comisaría de Limache y de la Subcomisaría de Llay Llay y su eventual elevación de categoría, y en relación con la actual Tenencia de Carreteras de Las Vegas y su ámbito de jurisdicción.



De la Asociación de Funcionarios Profesionales de Secretaría del Senado, con el que dan a conocer la elección de su nueva directiva.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.447-07).



-- Queda para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, por medio de la cual da inicio a un proyecto de ley que regula la situación laboral de los funcionarios a contrata y a honorarios de la Administración Pública.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero y en los números 2° y 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Permiso Constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Novoa, para ausentarse del país entre los días 26 de diciembre de 2009 y 8 de enero de 2010.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Durante el transcurso de la sesión, se da cuenta de un informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada el 9 de junio de 1994, en Belém do Pará, Brasil, en el Vigésimo Cuarto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.689-10).



-- Queda para Tabla.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Colocar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, martes 5 de enero, las Observaciones de S.E. la señora Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, formuladas al proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política (Boletín N° 3.962-07).


2) Establecer que el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana (Boletín N° 5.406-15), vence a las 20 horas del día de hoy, martes 5 del actual. Estas indicaciones se deberán presentar directamente en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


3) Retirar de la Tabla de la sesión del día de hoy el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, para garantizar el acceso universal e igualitario a la pensión de vejez (Boletín N° 5.087-07), y colocarlo en el segundo lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de mañana, miércoles 6 de enero.


4) Colocar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de mañana, miércoles 6, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria (Boletín N° 6.447-07).

- - -



Luego, el señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide ha pedido que se solicite el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de regular la situación laboral de los funcionarios a contrata y a honorarios de la Administración Pública, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Observaciones de S.E. la Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, formuladas al proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la 

Constitución Política


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella del Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros -y para que haga uso de la palabra-, lo que así se acuerda.


El señor Secretario General señala que se trata de las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por Su Excelencia la Presidente de la República al proyecto que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Carta Fundamental, y que tiene el Boletín N° 3.962-07.



Añade que el Ejecutivo presentó 15 observaciones al proyecto despachado por el Congreso Nacional.



La Cámara de Diputados aprobó 11 y, respecto de las cuatro restantes, insistió en el texto aprobado por el Parlamento.



Cabe tener presente que las observaciones se discuten en general y en particular a la vez, se votan separadamente, y no procede dividir la votación.



Las observaciones números 1), letras a), b) y d); 3); 4); 5); 6); 7); 8); 9); 10); 13), y 14), letras a), b), literal ii), c), d), e), f) y g) tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, mientras que la observación número 2) reviste rango de quórum calificado.



El señor Secretario General agrega que las observaciones números 1), letra c); 11); 12), y 14), letra b), literal i), fueron rechazadas por la Cámara de Diputados, la cual, a su vez, insistió en el texto despachado por el Congreso Nacional, y si el Senado resolviera adoptar igual resolución, se requerirían los votos conformes de los dos tercios de sus miembros presentes.



Es menester destacar que las observaciones en examen son las siguientes:

AL ARTÍCULO ÚNICO



1) Para modificar, en el numeral 4), el artículo 4°, en el siguiente sentido:



a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “en conformidad a la ley N° 20.285”, por “de conformidad al artículo sexto de la ley N° 20.285”.



b) Sustitúyese el párrafo ubicado después del punto seguido (.) del inciso tercero, nuevo, por el siguiente: “Sin perjuicio de las causales establecidas en esta ley, se podrá denegar la entrega de información en virtud de las señaladas en los artículos 21 y 22 de Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.”.



c) Suprímese, en el actual inciso cuarto, el párrafo ubicado después del punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte (.).



d) Reemplázase el inciso final nuevo, por el siguiente:



“Corresponderá a la Comisión de Biblioteca o, en su caso, a la Comisión Bicameral a que se refiere el inciso cuarto del artículo 2º, resolver, en única instancia, los reclamos que se formulen por estas materias en contra de la Biblioteca del Congreso Nacional o de los demás servicios comunes.”.



2) Para modificar, en el numeral 6, los nuevos incisos que sustituyen el inciso final del artículo 5 A, de la siguiente forma:



a) Suprímese, en el inciso quinto, nuevo, el siguiente párrafo ubicado después del tercer punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte (.): “En todo caso, las grabaciones de audio de las sesiones de las comisiones y de los comités tendrán el carácter de reservadas.”.



b) Intercálase, entre los actuales incisos séptimo y octavo, nuevos, el siguiente inciso octavo, nuevo:



“Los materiales de registro de las secretarías de las comisiones y de los comités parlamentarios, tales como grabaciones, apuntes u otros instrumentos de apoyo a esa labor, no serán públicos.”.



c) Sustitúyese el inciso noveno, que pasó a ser décimo, por el siguiente:



“Las sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando se refieran a asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.”.



3) Para modificar, en el numeral 13, el artículo 9°, de la siguiente forma:



a) Modifícase el inciso primero, del siguiente modo:



i) Reemplázanse las expresiones “forma parte”, por “formen parte”.



ii) Sustitúyense las palabras “o por los parlamentarios individualizados en sesión de Sala o de comisión, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley”, por el siguiente texto: “o por los parlamentarios debidamente individualizados en sesión de Sala, o de comisión. Estas peticiones podrán formularse también cuando la Cámara respectiva no celebre sesión, pero en tal caso ellas se insertarán íntegramente en el Diario o en el Boletín correspondiente a la sesión ordinaria siguiente a su petición.”.



b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:



“Se considerarán como secretos o reservados aquellos informes o antecedentes que una ley de quórum calificado haya declarado como tales, de acuerdo a las causales señaladas en el artículo 8° de la Constitución Política de la República.”.



c) Inviértese el orden de los incisos penúltimo y final, quedando el actual inciso final como penúltimo, y el penúltimo, como final.



4) Para modificar, en el numeral 14, el artículo 9° A, de la siguiente forma:



a) Sustitúyense, en el inciso primero, las palabras “o por los parlamentarios individualizados en sesión de Sala o de comisión”, por el siguiente texto: “o por los parlamentarios debidamente individualizados en sesión de Sala, o de comisión. Estas peticiones podrán formularse también, cuando la Cámara respectiva no celebre sesión, pero en tal caso ellas se insertarán íntegramente en el Diario o en el Boletín correspondiente a la sesión ordinaria siguiente a su petición.”.



b) Reemplázase el inciso penúltimo, por los siguientes:



“Si las comisiones o los parlamentarios insisten en su petición, la empresa o sociedad estará obligada a proporcionar los antecedentes o informes solicitados, salvo que requiera a la Contraloría General de la República para que, previo informe de la Superintendencia de Valores y Seguros, resuelva que concurre alguna de las causales señaladas precedentemente.



Para los casos en que el informe emitido por la Superintendencia de Valores y Seguros establezca que la negativa de la empresa a proporcionar la información requerida no se encuentra amparada en alguna de las causales señaladas en el inciso tercero, la Contraloría General de la República fijará un plazo para que dicha información sea proporcionada y podrá iniciar el procedimiento sancionatorio a que se refiere el artículo 10 de la presente ley, si hubiese antecedentes suficientes para ello.”.



5) Para sustituir el numeral 16, por el siguiente:



“16. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:



“Se declararán inadmisibles las mociones que se refieran a materias que, de acuerdo con la Constitución Política, deben tener origen en la otra Cámara o iniciarse exclusivamente por mensaje del Presidente de la República.”.”.



6) Para modificar, en el numeral 17, el artículo 15, en el siguiente sentido:



a) Reemplázase su inciso segundo, por el siguiente:



“Con todo, si en el segundo trámite constitucional la Sala de la Cámara revisora rechazare la admisibilidad aprobada por la Cámara de origen, se constituirá una comisión mixta, de igual número de diputados y senadores, la que efectuará una proposición para resolver la dificultad. Si la comisión mixta no alcanzare acuerdo o concluyese que la iniciativa es inadmisible, ésta será archivada. Si la estimase admisible, propondrá que continúe su tramitación. Esa propuesta de la comisión mixta deberá ser aprobada, tanto en la Cámara de origen como en la revisora, por la mayoría de los miembros presentes en cada una de ellas. Si una de las Cámaras la rechazare, la iniciativa se archivará.”.



b) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “en los artículos anteriores”, por la frase “en los artículos 12, 13 y 14 de esta ley”.



7) Para agregar en el numeral 21, en el artículo 20 que se sustituye, el siguiente inciso segundo:



“Las comisiones mixtas formarán quórum para sesionar con la mayoría de los miembros de cada corporación que las integren.”.



8) Para modificar el numeral 22, de la siguiente manera:



a) Suprímense las expresiones “y 10”.



b) Sustitúyese la coma (,) ubicada entre los guarismos 9° y 9° A, por la conjunción “y”.



9) Para sustituir, en el numeral 23, en el inciso tercero del artículo 25, la frase “correspondiente o para consultar a la comisión en caso de duda”, por la siguiente: “, ni de la Comisión para reconsiderar de inmediato la resolución de su Presidente.”.



10) Para reemplazar el numeral 24, por el siguiente:



“24) Sustitúyese el inciso primero del artículo 26, por el siguiente texto:



“Artículo 26.- El Presidente de la República podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites. La calificación deberá hacerla en el correspondiente mensaje o mediante oficio que se dirigirá al Presidente de la Cámara en que se encuentre el proyecto o al Presidente de aquella a la que pertenezca el parlamentario que presida la Comisión Mixta, o al de ambas Cámaras si aquella no estuviese constituida. La calificación de la urgencia podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.”.”.



11) Para reemplazar el numeral 25, por el siguiente:



“25. Agrégase, en el inciso segundo del artículo 27, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido (.), la siguiente oración:



“En el caso de las urgencias otorgadas a proyectos de ley que se encuentren en Comisión Mixta no constituidas, el plazo comenzará a correr desde que se haya dado cuenta del oficio o Mensaje en ambas Cámaras. Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.”.



12) Para suprimir el numeral 26, cambiando la numeración correlativa de los numerales que le siguen.



13) Para sustituir el actual numeral 28, que ha pasado a ser 27, por el siguiente:



“27. Sustitúyese el artículo 31, por el siguiente:



“Artículo 31.- Las proposiciones de las comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán separadamente, según si se trata de normas que están relacionadas entre sí, o cuando contengan disposiciones que deban ser aprobadas con quórum distintos. En el primer caso, el rechazo de una de esas disposiciones implicará también el rechazo de las demás que integren el conjunto de normas relacionadas, y en el segundo caso se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 30.



Sin perjuicio de lo anterior, las proposiciones de las comisiones mixtas que no contengan disposiciones que deban ser aprobadas con quórum distintos, podrán votarse conjuntamente, si así lo acuerda y expresa en su informe la referida Comisión.”.”.



14) Para modificar el actual numeral 31, que ha pasado a ser 30, en el siguiente sentido:



a) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 53, las expresiones “Las comisiones especiales de investigación”, por “Las comisiones investigadoras”.



b) Modifícase el artículo 54, de la siguiente manera:



i) Sustitúyese el inciso primero del artículo 54, por el siguiente:



“Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos, que se refieran a su cometido, y que se encuentren a su disposición. En caso de incumplimiento de estas obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el artículo 10 a los funcionarios de la Administración del Estado.”.



ii) Intercálese, en el inciso octavo, entre las expresiones “o reservado,” y “sólo”, las siguientes palabras: “o a los asuntos referidos en el inciso tercero del artículo 9° A de la presente ley,”.



c) Reemplázase el artículo 55, por el siguiente:



“Artículo 55.- Las personas obligadas a comparecer y que sean citadas por una comisión especial investigadora, que se encontraren en alguna de las situaciones de excepción descritas en los artículos 302, 303 y 305 del Código Procesal Penal, no estarán obligadas a prestar declaración. Sin embargo, deberán concurrir a la citación y dejar constancia de los motivos que dan origen a la facultad de abstenerse que invoquen.”.



d) Sustitúyese el artículo 56, por el siguiente:



“Artículo 56.- Si fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por acuerdo de la mayoría de los miembros se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los antecedentes que se estimen pertinentes y necesarios para el cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.



El testimonio de los particulares y la proporción de los antecedentes solicitados, serán voluntarios.”.



e) Intercálase en el inciso segundo del artículo 62, entre las expresiones “Constitución Política” y la coma (,), las expresiones “de la República”.



f) Modifícase el artículo 63, en el siguiente sentido:



i) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:



“Cada Cámara dará a conocer su opinión, por escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita dicha opinión. Transcurrido este lapso sin que una o ambas Cámaras emita su parecer, el Presidente de la República podrá prescindir de éste para efectuar la denuncia o el retiro.”.



ii) Suprímese el inciso tercero.



g) Sustitúyese, en la letra a) del inciso tercero del artículo 66, la expresión “acreditada” por “reconocida”.



15) Reemplázase el guarismo “11”, del artículo 5° transitorio, por el guarismo “10”.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la observación número 1), letra a), concediendo el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Sabag y Vásquez.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha observación, es aprobada por 22 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concluida la votación, y a petición de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Pizarro y Gazmuri, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la observación en análisis.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en votación la observación número 1), letra b), la que es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente somete a votación la observación número 1), letra c), la que es rechazada por 27 votos en contra.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Con la misma votación -pero en el sentido inverso-, la Sala acuerda insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 73 de la Carta Fundamental.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la observación número 1), letra d), la que es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la observación número 2), letra a), concediendo el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, Chadwick, Vásquez, Gazmuri, Sabag y Coloma.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha observación, es aprobada por 28 votos a favor, 3 en contra y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Larraín, señora Alvear y señores Gómez y Letelier.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi y Ominami.



Fundamenta su voto contrario, el Honorable Senador señor Gazmuri.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Muñoz Barra.

- - -



Luego, se da por aprobada -con idéntica votación a la consignada precedentemente- la observación número 2), letra b).

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la observación número 2), letra c), la que es aprobada por 25 votos a favor y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Ominami, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Muñoz Barra.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la observación número 3), letra a), concediendo el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha observación, se produce el siguiente resultado: 18 votos a favor y 8 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Chadwick, Coloma, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Pérez Varela y Romero.



Concluida la votación, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Vásquez y Larraín y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Acto seguido, y en virtud de lo establecido en el artículo 176 del Reglamento del Senado, se repite la votación de la observación número 3), letra a), resultando aprobada por 27 votos a favor y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en votación la observación número 3), letra b), produciéndose el siguiente resultado: 13 votos a favor, 12 en contra y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Escalona, Gazmuri, Girardi, Horvath, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Coloma, Espina, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Pérez Varela, Pizarro y Romero.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Muñoz Barra.



El señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum constitucional necesario para aprobar la observación en examen, por lo que corresponde darla por rechazada.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazada dicha observación, por no haberse reunido el quórum requerido.
- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la observación número 3), letra c), la que es aprobada por 22 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Sabag y Vásquez.
- - -



Enseguida, el señor Presidente pone en votación la observación número 4), letra a), la que es aprobada por 22 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Sabag y Vásquez.
- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la observación número 4), letra b), concediendo el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha observación, es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, Espina, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.
- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la observación número 5), concediendo el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Sabag.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha observación, se produce el siguiente resultado: 19 votos a favor y 7 en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Núñez, Romero y Vásquez.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Ávila, Girardi, Gómez, Muñoz Barra, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag.



El señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum constitucional necesario para aprobar la observación en examen, por lo que corresponde darla por rechazada.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazada dicha observación, por no haberse reunido el quórum requerido.



A continuación, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Letelier.
- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en votación la observación número 6), letra a), la que es aprobada por 21 votos a favor, 3 en contra y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pizarro, Romero, Sabag y Vásquez.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señoras Matthei y Alvear y señores Núñez, Espina, Letelier, Chadwick y Longueira.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín y Ruiz-Esquide.



Fundamenta su voto contrario, el Honorable Senador señor Larraín.



Se abstiene, el Honorable Senador señor García.



Cabe señalar que, durante la votación, el señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Sala para que el Honorable Senador señor García asuma en calidad de Presidente accidental, lo que así se acuerda.


Además, se autoriza al señor Subsecretario General de la Presidencia para que haga uso de la palabra en el curso de la votación.

- - -



Luego, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien, a nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión respecto de las observaciones restantes, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, la cual cuenta con urgencia calificada de “simple”, y tiene el Boletín N° 6.365-21.



Acto seguido, otorga la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien, a nombre del Comité Partido Renovación Nacional, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión respecto de este proyecto, quedando pendiente su tratamiento en particular.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ominami y Vásquez, mediante el cual solicitan la evaluación de los impactos y externalidades de las centrales termoeléctricas instaladas u operativas 

en el país que utilizan carbón o pet coke



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, cuyo propósito es el descrito. Tiene el Boletín N° S 1.197-12.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 10 votos a favor y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Escalona, Gazmuri, Gómez, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.



A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Cantero, Gazmuri, Navarro, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a S.E. la Presidente de la República evaluar la posibilidad de enviar ayuda humanitaria a la República de El 

Salvador



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, cuyo propósito es solicitar a la Primera Mandataria que se evalúe la posibilidad de enviar ayuda humanitaria a la República de El Salvador, país que en noviembre del año pasado se vio afectado por intensas lluvias, temporales y el paso del huracán “Ida”. Tiene el Boletín N° S 1.211-12.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 10 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Letelier, cuyo propósito es rechazar la caza de ballenas en 

aguas jurisdiccionales chilenas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.213-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Arancibia, Escalona, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Barra, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el 18 de noviembre de 2009 zarpó desde Japón una flota pesquera con el fin de cazar 1.000 ballenas, con supuestos fines científicos;

2. Que desde 1986, fecha en que se implementó la moratoria sobre caza comercial de ballenas, pesqueros japoneses han asesinado a más de 8.000 ballenas con supuestos fines científicos. Islandia y Noruega, con fines comerciales, han realizado actividades similares;

3. Que Chile, en conjunto con numerosos países, ha suscrito diversos tratados internacionales con el fin de proteger a los cetáceos de la caza indiscriminada. De tal forma, la caza de ballenas en Chile fue suspendida por primera vez el año 1984, por medio del decreto supremo N° 50, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el objetivo de dar cumplimiento la Convención Internacional para la Caza de Ballenas;

4. Que con posterioridad se dictaron diversas normas legales en la materia, cuya culminación fue la ley N° 20.293, cuyo objetivo es avanzar en la consolidación de un marco jurídico coherente y eficaz que consagre el uso no letal de cetáceos, de manera tal que ninguna actividad económica, recreativa, cultural o de investigación justifique dar muerte o causar intencionalmente daño a estos mamíferos;

5. Que dicha ley establece, asimismo, que todas las aguas que se encuentren bajo la jurisdicción de Chile son zonas libre de caza de cetáceos;

6. Que ni la comunidad internacional ni Chile pueden aceptar que se siga utilizando el argumento de la “caza científica” para asesinar a miles de ballenas cada año, impunemente y al margen de todo mecanismo de control, y

7. Que nuestro Gobierno debe hacer todo lo que esté a su alcance para impedir el accionar de la flota ballenera que recientemente zarpó de Japón, la cual actuará justamente en el denominado “Santuario Ballenero Austral”.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir a:


a) Las autoridades de Gobierno para que implementen todas las medidas necesarias para hacer cumplir nuestra ley y de esa forma impedir la caza de ballenas, tanto en aguas jurisdiccionales chilenas como en las aguas internacionales del Santuario Ballenero Austral.


b) El señor Ministro de Relaciones Exteriores para que exprese al gobierno de Japón la enérgica protesta de nuestro país por el zarpe de una flota pesquera con el fin de cazar ballenas en la Antártica, con supuestos fines científicos y para que se coordine con los países latinoamericanos que son miembros del Grupo Buenos Aires, para denunciar esta situación en distintos organismos internacionales.”.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De la Honorable Senadora señora Alvear a S.E. la señora Presidenta de la República y, por su intermedio, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el objeto de solicitar que se estudie la forma de integrar el Metrotrén al Transantiago.



- Del Honorable Senador señor Romero al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de pedir una pronta resolución respecto del diseño del enlace de la rotonda Tocornal con el nuevo acceso a San Felipe.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 80ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 6 DE ENERO DE 2010



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, de Justicia y Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señores José Antonio Viera-Gallo, Jean-Jacques Duhart y Carlos Maldonado y señora Paulina Urrutia, respectivamente, además de los Subsecretarios General de la Presidencia y de Justicia, señores Edgardo Riveros y Jorge Frei, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones setenta y siete y setenta y ocho, ambas extraordinarias, de los días 21 y 22 de diciembre de 2009, respectivamente, que no han sido observadas.
_______________

CUENTA

Mensajes


Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los dos primeros, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (Boletín N° 6.415-08).


2.- Proyecto de ley que fortalece la educación pública (Boletín N° 6.815-04).


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las observaciones que formuló al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).


-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Informe


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.012-03).


-- Queda para Tabla.

Permiso Constitucional


Solicitud del Honorable Senador señor Novoa, para ausentarse del país entre los días 25 de enero y 17 de febrero de 2010, ambas fechas inclusive.


-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien solicita que se fije un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (Boletín N° 6.418-07), hasta las 12 horas del lunes 11 de enero del año en curso, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia 

y Reglamento


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella de los Subsecretarios General de la Presidencia y de Justicia, señores Edgardo Riveros y Jorge Frei, respectivamente, y para que este último haga uso de la palabra, lo que así se acuerda.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.447-07.



Añade que su principal objetivo es fortalecer la organización de esa institución, con el propósito de que pueda enfrentar los desafíos que surgen diariamente en los distintos establecimientos penitenciarios. Para ello, entre otras disposiciones, aumenta el número de Gendarmes y Oficiales; perfecciona los mecanismos que permiten una efectiva carrera funcionaria, y establece que los cargos de dirección superior serán concursables a través del Sistema de Alta Dirección Pública. Además, contempla normas sobre reencasillamiento de funcionarios.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia a los dirigentes de la Asociación de Directivos, Profesionales y Técnicos de Gendarmería de Chile; de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios; de la Asociación Nacional de Oficiales Penitenciarios; de la Asociación Nacional de Suboficiales y del Grupo de Oficiales Administrativos Penitenciarios, todos los cuales expusieron sus planteamientos respecto de la iniciativa.


El señor Secretario General agrega que la Comisión informante discutió el proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Prokurica. Este último señor Senador solicitó dejar expreso testimonio de que su voto favorable se debía, exclusivamente, a la urgente necesidad de allegar nuevos recursos a Gendarmería de Chile.



Cabe destacar que el número 1) del artículo primero transitorio, en lo relativo a los requisitos de ingreso y promoción para los cargos de la planta del personal de Oficiales Penitenciarios y Gendarmes, reviste el carácter de norma orgánica constitucional.


Finalmente, corresponde tener presente que el proyecto también deberá ser analizado por la Comisión de Hacienda durante su debate en particular.
- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Justicia, a los Honorables Senadores señora Alvear y señores Horvath, Muñoz Barra, Sabag, Gómez, Gazmuri y Ruiz-Esquide, al señor Subsecretario de Justicia y al Honorable Senador señor Muñoz Aburto.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 27 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del N° 1) del artículo primero transitorio del proyecto.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Larraín, Orpis y Zaldívar.



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Longueira, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación en general de la iniciativa en análisis.
- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 11 de enero del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile: 



1) Reemplázase en el artículo 1° la expresión “rehabilitar a” por la frase “contribuir a la reinserción social de”.



2) En el artículo 2°:



1.- Elimínase la expresión “uniformada”.



2.- Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto: 



“El personal de Gendarmería de Chile estará constituido por:



a) El personal perteneciente a las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes.



b) El personal perteneciente a la Planta de Directivos.



c) El personal de las Plantas de Profesionales Funcionarios regidos por la ley N° 15.076, el de Profesionales, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, y el de los funcionarios a contrata asimilados a las mismas.



El personal señalado en el literal a) del inciso anterior estará afecto al estatuto de carácter especial a que hace mención la letra d) del artículo 162 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.



En tanto el personal señalado en los literales b) y c) del inciso segundo estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076 o del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, según corresponda.



Mientras se encuentre vigente el escalafón de Oficiales Administrativos Penitenciarios, en virtud de lo establecido en el artículo 38 de la ley N° 19.269, constituirá un escalafón especial en extinción perteneciente a la planta de Gendarmes.”.



3) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:



1.- Sustitúyense en la letra c) las expresiones “detenidos” y “de Procedimiento” por las siguientes “imputados” y “Procesal”, respectivamente.



2.- Reemplázase la letra f) por la siguiente:



“f) Contribuir a la reinserción social de las personas privadas de libertad, mediante la ejecución de acciones tendientes a eliminar su peligrosidad y lograr su reintegración al grupo social;”.



3.- Sustitúyense en el inciso segundo las palabras “readaptación” y “procesado” por las siguientes “reinserción” e “imputado”, respectivamente.



4) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:



“Artículo 4°.- Gendarmería de Chile se organizará en una Dirección Nacional y Direcciones Regionales.



La Dirección Nacional organizará su trabajo a través de la Subdirección de Administración y Finanzas, la Subdirección Técnica, la Subdirección Operativa y la Escuela de Gendarmería de Chile del General Manuel Bulnes Prieto, en adelante la Escuela de Gendarmería.



En cada región del país existirá una Dirección Regional, a cargo de un Director Regional que será de la exclusiva confianza del Director Nacional. Las Direcciones Regionales organizarán su trabajo a través de las sedes que señale el reglamento orgánico que estará contenido en un decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, el que deberá ser también suscrito por el Ministro de Hacienda.



El Director Nacional, con sujeción a la planta y dotación máxima de personal que se fije a Gendarmería de Chile, establecerá la restante organización interna de la misma y asignará las tareas específicas que le correspondan a cada unidad, de acuerdo a lo establecido en los artículos 31 y 32 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575.”.



5) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:



a) Intercálase en su inciso primero, entre el vocablo “técnica” y la conjunción “y”, la palabra “operativa”, precedida de una coma (,).



b) Sustitúyense en su inciso tercero las expresiones “por el Subdirector que corresponda en la sucesión de mando”, por las siguientes: “, en primer lugar, por el Subdirector Operativo, y en caso de ausencia de éste, la subrogación operará de acuerdo a lo que señale el reglamento orgánico”.


6) Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:



1.- Sustitúyese su número 2 por el siguiente:



“2.- Planificar, coordinar y controlar el funcionamiento de la Institución conforme a las políticas fijadas por el Gobierno y generar un plan de acción institucional.”.



2.- Intercálanse los siguientes números 5, 6 y 7, pasando los actuales a ser 8, 9 y 10:



“5.- Generar un plan de comunicaciones coherente y estratégico para el Servicio.



6.- Ejercer el control sobre la gestión global de la Institución, disponiendo las auditorías que correspondan.



7.- Disponer los estudios necesarios para el desarrollo y ejecución de las políticas penitenciarias.”.



3.- En el actual número 5.-, que pasa a ser número 8.-, sustitúyese la frase “el Estatuto del Personal del Servicio” por lo siguiente “las normas de personal del estatuto respectivo”.



4.- En el actual número 8.-, que pasa a ser número 24.-; sustitúyese el punto final (.) por una coma (,) y agrégase, a continuación, la frase “en especial por la observancia del principio de probidad funcionaria al interior de la Institución.”.



5.- En el actual número 10.-, que pasa a ser número 12.-, sustitúyense las expresiones “reos rematados” y “condenas” por “condenados” y “penas”, respectivamente.



6.- En el actual número 11.-, que pasa a ser número 13.-, reemplázanse los términos “y procesados” por los siguientes “e imputados”.



7.- Los actuales números 12, 13, 14, 15, 16 y 17 pasan a ser números 14, 15, 16, 17, 18 y 19, respectivamente, sin modificaciones.



8.- Agréganse los siguientes números 20, 21, 22, 23 y 25:



“20.- Deducir querella de conformidad al artículo 111 del Código Procesal Penal, cuando se refiera a hechos que revistan caracteres de delito, tales como:



a) Aquellos contemplados en los artículos 15 A, 15 B, 15 C y 15 D de este decreto ley;



b) Aquellos en que se afectaren gravemente los bienes de la Institución, especialmente de los delitos de daño e incendio; 



c) Aquellos cometidos por funcionarios de la Institución en el ejercicio de sus cargos, de conformidad con lo previsto en el Título V, Libro II del Código Penal, o



d) Aquellos que afectaren gravemente la continuidad del Servicio, poniendo en riesgo la integridad de los funcionarios o de la población atendida.



21.- Proponer anualmente al Ministerio de Justicia, el proyecto de presupuesto de Gendarmería de Chile.



22.- Aprobar los cursos de formación de los Oficiales Penitenciarios y de los Gendarmes que impartirá la Escuela de Gendarmería de Chile.



23.-. Establecer los programas de capacitación y de perfeccionamiento, necesarios para que se cumplan los requisitos para la promoción que establezcan los estatutos de personal respectivos. Para los efectos de desarrollo de estos programas, el Director Nacional celebrará convenios con universidades o institutos profesionales reconocidos por el Estado u otras entidades públicas o privadas, con reconocida experiencia en materias propias para el cumplimiento de las funciones y necesidades institucionales.



25.- Ejercer las demás atribuciones que ésta u otras leyes le confieran.”.



7) Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:



“Artículo 7°.- La Subdirección de Administración y Finanzas estará encargada de velar por la eficaz, eficiente y oportuna gestión de los recursos humanos, financieros y materiales de Gendarmería de Chile a objeto de lograr un adecuado funcionamiento de la Institución.



Esta Subdirección tendrá las siguientes funciones:



a) Administrar y ocuparse del desarrollo del recurso humano de la Institución.



b) Gestionar y administrar los bienes y servicios que la Institución requiera.



c) Asesorar y estudiar las materias relacionadas con la legislación y reglamentación institucional.



d) Estudiar, desarrollar y ejecutar proyectos de arquitectura, estructuras y especialidades de la infraestructura penitenciaria en la administración directa y concesionada.



e) Administrar y desarrollar las redes, sistemas informáticos y computacionales que apoyen la gestión del Servicio.



f) Supervisar financiera y contablemente los servicios prestados en los establecimientos concesionados y de los proyectos de reinserción social.



g) Dirigir, controlar y administrar el sistema de información financiero contable de la Institución.



h) Procesar el sistema de remuneraciones del personal del Servicio.



La Jefatura de esta Subdirección será asumida por el Subdirector de Administración y Finanzas quien será designado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.”.



8) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:



“Artículo 8°.- La Subdirección Técnica estará encargada de desarrollar los programas y proyectos institucionales tendientes a la reinserción social de las personas atendidas en los distintos sistemas, velando por el mejoramiento permanente del régimen penitenciario.



Esta Subdirección tendrá las siguientes funciones:



a) Desarrollar y gestionar las actividades de educación, trabajo, deportes, recreación, asistencia social, psicológica, sanitaria, religiosa y demás conducentes a la reinserción social de las personas atendidas en el sistema cerrado de los establecimientos penales con administración directa.



b) Supervisar técnicamente los servicios que se prestan en los establecimientos concesionados.



c) Ejercer el control y gestionar los programas de atención y asistencia de los condenados que gocen de medidas alternativas a la reclusión.



d) Gestionar los planes y programas de asistencia de las personas que habiendo cumplido sus condenas, requieran de apoyo para su reinserción social.



e) Diseñar, supervisar y controlar técnicamente los programas y proyectos que se adjudiquen para el apoyo de la reinserción social en los diferentes sistemas.



f) Generar y mantener bases de datos estadísticos de la población atendida por Gendarmería de Chile.



La Jefatura de esta Subdirección será asumida por el Subdirector Técnico quien será designado por el Director Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.”. 



9) Agrégase el siguiente artículo 8° A:



“Artículo 8° A.- La Subdirección Operativa estará encargada de implementar las políticas institucionales destinadas al fortalecimiento de la seguridad de los establecimientos penitenciarios del país.



Esta Subdirección tendrá las siguientes funciones:



a) Asesorar, controlar y coordinar las acciones relativas a la seguridad penitenciaria y de los bienes y recursos que Gendarmería de Chile ha asignado a los distintos establecimientos penitenciarios del país.



b) Velar por el adecuado diseño, ejecución, desarrollo y control de los proyectos de seguridad electrónica, en los establecimientos penitenciarios.



La Jefatura de esta Subdirección será asumida por el Subdirector Operativo, que será un funcionario de exclusiva confianza del Director Nacional y será nombrado de entre los Oficiales Penitenciarios titulares del cargo de Coronel que se encuentren entre las cinco primeras antigüedades de dicho grado.



Si como resultado del nombramiento del Subdirector Operativo, se alterare el orden de precedencia de los coroneles que cumplen los requisitos para ser nombrados en dicho cargo, deberá llamarse a retiro a aquellos coroneles que antecedan a aquel que fue nombrado en el cargo de Subdirector Operativo.”.



10) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:



1.- Reemplázase en el número 1.-, la expresión “los Departamentos” por “las Unidades”.



2.- Reemplázase en el número 4.-, la expresión “directivas” por “directrices”.



3.- Sustitúyese en el número 5.-, la expresión “políticas” por “directrices”.



4.- Reemplázase en el número 6.-, la expresión  “los Departamentos” por “las Unidades”.



5.- Suprímese el inciso segundo.



11) Modifícase el artículo 10° en el siguiente sentido:



1.- Sustitúyense en el inciso primero las expresiones “Planta de Oficiales y Vigilantes Penitenciarios” por “Planta de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes”.



2.- Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:



“Asimismo, la Escuela de Gendarmería se ocupará de desarrollar los programas de capacitación, perfeccionamiento y exámenes habilitantes necesarios para el ascenso que se establecen en el decreto con fuerza de ley N° 1791, de 1980, del Ministerio de Justicia. Para tal efecto, podrá celebrar convenios con universidades o institutos profesionales reconocidos por el Estado u otras entidades públicas o privadas con reconocida experiencia en materias propias para el cumplimiento de las funciones y necesidades institucionales.”.



3.- Agrégase el siguiente inciso final:



“Las horas de clases que se impartan directamente en la Escuela de Gendarmería de conformidad a lo dispuesto en los incisos precedentes, serán remuneradas sobre la base de honorarios. Sus valores serán determinados mediante resolución del Director Nacional, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.”.



12) Derógase el artículo 11.



13) Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:



“Artículo 12.- Las Direcciones Regionales estarán encargadas de la conducción administrativa, técnica y operativa de Gendarmería de Chile en la región.



Los Coroneles pertenecientes a la Planta de Oficiales Penitenciarios podrán ser destinados por el Director Nacional de Gendarmería de Chile a las Direcciones Regionales para desempeñar funciones de Director Regional. En caso que el personal destinado no pueda ejercer, por cualquier causa, dichas funciones, éstas serán desempeñadas por el Oficial que les suceda en antigüedad y grado en la región.


El término de la destinación a que se refiere el inciso anterior, no alterará el nombramiento, en calidad de titular de los funcionarios que fueron objeto de ella.



Los Directores Regionales tendrán, entre otras, las siguientes funciones:



a) Supervisar y controlar el funcionamiento administrativo-financiero de la Dirección Regional y de las Unidades Penales y Especiales que de ella dependan;



b) Velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo y por la adecuada administración del presupuesto;



c) Comunicar al Director Nacional las necesidades presupuestarias de la Dirección Regional y de las Unidades Penales y Especiales que de ella dependan, y



d) Supervisar y controlar los programas y proyectos de reinserción social en establecimientos penitenciarios de administración directa, concesionados y aquellos del medio libre.”.



14) Intercálase el siguiente artículo 12 A:



“Artículo 12 A.- En Gendarmería de Chile el mando corresponde por naturaleza al Oficial Penitenciario y por excepción al personal de otra planta.



Se entiende por mando la potestad emanada de la jerarquía, la que será ejercida por los Oficiales Penitenciarios y demás personal de planta de Gendarmería de Chile sobre sus subalternos y subordinados en virtud del grado jerárquico, antigüedad en él o el cargo que desempeña.



Se entiende por sucesión de mando el orden de precedencia para asumir las funciones, responsabilidades y atribuciones inherentes al cargo.”.



15) Sustitúyese el inciso primero del artículo 13 por el siguiente:



“Artículo 13.- El personal perteneciente a las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes usará armas en las condiciones que señala el reglamento.”.



16) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:



“Artículo 14.- Al personal de Gendarmería de Chile le será aplicable la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado.”.



17) Sustitúyense en el artículo 15 las expresiones “privada de libertad” por los términos “bajo su cuidado”.



18) Reemplázanse en el artículo 17 los términos “las normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile”, por lo siguiente: “las normas de los Estatutos de Personal aplicables a cada una de las distintas categorías de funcionarios de Gendarmería de Chile”.



19) Sustitúyese el inciso primero del artículo 18 por el siguiente:



“Artículo 18.- La Dirección Nacional de Gendarmería de Chile podrá adquirir los bienes muebles necesarios para la marcha expedita de la institución, conforme a lo establecido en la ley N° 19.886, sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.”.



20) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 20 los términos “D.L. 2.763” por los siguientes: “Capítulo II del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, Subsecretaría de Salud Pública”.



21) Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso segundo:



“Los funcionarios de Gendarmería de Chile que cumplan jornada no inferior a 44 horas semanales de trabajo, tendrán derecho a alimentación de cargo fiscal de conformidad a lo establecido en el reglamento.”.



22) Agréganse los siguientes artículos:



“Artículo 23.- El Servicio de Bienestar del personal de la Institución tendrá los objetivos, organización, recursos y funcionamiento que se determinen en el reglamento respectivo que estará contenido en un decreto supremo expedido a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, Subsecretaría de Previsión Social.



Los aportes fiscales y las cotizaciones del personal serán administrados en la forma que determine el reglamento.



Artículo 24.- Tendrán derecho a la asignación de responsabilidad superior establecida en el artículo 6° del decreto ley N° 1.770, de 1977 y sus modificaciones, quienes se desempeñen en cargos de grado 4° o superiores, de las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Directivos.



Artículo 25.- La Dirección Nacional de Gendarmería de Chile facilitará y estimulará la formación, perfeccionamiento y especialización profesional y cultural del personal de la Institución por medio de becas y viajes de estudio, intercambio de funcionarios con instituciones similares o afines ya sean nacionales o del extranjero, concurrencia a institutos especializados en materias penitenciarias y criminológicas y la asistencia y participación en congresos, seminarios o simposios atingentes.



Los funcionarios que asistan a cursos de perfeccionamiento y especialización dispuestos por la Dirección Nacional y los Aspirantes a Oficiales y los Gendarmes Alumnos que deban trasladarse para estos efectos fuera de su lugar de residencia y no pudieran recibir alojamiento y alimentación de cargo fiscal, tendrán derecho a la asignación contemplada en la letra e) del artículo 98, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda.



Artículo 26.- Las resoluciones e instrucciones generales relacionadas con la administración de la Institución, deberán ser publicadas en el Boletín Oficial de Gendarmería de Chile.”.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1.791, de 1980, del Ministerio de Justicia, que fija el Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile:



1) Sustitúyese la denominación del Estatuto por la siguiente: “Estatuto de Personal perteneciente a las Plantas I y II de Gendarmería de Chile.”.



2) Reemplázase el artículo 1° por el siguiente:



“Artículo 1°.- El personal de las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes es esencialmente profesional, jerarquizado, disciplinado, uniformado y obediente, y estará afecto a las normas del presente estatuto de carácter especial, aplicándose supletoriamente en todo lo que no se haya previsto ni se contraponga a él, las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.



El personal perteneciente a las restantes plantas de la Institución a que se refiere el artículo 2° del decreto ley N° 2859, de 1979, se regirá por las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076 o por el precitado decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.”.



3) Sustitúyese el artículo 2° por el siguiente: 



“Artículo 2°.- El personal perteneciente a las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes deberá cumplir las funciones de seguridad y vigilancia que establezca el marco jurídico vigente, correspondiéndole, en especial, la realización de las funciones establecidas en el artículo 8° A del decreto ley N° 2859, de 1979.”.



4) Reemplázanse en el artículo 3° las expresiones “El personal penitenciario de Gendarmería de Chile” por las siguientes: “El personal perteneciente a las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes”.



5) En el artículo 4°:



1.- Sustitúyese su encabezado por el siguiente:



“Artículo 4°.- Son deberes especiales del personal de Gendarmería de Chile afecto al presente Estatuto, sin perjuicio de los otros que imponga el marco jurídico vigente los siguientes:”.



2.- Agrégase en la letra a), a continuación de la palabra “institución”, sustituyendo el punto y coma (;) por una coma (,), lo siguiente: “conforme a la normativa que contenga el reglamento respectivo;”.



3.- Suprímense en la letra b) las expresiones “privadas de libertad o con libertad restringida”.



4.- Reemplázase la letra e) por la siguiente:



“e) Realizar los cursos de formación, capacitación y perfeccionamiento, así como rendir los exámenes habilitantes para el ascenso que se determinen en este Estatuto y en los reglamentos correspondientes, y”.



6) En el artículo 5°:



1.- Agrégase en su encabezado, a continuación de la palabra “Gendarmería”, lo siguiente: “de Chile, afecto a este Estatuto”.



2.- Sustitúyese la letra b) por la siguiente:



“b) Ejercer influencia sobre los detenidos, imputados y condenados para la designación de defensor o apoderado, y”.



7) Sustitúyese en el artículo 6° la frase “de la institución” por los términos “afecto a este Estatuto”.



8) Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:



“Artículo 7°.- La responsabilidad administrativa del personal afecto a este Estatuto, se determinará conforme a las reglas contenidas en el Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.



9) Derógase el artículo 10.



10) Sustitúyense en el artículo 11 las expresiones “determine este Estatuto y la reglamentación respectiva.” por las siguientes: “determinen los respectivos decretos con fuerza de ley.”.



11) Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:



“Artículo 12.- El reclutamiento, selección y formación de los Oficiales Penitenciarios y de los Gendarmes, a excepción del Director Nacional, se efectuará por la Escuela de Gendarmería.”.


12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14:



1.- Sustitúyense sus incisos primero y segundo por los siguientes:



“Artículo 14.- Para ingresar a las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes será indispensable haber aprobado los cursos de formación de Aspirante a Oficial o Gendarme-Alumno, según corresponda, en la Escuela de Gendarmería.



Los Aspirantes a Oficiales y los Gendarmes-Alumnos mientras realicen cursos de formación tendrán la calidad de becarios. Su dotación será fijada anualmente por medio de un decreto supremo del Ministerio de Justicia expedido bajo la fórmula  “Por orden del Presidente de la República”, el que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.”.



2.- Reemplázanse en sus incisos tercero, cuarto, sexto y noveno, las expresiones “Vigilantes-Alumnos” por las siguientes “Gendarmes-Alumnos”.



13) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:



“Artículo 15.- El Director Nacional de Gendarmería de Chile proveerá los cargos de Subtenientes grado 16° y de Gendarmes grado 26° consultados en las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes, respectivamente, exclusivamente, entre aquellos Aspirantes a Oficiales y Gendarmes-Alumnos que hayan aprobado los cursos de formación correspondientes, en la Escuela de Gendarmería de Chile.



El nombramiento se hará considerando el promedio final de notas obtenidas en los cursos de formación señalados en el inciso anterior.”.



14) Derógase el artículo 16.



15)  Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:



“Artículo 17.- La formación, perfeccionamiento y especialización del personal de las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes incluirá los cursos, actividades y exámenes habilitantes siguientes:



I.- PARA OFICIALES PENITENCIARIOS. 



a) Curso de Formación para Aspirantes a Oficiales, con un mínimo de dos años académicos de formación.



b) Curso de Perfeccionamiento en el grado de Capitán para ascender a Mayor, grado 8°.



c) Exámenes Habilitantes:



i) En el grado de Teniente Segundo para ascender a Teniente Primero, grado 12°.



ii) En el grado de Mayor para ascender a Teniente Coronel, grado 6°.



d) Cursos de Especialización para Oficiales.



En caso de reprobación de los exámenes habilitantes a que se refiere el literal c) precedente, el personal llamado a rendirlo deberá repetirlo por una sola vez en la próxima convocatoria que se disponga, para efectos del ascenso respectivo. Con todo la aprobación en una segunda convocatoria, en caso alguno lo habilitará para ascender mientras no lo hayan hecho todos los egresados de la promoción correspondiente que lo aprobaron en primera convocatoria.



En caso de una segunda reprobación, dichos funcionarios serán clasificados en lista 4, en el período correspondiente.



II.- PARA GENDARMES.



a) Curso de Formación para Gendarmes-Alumnos, de un año académico de duración a lo menos, habilitante para ser nombrado Gendarme grado 26°.



b) Curso de Perfeccionamiento en el grado de Cabo Primero para ascender a Sargento Segundo, grado 14°.



c) Examen Habilitante en el grado de Sargento Segundo para ascender a Sargento Primero, grado 12°.



d) Cursos de Especialización para Gendarmes.



En caso de reprobación del examen habilitante a que se refiere el literal c) precedente, el personal llamado a rendirlo deberá repetirlo por una sola vez en la próxima convocatoria que se disponga, para efectos del ascenso respectivo. Con todo, la aprobación en una segunda convocatoria, en caso alguno lo habilitará para ascender mientras no lo hayan hecho todos los egresados de la promoción correspondiente que lo aprobaron en primera convocatoria.



En caso de una segunda reprobación, los funcionarios serán clasificados en listas 3 ó 4, en función del puntaje que se determine sobre la base de la ponderación que se le asigne al referido examen y al proceso calificatorio correspondiente, de conformidad a lo que establezca el o los decretos con fuerza de ley respectivos.”.



16) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:



“Artículo 18.- Los exámenes habilitantes para el ascenso a que se refiere el artículo anterior, estarán sometidos a los requisitos establecidos en los decretos con fuerza de ley y el reglamento respectivo.”.



17) Derógase el artículo 19.



18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 20:



a) Suprímese su letra a).



b) Intercálase en la letra b), entre la palabra “exámenes” y la coma (,) que la sigue, la expresión “habilitantes”.



19) Intercálase en el encabezamiento del inciso primero del artículo 21, entre la expresión “Gendarmería” y los términos “que se encuentre en retiro temporal”, la frase “afecto a este Estatuto”.



20) Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:



“Artículo 22.- Los ascensos de los Oficiales Penitenciarios y de los Gendarmes, se efectuarán por resolución del Director Nacional en los cargos vacantes de las respectivas plantas. En todo caso, respecto del Subdirector Operativo de la planta de Oficiales Penitenciarios, se estará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° A del decreto ley N° 2859, de 1979.



Cuando por falta de requisitos legales, en la planta de Gendarmes quedaren cargos sin proveer, ubicados entre los grados 24° al 9°, ambos inclusive, y mientras los ascensos se producen, podrán aumentarse transitoriamente los cargos de Gendarmes grado 26° en proporción a las vacantes no provistas.”.



21) Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:



“Artículo 23.- La fecha de los ascensos del personal afecto a este Estatuto será la misma de la respectiva vacante, siempre que se cumplan todos los requisitos para ascender. En caso contrario la fecha será la de la respectiva resolución.”.



22) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:



“Artículo 24.- Los ascensos se concederán en las plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes, considerando el promedio de notas obtenidas en los cursos de formación correspondientes, así como el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3) y 4) del artículo 26 de este Estatuto y lo dispuesto en el reglamento correspondiente.



La ponderación de los factores mencionados en el inciso anterior estará contenida en el decreto con fuerza de ley respectivo.”.



23) Derógase el artículo 25.



24) Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:



“Artículo 26.- El personal de las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes para tener derecho al ascenso deberá cumplir los siguientes requisitos:



1) Que exista vacante en el grado al cual ascenderá;



2) Que esté clasificado en lista N° 1 o N° 2;



3) Haber aprobado los cursos de perfeccionamiento y los exámenes habilitantes a que se refiere el artículo 17, en las condiciones que determine el reglamento, y



4) Cumplir con el requisito del tiempo mínimo en el grado.”.



25) Derógase el artículo 27.



26) Sustitúyense en el artículo 28 las palabras “de Gendarmería de Chile” por las siguientes: “de las plantas afectas a este Estatuto”.



27) Elimínase en el inciso primero del artículo 29 la frase “o no fuere posible excusarlo de su cumplimiento”.



28) Derógase el artículo 31.



29) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 32 por los siguientes:



“Artículo 32.- Las resoluciones que dispusieren ascensos o que determinen lugares en las diversas plantas, sólo podrán ser reclamadas dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que se tome conocimiento de las respectivas resoluciones.



El reclamo deberá interponerse ante la autoridad que dictó la resolución respectiva, observando el debido conducto regular.”.



30) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:



“Artículo 33.- Los requisitos de tiempo mínimo de permanencia en el grado para el ascenso de los Oficiales de la Planta de Oficiales Penitenciarios, son los siguientes:



Subteniente                  4 años



Teniente Segundo        4 años



Teniente Primero          5 años



Capitán                          6 años



Mayor                            6 años



Teniente Coronel           5 años



Coronel                           ----



Con todo, tratándose de los cargos de Subteniente y Teniente Segundo, grados 16° y 14°, respectivamente, el tiempo señalado precedentemente será considerado tiempo máximo.”.



31) Reemplázase el artículo 34 por el siguiente:



“Artículo 34.- El tiempo mínimo de permanencia en el grado para el ascenso del personal de la Planta de Gendarmes será el siguiente:



Gendarme                     3 años



Gendarme Segundo      3 años



Gendarme Primero        3 años



Cabo                              3 años



Cabo Segundo               4 años



Cabo Primero                4 años



Sargento Segundo         4 años



Sargento Primero          3 años



Suboficial                      3 años



Suboficial Mayor             ------



Con todo, tratándose de los cargos de Gendarme y Gendarme Segundo, grados 26° y 24°, respectivamente, el tiempo señalado precedentemente será considerado tiempo máximo.”.



32) Agréganse los siguientes artículos 34 A y 34 B:



“Artículo 34 A.- Transcurrido el tiempo máximo de permanencia a que se refiere el inciso final del artículo 33, los funcionarios titulares de los cargos de Subtenientes grado 16° de la Planta de Oficiales Penitenciarios, ascenderán a Teniente Segundo grado 14°. Tratándose del cargo de Teniente Segundo para ascender a Teniente Primero, además de haber computado el referido tiempo máximo se requerirá haber aprobado el examen habilitante a que se refiere el artículo 17 de este Estatuto.



De no existir vacantes disponibles para materializar los referidos ascensos, los funcionarios recibirán las remuneraciones correspondientes a los grados 14° y 12°, respectivamente. No obstante, respecto de la asignación de antigüedad, se estará a lo dispuesto en el artículo 6° del decreto ley N° 249, de 1974.



Una vez que se produzcan las vacantes necesarias, los funcionarios obtendrán la calidad de titulares de los grados señalados en el inciso anterior, desde la fecha en que comenzaron a percibir las remuneraciones correspondientes a dichos grados.



En el caso que los funcionarios a que se refiere este artículo, cesen en funciones por cualquier causa, sin haber obtenido la titularidad del cargo correspondiente, se entenderá que la obtuvieron para todos los efectos legales.



Artículo 34 B.- Transcurrido el tiempo máximo de permanencia a que se refiere el inciso final del artículo 34, los funcionarios titulares de los cargos de Gendarmes grado 26° y Gendarmes Segundo grado 24°, ambos de la Planta de Gendarmes, ascenderán a Gendarme Segundo grado 24° y Gendarme Primero grado 22°, respectivamente. 



De no existir vacantes disponibles para materializar los referidos ascensos, los funcionarios recibirán las remuneraciones correspondientes a los grados 24° y 22°, aplicándose respecto de la asignación de antigüedad lo dispuesto en el artículo 6° del decreto ley N° 249, de 1974.



Una vez que se produzcan las vacantes necesarias, los funcionarios obtendrán la calidad de titulares de los grados señalados en el inciso anterior, desde la fecha en que comenzaron a percibir las remuneraciones correspondientes a dichos grados.



En el caso que los funcionarios a que se refiere este artículo, cesen en funciones por cualquier causa, sin haber obtenido la titularidad del cargo correspondiente, se entenderá que la obtuvieron para todos los efectos legales.”.



33) Derógase el artículo 35.



34) En el artículo 36:



a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “escalafón” por “planta”.



b) Elíminanse en su inciso segundo los términos “el decreto o” y agrégase el artículo “la” antes de la palabra “resolución”.



c) Suprímese su inciso final.



35) Sustitúyese el inciso primero del artículo 37 por el siguiente:



“Artículo 37.- La calificación tendrá por objeto evaluar el desempeño del personal afecto a este Estatuto, y servirá de base para el ascenso, perfeccionamiento y la eliminación del Servicio.”.



36) En el artículo 38:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 38.- Será calificado anualmente todo el personal sujeto al régimen del presente Estatuto, con excepción del Director Nacional, los miembros de la Junta Nacional y los delegados del personal, quienes conservarán la clasificación del año anterior, cuando corresponda. Con todo si el delegado del personal lo pidiere será calificado por su jefe directo.”.



b) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:



“No obstante lo dispuesto en el inciso tercero, si un funcionario conserva la clasificación en lista 3 en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo, no se producirá la cesación de funciones a menos que la falta de calificación se produzca en dos períodos consecutivos.



La infracción de una obligación o deber funcionario que se establezca en virtud de una investigación sumaria o sumario administrativo, sólo podrá ser considerada una vez en las calificaciones del funcionario, correspondientes al período de calificaciones en que se dicte el acto administrativo que la formalice.”.



37) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 39:



“Los jefes directos serán responsables de las precalificaciones que efectúen, como asimismo, de la calificación y revisión de la situación prevista en el inciso final del artículo anterior. La forma en que lleven a cabo este proceso deberá considerarse para los efectos de su propia calificación.”.



38) Agrégase en el inciso segundo del artículo 40, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido (.), lo siguiente: “Si éste decide rechazar las solicitudes del funcionario, deberá dejarse constancia de los fundamentos de su rechazo, agregando a la hoja de servicio tales solicitudes.”.



39) Modifícase el artículo 41 en el siguiente sentido:



a) Sustitúyese en su inciso segundo las expresiones “calificados en lista 4” por las siguientes “clasificados en lista 4”.



b) Reemplázase en su inciso tercero la frase “propondrá al Presidente de la República” por la expresión “determinará”.



40) Intercálanse en el inciso primero del artículo 42, entre las expresiones “1 de Méritos;” y “3, Condicional”, lo siguiente “2 Buena;”.



41) En el artículo 43:



a) Sustitúyense en el inciso cuarto del artículo 43, las expresiones “el Oficial ayudante del Director Regional respectivo” por las siguientes “el encargado de esta área en la región”.



b) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos, en el artículo 43:



“Dichas juntas estarán integradas, además, por un representante, titular o suplente, del personal elegido por éste, según la planta a clasificar, el que tendrá derecho a voz y voto.



Las dos Asociaciones de Funcionarios con mayor representación del personal de Gendarmería de Chile regido por este Estatuto y según la planta a clasificar, podrán designar un delegado que sólo tendrá derecho a voz ante las respectivas juntas.”.



42) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:



a) Intercálase en su inciso primero, entre la palabra “Clasificadoras” y la coma (,) que la sigue, la expresión “Regionales”.



b) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:



“El Director Nacional calificará y clasificará al Subdirector Operativo y a los coroneles, todos de la planta de Oficiales Penitenciarios.”.



43) Sustitúyense en el artículo 46 las expresiones “46 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960” por las siguientes “160 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.



44) Deróganse los artículos 48, 49, 50 y 51.



45) Intercálase en el artículo 52, entre las expresiones “El personal” e “y los becarios”, los términos “afecto a este Estatuto”.



46) Deróganse los artículos 53 y 54.



47) En el artículo 55:


a) Intercálase en el encabezamiento de su inciso primero, entre las palabras “del personal” y “en actos”, las expresiones “afecto a este Estatuto”.



b) Sustitúyense en su inciso segundo las expresiones “un procedimiento breve” por las siguientes “una investigación interna”.



48) Intercálanse en el inciso primero del artículo 56, entre las palabras “permisos” y “podrán ser”, los términos “del personal afecto a este Estatuto”.



49) Deróganse los artículos 57, 58, 59, 60, 61, 62, 64 y 65.



Artículo 3°.- Establécese, a contar de la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio de esta ley, un bono de permanencia para los Suboficiales Mayores, grado 9° de la Planta de Gendarmes, que acrediten haber cumplido un año en dicho grado y opten por permanecer en la Institución hasta los 35 años de servicios efectivos. Estos funcionarios deberán ejercer la opción a más tardar dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la total tramitación de la resolución de nombramiento como Suboficial Mayor, grado 9°.



Con todo, la opción a que se refiere el inciso anterior estará sujeta a la existencia de cupos, los que no podrán exceder de 5. Para acceder a uno de estos cupos, los beneficiarios serán seleccionados por resolución del Director Nacional, de acuerdo al escalafón vigente a la fecha en que cumplan un año en el grado 9° y a las reglas complementarias que fijará un reglamento, destinadas a garantizar la objetividad y transparencia en el proceso de selección de los beneficiarios. Cada uno de los cupos sólo podrá ser provisto por quien resulte seleccionado, sin que éstos se liberen en caso que el respectivo funcionario desista o cese en funciones por cualquier causa, antes de cumplir los 35 años de servicio efectivo en Gendarmería de Chile.



Los funcionarios que resulten seleccionados constituirán dotación adicional; en consecuencia los cargos de Suboficial Mayor grado 9° consultados en la planta de Gendarmes de la Institución que se fije de conformidad al artículo primero transitorio de esta ley, no se verán disminuidos por esta causa.



El bono de permanencia ascenderá a un monto equivalente a cinco veces la última remuneración imponible mensualizada. El pago se hará de una sola vez y será realizado directamente por Gendarmería de Chile, junto con el que corresponda por la bonificación por egreso a que se refiere la ley N° 19.998.



Los beneficios mencionados en el inciso anterior serán compatibles entre sí.



El bono de permanencia no constituirá remuneración para ningún efecto legal y, consecuentemente, no estará afecto a tributación ni a descuento alguno.



Los aportes que deban realizarse al fondo establecido en el artículo undécimo de la ley N° 19.882, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 19.998, tratándose de los Suboficiales Mayores grado 9° que resulten beneficiarios del bono de permanencia a que se refiere este artículo, sólo se efectuarán hasta la fecha en que se haga efectiva la opción a que se refiere el inciso primero de este artículo.



Artículo 4°.- Las denominaciones que las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes consulten en leyes, reglamentos y demás normas jurídicas, se sustituirán, una vez publicados en el Diario Oficial el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio de esta ley, por las siguientes:



I.- PLANTA DE OFICIALES PENITENCIARIOS



Grado  Actual denominación  Nueva denominación.



1°C      Director Nacional        Director Nacional



3°         Subdirector                 Subdirector Operativo



4°         Inspector                     Coronel



6°         Subinspector               Teniente Coronel



8°        Alcaide Mayor             Mayor



10°        Alcaide 1°                   Capitán



12°        Alcaide 2°                   Teniente Primero



14°                                            Teniente Segundo



16°        Subalcaide                  Subteniente



II.- PLANTA DE GENDARMES



Grado  Actual denominación  Nueva denominación



9°        Gendarme Mayor         Suboficial Mayor



10°       Vigilante Mayor          Suboficial



12°      Gendarme 1°                Sargento Primero



14°      Gendarme 2°              Sargento Segundo



16°      Vigilante 1°                Cabo Primero



18°      Vigilante 2°                Cabo Segundo



20°                                          Cabo



22°      Gendarme                   Gendarme Primero



24°                                          Gendarme Segundo



26°      Vigilante                      Gendarme



Artículo 5°.- Al personal de la Planta I de Oficiales Penitenciarios, en servicio a la fecha de publicación de esta ley, no le serán aplicables los nuevos tiempos mínimos fijados en el número 30) del artículo 2° de esta ley, que modifica el artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1791, de 1980, del Ministerio de Justicia.



La regulación de los tiempos mínimos para el personal que resulte encasillado en la planta de Oficiales Penitenciarios, a fin de cumplir lo señalado en el inciso precedente, se sujetará a las reglas que fije el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio  de esta ley.

Artículos transitorios


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



1) Fijar las plantas de personal de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes  y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta y sus denominaciones; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; la fecha de vigencia de las nuevas plantas y la determinación de la dotación máxima de personal para cada uno de los años de vigencia de esta ley, de conformidad a lo previsto en el artículo cuarto transitorio. 



Con todo, la determinación de los nuevos grados de las plantas que se fijen de conformidad al inciso anterior, no podrá alterar los actuales grados iniciales y superiores de las respectivas plantas, establecidos en la ley N° 19.851.



Las plantas de personal que se fijen en virtud de lo dispuesto en este numeral, se deberán proveer, según corresponda, de conformidad a lo previsto en los artículos siguientes.



2) Las plantas de personal fijadas de conformidad al numeral anterior, considerarán un total de 6150 nuevos cargos, que se proveerán de acuerdo a las reglas del artículo tercero transitorio de esta ley. Dichos cargos no podrán exceder los números máximos que a continuación se indican:



PLANTA                            NÚMERO MÁXIMO DE CARGOS



De Oficiales Penitenciarios                      348



De Gendarmes                                        5.802



La distribución de los cargos señalados precedentemente se efectuará en los decretos con fuerza de ley que se dicten en virtud de la facultad a que se refiere el numeral anterior.



3) Respecto de la Planta de Directivos fijada en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 9, del Ministerio de Justicia, de 1990, complementada por las reglas establecidas en la letra b) del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 34, del Ministerio de Hacienda, de 2004:



a) Crear 40 nuevos cargos, determinando los grados de la Escala Única de Sueldos que se les asignen y sus denominaciones. Asimismo, podrá aumentar la dotación máxima de personal fijada a la institución para cada uno de los años de vigencia de esta ley, de conformidad a lo previsto en el artículo cuarto transitorio, a objeto de proveer los cargos que se creen en virtud de este literal.



b) Establecer los requisitos especiales de ingreso y promoción.



c) Determinar los niveles jerárquicos para la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Con todo, no quedará afecto a dicho sistema el Subdirector Operativo.



d) Los funcionarios que, a la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal, desempeñen en calidad de titulares los cargos de Subdirector Administrativo y de Subdirector Técnico, ambos grado 3° de la Planta de Oficiales Penitenciarios, serán traspasados por el sólo ministerio de la ley a cargos de igual grado que se creen en la Planta de Directivos. Con todo, dichos funcionarios continuarán rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación.



4) Establecer, respecto de los nuevos grados que se fijen de conformidad con lo dispuesto en los numerales 1), 2) y 3) de este artículo, los montos que se requerirán para las asignaciones de turno y de nivelación penitenciarias no contemplados en los artículos 1° y 4° de la ley N° 19.538. Asimismo, se faculta al Presidente de la República para que modifique el valor de la asignación de turno para el grado 26° de la Planta de Gendarmes y el valor de la asignación de responsabilidad contemplada en el artículo 5° de la ley N° 19.851.



5) Regular los tiempos mínimos en el grado para los ascensos respecto de los funcionarios que, desempeñándose a la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, resulten encasillados en la Planta de Oficiales Penitenciarios, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 33 del Estatuto de Personal.



6) Establecer los criterios para ponderar los resultados de los exámenes habilitantes y el proceso calificatorio para efectos de lo previsto en los incisos finales de los artículos 17 y 24 del decreto con fuerza de ley N° 1791, de 1980, del Ministerio de Justicia.



7) Fijar las materias que se considerarán en cada uno de los exámenes habilitantes para el ascenso, su periodicidad y, en general, todas aquéllas relacionadas con sus exigencias, aplicación, evaluación y ponderación.



8) Incrementar el número de cargos grado 9° del Escalafón de Oficiales Administrativos Penitenciarios establecido en el artículo 38 de la ley N° 19.269. El encasillamiento derivado de la presente modificación se efectuará de conformidad a la normativa contenida en el artículo segundo transitorio de esta ley, en lo que resultare aplicable.


9) Aumentar en 100 cupos la glosa 01, letra a) del Programa 02 del Presupuesto de Gendarmería de Chile. Este incremento permitirá el ingreso de hasta igual número de profesionales en calidad de funcionarios a contrata asimilados al grado 16° de la planta correspondiente.



Artículo segundo.- El encasillamiento del personal de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes, en servicio a la fecha de publicación de los referidos decretos con fuerza de ley, que desempeñen cargos en calidad de titulares o empleos a contrata asimilados a dichas plantas, se efectuará por resolución del Director Nacional dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación de el o los decretos con fuerza de ley que fijen dichas nuevas plantas. El referido encasillamiento surtirá efectos desde el día 1 del mes siguiente a la total tramitación de la o las resoluciones que lo practiquen.



Para efectos del encasillamiento a que se refiere el inciso anterior se aplicarán las reglas especiales que a continuación se indican:



a) En primer lugar se encasillará a los titulares por estricto orden de antigüedad resultante del escalafón vigente a la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley correspondientes.



Una vez encasillados los titulares, en los cargos que queden vacantes se encasillarán los funcionarios a contrata asimilados a las respectivas plantas, acorde al orden de precedencia obtenido al egreso del curso de formación correspondiente.



Si existieren aún vacantes en los cargos de Subteniente grado 16° y, o Gendarme grado 26°, se encasillarán en éstos a los funcionarios que durante el año 2009 hayan aprobado los cursos de formación, tanto de Aspirantes a Oficiales como de Gendarmes-Alumnos, respectivamente.



b) Las reglas señaladas en el literal anterior no se aplicarán a los funcionarios que, a la fecha de publicación en el Diario Oficial de el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal, sean titulares de cargos de Inspectores grado 4° de la Planta de Oficiales Penitenciarios y de Gendarme Mayor grado 9° de la Planta de Vigilantes, los que se encasillarán como Coroneles grado 4° y Suboficiales Mayores grado 9°, respectivamente.



No obstante lo anterior, los Inspectores grado 4° de la Planta de Oficiales Penitenciarios que resulten encasillados como Coroneles grado 4°, mantendrán su calidad de funcionarios de exclusiva confianza de la autoridad competente.



Los nuevos requisitos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se  refiere el numeral 1) del artículo anterior, no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata, en servicio a la fecha de entrada en vigencia de los respectivos decretos con fuerza de ley.



El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:



a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.



b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta  y del a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.



c) Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.



d) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento serán considerados ascenso. No obstante lo anterior, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo, como el tiempo de permanencia para la obtención de uno nuevo.



Artículo tercero.- Los cargos a que se refiere el numeral 2) del artículo primero transitorio que no hubieren sido provistos en el acto de encasillamiento, se proveerán en un plazo de cinco años una vez finalizado este último y sólo a partir del año siguiente a él.


Esta provisión se efectuará de conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria, que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley  a que se refiere el numeral 1) del citado artículo primero transitorio y en la forma que dichos actos administrativos determinen.



Artículo cuarto.- El mayor gasto que se pueda derivar de lo dispuesto en los artículos primero, segundo y tercero transitorios, no podrá exceder de los montos señalados en la siguiente tabla para cada uno de los años de vigencia:

                  AÑO DE VIGENCIA                 GASTO MÁXIMO EN MILES DE $



Primer año                                16.336.306



Segundo año                             11.203.266



Tercer año                                   6.589.003



Cuarto año                                   8.098.160



Quinto año                                   9.402.827



Sexto año                                     7.812.817



El primer año de vigencia corresponde al año en que se efectúe el encasillamiento a que se refiere el artículo segundo transitorio de esta ley. Los años posteriores corresponderán a los años calendarios sucesivos.



Las cantidades señaladas en el inciso primero corresponden a valores vigentes al 1 de abril de 2009 y se reajustarán de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre la referida fecha y la de inicio de cada uno de los años de vigencia precitados.



Artículo quinto.- Las normas que sean reemplazadas o modificadas producto de la dictación de el o los decretos con fuerza de ley a que se refieren los artículos precedentes, se entenderán derogadas desde la fecha que determinen los respectivos decretos con fuerza de ley.



Artículo sexto.- Los funcionarios titulares de planta que a la fecha de publicación de esta ley, se encuentren desempeñando los cargos que sean calificados como de alta dirección pública en la nueva planta que se fije en virtud de lo establecido en el artículo primero transitorio, mantendrán su nombramiento por un plazo máximo de 60 días contado desde la entrada en vigencia de la nueva planta que se fije, debiendo llamarse a concurso concluido dicho plazo.



Artículo séptimo.- A los funcionarios de las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Gendarmes que sean encasillados en ellas conforme lo establecido en el artículo segundo transitorio de esta ley, se les exigirán los exámenes habilitantes para el ascenso establecidos en el artículo 17 del Estatuto del Personal, sólo a contar del día siguiente del cumplimiento del plazo señalado en el inciso primero del artículo tercero transitorio de esta ley.



Artículo octavo.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la Planta de Vigilantes Penitenciarios, se entenderán, a partir de la entrada en vigencia de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio de esta ley, efectuadas a la Planta de Gendarmes.



Artículo noveno.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto vigente de Gendarmería de Chile. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.”.

_______________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada el 9 de junio de 1994, en Belém do Pará, Brasil, en el Vigésimo Cuarto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella del Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros -y para que haga uso de la palabra-, lo que así se acuerda.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada el 9 de junio de 1994, en Belém do Pará, Brasil, en el Vigésimo Cuarto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 6.689-10.



Añade que el objetivo principal del convenio es contribuir a la prevención y sanción de eventuales desapariciones forzadas de personas que ocurran en el continente americano.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, al señor Subsecretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Naranjo.



Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 22 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase la “Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”, adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el Vigésimo Cuarto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca en materia de acuicultura, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.365-21.


Añade que ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos consignados en el Reglamento, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 8), 11), 12), 28), 32) y 33) del artículo 1°, los artículos 6°, 8° y 9° permanentes, y 4° y 6° transitorios -numeración definitiva-, disposiciones que conservan el mismo texto acordado en general, por lo cual deben darse por aprobadas, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación.


Agrega que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura realizó una serie de modificaciones al texto aprobado en general, once de las cuales fueron acogidas por mayoría, por lo que se pondrán en discusión y votación oportunamente. Por su parte, la Comisión de Hacienda efectuó diversas enmiendas al texto despachado por aquélla, cuatro de las cuales fueron acordadas por mayoría, por lo que también se pondrán en votación.



Destaca que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, las modificaciones aprobadas unánimemente deben votarse sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión o haya indicaciones renovadas. Subraya que las referidas al número 9) del artículo 1°, a los artículos 2° y 4° permanentes y 9° transitorio, tienen el carácter de normas de quórum calificado.



Lo mismo ocurre con las letras b) y h) del número 5) y el número 10) del artículo 1°.



También requiere de quórum calificado, para su aprobación, la modificación relacionada con la sustitución del artículo 2° transitorio del proyecto, cuestión que se votará en su momento.


Enseguida, el señor Secretario General resalta que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

N° 1)

Letras b), c), d) y e)



Reemplazarlas por las siguientes letras b), c), d) y e), nuevas, respectivamente:



“b) Reemplázase en el numeral 13 la frase “por tiempo indefinido” por la oración “por el plazo de 25 años renovables”.



c) Suprímese, en el numeral 49), la expresión “Vivero o”. 



d) Reemplázase, en el numeral 50), la palabra “matanza” por “faenamiento”, las dos veces que aparece.



e) Incorpóranse los siguientes numerales 52), 53), 54), 55), 56), 57) y 58):



“52) Acuicultura experimental: actividad de cultivo de recursos hidrobiológicos que tiene por objeto la investigación científica, el desarrollo tecnológico o la docencia. No se comprenden dentro de esta actividad la mantención de recursos hidrobiológicos para su exhibición pública con fines demostrativos o de recreación. 



53) Agrupación de concesiones: conjunto de concesiones de acuicultura que se encuentran dentro de un área apta para el ejercicio de la Acuicultura en un sector que presenta características epidemiológicas, oceanográficas, operativas o geográficas que justifican su manejo sanitario coordinado por grupo de especies hidrobiológicas, así declarado por la Subsecretaría. El Servicio establecerá períodos de descanso coordinado y medidas profilácticas y tratamientos terapéuticos para los centros que cultiven el grupo de especies respectivo, de conformidad con el reglamento del artículo 86. La prestación de servicios a los centros de cultivo respectivos así como la operación de centros de acopio  de peces quedará igualmente sometida a las medidas coordinadas.



La declaración de agrupación de concesiones no afectará la libre navegación, el ejercicio de la actividad pesquera, los derechos emanados de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni de las concesiones marítimas o de acuicultura, que habilitan el ejercicio de actividades diversas a las señaladas en el inciso anterior.



Tampoco se afectará con ellas el libre y actual ejercicio de actividades turísticas, así como los derechos reconocidos en la ley Nº 20.249 que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios. 



El reglamento determinará la distancia que deberá mantenerse entre las agrupaciones de concesiones y entre éstas y las concesiones de acuicultura.



En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de una agrupación de concesiones, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia los centros de cultivo de dichas agrupaciones. En el mismo plazo el Servicio mediante resolución establecerá los períodos de descanso por agrupación de concesiones.



Los titulares de los centros de cultivo que pertenezcan a una agrupación de concesiones podrán acordar condiciones sanitarias y ambientales adicionales a las establecidas en virtud de los reglamentos de esta ley y de las que dicte el Servicio en ejercicio de sus atribuciones, que sean específicas para la agrupación de concesiones respectiva y que no afecten el medio ambiente o el desarrollo de otras actividades en la zona. El reglamento establecerá las materias en que procederán estas medidas, el procedimiento y el quórum de aprobación de las mismas. Para los efectos de establecer los acuerdos, cada concesión tendrá derecho a un voto. Estos acuerdos se someterán a todas las limitaciones previstas en el presente numeral. Todas las medidas adoptadas serán de carácter público y deberán informarse en el sitio de dominio electrónico del Servicio.



Las medidas acordadas deberán ser comunicadas al Servicio para su aprobación y posterior fiscalización y su incumplimiento se sancionará de conformidad con el artículo 118.



54) Caladero de pesca: área marítima que se caracteriza por configurar el hábitat de los recursos hidrobiológicos, presentar una habitual agregación de los mismos y donde se desarrolla o se ha desarrollado actividad pesquera extractiva de manera recurrente. 



55) Caracterización preliminar de sitio (CPS): informe presentado por los solicitantes o titulares de centros de cultivo que contiene los antecedentes ambientales, topográficos y oceanográficos del área en que se pretende desarrollar o modificar un proyecto de acuicultura para someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, cuyos requisitos los establecerá el reglamento según el grupo de especies hidrobiológicas y el sistema de producción.



56) Centro de investigación en acuicultura: es el lugar e infraestructura donde se mantienen o cultivan recursos hidrobiológicos en forma permanente, en sistemas de circuito semi-cerrado o controlado, con fines de investigación, docencia, experimentación, innovación, difusión, creación o traspaso de tecnología. 



57) Especies ornamentales: organismos hidrobiológicos pertenecientes a diversos grupos taxonómicos que, dadas sus particulares características morfológicas y fisiológicas, son destinados a fines culturales, decorativos o de recreación. 



58) Zonificación del borde costero: proceso de ordenamiento y planificación de los espacios que conforman el borde costero del litoral, que tiene por objeto definir el territorio y establecer sus múltiples usos, expresados en usos preferentes, los que no serán excluyentes, salvo en los casos que se establezcan incompatibilidades de uso con actividades determinadas en sectores delimitados en la misma zonificación y graficados en planos que identifiquen, entre otros aspectos, los límites de extensión, zonificación general y las condiciones y restricciones para su administración, en conformidad con lo dispuesto en la Política Nacional de Uso del Borde Costero establecida en el decreto supremo (M) Nº 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional o la normativa que lo reemplace.”.

N° 2)



Sustituirlo por el siguiente:



“2) Intróducense las siguientes enmiendas al artículo 11:



a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la expresión “especies hidrobiológicas” la frase precedida de una coma “ovas y gametos”.



b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de los términos “inciso anterior”, la frase “y acerca de la adaptabilidad e impacto ambiental de éstas”.”.

Enseguida, consignar los siguientes números 3) y 4), nuevos:



“3) Incorpórase el siguiente párrafo 5° nuevo, al Título II:

“Párrafo 5°

Del Bienestar Animal



Artículo 13 F.- La acuicultura deberá contemplar normas que resguarden el bienestar animal y procedimientos que eviten el sufrimiento innecesario.”.



4) Agréganse, en el párrafo cuarto de la letra d) del artículo 48, las siguientes oraciones: “Asimismo, el proyecto de manejo y explotación podrá comprender la instalación de colectores para la captación de semillas de recursos hidrobiológicos, la que se someterá a lo dispuesto en el reglamento. En estos casos y en el área que se autorice, la destinación deberá comprender la porción de agua para la instalación de las estructuras necesarias para el ejercicio de estas actividades, siempre que ellas se encuentren aprobadas en el proyecto de manejo y explotación.”.”.

N° 3)

Pasa a ser N° 5



uno) Reemplazar su letra d) por la siguiente:



“d) Reemplázase en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la oración “que constituyen Parques Nacionales, Reservas y Monumentos Nacionales” por “que se encuentren contempladas en la zonificación del borde costero” y agrégase, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente frase: “Asimismo, se excluirán para el establecimiento de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura los caladeros de pesca que se establezcan en la forma que defina el reglamento.”.



dos) Introducir en su letra e) las siguientes enmiendas:



a) Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:



“e) Incorpórase en el inciso quinto, que pasa a ser sexto, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, las siguientes oraciones:”.



b) En el nuevo inciso quinto que incorpora la letra e) precedente, sustituir la expresión “un mes contado” la frase “dos meses contados”.



c) A continuación, incorporar las siguientes letras f) y g), nuevas:



“f) Agréganse a continuación del inciso quinto, que pasa a ser sexto, los siguientes:



“Los cultivos intensivos o cultivos extensivos de especies hidrobiológicas exóticas, mantendrán una distancia mínima de 1,5 millas náuticas de parques marinos y reservas marinas.



En los casos en que las áreas protegidas terrestres colinden con el mar, la zonificación del borde costero deberá establecer una franja marina mínima de resguardo para excluir el desarrollo de cultivos intensivos o extensivos de especies hidrobiológicas exóticas.”.



g) Reemplázase, en el inciso sexto, que pasa a ser noveno, el guarismo “30” por “60”.”.



d) Letra f), pasa a ser letra h), sin enmiendas. 

Incorporar, enseguida, los siguientes N°s 6) y 7), nuevos:



“6) Agréganse, a continuación del artículo 67, los siguientes artículos nuevos:



“Artículo 67 bis. Las concesiones y autorizaciones acuícolas no entregan domino alguno a su titular sobre las aguas ni el fondo marino ubicado en los sectores abarcados por ellas,  y sólo les permitirá realizar aquellas actividades para las cuales les han sido otorgadas, de manera armónica y sustentable con otras que se desarrollen en el área comprendida en la respectiva concesión o autorización, tales como la pesca artesanal y el turismo, entre otras.



Artículo 67 ter.- Las personas naturales o jurídicas que soliciten realizar, en forma exclusiva, acuicultura experimental en bienes nacionales de uso público y los centros de investigación en acuicultura que se emplacen en tales sectores, se someterán a las disposiciones de las concesiones de acuicultura o de las concesiones marítimas, dependiendo del tipo, magnitud y plazo de ejecución de las actividades comprendidas en el proyecto técnico, de conformidad con lo establecido en el reglamento. Las áreas apropiadas para la acuicultura podrán comprender sectores para el otorgamiento de concesiones de acuicultura cuyo objeto exclusivo sea la realización de actividades de acuicultura experimental. 



Podrá realizarse acuicultura experimental en concesiones otorgadas cuyo objeto no sea la experimentación cuando se cumplan las siguientes condiciones:



a) no se destine a la actividad de experimentación más del 10% del área de la concesión;



b) se mantenga o disminuya la intensidad del sistema de producción autorizado al centro d cultivo;



c) se dé cumplimiento a las exigencias ambientales y sanitarias establecidas para el centro de cultivo y la agrupación de concesiones en su caso;



d) no se utilicen especies hidrobiológicas de primera importación de conformidad con lo establecido en el artículo 12;



e) se someta al sistema de evaluación de impacto ambiental en su caso.



La actividad experimental señalada en el inciso anterior no tendrá una duración superior a cuatro años, renovables por una sola vez, previa presentación de resultados de la actividad. 



Artículo 67 quáter.- Los establecimientos que se destinen a la reproducción y mantención de especies ornamentales deberán obtener una concesión de acuicultura para desarrollar su actividad en bienes nacionales de uso público. Si dichos establecimientos se instalan en terrenos privados, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Acuicultura, previa acreditación de los requisitos previstos en el reglamento. Para los efectos de esta ley, será siempre responsable del cumplimiento de la normativa, el titular de la correspondiente inscripción.



En cualquier caso, los establecimientos que operen o mantengan especies ornamentales exóticas sólo podrán desarrollar su actividad en circuitos controlados. 



Artículo 67 quinquies.- Las condiciones ambientales y sanitarias a las que deberán someterse la acuicultura experimental, los centros de investigación en acuicultura, la instalación de establecimientos destinados a la reproducción y mantención de especies ornamentales así como la de acreditación del origen de los mismos, el procedimiento de aprobación del proyecto técnico y la distancia con otros centros de cultivo, serán establecidas por reglamento. 



La actividad experimental que se realice en terrenos privados y los centros de investigación que se emplacen en tales sectores requerirán su inscripción previa al inicio de las operaciones en el Registro Nacional de Acuicultura y se someterán a las condiciones ambientales y sanitarias que establezca el reglamento.



La forma y requisitos de entrega de información de la actividad de los establecimientos que operan sobre especies ornamentales en terrenos privados, se establecerá en el reglamento. Se eliminará del registro a quien no informe operaciones por cuatro años consecutivos.”.



7) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 69:



a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la frase “de acuicultura tienen por”, la palabra “único”. 



b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo: 



“Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo, a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos; así como no se hayan verificado las causales de caducidad de la presente ley.”.”.

N° 4)

Pasa a ser N° 8), sin enmiendas.

Consignar a continuación el siguiente N° 9), nuevo:



“9) Agréganse, a continuación del artículo 75, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter:



“Artículo 75 bis.- Ninguna persona natural o jurídica ni personas vinculadas a ella, en los términos del inciso décimo  primero del artículo 81 bis, podrá solicitar concesiones de acuicultura que representen más del 20% del total de la superficie concesible de una región, entendiendo por tal las áreas apropiadas para la acuicultura descontada la superficie ya otorgada en concesión o destinación, la que haya sido objeto de una declaración oficial para una finalidad distinta de la acuicultura y las distancias entre centros de cultivo exigidas por los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87. 



Artículo 75 ter.- El reglamento establecerá el procedimiento y las condiciones para la instalación de colectores de captación de semillas fuera de las concesiones de acuicultura y de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos. Asimismo, determinará las limitaciones de área que podrán ser establecidas por solicitante en cada sector, conforme a las cuales se asegurará un adecuado aprovechamiento de los sectores disponibles.”.”.

N°s 5), 6), 7) y 8)



Pasan a ser N°s 10), 11), 12) y 13), sin enmiendas.

N° 9)

Pasa a ser Nº 14)

Letra b)



Suprimirla.

N° 10)

Pasa a ser N° 15)

N° 11)

Pasa a ser N° 16)



Introducirle las siguientes enmiendas:



uno) En el inciso primero del artículo 81, que éste propone sustituir, reemplazar las expresiones “con el solo mérito” por las palabras “previa verificación”. 



dos) Intercalar un inciso segundo nuevo del siguiente tenor:



“Los documentos señalados deberán haber sido emitidos dentro de los 30 días corridos previos a la fecha de presentación de la solicitud.”.



tres) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, agregar la frase final “de conformidad con el artículo 64 de la ley N° 19.880.”.



cuatro) En la segunda frase del inciso quinto, que pasa a ser sexto, intercalar entre las expresiones “contrato de arrendamiento” y “que hayan sido” las palabras “ y los derechos reales”.



cinco) Reemplazar el inciso final de este artículo 81, por los siguientes:



“Los días 1 y 15 de cada mes o el día siguiente hábil si aquéllos no lo fueran, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, en su caso, comunicarán al Servicio las inscripciones que hayan realizado en los quince días corridos previos. 



Las obligaciones e infracciones de que trata esta ley y sus reglamentos serán de cargo del titular o de quien tenga un derecho sobre la concesión que habilite el ejercicio de la actividad de acuicultura en ella. En ambos casos se estará a la inscripción en el Registro de Concesiones vigente a la fecha de hacerse exigible la obligación o de la comisión de la infracción, según corresponda.”.

N° 12)

Pasa ser N° 17)



Consignar en el inciso primero del nuevo artículo 81 bis que propone este número, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la frase final “La hipoteca se extenderá sobre los derechos de uso y goce que otorga la concesión.”.

N°s 13) y 14)

Pasan a ser N°s 18) y 19), respectivamente, sin enmiendas.

Incorporar a continuación el siguiente N° 20), nuevo:



“20) Introdúcese el siguiente artículo 85 bis:



“Artículo 85 bis.- Para solicitar la visación del Servicio para el movimiento de ejemplares de cultivo en cosecha, se deberá acreditar encontrarse al día en el pago de las cotizaciones previsionales de los trabajadores del centro de cultivo.”.”.

N° 15)

Pasa a ser N° 21)



Reemplazar el nuevo inciso segundo que propone este número para el artículo 86, por el siguiente:



“Dichas medidas podrán incluir la eliminación de las especies hidrobiológicas en cultivo, el establecimiento de condiciones sanitarias para las actividades de acuicultura, así como para el transporte, lavado, procesamiento, desinfección y demás actividades relacionadas con el cultivo de especies hidrobiológicas y la sujeción a la vigilancia y control de la autoridad de la aplicación de antimicrobianos y otros productos destinados al control de patologías y plagas. El reglamento establecerá las condiciones y el procedimiento para el establecimiento de las agrupaciones de concesiones, las condiciones que deberán cumplir las pisciculturas y los centros de cultivo en agua dulce, los informes que deberán ser entregados periódicamente por los titulares de los centros de cultivo cuyo contenido deberá referirse como mínimo al uso de antimicrobianos, vacunas, químicos y tratamiento de desechos.  Prohíbese la aplicación de antimicrobianos en forma preventiva la acuicultura y todo uso perjudicial para la salud humana.”.

N° 16)

Pasa a ser N° 22)

I

Intercalar en el inciso final del nuevo artículo 86 bis a que se refiere este número, a continuación de las palabras “ciclo productivo” y antes del segundo punto seguido (.), la frase “considerando a lo menos la profundidad útil de las estructuras, la mortalidad esperada y el peso promedio de los ejemplares a la cosecha”.

N° 17

Pasa a ser N° 23)



uno) En el inciso primero del artículo 86 ter consignado en este número, sustituir la palabra “diversa” por “de riesgo”.



dos) Reemplazar en el inciso tercero del artículo 86 ter la expresión “letra m)” por “letra l)”.

Nº 18)

Pasa a ser Nº 24



Sustituirlo por el siguiente:



“24) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 87:



a) Intercálanse en el inciso primero, a continuación de la palabra “capacidades”, las expresiones “de carga”, y agrégase, antes del punto aparte (.), que pasa ser coma (,), las siguientes oraciones “que asegure la vida acuática y la prevención del surgimiento de condiciones anaeróbicas en las áreas de impacto de la acuicultura. Asimismo, deberán contemplarse, entre otras, medidas para la prevención de escapes y desprendimiento de ejemplares exóticos en cultivo, las que incluirán las referidas a la seguridad de las estructuras de cultivo atendidas las características geográficas y oceanográficas del sector, las obligaciones de reporte de estos eventos y las acciones de mitigación, las que serán de costo del titular del centro de cultivo.”. 



b) Agrégase el siguiente inciso 2°:



“Los solicitantes de concesiones de acuicultura deberán presentar una caracterización preliminar del sitio como requisito para la evaluación ambiental de la solicitud respectiva y las condiciones aeróbicas de las concesiones de acuicultura se verificarán mediante la elaboración de informes ambientales periódicos sobre la condición aeróbica de los centros de cultivo.”.”.

N° 19)

Pasa a ser N° 25)



uno) Incorporar un artículo 87 ter, nuevo, del siguiente tenor:



“Artículo 87 ter.- A fin de tener un control en línea de los parámetros ambientales de las agrupaciones de concesiones acuícolas, deberán éstas disponer de una tecnología que registre y transmita al menos indicadores de conductividad, salinidad, temperatura, profundidad, corrientes, densidad, fluorescencia y turbidez, según lo establezca el reglamento.” 



dos) En el artículo 87 ter, que pasa a ser quáter, que sugiere este número, reemplazar las expresiones “letra l)” por “letra k)” escritas al final.

Consignar a continuación, los siguientes N°s 26) y 27), nuevos:



“26) Modifícase el artículo 90 bis en el sentido siguiente:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Los viveros y los centros de matanza” por “Los centros de acopio y centros de faenamiento”. 



b) Intercálase, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“No se autorizará la operación de centros de acopio de peces, salvo en los casos en que se utilice una tecnología o procedimiento que asegure que no se produce la diseminación de patógenos por intercambio de aguas en destino e implementar un mecanismo bioseguro de descarga a las plantas de procesamiento, de conformidad con las condiciones establecidas en el reglamento.”. 



27) Modifícase el artículo 90 ter en el sentido siguiente:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, las frases “viveros o centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento” y “de centros de matanza” por “de centros de faenamiento”, respectivamente.



b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “viveros o centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento”.



c) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra “matanza” por “faenamiento”.



d) Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase “viveros o centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento”.”.

N° 20)

Pasa a ser N° 28)



uno) Intercalar en el literal b) del nuevo artículo 90 quáter, entre las expresiones “de antimicrobianos” y “de las agrupaciones”, la frase “por cantidad y tipo”.



dos) Agregar al referido literal b), el siguiente párrafo segundo, nuevo:



“La información será actualizada semestralmente.”.

N° 21)

Pasa a ser N° 29), sin enmiendas.

N° 22)

Pasa a ser N° 30)



uno) Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:



“30) Introdúcense los siguientes artículos 118 ter y 118 quater:”.



dos) Sustituir, en su inciso séptimo, la palabra “anuales” por “mensuales”.



tres) Intercalar en el nuevo artículo 118 ter, el siguiente inciso octavo:



“El titular del centro de cultivo en que se constate el uso de fármacos o de sustancias químicas prohibidas para la acuicultura, será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reiterarse la infracción dentro del plazo de dos años, la multa se duplicará.”.



cuatro) Incorporar a este numeral el siguiente artículo 118 quáter:



“Artículo 118 quáter.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso séptimo del artículo anterior, en caso de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos  hidrobiológicos exóticos en sistemas extensivos, se presumirá que existe daño ambiental de conformidad con la Ley Nº 19.300 si el titular del centro no recaptura como mínimo el 10% de los ejemplares en el plazo de 30 días contados desde el evento, prorrogables por una vez en los mismos términos.”.

N° 23)

Pasa a ser N° 31)



uno) En el literal a) del artículo 122, que este número propone modificar, intercalar a continuación de las expresiones “centros de cultivo,” la frase “centros de acopio, centros de faenamiento,”.



dos) Suprimir el literal m) y los dos incisos que le siguen. 

Agregar el siguiente N° 32), nuevo:



“32) Incorpórase el siguiente artículo 122 bis nuevo:



“Artículo 122 bis.- El Servicio deberá elaborar, por cuenta y costo de los titulares de centros de cultivo, a cualquier título, la información ambiental que acredite que el centro está operando de conformidad con el artículo 87 de esta ley. El Servicio podrá encomendar esta labor, previa licitación, a personas naturales o jurídicas, inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122 letra k).



Las tasas que deban pagar los titulares de centros de cultivo por la elaboración de la información ambiental serán fijadas por decreto del Ministerio. Los titulares deberán entregar al Servicio, previo a la elaboración de la información ambiental, en la oportunidad fijada en el reglamento, el comprobante de pago de la tasa correspondiente ante la Tesorería General de la República.



Los resultados de los muestreos efectuados conforme a este literal, constituirán plena prueba, salvo que se constate la acreditación de un hecho falso o inexistente el que será sancionado de conformidad con los artículos 194 y 196 del Código Penal. Asimismo, quienes hubieren tenido participación en calidad de autor, cómplice o encubridor quedarán inhabilitados por el plazo de 5 años a participar de cualquier forma en la elaboración de información ambiental de que trata este literal.”.”.

N°s 24) y 25)

Pasan a ser N°s 33) y 34), respectivamente, sin enmiendas.

Consignar a continuación el siguiente N° 35), nuevo:



“35) Incorpórase el siguiente artículo 137 bis, nuevo:



“Artículo 137 bis. El que liberare especies hidrobiológicas exóticas desde centros de cultivo al ambiente sin obtener la autorización previa a que se refiere el reglamento del artículo 87, será sancionado con multa de 100 a 3000 unidades tributarias mensuales y con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”.

N° 26)

Pasa a ser N° 36)



uno) En el literal b) de este número, reemplazar las expresiones “i), j), k) y l)”, por “i), j), k), l) y m)”. 



dos) En la nueva letra k) del artículo 142, incorporada por el literal b) de este número, agregar la siguiente frase final a continuación de la oración “ocurrencia de la infracción”: “para cualquier razón social que forme parte de la misma unidad económica, ordenada bajo una dirección común o sujetos a régimen de subcontratación.”.



tres) Consignar en el literal b) de este número, la siguiente letra m), nueva, que se incorpora al inciso primero del artículo 142:



“m) Haber sido sancionado el titular tres veces en dos años en virtud de lo dispuesto en el artículo 118 ter, letra b, párrafo séptimo o del artículo 137 bis.”.

Artículo 2°



uno) En los incisos primero y tercero, reemplazar las expresiones “las regiones X y XI” por “las Regiones X, de Los Lagos, y XI, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo”.



dos) En el inciso primero, suprimir la frase “y aquéllas a cuyos titulares se les hubiere enviado carta para los efectos establecidos en el artículo 14 del decreto supremo N° 290, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.  



tres) Intercalar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:



“Las solicitudes de concesiones de acuicultura para peces presentadas en la X Región de Los Lagos, que no se encuentren en los casos previstos en los incisos anteriores, deberán ser denegadas. 



cuatro) En el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, agregar a continuación de la palabra “Región” las expresiones “de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo”.



cinco) En el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, agregar a continuación de la palabra “Región” las expresiones “de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo”.

Artículo 3°



Reemplazar en su inciso primero las expresiones “regiones X y XI” por “Regiones X, de Los Lagos, y XI, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo”.

Artículo 4°



Consignar las siguientes enmiendas:



uno) En el inciso primero, reemplazar las expresiones “nuevas concesiones y el otorgamiento” por “nuevas concesiones de acuicultura y el otorgamiento de la misma clase”, y reemplazar la denominación “XII Región por XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena”.



dos) En el inciso segundo, reemplazar las expresiones “XII Región” por “XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena”, y agregar a continuación del nombre propio “Natales” y la coma (,) que le sigue, los de “Primavera y San Gregorio”.

Artículo 5°



uno) En el encabezamiento de este artículo, sustituir “regiones de Los Lagos y de Aisén” por “Regiones X, de Los Lagos, y XI, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo”.



dos) En el literal c) del inciso primero, sustituir la frase “y dar cumplimiento” por la oración “dar cumplimiento a la zonificación del borde costero que establece esta ley y someterse”, precedida de una coma (,).



tres) Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Toda relocalización de concesiones deberá someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.”. 



cuatro) En el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, agregar las expresiones “de acuicultura” entre las palabras “o más concesiones” y “podrá fusionarlas”; e incorporar a continuación del segundo punto seguido (.) la oración: “En el caso de concesiones de acuicultura ubicadas en el Fiordo de Aisén o en la comuna de Chaitén de la X Región de Los Lagos, cada una de las fracciones que resulten de una división podrá ser objeto de relocalización.”, y sustituir en la frase siguiente la palabra “ambos” por “estos”.



cinco) Agregar los siguientes incisos antepenúltimo y penúltimo:



“Los titulares de concesiones de acuicultura ubicadas en sectores declarados de uso incompatible con la acuicultura, gozarán de preferencia para solicitar la relocalización de dichas concesiones en el plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley o del decreto supremo que establezca la zonificación, según corresponda.



Asimismo, tendrá preferencia en la relocalización la solicitud cuyo objeto sea reemplazar una concesión cuyo titular haya tenido una producción de salmón del pacífico o trucha arcoiris que represente a lo menos el 50% de su producción total, en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud de relocalización.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 2º



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 2°.- Prohíbese el otorgamiento de nuevas autorizaciones para la operación de centros de acopio de peces y la renovación de las concesiones marítimas de playa de mar, de porción de agua o fondo de mar otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para la operación de aquéllos, salvo en el caso de los centros cuya concesión marítima tenga por fecha de vencimiento los años 2009 o 2010, que podrán seguir operando, previa renovación, hasta el 31 de diciembre de 2011. 



Mientras no se dicte el reglamento a que se refiere el inciso segundo del artículo 90 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que contemple la tecnología o procedimiento que asegure que no se produzca la diseminación de patógenos por intercambio de aguas en destino, la Subsecretaría no podrá autorizar ninguna nueva solicitud de centros de acopio de peces.”.

Artículo 5°



Reemplazar la oración “la definición de caladero de pesca” por “los caladeros”.

Artículo 7°



Sustituir las expresiones “de conformidad con lo señalado en el inciso anterior.” por la oración “Las autorizaciones otorgadas a la fecha de publicación de esta ley continuarán sometidas al régimen de la Ley General de Pesca y Acuicultura.”, precedida de un punto seguido (.).

Artículo 8°



uno) En el inciso primero, reemplazar las expresiones “artículo 122, letra n),” por “artículo 122 bis”.



dos) Incorporar el siguiente inciso segundo:



“La publicación actualizada de la información en el sitio de dominio electrónico del Servicio Nacional de Pesca, a que se refiere el artículo 90 quater de la Ley General de Pesca y Acuicultura, comenzará a regir máxime un año después contado de la publicación de la presente ley.”.

Artículo 9°



Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Mientras no se fije la metodología para la determinación de banco natural, no podrán solicitarse relocalizaciones ni concesiones de acuicultura de peces exóticos.”.

Consignar a continuación los artículos 10, 11, 12, 13, 14 y 15, nuevos:



“Artículo 10.- La ubicación de las solicitudes de relocalización que sean presentadas en las Regiones de Los Lagos y de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de conformidad con el artículo 5º de esta ley, serán informadas por el Director Zonal de Pesca mediante reuniones periódicas a las que serán convocados los representantes de las organizaciones de la pesca artesanal de la región respectiva. Dichos representantes podrán manifestar sus observaciones en el plazo de 10 días hábiles contado desde la comunicación. Asimismo, dicha información se publicará por el mismo plazo en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría de Pesca pudiendo cualquier interesado formular sus observaciones. 



Artículo 11- En el plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, para complementar las medidas para prevenir los escapes de especies hidrobiológicas y establecer las acciones de mitigación de los impactos de dichos eventos. 



Artículo 12- El titular de la concesión de acuicultura que hubiera constituido prenda sobre la concesión de acuicultura con anterioridad a la publicación de esta ley, podrá acordar con el acreedor el cambio de la prenda por la hipoteca mediante escritura pública que deberá contener las menciones que señala el artículo 81 ter e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces respectivo. La hipoteca se entenderá constituida desde la fecha de constitución de la prenda. En caso de no efectuarse la inscripción mencionada, permanecerá plenamente vigente la prenda en los términos en que ella fue constituida originalmente.



Artículo 13.- Sin perjuicio de las normas vigentes sobre tratamiento y disposición de desechos, en un plazo máximo de dos años a partir de la publicación de esta ley, se dictará un reglamento específico que establecerá las condiciones sobre tratamiento y disposición final de los desechos sólidos y líquidos, orgánicos e inorgánicos en centros de cultivo, plantas de proceso, centros de acopio, centros de faenamiento y centros de investigación, y demás instalaciones destinadas al proceso productivo de la acuicultura, propendiéndose al reciclaje en los casos que corresponda. 



En el plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley se incorporará en los programas sanitarios que correspondan las condiciones de uso, frecuencia y tiempo del listado de químicos y desinfectantes autorizados para el tratamiento de enfermedades y la desinfección de las instalaciones en las diversas etapas de cultivo. 



Dentro del plazo indicado en el inciso anterior, el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción dictará un plan de uso de antimicrobianos cuyas medidas deberán estar destinadas a reducir su utilización en la acuicultura.



Artículo 14.- En el plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de la presente ley se establecerá el estatuto de la acuicultura de pequeña escala. 



Artículo 15.- Las concesiones de acuicultura otorgadas a la fecha de publicación de esta ley mantendrán su carácter indefinido, a menos que se haya verificado una causal de caducidad.



No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, las concesiones vigentes a la fecha de publicación de esta ley que, a partir de esa fecha sean relocalizadas o dentro de los dos años siguientes sean objeto de un crédito garantizado por Corporación de Fomento, tendrán una vigencia de 25 años contados desde la fecha de la relocalización o del otorgamiento del crédito, según corresponda, y serán renovables en los términos señalados en el artículo 69.”.



A su vez, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado por la de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

Número 6)

Artículo 67 ter



Sustituir, en su inciso final, la voz “cuatro” por “cinco”.

Número 14)



- Sustituir la coma (“,”) que sigue a “80 bis”, por dos puntos aparte (“:”), pasando el resto de su contenido, a partir de la voz “elimínase”, que se sustituye por “Elimínase”, hasta el punto final, a formar parte de una letra a), nueva.



- Incorporar la siguiente letra b), nueva:



“b) Sustitúyese el inciso segundo por los siguientes:



“Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar la operación de la concesión o autorización durante un año, dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento; o acreditar la calidad de acuicultor habitual. 



Respecto del ejercicio de los derechos señalados en la letra a), se exceptúa de esta exigencia a los titulares de concesiones de acuicultura integrantes de una agrupación de concesiones. Asimismo, no será exigible dicho requisito para la constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización. 



Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual.”.”.

Número 19)



- Intercalar el siguiente encabezado: “En el artículo 84:”, pasando su actual contenido a formar parte de una letra a), nueva, suprimiendo en él la frase “del artículo 84” y sustituyendo la sigla “UTM” por “unidades tributarias mensuales”.



- Agregar la siguiente letra b), nueva:



“b) Agréganse los siguientes incisos finales, nuevos:



“El titular de la concesión o el que realice actividades de acuicultura a cualquier título que cometa una práctica desleal o antisindical, será sancionado con una multa de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. Las sumas recaudadas por este concepto se distribuirán entre las regiones y comunas en la forma señalada en el inciso segundo de este artículo.



No se renovará la concesión al titular que no se encuentre al día en el pago de la multa a que se refiere el inciso anterior.



Tampoco se renovará la concesión al titular que acumule tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales en tres ciclos productivos continuos. Las infracciones deberán referirse a hechos acaecidos en un mismo centro de cultivo, respecto de trabajadores del concesionario que hayan prestado sus servicios en el referido centro en la época de ocurrencia de la infracción.



Con todo, la Subsecretaría podrá renovar la concesión al titular si, previo informe de la Dirección del Trabajo, constata una conducta laboral irreprochable del concesionario con posterioridad a los hechos que configuraron la sanción prevista en el inciso anterior. 



Las multas por prácticas desleales o antisindicales aplicadas al titular de una concesión se contabilizarán respecto de sus sucesivos titulares cuando la transferencia de la concesión se efectúe directa o indirectamente a una persona o empresa relacionada a que se refiere el artículo 81 bis de esta ley.”.”.

Número 20)



Suprimirlo.

Números 21), 22), 23), 24), 25), 26), 27), 28) y 29)

Pasan a ser números 20), 21), 22), 23), 24), 25), 26), 27) y 28), respectivamente, sin enmiendas.

Número 30)



Pasa a ser número 29), con una enmienda consistente en sustituir, en el inciso sexto del artículo 118 ter, la segunda vez que aparece, la voz “infracción” por “suspensión”.

Número 31)



Pasa a ser número 30), con las siguientes enmiendas:

Letra b)



- Suprimir la frase “, seguida de una coma,”.



- Agregar, al final de la frase que se propone intercalar, lo siguiente: “, y”.



- Intercalar, antes del punto final, la siguiente oración: “, y agrégase, a continuación de la voz “exportación”, un punto y coma (“;”)”.

Letra c)

Letra k)



- Sustituir el párrafo segundo por los siguientes párrafos segundo y tercero, pasando los actuales párrafos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:



“El Servicio suspenderá del registro, hasta por un plazo de cinco años, a quienes pierdan uno o más de los requisitos establecidos para la inscripción. Asimismo, el Servicio suspenderá del registro, en los mismos términos antes señalados, a quienes incumplan con las obligaciones legales y reglamentarias, en los casos que el reglamento establezca.



Se eliminará del registro a quienes elaboren los instrumentos sin someterse a los procedimientos y metodologías establecidas al efecto por la normativa vigente o entreguen información falsa en ellos.”.



- Intercalar, en el párrafo tercero, que pasa a ser cuarto, entre las voces “La” y “eliminación”, las palabras “suspensión o”.

Número 32)



Pasa a ser número 31), con una enmienda consistente en sustituir el inciso final del artículo 122 bis por el siguiente:



“Los resultados de los muestreos efectuados conforme a este artículo se presumirán válidos salvo que los afectados acrediten por cualquier vía que los mismos son erróneos, falsos, infundados o que en su elaboración se han cometido omisiones.”. 

Números 33), 34) y 35)

Pasan a ser números 32), 33) y 34), respectivamente, sin enmiendas.

Número 36)



Pasa a ser número 35), con las siguientes enmiendas:

Letra b)



- Sustituir, en su encabezado, las expresiones “, l) y m)” por “y l)”.



- Suprimir la letra k), pasando las letras l) y m) a ser k) y l), respectivamente.

Artículo 2º



- Agregar, en el inciso primero, a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser seguido, la siguiente oración final: “La suspensión señalada estará referida a las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley.”.



- Incorporar el siguiente inciso final:



“Vencido el plazo de cinco años desde la fecha de la publicación de esta ley, en la Región X de Los Lagos sólo se otorgarán nuevas concesiones de acuicultura de peces en las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley, en el evento que existan nuevos espacios disponibles originados por la renuncia o declaración de caducidad de concesiones actualmente vigentes. Los espacios disponibles serán determinados por la Subsecretaría de Pesca previo informe técnico. Las nuevas concesiones se otorgarán de conformidad con las disposiciones de la presente ley y de los reglamentos vigentes a la fecha de otorgamiento.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º



Sustituir, en el inciso primero, el guarismo “12” por “19)”. 

Artículo 2º



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 2°.- Prohíbese el otorgamiento de nuevas autorizaciones para la operación de centros de acopio de peces y la renovación de las concesiones marítimas de playa de mar, de porción de agua o fondo de mar otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para la operación de aquéllos.



Mientras no se dicte el reglamento a que se refiere el inciso segundo del artículo 90 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que contemple la tecnología o procedimiento que asegure que no se produzca la diseminación de patógenos por intercambio de aguas en destino, la Subsecretaría no podrá autorizar ninguna nueva solicitud de centros de acopio de peces. 



En el caso de los centros cuya concesión marítima tenga por fecha de vencimiento los años 2009 o 2010, podrán seguir operando, previa renovación, hasta el 31 de diciembre de 2011.”.

Agregar el siguiente artículo 16 transitorio, nuevo:



“Artículo 16.- Durante el año 2010, la Subsecretaría del Trabajo podrá destinar hasta el 20% de los recursos del programa escuela de formación sindical a la capacitación y desarrollo sindical de los trabajadores de la industria acuícola y de los dirigentes de sus organizaciones sindicales.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que los Comités Partido por la Democracia e Independientes y Partido Socialista, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado, han pedido aplazamiento de la votación de la iniciativa en examen.
- - -



Enseguida, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien solicita votación separada de todas las normas del proyecto en examen.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en segunda discusión las enmiendas acogidas por unanimidad en las Comisiones informantes. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate sobre el particular.

- - -



Enseguida, el señor Presidente pone en segunda discusión la modificación consistente en incorporar una letra f), nueva, en el número 5) del artículo 1° del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath y Escalona.



Luego, declara cerrado el debate acerca de dicha enmienda.

- - -



Posteriormente, pone en segunda discusión la modificación consistente en enmendar el inciso primero del artículo 81 bis, contenido en el número 17) del artículo 1° del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto.



Luego, declara cerrado el debate en torno a dicha modificación.

- - -



Acto seguido, el señor Presidente pone en segunda discusión la modificación consistente en agregar un encabezado y una letra b), nueva, al número 19) del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate sobre el particular.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en segunda discusión la modificación consistente en suprimir el número 20) del artículo 1° del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath, Escalona, Gómez y Muñoz Aburto.



Luego, declara cerrado el debate acerca de dicha enmienda.

- - -



Enseguida, pone en segunda discusión la modificación relativa al inciso segundo del artículo 86, contenido en el número 20) -numeración definitiva- del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate sobre el particular.

- - -



Posteriormente, pone en segunda discusión la modificación relativa al inciso primero del artículo 86 ter, contenido en el número 22) del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate al respecto.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en segunda discusión la modificación relativa al inciso primero del artículo 87, contenido en el número 23) del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate sobre el particular.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en segunda discusión la modificación relativa al inciso segundo del artículo 87, contenido en el número 23) del artículo 1° del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Horvath.



Luego, declara cerrado el debate en torno a dicha modificación.

- - -



A continuación, pone en segunda discusión la modificación relativa al artículo 87 ter, contenido en el número 24) del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate al respecto.

- - -



Posteriormente, pone en segunda discusión la modificación consistente en enmendar el inciso primero del artículo 90 bis, a que se refiere el número 25) del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate sobre el particular.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en segunda discusión la modificación relativa al inciso segundo, nuevo, del artículo 90 bis, a que se refiere el número 25) del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate al respecto.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en segunda discusión la modificación relativa al inciso sexto del artículo 118 ter, contenido en el número 29) del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate sobre el particular.

- - -



Enseguida, pone en segunda discusión la modificación relativa al artículo 118 quáter, contenido en el número 29) del artículo 1° del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate al respecto.

- - -



A continuación, pone en segunda discusión la modificación consistente en suprimir la letra k), a que se refería la letra b) del número 36) -que pasó a ser número 35)- del artículo 1° del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Horvath.



Luego, declara cerrado el debate acerca de dicha enmienda.

- - -



Por último, pone en segunda discusión la modificación relativa a la sustitución del artículo 2° transitorio del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella, declarándose cerrado el debate sobre el particular.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión, quedando aplazada la votación en particular del proyecto en análisis.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De la Honorable Senadora señora Alvear al señor Ministro de Salud, pidiendo el establecimiento de farmacias de turno, en la noche, en las comunas de Buin y Paine.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los Ministros de Hacienda y de Agricultura, solicitando información en cuanto a los medios de CONAF para el combate de incendios forestales y en relación con las normas reglamentarias aplicables en la materia.



2) A los señores Ministro de Obras Públicas e Intendente de la XI Región -en su calidad de Presidente del Consejo Regional-, planteando la realización, por etapas, de obras de reparación en el camino de Puerto Tranquilo a Bahía Exploradores.



3) A los señores Subsecretario de Pesca, Intendente de la XI Región, Director Ejecutivo del IFOP y Rector de la Universidad de Los Lagos, pidiendo adoptar medidas para revertir recientes despidos en dicha Casa de Estudios Superiores.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien se refiere a la participación de diversos funcionarios públicos en una manifestación en contra del candidato presidencial señor Sebastián Piñera, durante su reciente visita a las Regiones de Arica y Parinacota y de Tarapacá.



Al respecto, solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Contralor General de la República, para que se investiguen tales hechos y, si procede, se apliquen las sanciones correspondientes.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien requiere dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior -y, por su intermedio, a los Gobernadores de las provincias de Osorno, Llanquihue, Chiloé y Palena-, con el objeto de que se adopten las medidas necesarias para facilitar el traslado de electores en la segunda vuelta presidencial del 17 de enero próximo.



Enseguida, pide oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de que se tomen las medidas pertinentes para facilitar las recaladas de los grandes cruceros que llegan a Puerto Montt, de manera que sus pasajeros cuenten con las comodidades del caso.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido por la Democracia e Independientes, Partido Radical Social Demócrata, Independientes y Partido Socialista.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE Y EL CONSEJO FEDERAL SUIZO RELATIVO A INTERCAMBIO DE PASANTES

(6709-10)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“ARTÍCULO ÚNICO.- 
Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo relativo al Intercambio de Pasantes”, suscrito en Santiago, República de Chile, el 22 de diciembre de 2008.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE REGULA CIERRE DE FAENAS E INSTALACIONES MINERAS 

(6415-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 29 de enero de 2009, con urgencia calificada de “suma”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 17 de marzo de 2009, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía y por la de Hacienda, en su caso.

- - -





Hacemos presente que el proyecto debe ser aprobado en general por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, por cuanto los artículos 4, 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, 17, 18, 19, 22, 24, 26, 27, 33, 38, 51, 52, 55, 56, 57, 61, 62, y los artículos primero y segundo transitorios del proyecto tienen el carácter de ley orgánica constitucional, en conformidad con lo prescrito en el párrafo séptimo del N° 24 del artículo 19, en relación con el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República, por cuanto imponen nuevas obligaciones a los concesionarios mineros. Asimismo, el artículo 49 también deber ser aprobado con quórum de ley orgánico constitucional, de conformidad a los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental, ya que establece una nueva atribución a los tribunales.

- - -




A las sesiones en que se discutió el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:




Del Ministerio de Minería: el Ministro, señor Santiago González; la Subsecretaria, señora Verónica Baraona; el Fiscal, señor Jorge Gómez; el Abogado, señor Marcelo Mardones, y el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Luis Maturana.





De la Comisión Chilena del Cobre (Cochilco): el Fiscal, señor Gonzalo Astorquiza, y el Asesor, señor Luis Venegas.





Del Servicio Nacional de Geología y Minería (Sernageomin): la Fiscal, señora Adriana Pérez.

Del Consejo Minero: el Presidente, señor Francisco Costabal.

De la Sociedad Nacional de Minería (Sonami): el Vicepresidente, señor Ramón Jara, el Gerente General, señor Felipe Celedón, y las Asesoras del Consejo Minero y de Sonami, señoras Paulina Riquelme y Paula Medina.





Del Instituto de Ingenieros de Minas de Chile: el Presidente, señor Luis Sougarret; el Vicepresidente, señor Manuel Zamorano; el Presidente de la Comisión de Medio Ambiente, señor Iván Pérez, y el Gerente, señor Enrique Miranda.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO





La presente iniciativa legal pretende regular el cierre de faenas o instalaciones mineras en la prevención, minimización o control de los riesgos o efectos negativos que se generen sobre la salud y seguridad de las personas o del medio ambiente, con ocasión del cese de sus operaciones, o que continúen presentándose con posterioridad a éste y a consecuencia suya.
- - -

ANTECEDENTES





1.- Antecedentes legales.- 




1) El artículo 19, N° 24°, de la Constitución Política de la República regula en los párrafos sexto a noveno el régimen de concesiones mineras.





2) Ley N° 18.097, orgánica constitucional sobre concesiones mineras.




3) Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.





4) Decreto supremo N° 72, de 1985, del Ministerio de Minería, Reglamento de Seguridad Minera, cuyo texto refundido consta en el decreto supremo N° 132, de la citada Cartera de Estado, de 30 de diciembre de 2002 y publicado el 7 de febrero de 2004.





2.- Antecedentes de hecho.- Señala el Mensaje que la industria minera chilena se ha desarrollado exitosamente, gracias a la existencia de recursos minerales abundantes y de calidad, importantes flujos de inversión extranjera y nacional, así como un marco económico, político, social y jurídico estable.





Añade el Ejecutivo que, en este escenario dinámico, los principios del desarrollo sustentable emergen como un paradigma que equilibra los objetivos económicos, sociales y ambientales de la comunidad y plantea el desafío de garantizar a las generaciones futuras la satisfacción de sus necesidades, con equidad social y respeto al medio ambiente.





Expresa el Mensaje que este proceso hacia la sustentabilidad se encuentra en constante evolución, además de vigente en la agenda internacional, y cada vez es más utilizado como un patrón en la toma de decisiones a nivel mundial, regional y local por todos los actores involucrados.





Sin perjuicio de lo señalado, agrega que debe considerarse que, en el exigente mercado internacional la no incorporación de la totalidad de los costos que demanda la producción minera, conlleva un riesgo muy importante al que Chile puede verse enfrentado ante una competencia que si lo ha hecho.




Por ello, indica el Gobierno, en la actualidad, la gestión empresarial ha adoptado criterios de responsabilidad social corporativa (RSC) a través de la aplicación de buenas políticas y conductas corporativas, que tienen especial consideración por el medioambiente y la seguridad, y que aspiran a satisfacer lo que los diferentes actores involucrados esperan tanto respecto de su comportamiento, como de su contribución en la obtención de un desarrollo sostenible en el largo plazo.





Esta responsabilidad social corporativa de las organizaciones conlleva un compromiso en que el objetivo empresarial de creación de riqueza se integra con la formalización de políticas y sistemas de gestión en las áreas económicas, sociales y medioambientales.





Al respecto, hace presente el Ejecutivo que no existe una regulación íntegra de la etapa de cierre o abandono, o etapa post operacional, la que es una fase más del ciclo de los proyectos mineros, que forma parte inseparable de la totalidad del proyecto o actividad, en la que podrán generarse impactos negativos de los cuales la empresa minera debe hacerse cargo, además de que los costos que ello demande, deben ser considerados en el proceso productivo.





Señala el Mensaje que la expresión más clara de la falta de regulación aplicable a la etapa de cierre de faenas e instalaciones, son los pasivos mineros, los cuales presentan riesgos para la población y el medio ambiente. Añade que constituye una responsabilidad histórica para el Estado, detener la progresión de ellos de manera de no dejar a las generaciones futuras mayores pasivos que los que hemos recibido.





En relación al abandono es conveniente recordar que el artículo 19, Nº 24°, de la Carta Fundamental, dispone que “la concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento”, debiendo el régimen de amparo tender a obtener el cumplimiento de dicha obligación. Plantea el Mensaje que puede ocurrir que una concesión esté materialmente abandonada, pero que tenga un dueño al que le bastará pagar la patente correspondiente, para mantener la propiedad sobre la concesión minera. En tal caso, el sólo pago de la patente no basta para considerar que las instalaciones o faenas mineras no se encuentran abandonadas. Por consiguiente, la referencia al abandono de las faenas mineras es la dejación “material” del proyecto, independientemente de la extinción jurídica de la concesión.




En forma general, concluye el Ejecutivo que la importancia de una regulación de cierre de faenas mineras obedece a la necesidad de considerar la etapa de cierre como parte de la planificación minera, ya que es una de las pocas actividades industriales que se sabe de antemano que tiene una duración finita. También pretende internalizar el costo del cierre por parte de las empresas mineras, de modo que sus operaciones no afecten negativamente a la población y al medio ambiente una vez producido, y así contribuya al desarrollo sustentable de nuestro país. Enseguida, obedece a permitir planificar las actividades futuras de comunidades que se desarrollan en torno a la minería. Finalmente, en el ámbito jurídico, se aborda como deber, por una parte, la no generación de pasivos ambientales y, por otra, la asunción de las responsabilidades generadas por las actividades económicas.

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO




Manifiesta el Mensaje que actualmente Chile no cuenta con una regulación específica de cierre de faenas mineras, que exija una garantía financiera que asegure al Estado la disponibilidad de fondos para cubrir, en forma exclusiva, los costos de las acciones contempladas en los planes de cierre, cuando la empresa incumpla, total o parcialmente, las obligaciones contempladas en el proyecto de ley. Añade que ello podría afectar la competitividad de la minería chilena en los mercados internacionales.





Sin embargo, el Mensaje señala que, en el año 1994, con la promulgación de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, se establecieron las responsabilidades por daño ambiental y la necesidad de evaluar los impactos ambientales de los proyectos o actividades en todas sus etapas. Esto último, significó introducir la evaluación de impactos con posterioridad al cese de operaciones de los proyectos y la identificación de medidas de mitigación.





Desde el año 1997 el ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) de los proyectos de inversión tipificados en el artículo 10 de la ley Nº 19.300 y artículo 3 del decreto supremo N° 30/97, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, ha operado en forma obligatoria, correspondiendo uno de ellos a los proyectos de “desarrollo minero, incluidos los de carbón, petróleo y gas, comprendiendo las prospecciones, explotaciones, plantas procesadoras y disposición de residuos y estériles”, los que, a través de una declaración de impacto ambiental (DIA) o estudio de impacto ambiental (EIA), deben obligatoriamente evaluar dicho impacto en todas las etapas del ciclo de vida del proyecto.




Teniendo en consideración que los proyectos de desarrollo minero son de larga vida útil y que, por lo general, el ingreso al SEIA se efectúa en la etapa de ingeniería conceptual, en la práctica, los planes de cierre, incluidos en los estudios o declaraciones de impacto ambiental, han sido de carácter conceptual, incluyendo la definición de criterios ambientales que guiarán en el futuro el desarrollo de planes de cierre más acabados.





Sin perjuicio de lo anterior, con el transcurso de los años y la experiencia, los planes de cierre se han detallado cada vez más. Agrega que las medidas de cierre propuestas para mitigar impactos han quedado como compromisos adquiridos por las empresas en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental, junto a la obligatoriedad de presentar un plan de cierre detallado, antes de su inicio, que sea visado o aprobado por la COREMA o la Dirección Ejecutiva de CONAMA, según corresponda.





Por su parte, en el Título X del Reglamento de Seguridad Minera, cuya modificación fue publicada en el Diario Oficial en el mes de febrero de 2004, se establece un conjunto de normas destinadas a regular el cierre de faenas mineras.





Sin embargo, el tema de la exigencia de garantías financieras que asegure al Estado los recursos económicos necesarios para implementar un plan de cierre, en caso de incumplimiento total o parcial del operador minero, todavía no ha sido resuelto.





Por último, el Mensaje expresa que la importancia del establecimiento legal de la garantía financiera, radica en la necesidad de certeza legal y técnica para los inversionistas en minería, así como para los organismos fiscalizadores del sector. También en impulsar una planificación más integral en el sector minero, incorporando desde el inicio de la faena la planificación de su cierre. Además, se funda en precaver la generación de pasivos ambientales, y reducir eventuales cargas para el Estado derivadas de operaciones mineras abandonadas. Finalmente, en reflejar el liderazgo del sector minero en la implementación de sistemas de gestión ambiental.




3.- Contenido del proyecto: El objetivo principal de regular el cierre de faenas o instalaciones mineras es la prevención, minimización o control de los riesgos o efectos negativos que se generen sobre la salud y seguridad de las personas o del medio ambiente, con ocasión del cese de sus operaciones, o que continúen presentándose con posterioridad a éste y a consecuencia suya.


Se propone que esta ley se aplique a todas las faenas e instalaciones mineras de la industria extractiva minera, tal como ya ha sido definido en el Reglamento de Seguridad Minera, contemplándose su aplicación gradual para las faenas en operación dentro de un plazo máximo de tres años desde su entrada en vigencia.


Establece que la empresa minera no podrá iniciar construcciones comprendidas dentro de los proyectos de faenas o instalaciones mineras, sin la previa aprobación por parte del Servicio Nacional de Geología y Minería del correspondiente plan de cierre.


El modelo de plan de cierre de faenas previsto en el proyecto de ley no afectará en caso alguno el cumplimiento de las medidas y condiciones contenidas en la Resolución de Calificación Ambiental que rijan a las titulares de proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

Este sistema considera como sujeto pasivo de las obligaciones que establece, a quien realiza la actividad minera, quien efectivamente desarrolla un proyecto minero, quien construye una faena minera y sus instalaciones, quien explota, beneficia y vende minerales. Tal sujeto pasivo es la “empresa minera”, calidad jurídica que puede o no recaer en el titular de la concesión minera.


El proyecto define a la “empresa minera” como la persona natural o jurídica responsable de la faena o instalación minera que, por cuenta propia o en representación de otra mediante contrato oneroso, ejecuta o entrega la ejecución de las actividades asociadas a la industria extractiva minera respecto de una concesión minera determinada, así como también lo es aquella a quién se le entrega dicha ejecución en el carácter que el correspondiente contrato lo señale. Se ha tenido presente que la concesión minera es un título jurídico que permite a su titular explorar o explotar sustancias minerales concesibles y los derechos que de dicho título emanan pueden ser arrendados, transferidos, dados en usufructo o, en general, ser objeto de cualquier acto jurídico, y que, por consiguiente, en quien debe recaer la obligación de realizar las medidas del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras es en la persona natural o jurídica que, efectivamente, realiza dichas faenas, sin importar si tiene o no la titularidad de la concesión minera.


Cualquier persona que tenga un título que le permita ejecutar labores mineras, o emplazar y operar instalaciones mineras en un lugar determinado, requerirá de una serie de permisos sectoriales, respecto de los cuales debe asumir obligaciones y derechos propios, en razón de distintas normas o estatutos jurídicos que no alteran ni afectan el estatuto de concesionario.

La autorización de planes de cierre operará como permiso sectorial creado por la ley que sometemos a trámite legislativo. Ello no importa una modificación del estatuto legal de las concesiones mineras, ni de las normas que regulan sus diversos aspectos, en particular, sus obligaciones, contenidas en la ley N° 18.097, por cuanto, las obligaciones que se derivan de la nueva legislación que se propone se encuentran disociadas de la titularidad concesional, toda vez que se imponen derechamente a la figura de la “empresa minera” con independencia de si la misma es o no concesionario minero.


Este cuerpo normativo considera una autoridad sectorial central, organismo ejecutivo, a quien se le encarga el deber de hacer cumplir la normativa sobre cierre de faenas mineras: el Servicio Nacional de Geología y Minería, ya que es el organismo sectorial minero, conocedor de los aspectos técnicos, económicos y jurídicos relativos a la industria minera, incluyendo sus problemáticas ambientales. En dicha autoridad central sectorial competente se radican las facultades para revisar y aprobar los planes de cierre, verificar la suficiencia de las garantías, fiscalizar el cumplimiento de la normativa, aplicar sanciones, etc.


El plan de cierre se define como el documento que especifica el conjunto de medidas que la empresa minera adoptará con el fin de lograr el cierre de su faena e instalaciones en forma ordenada, eficiente, progresiva y oportuna, dentro del marco jurídico vigente, y considerando objetivos propios y adecuados a las características de la faena minera y su entorno, así como una programación global y de detalle de las actividades y sus costos.

La trascendencia del plan de cierre para el funcionamiento de las empresas mineras es fundamental, toda vez que mientras éstas no cuenten con la respectiva aprobación de su plan no podrán iniciar las actividades propias del correspondiente proyecto de explotación.

El proyecto de ley prevé dos tipos de procedimientos para la aprobación del plan de cierre, según sea la capacidad de extracción de mineral de la faena o instalaciones. En caso que ésta supere las cinco mil toneladas mensuales, el procedimiento se denomina “de aplicación general”; si la mencionada capacidad es igual o inferior a cinco mil toneladas mensuales, se prevé un procedimiento “simplificado”, asimilándose de esta forma al Reglamento del SEIA en cuanto al límite determinante de ingreso o no de un proyecto de desarrollo minero al sistema de evaluación de impacto ambiental.


La fijación por ley y no por vía reglamentaria del límite que determina el ingreso a uno u otro procedimiento, obedece a las diversas consecuencias financieras que los mismos tienen para los sujetos pasivos, toda vez que el procedimiento de aplicación general conlleva la necesidad de constituir una garantía, mientras que el simplificado no. Así, debido a que, en definitiva, el seguir uno u otro procedimiento tiene una incidencia patrimonial en la figura del sujeto pasivo es que se consideró importante dar certeza a éstos en cuanto al criterio que los haría ingresar a un procedimiento u otro, la cual se podría ver mermada si dicho límite fuera modificable por reglamento.

Toda empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá tener un plan de cierre de sus faenas o instalaciones elaborado de conformidad con la Resolución de Calificación Ambiental que califique favorablemente el proyecto minero, cuando corresponda, y sólo podrá operar después de obtener la conformidad del Servicio.


En aquellos casos que deba aplicarse el procedimiento simplificado, será el Servicio el encargado de preparar guías metodológicas o estándares para la elaboración de estos planes de cierre, su correcta ejecución y fiscalización.


El proyecto señala que todo plan de cierre deberá ser cumplido de manera íntegra, cabal, eficiente, efectiva y oportuna por la empresa minera, sin perjuicio que podrá contratar a un tercero para que lo ejecute por cuenta de ella, ya sea respecto de la totalidad o de cualquiera de las obligaciones que nacen del mismo.

Sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado, le corresponderá al Servicio fiscalizar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, función para la cual contará con amplias facultades.


Además, el sistema considera el otorgamiento de una autorización de un período de cierre temporal de operaciones por parte de la empresa minera, el cual deberá ser autorizado por el Servicio.

Por otra parte, se contempla que todos los predios superficiales y las áreas cubiertas por concesiones mineras estarán afectos al gravamen de permitir la ejecución de las medidas de los planes de cierre, hasta su total cumplimiento. Quien ejecuta el plan de cierre haciendo uso de esta facultad, deberá indemnizar al propietario del terreno superficial o al concesionario minero titular del predio que soporta el gravamen, por el daño que cause con ocasión de los trabajos que ejecute.


Respecto a infracciones y sanciones, el Director del Servicio será la persona competente para la aplicación administrativa de este aspecto en la presente propuesta de ley y su respectivo reglamento.

El proyecto de ley que se presenta prevé asimismo el deber de que los planes autorizados a través del procedimiento de aplicación general, sean auditados cada cinco años por una empresa auditora inscrita en el registro especial que al efecto lleve el Servicio, con el fin de verificar e informar a éste sobre el cumplimiento del plan y su garantía. 


Finalizado el ciclo de vida de una faena o instalación minera, e implementada la totalidad de las acciones comprometidas en el plan de cierre, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general, deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría, que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio, así como los demás antecedentes que estime conveniente, debiendo el Servicio pronunciarse sobre dicho informe.


Cumplidas las obligaciones legales y reglamentarias, el Servicio deberá emitir un certificado que acredite el cumplimiento del plan de cierre de la faena o instalación minera.

La emisión de los certificados de cierre por instalación, permite a la empresa minera solicitar la modificación del tipo, o reducción del monto, de la garantía financiera y la devolución de eventuales excedentes financieros; y la entrega del certificado de cierre final, marca el fin de la obligación de mantener una garantía financiera vigente, dando derecho a requerir la devolución de la misma o de los excedentes que existieren, previa realización del aporte correspondiente al fondo para la implementación de medidas de seguimiento y control que se crea con el proyecto de ley. El certificado acreditará el cumplimiento total y oportuno de los deberes y obligaciones que surgen, para la empresa minera, de la aplicación de esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.

Todo plan de cierre de faenas o instalaciones, sometido al procedimiento de aplicación general, deberá incluir una garantía que asegure al Estado, en todo momento, la disponibilidad de fondos para cubrir, en forma exclusiva, los costos de las acciones, medidas y obras contempladas en los planes de cierre, cuando la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones contempladas en la presente ley.


La garantía deberá ser aprobada previamente por el Servicio y otorgada nominativamente a favor del Director, quien será su titular exclusivo y excluyente, con poder legal para girar contra o a cuenta de ella, disponer su liquidación y ejecución o su devolución, total o parcial, a la empresa minera.

Las garantías serán inembargables, no podrán ser objeto de gravamen alguno y no formarán parte del derecho de prenda general de los acreedores de la empresa minera.

El monto de la garantía será determinado a partir del cálculo de los costos de la implementación total y definitiva del cierre de la faena o instalación minera, en un sistema de cierre anticipado, evaluado periódicamente. Este monto deberá incluir los costos de administración de contratos con un tercero, ya sea por parte de la empresa minera o del Servicio.


El monto vigente de la garantía será el que resulte de calcular, en cada año, el valor presente de los costos de cierre total y definitivo de la faena o instalación minera. Para estos efectos se considerará que el cierre se produce desde el último día del mismo mes calendario del año siguiente a aquél en que se hace exigible la constitución de la garantía, y la implementación de las medidas de cierre se realizará dentro de un plazo máximo de cinco años. La actualización de los costos debe considerar la tasa de interés de los instrumentos financieros propuestos para la garantía.


El monto de la garantía deberá ser ajustado en caso de una modificación mayor de la faena o instalación minera, cambios en los costos de implementación del plan de cierre, u otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Director, según los criterios que se establecerán en el reglamento de la ley.


Le corresponderá a la empresa minera determinar la o las formas en que en que constituirá la garantía, pudiendo elegir entre los siguientes: efectivo; boleta bancaria de garantía; instrumentos financieros, tales como aquéllos emitidos por instituciones financieras (letras de crédito, títulos garantizados, depósitos a plazo, bonos, etc.), por la Tesorería General de la República o por el Banco Central de Chile, o bonos de empresas públicas o privadas; o contratos de seguros, cumpliendo determinadas exigencias.


Los instrumentos financieros elegibles como garantía deberán tener clasificaciones de riesgo iguales o superiores a Categoría A, para instrumentos de deuda de largo plazo, o Nivel 3, para instrumentos de deuda de corto plazo, conforme a las clasificaciones establecidas en el artículo 105 del decreto ley N° 3.500, y las asignaciones otorgadas a los instrumentos por la Comisión Clasificadora de Riesgos, y deberán ser depositados, con cargo a la empresa minera, en una institución de depósito de valores fiscalizada por la Superintendencia de Valores y Seguros.


Siempre que cumplan con los requisitos antes señalados, serán también elegibles instrumentos financieros extranjeros representativos de captaciones o de deuda, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales, o que se encuentren inscritos en el registro de valores extranjeros de la Superintendencia de Valores y Seguros.


En cuanto a las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado, ellas no estarán obligadas a constituir garantía de cumplimiento de planes de cierre. Respecto de ellas, el Servicio velará por el cumplimiento de las actividades programadas en el plan de cierre y por las que el mismo disponga durante la operación de la faena minera, a través de un estricto programa de fiscalización y monitoreo.


Con el fin de controlar la situación posterior de las faenas cerradas, el proyecto de ley crea un fondo especial cuya finalidad es el financiamiento de las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de las faenas mineras que han cumplido a cabalidad con sus respectivos planes de cierre.

Este fondo será administrado por el Servicio, sin perjuicio de las delegaciones que al efecto la ley autoriza, y estará formado por los recursos que las empresas mineras deben entregar al Servicio para financiar las medidas de seguimiento y control respectivas, entrega que opera como condición necesaria para recibir el correspondiente certificado de cierre final; por el producto de las multas que el Servicio curse como consecuencia del ejercicio de las facultades que la presente ley le confiere; por las donaciones o asignaciones que le hicieren; y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado.

El monto de los recursos que deben aportar las empresas mineras corresponderá al valor actualizado del costo total de las medidas establecidas, incrementado en un 10%, a fin de cautelar el íntegro financiamiento de las medidas ante eventuales imprevistos.


En cuanto a la aplicación de la presente propuesta de ley a los proyectos mineros actualmente en operación, se establece un sistema de aplicación progresiva, distinguiendo entre aquellos proyectos que cuentan con Resolución de Calificación Ambiental y los que no cuentan con ella por encontrarse en operaciones antes de la entrada en vigencia de la ley N° 19.300 y del reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Tratándose de proyectos que cuentan con una Resolución de Calificación Ambiental, el proyecto de ley prevé que dentro del plazo de tres años, las empresas mineras deberán presentar al Servicio un proyecto de plan de cierre de sus faenas o instalaciones, el cual se regirá por las normas del proyecto de ley y su reglamento, sin el cual no se podrá cerrar una faena o instalación minera. Si el Servicio considera que los contenidos ambientales incluidos en las Resoluciones de Calificación Ambiental son insuficientes para evaluar el Plan de Cierre, la empresa minera deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que se sujetará a los términos y condiciones señalados en el proyecto de ley, informe que no constituirá calificación ambiental para los efectos de la ley N° 19.300.


En cuanto a la garantía, las empresas mineras deberán enterar la misma, determinada según lo dispuesto en el proyecto de ley, en cuotas anuales durante un período de cinco años, o durante el período que resta para iniciar el cierre previsto por la empresa, si éste resultare inferior.


Tratándose de proyectos que no cuentan con una Resolución de Calificación Ambiental, la empresa minera deberá presentar dentro de un plazo de tres años, proyectos de planes de cierre, los que serán sometidos al procedimiento de aprobación, fiscalización, y de emisión de certificados a cargo del Servicio, de acuerdo con las disposiciones establecidas en el proyecto de ley y en su reglamento, debiendo acompañarse un informe técnico de alcance ambiental, el que no constituirá calificación ambiental para los efectos de la ley N° 19.300.


Respecto de la garantía serán aplicables las mismas condiciones señaladas para las empresas que sí cuentan con una Resolución de Calificación Ambiental.

Finalmente, el proyecto de ley prevé la posibilidad de deducir de la renta bruta los gastos efectivamente pagados o adeudados por causa del cumplimiento del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras debidamente aprobado por la autoridad competente.


Asimismo, se prevé que en los casos en que se hayan constituido garantías en dinero, instrumentos financieros o boletas de garantías en efectivo, la deducción del gasto corresponderá al monto garantizado. El monto del gasto en el año que se constituya por primera vez la garantía, corresponderá al monto inicialmente garantizado; en los años siguientes, el monto anual del gasto corresponderá al incremento que haya experimentado la garantía en conformidad a dicha normativa. En el evento que el monto garantizado en un año disminuya respecto de aquél garantizado en el año anterior, dicha disminución será considerada como un ingreso tributable del año en que se determine el nuevo monto garantizado.


El proyecto de ley aclara que al cierre de una faena o instalación minera, los gastos totales deducidos por causa del cumplimiento de su plan de cierre no podrán superar la suma de las cantidades efectivamente pagadas o adeudadas por tal causa o la suma de las cantidades garantizadas con dinero o instrumentos financieros por tal concepto.


Por otra parte, el proyecto de ley prevé que dará derecho a crédito fiscal el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Presidente de la Comisión colocó en discusión en general el proyecto de ley y ofreció la palabra al Ministro de Minería, señor Santiago González.


El Ministro, señor González, destacó la importancia de regular el cierre de las faenas mineras, pues el país no cuenta con una regulación específica al efecto, lo cual puede afectar la competitividad de la minería chilena en los mercados internacionales.


Agregó que hay una necesidad de certeza legal y técnica para los que invierten en minería, así como para los organismos fiscalizadores del sector. Añadió que se busca impulsar una planificación minera más integral, que comprenda fases como exploración, diseño, construcción, explotación, cese de operaciones y cierre.


En el plano de la Responsabilidad Social, añadió que permite planificar las actividades futuras de comunidades que se desarrollan en torno a la minería.


Explicó que se busca también precaver la generación de pasivos ambientales, y reducir eventuales cargas para el Estado derivadas de operaciones mineras abandonadas, por la vía de minimizar el riesgo para el erario nacional de tener que asumir el costo del cierre de faenas mineras.


En lo que dice relación con las características principales del sistema, destacó que se aplica al cierre de las faenas e instalaciones mineras de la industria extractiva minera, según lo definido en el Reglamento de Seguridad Minera.


Agregó que el objetivo principal es la prevención, minimización o control de los riesgos y efectos negativos que se generen o continúen presentándose con posterioridad al cese de las operaciones, sobre la salud y seguridad de las personas o sobre el medio ambiente.


En cuanto a la autoridad competente, manifestó que será el Sernageomin, quien deberá aprobar los proyectos de plan de cierre de las faenas o instalaciones mineras, y fiscalizar su cumplimiento.


En lo que respecta a los procedimientos de aprobación de los planes, explicó que se contempla uno, de aplicación general, para faenas cuya capacidad de extracción sea superior a 5.000 toneladas mensuales, y un procedimiento simplificado, para faenas con capacidad igual o inferior a la señalada. Añadió que los planes prevén una auditoría externa cada cinco años.


Agregó que toda empresa sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar una garantía que asegure al Estado los recursos financieros necesarios para cumplir con el plan de cierre.

Asimismo, destacó la creación de un fondo para implementar medidas de seguimiento y control de riesgos relevantes de las faenas mineras que han cumplido íntegramente el plan de cierre.


También explicó que se consideran rebajas tributarias de dos tipos. En primer lugar, deducciones de los gastos pagados por causa del cumplimiento del plan de cierre, o del monto garantizado, y en segundo término un crédito fiscal, en que se considera como crédito fiscal el IVA recargado en la adquisición de bienes o servicios para ejecutar el plan de cierre.

Finalmente, indicó que se contempla una aplicación gradual para faenas en operación al momento de su entrada en vigencia, las que tendrán un plazo de tres años para presentar un plan de cierre.


A continuación, el Ministro se refirió al rol que tendrá Sernageomin como órgano encargado de revisar y aprobar los proyectos de planes de cierre y sus modificaciones, como, asimismo, de velar por el cumplimiento de las obligaciones contraídas por la empresa minera.


Para estos efectos, agregó, las principales funciones entregadas a Sernageomin son: aprobar los planes de cierre y sus modificaciones; inspeccionar las faenas mineras a fin de asegurar el cumplimiento de los planes de cierre; aplicar sanciones administrativas e imponer multas; verificar la suficiencia de la garantía financiera y su aplicabilidad en relación a cierres parciales de faenas o instalaciones; hacer efectiva la garantía otorgada para la correcta ejecución del plan de cierre, en caso de incumplimiento de la empresa minera; preparar guías metodológicas o estándares para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados, y llevar el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa.


En lo que respecta al plan de cierre, propiamente tal, informó que el proyecto dispone que toda empresa minera deberá tener un plan de cierre de sus faenas o instalaciones mineras. Dicho plan deberá ser elaborado de conformidad con la Resolución de Calificación Ambiental (RCA) que califique favorablemente el proyecto minero, cuando corresponda.


Además, explicó que dicho plan habrá de contener las medidas establecidas por la RCA para lograr el cierre de sus instalaciones y faenas en forma ordenada, eficiente y oportuna y con estricto cumplimiento de la normativa vigente.


Precisó que, una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar todas las medidas contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado y de la manera y condiciones previstas en el mismo.


Indicó que todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director de Sernageomin previo al inicio de las operaciones de la faena o instalación minera dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que sea acogido a tramitación. Añadió que la aprobación se efectuara a través de los procedimientos de aplicación general o simplificado, según se trate de faenas o instalaciones cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a cinco mil toneladas mensuales o igual o inferior a dicha cantidad, respectivamente.


Agregó que las empresas mineras deberán presentar su proyecto de plan de cierre de faenas o instalaciones mineras, ya sea de la totalidad de las obras contempladas en la faena minera o de una parte de ella, en las oportunidades que establece la ley.

Explicó el señor Ministro que el esquema del procedimiento del plan de aplicación general es el siguiente: primero, se presenta el proyecto de plan de cierre al Servicio, luego, éste verifica si el proyecto contiene todos los antecedentes y documentos exigidos. Añadió que el Servicio tiene un plazo de cinco días para pronunciarse respecto de su admisibilidad a tramitación.

A continuación, expresó que el Servicio deberá dictar una resolución fundada, aprobando o rechazando el proyecto de plan de cierre presentado, pudiendo también requerir aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al plan de cierre, en cuyo caso la resolución señalará el término dentro del cual deberán ser efectuadas.

Indicó que el Director dictará la resolución aprobatoria de los proyectos de planes de cierre de faenas mineras teniendo en consideración lo establecido en el proyecto y su reglamento y en la RCA respectiva, que aprueba el proyecto minero desde la perspectiva ambiental, cuando proceda.


En relación al contenido del plan de cierre, señaló el señor Ministro que debe cumplir con los siguientes requisitos: identificación de la empresa minera y sus faenas e instalaciones, acompañando la RCA correspondiente, cuando proceda; un informe técnico, a nivel de prefactibilidad, proyectando la situación de la faena o instalación al término de su actividad productiva; un informe técnico-ambiental, a nivel de prefactibilidad, describiendo el área de influencia de la faena o instalación, proyectando los efectos ambientales acumulativos, elaborado en base a la RCA; un informe técnico-económico, a nivel de prefactibilidad, describiendo las medidas de cierre que se proponen; un programa de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos para la etapa posterior a la implementación del cierre, el que deberá ajustarse a la RCA; una estimación de los costos del plan de cierre y el cronograma de ejecución de las medidas de cierre propuestas, y el monto de la garantía, el período de cobertura y el o los instrumentos que se utilizarán.


Explicó también que existe un procedimiento simplificado, aplicable a faenas o instalaciones de la industria extractiva minera cuya capacidad de extracción de mineral es igual o inferior a 5.000 toneladas mensuales.


Informó que el Servicio preparará guías metodológicas o estándares técnicos para la elaboración de los proyectos de planes de cierre sometidos al procedimiento simplificado. Con todo, añadió que dichos proyectos de planes contendrán, a lo menos la identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalación, y un listado de las medidas de cierre de las faenas o instalaciones mineras.

Destacó que las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado no estarán obligadas a constituir garantía de ninguna especie.


Anunció que existirá una auditoría de los planes, para lo cual las empresas cada cinco años deberán hacer revisar, a su cargo, su plan de cierre. Precisó que esta exigencia de auditoría es aplicable sólo a las empresas sometidas al procedimiento de aplicación general.


Señaló que la finalidad de la auditoria es verificar e informar al Servicio sobre el cumplimiento del plan de cierre y su garantía. Advirtió que dicha auditoría se deberá efectuar por una empresa que se encuentre inscrita en el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa que llevará Sernageomin. Añadió que el informe que emita el auditor deberá ser entregado a dicho organismo, de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.


Agregó que para prestar servicios de auditoría las empresas interesadas deberán inscribirse en el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa que llevará Sernageomin. Expresó que, con tal inscripción, dichas empresas quedarán sometidas a su fiscalización, en cuanto a los requisitos exigidos por el proyecto y su reglamento para estar inscritas en el mencionado Registro. Informó que en ningún caso podrán prestar servicios de auditoría quienes carezcan de independencia de juicio en relación con la empresa minera auditada. A tal efecto, el proyecto enuncia tres supuestos en los cuales se entiende que existe tal falta de independencia.


El señor Ministro refirió que el cumplimiento de las medidas y acciones comprometidas en el plan, se acredita mediante un informe final de auditoría que la empresa deberá presentar a Sernageomin. Agregó que, cumplidas las obligaciones legales y reglamentarias, el Servicio deberá emitir un certificado, que podrá ser de dos tipos de cumplimiento: un certificado de cierre de instalación: se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de una instalación o grupo de instalaciones, y un certificado de cierre final: será otorgado una vez que se encuentren implementadas la totalidad de medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera.


Indicó que la emisión de los certificados de cierre de la instalación permite solicitar la modificación del tipo o reducción del monto de la garantía financiera y la devolución de excedentes financieros. A su vez, la emisión del certificado final marcará el fin de la obligación de mantener una garantía financiera vigente, y dará derecho a requerir la devolución de la misma, del saldo o de los excedentes que existieren.

Explicó que la importancia de los certificados de cumplimiento radica en que los mismos acreditan el cumplimiento total y oportuno de los deberes y obligaciones de la empresa minera respecto del plan de cierre, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.


En seguida analizó la garantía de cumplimiento. Al respecto, indicó que todo plan de cierre de faenas o instalaciones mineras sometido al procedimiento de aplicación general, deberá incluir una garantía que asegure al Estado, en todo momento, la disponibilidad de recursos financieros para cubrir, en forma exclusiva, los costos y gastos necesarios de las medidas de cierre, ante el evento que la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones de cierre contempladas en la ley y su reglamento.


Agregó que la referida garantía deberá ser aprobada previamente por el Servicio y otorgada a su favor, teniendo la facultad legal para girar contra o a cuenta de ella, disponer su liquidación y ejecución o su devolución, total o parcial, a la empresa minera. Las garantías serán inembargables, no podrán ser objeto de gravamen alguno y no formarán parte del derecho de prenda general de los acreedores de la Empresa Minera.


Manifestó que la garantía debe constituirse en el plazo que fije el Director, el cual no podrá ser superior a treinta días contados desde la notificación de aprobación del plan de cierre o en el plazo que establezca el reglamento, en los casos de actualizaciones y ajustes del monto de la garantía posteriores a su primera constitución, sin perjuicio de situaciones especiales, que establecerá el reglamento y que deberán estar debidamente calificadas por el Director.

Señaló que el monto de la garantía será determinado a partir del cálculo de los costos de la implementación total y definitiva del cierre de la faena o instalación minera, en un sistema de cierre anticipado, evaluado periódicamente. Precisó que el monto de la garantía será el que resulte de calcular, en cada año, el valor presente de los costos de cierre total y definitivo de la faena o instalación minera, considerando que el cierre se produce desde el último día del mismo mes calendario del año siguiente a aquél en que se hace exigible la constitución de la garantía, y que la implementación de las medidas de cierre se realizará dentro de un plazo máximo de cinco años.


Agregó que este monto deberá ser ajustado en caso de una modificación mayor de la faena o instalación minera, cambios en los costos de implementación del plan de cierre, u otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Director. 


Explicó que corresponderá a la empresa minera determinar la o las formas de en que constituirá la garantía, pudiendo elegir entre los siguientes: efectivo; boleta bancaria de garantía; instrumentos financieros, y contrato de seguro de cumplimiento del plan de cierre a todo evento.

Mencionó también el señor Ministro que el proyecto crea un fondo, administrado por Sernageomin, destinado a financiar las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de las faenas mineras que han cumplido íntegramente con el plan de cierre.


Agregó que, previamente a la entrega del certificado de cierre final a la empresa minera, ésta deberá proporcionar al Servicio los recursos necesarios para financiar las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales de su faena cerrada.


Añadió que el monto de dichos recursos corresponderá al valor actualizado del costo total de las medidas establecidas, incrementado en un 10%, a fin de cautelar el íntegro financiamiento de las medidas señaladas ante eventuales imprevistos. Expresó que la íntegra entrega de los recursos indicados liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de dichas medidas.


Informó que, además, el fondo estará formado por el producto de las multas que el Servicio curse en el marco de las facultades que el proyecto le confiere, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado.


En lo que respecta al tratamiento tributario, señaló que se prevén dos tipos de beneficios, en primer lugar, una deducción, en este ámbito el proyecto permite al calcular la renta líquida imponible la deducción de los gastos efectivamente pagados o adeudados por causa del cumplimiento del plan de cierre debidamente aprobado por la autoridad competente. En el caso que se hayan constituido garantías en dinero, instrumentos financieros o boletas de garantías en efectivo, la deducción del gasto corresponderá al monto garantizado. En segundo lugar, contempla un crédito fiscal, por el cual se dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre.


En lo que dice relación a las situaciones transitorias, indicó que las empresas mineras que al momento de la entrada en vigencia de la ley se encuentren operando alguna faena o instalación minera y cuenten con una resolución de calificación ambiental (RCA) deberán dentro del plazo de tres años, presentar al Servicio un proyecto de plan de cierre de dichas faenas o instalaciones, el cual se regirá por las normas del proyecto y su reglamento.


Agregó que en el caso que los contenidos ambientales de la RCA sean insuficientes, lo que será determinado por el Servicio, previa consulta no vinculante a la autoridad ambiental, el titular de la faena o instalación minera, deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que se sujetará a los términos y condiciones señalados en el artículo 13 del proyecto, relativo al contenido del plan de cierre. Dicho informe no constituirá calificación ambiental para los efectos de la ley N° 19.300.

Añadió que las empresas deberán constituir una garantía, la cual, de ser en dinero o instrumentos financieros, en cuotas anuales durante un período de cinco años, o durante el período que resta para iniciar el cierre previsto por la empresa, si éste resultare inferior. Dentro del período que se determine, el monto vigente de la garantía, en relación al costo de cierre actualizado, deberá ser proporcional al número de años transcurridos de dicho período; y para los ejercicios siguientes, deberá corresponder al total del costo de cierre actualizado.

Finalmente señaló que respecto de la garantía, les serán aplicables las mismas condiciones señaladas para las empresas que sí cuentan con una RCA.

- - -


A continuación se produjo una ronda de preguntas por parte de los Honorables Senadores señores, respecto de diversos aspectos de la exposición del señor Ministro.

Los Honorables Senadores señores Bianchi y Prokurica consultaron por la limitación de las 5.000 toneladas, y si eso significa que no se aplica al petróleo o al gas, habida consideración que sus instalaciones de faenas pueden conllevar serios pasivos ambientales. El Honorable Senador señor Bianchi incluso recordó que ENAP perdió un juicio por este tema.


Señaló el señor Ministro que el proyecto se refiere solamente a la extracción minera metálica.

Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica preguntó acerca del crédito fiscal para el IVA, si de los gastos para el cierre de faenas puede descontar IVA o si lo hace sobre el gasto total. 

Agregó el Honorable Senador señor Orpis que al cerrar la faena no se genera ingreso, por lo tanto, consultó contra qué se descuenta el gasto.


Indicó el señor Ministro que todo el cobre se exporta, por lo tanto se le devuelve al exportar, no se compensa, puesto que para recuperar el IVA no tiene contra qué imputarlo.


Acotó el Honorable Senador señor Orpis que entonces sería un subsidio.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que, en principio, parece un buen sistema porque no recarga la actividad minera. Sin embargo, añadió que en la discusión particular deberán estudiarse detenidamente los efectos del proyecto.

A su vez, el Honorable Senador señor Núñez preguntó acerca de si estos beneficios afectan de algún modo el impuesto específico.


El señor Ministro respondió que no lo afecta, puesto que se recupera después de su pago.


En lo que dice relación con el trabajo que debe realizar Sernageomin para la aprobación del plan de cierre, consultó el Honorable Senador señor Orpis si la calificación ambiental es previa a la aprobación del cierre, o puede partir antes de tenerlas aprobadas ambas.


El señor Ministro contestó que en primer lugar se requiere la aprobación medioambiental y luego se aprueba el plan de cierre. Agregó que el Servicio tiene un plazo de noventa días para pronunciarse sobre el plan, sin perjuicio que en los primeros cinco días debe pronunciarse si faltan antecedentes. Indicó también que, si en el curso de la explotación se producen modificaciones sustanciales en las obras, debe adecuarse el plan de cierre, y además revisarse cada cinco años.


Seguidamente, los Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica consultaron acerca de si existe algún procedimiento especial para reclamar de la decisión de Sernageomin, tal como en el caso medioambiental, en el que se puede recurrir al Consejo de Ministros.


Manifestó el señor Ministro que la decisión es apelable como todo procedimiento administrativo, según lo dispuesto en la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado, salvo que se apliquen multas y sanciones, en cuyo caso se puede recurrir a los tribunales ordinarios.


Agregó la Subsecretaria, señora Baraona, que el procedimiento que dicha ley establece hace apelable la resolución ante el superior jerárquico, en este caso el Ministro. De su resolución se puede recurrir a la Contraloría General de la República y por esa vía llegar al recurso de protección.

Observó la fiscal de Sernageomin, señora Pérez, que actualmente se aplica este sistema en el control de explotación, no existiendo problemas en su aplicación. Afirmó que, además, la ley N°19.880, se aplica supletoriamente a cualquier norma que no establezca un procedimiento especial, referencia que se hace en el artículo 50 del proyecto de ley.


Preguntó el Honorable Senador señor Orpis qué consecuencias tiene el no cumplimiento del cronograma.


El señor Ministro señaló que hay multas y que puede llegarse al cierre de la faena.


El Honorable Senador señor Prokurica planteó, con el objeto de simplificar el procedimiento, si existe la posibilidad de instaurar una especie de “ventanilla única”, dado que hay muchos trámites que se repiten en la calificación ambiental y en el plan de cierre, a fin de evitar una doble tramitación.


El Ministro señor González manifestó que son muy diferentes, pues el cierre de faenas es un proyecto de ingeniería que tiene que considerar el impacto ambiental, entre otros elementos.


Consultado por los Honorables Senadores miembros de la Comisión acerca de la auditoría y especialmente acerca de la revisión cada cinco años del plan de cierre, el señor Ministro contestó que la empresa presenta un plan de cierre, el cual es posible que se vaya a ejecutar en diez años más, pero que a los cinco años puede tener un cambio, razón por la cual es necesario actualizarlo, sin perjuicio de hacerlo también en cualquier tiempo en que se introduzcan modificaciones significativas, a fin de que el plan no quede desfasado.


Consultó el Honorable Senador señor Orpis porqué al final del proceso, una vez ejecutado el cierre, se le exige a la empresa un aporte al Fondo para fiscalizar el cierre y no se mantiene una pequeña garantía. Agregó que no le agrada la forma en se pagaría la fiscalización. Opinó que deberá financiarse de otra manera.


Señaló el señor Ministro que el concepto es que debe existir la capacidad del Estado de aprobar el plan de cierre efectivo, ya que la empresa no puede quedar amarrada eternamente y por eso se emite un certificado en ese sentido. Si después de diez años aparece un problema deberá asumirlo el Estado.


El Fiscal del Ministerio de Minería, señor Gómez, aclaró que no es propiamente fiscalización, sino seguimiento y control, porque la empresa ya tiene su certificado de cierre.


El Honorable Senador señor Prokurica preguntó a cuánto ascienden los costos de un cierre de faenas, en relación con la inversión que se hizo en ella.


El señor Luis Venegas, asesor de Cochilco, informó que se encargó un estudio a especialistas de la Universidad de Chile, que abarca a toda la minería en Chile y que se enviará a la Comisión, en el que se señala que, si bien los costos difieren, se puede hacer una aproximación en el sentido que en las empresas medianas a grandes, a valores normales presentes, el costo de cierre debería ser del orden del 1% de la inversión. En tanto, en una empresa mediana o pequeña el rango puede ir del 0,7 al 1% de la inversión. Considerando que hay varias rebajas tributarias, estimó que el costo financiero debería ser alrededor del 7% de ese 1%.


El Honorable Senador señor Orpis consultó si una empresa que mantiene un pasivo ambiental puede desarrollar otro proyecto minero.


La Fiscal de Sernageomin, señora Pérez, respondió que la ley determina la forma en que el concesionario cumple con las condiciones de su concesión, cada una es individual.


Acotó el Honorable Senador señor Prokurica que le parece lógico que se les sancione por los compromisos que no cumplen, ya que no sería jurídicamente aceptable que se le castigue en aquellos que sí cumple, pues cada concesión es individual.


El Honorable Senador señor Orpis planteó una duda respecto de las normas transitorias aplicables a los proyectos antiguos, en que el informe ambiental no es obligatorio y queda a criterio de Sernageomin. En su opinión, eso puede generar un conflicto comunicacional con las comunidades cercanas.


El Ministro señalo que en esos proyectos los parámetros ambientales eran distintos y pueden haber pasado muchos años desde el inicio de la faena, por esa razón no es vinculante. Reiteró que, sin embargo, se les exige un plan de cierre con informe de CONAMA, si este informe es contrario se le pueden pedir ajustes al plan, pero queda a criterio de Sernageomin.


Acotó la fiscal de Sernageomin, señora Pérez, que entre los antecedentes que deben presentar todas las empresas mineras para la aprobación del plan de cierre, está la consulta a las comunidades locales, especialmente en temas como seguridad social y laboral.


Por su parte el fiscal de Cochilco, señor Astorquiza, informó que el proyecto de ley se trabajó con la CONAMA, organismo que manifestó su conformidad con el proyecto. Añadió que el cierre de faena a que se refieren los artículos transitorios, dice relación con proyectos sobre los que no ha habido informe de impacto ambiental previo, pero si requieren de una evaluación para poder calcular las garantías que se van a pedir y la eficacia de los cierres. Explicó que es una consulta realizada para tener una base de trabajo y minimizar al máximo los pasivos ambientales.


Hizo presente la señora Subsecretaria que este procedimiento se aplica actualmente, a vía ejemplar, mencionó que en las concesiones geotérmicas, se consulta a CONAMA y su opinión sirve como antecedente no vinculante para otorgarlas.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que este proyecto sin duda está llenando un vacío. Sin embargo en su opinión también debería considerar a la minería no metálica.


En otro orden de ideas, agregó que le preocupa más el cierre de faenas mineras pequeñas que las grandes, puesto que las primeras generalmente están más cerca de lugares poblados, o incluso en medio de ellos, por lo que deberían tener más requisitos.





Sobre el mismo tema, agregó que hay que precaver que se puedan cometer fraudes usando distintas razones sociales, para tratar de utilizar el procedimiento simplificado.





En la siguiente sesión, el señor Ramón Jara, en nombre de la Sociedad Nacional de Minería (Sonami), agradeció la invitación de la Comisión para expresar su opinión sobre el proyecto de ley de cierre de faenas e instalaciones mineras que el Gobierno ha presentado para consideración del Congreso.





Agregó que para Sonami, organismo gremial que agrupa a las pequeñas, medianas y grandes empresas mineras del país, el tema ambiental constituye una parte muy importante de su agenda, dentro de la cual, el cierre de faenas ocupa un lugar destacado en ella.





Afirmó que el sector minero tiene plena conciencia del avance que el país ha conseguido en los últimos veinte años en materia de desarrollo sustentable y del destacado rol que al respecto le ha correspondido a las empresas mineras. Añadió que también tienen presente que existen significativas tareas que aún permanecen pendientes.





Agregó que la industria minera no sólo impulsa un estricto cumplimiento de la legislación vigente, sino que además promueve el desarrollo y la aplicación de las mejores prácticas ambientales.





Manifestó que la presentación del proyecto de ley ha vuelto a colocar en primer plano una iniciativa cuya discusión tiene larga data. Agregó que Sonami tuvo la oportunidad años atrás de participar, invitado por el Ejecutivo, en el análisis y estudio de diversos proyectos de esta naturaleza que nunca se materializaron.





Por eso, lamentó que, en esta ocasión, su gremio no tuviera acceso al proyecto en discusión antes de su envío al Congreso Nacional, y por tanto, no se contó con la posibilidad de haber contribuido, en una etapa temprana, al necesario perfeccionamiento que requiere la iniciativa legal.





Enfatizó que la existencia de una legislación sobre cierre de faenas mineras constituye un esperado avance para Chile, ya que con ella, se coloca en el lugar donde le corresponde estar, es decir, al nivel de los países mineros de primer orden. Al mismo tiempo constituye una valiosa credencial para la incorporación del país a organizaciones internacionales de excelencia como, por ejemplo, la OCDE.




Sin embargo, indicó que la carencia hasta ahora de una legislación específica sobre esta materia, no ha significado que el cierre de faenas haya quedado entregado al libre albedrío de las empresas mineras. En efecto, recordó que desde febrero del año 2004, el decreto supremo N° 132, del Ministerio de Minería, que modificó el Reglamento de Seguridad Minera, estableció la normativa que en la actualidad impone a las empresas mineras la obligación de presentar planes de cierre de faenas. A lo anterior, debe agregarse el requerimiento de un plan de cierre que establece la legislación ambiental, al que debe darse cumplimento al iniciarse la participación en el Sistema de Estudio de Impacto Ambiental (SEIA).





Asimismo, destacó que la mayoría de las empresas de la gran y mediana minería cuentan con planes de cierre elaborados por iniciativa propia, pues así lo requieren las políticas ambientales de sus casas matrices o las exigencias de los respectivos estudios de impacto ambiental de sus proyectos. Por otra parte, informó que a comienzos de febrero pasado todas las empresas debieron entregar su plan de cierre al Sernageomin, al vencer el plazo estipulado para ello en el referido Reglamento de Seguridad Minera.





Agregó que, por tanto, se desprende que no existe la necesidad imperativa de acelerar la discusión del proyecto de ley, ni de incluirlo entre las prioridades legislativas del actual periodo de sesiones del Congreso. Por el contrario, opinó que se otorga la gran oportunidad de trabajar sobre esta iniciativa a fin de contar con un texto legal de excelencia.





Hizo presente que el proyecto en discusión, al limitarse exclusivamente a la minería, resulta altamente inequitativo para su sector, ya que si bien responde a una preocupación por la existencia de pasivos ambientales, éste es un problema que también afecta a otras actividades económicas que generan desechos, muchas veces más peligrosos que los pasivos mineros.





Luego, informó que han constituido un grupo de trabajo con el Consejo Minero, con el objeto de presentar a la Comisión una visión común y consensuada acerca de las principales objeciones que el proyecto les merece. Añadió que las referidas observaciones tienen como objetivo contribuir a la elaboración de una regulación realista en su aplicación; coherente y coordinada con el resto de la normativa ambiental, tanto vigente como en actual trámite en el Congreso, de manera; que permita un cierre expedito de faenas; que contenga un sistema de garantías flexible, fluido y administrado por expertos financieros; que otorgue garantías tributarias razonables, y que sea aplicable a aquellos sectores de la minería que puedan causar un impacto ambiental efectivo.





A continuación, el señor Francisco Costabal, Presidente del Consejo Minero, agradeció la invitación para exponer sus puntos de vista ante la Comisión de Minería del Senado.





Señaló que, si bien existen regulaciones en la actualidad, están de acuerdo y apoyan la idea de legislar sobre el cierre de faenas, con el objeto de perfeccionar la iniciativa y tener una minería más sustentable en lo económico, ambiental y social.





Sin embargo, estimó que estas regulaciones no deben ser exclusivamente para la minería, ya que el tema de los pasivos ambientales es un tema transversal a toda actividad económica, de lo contrario se estaría en presencia de una discriminación hacia el sector minero.





Enfatizó que se busca la simplicidad, efectividad y la certeza jurídica en el marco regulatorio, de forma tal de dar estabilidad al desarrollo de los proyectos mineros que, por definición, tienen un periodo de maduración y ejecución largo.





Expresó que el actual marco regulatorio está conformado por el decreto supremo N° 72, de 1985, del Ministerio de Minería, Reglamento de Seguridad Minera, modificado por el decreto supremo N° 132, del año 2004, en donde se estableció la obligatoriedad de presentar un plan de cierre de faenas que venció el 7 de febrero de 2009, lo cual debió ser presentado a Sernageomin antes de esa fecha.





Añadió que el cierre de faenas también forma parte de Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), razón por la cual la mayoría de las operaciones mineras cuenta con planes de cierre en sus Resoluciones de Calificación Ambiental.





Seguidamente, manifestó que el proyecto en discusión les merece cuatro observaciones: en primer lugar, desvirtúa el SEIA existente, establecido por la ley N° 19.300, y la institucionalidad ambiental en discusión. En su opinión, ello generará más burocracia, ya que requerirá de más permisos para emprender nuevas actividades, pero sin la definición de estándares, que es uno de los grandes defectos de este proyecto de ley, pues se dice quien autoriza pero no bajo qué normas o estándares lo hará o evaluará.





En segundo lugar, señaló que la responsabilidad solidaria de directores, gerentes y de cualquier otra persona que hubiere participado en la administración de la empresa minera no es aceptable por la desproporción respecto de las responsabilidades establecidas en nuestra legislación.




En tercer lugar, se refirió a las garantías. A este respecto señaló que lo importante es que ellas estén constituidas al momento en que se requieran para hacer frente a la concreción del plan de cierre, por lo que no parece necesario requerir de una garantía anticipada, pues implica costos adicionales innecesarios y anticipados en una industria que compite abiertamente en un mercado globalizado, volátil e impredecible. Agregó que, por esta razón, proponen una gradualidad en la constitución de la garantía acorde con el desarrollo y vida del yacimiento.





Enseguida, planteó que es necesario establecer en la ley los motivos por los cuales se puede ejecutar el documento, para no dejar espacios abiertos a interpretaciones. Adicionalmente, indicó que sería conveniente averiguar si el sistema bancario chileno tiene la capacidad de emitir alguno de los instrumentos señalados en el proyecto de ley para una operación, por ejemplo, del tamaño de la gran minería.





Por otra parte, consultó con qué objeto ante una quiebra se deja al pasivo del plan de cierre como un crédito verificado y privilegiado de primera clase, compitiendo con el crédito de los trabajadores, si se exige el 110% de garantía.




Agregó que Sernageomin no tendría la suficiente experiencia financiera para calificar y administrar las garantías.





Por último, en cuarto término, se refirió al tema tributario. Al respecto, observó que es indispensable que los costos de estos planes sean definidos con claridad y amplitud como gastos necesarios para producir la renta, además de ser deducidos de la renta en forma anual durante toda la vida del yacimiento, cuando se generen rentas imponibles positivas y no cuando se esté paralizando.





A continuación, preguntó cuál es la justificación para incrementar el costo del plan de cierre en un 10%, y si este porcentaje tiene algún cálculo que lo sustente.





Resumió las inquietudes expresadas indicando que están de acuerdo con la idea de legislar sobre este tema, no obstante, existir una regulación y planes de cierre presentados. Añadió que debe ser transversal para todas las industrias, no solamente para la minería ya que existen otras que son también muy contaminantes y no se les exige plan de cierre ni garantías.




Finalmente, manifestó que es indispensable fijar estándares o normas sobre la elaboración y los requisitos que deben cumplir los planes de cierre y sobre la causas para la ejecución de las garantías, minimizando los espacios de interpretaciones que no entorpezcan la concreción de un tema importante para la industria minera del país y que genere riesgos adicionales para los inversionistas, de manera que los exponga a disputar fondos de inversión con otros países para concretar más y mejor minería para el país.





A continuación, la abogada señora Paulina Riquelme, asesora del Consejo Minero y de Sonami, efectuó un detenido análisis del proyecto de ley en estudio.





Indicó que valoran la intención que persigue el proyecto de ley. Sin embargo, hizo presente que la regulación de pasivos ambientales requiere ser abordada globalmente, haciéndose necesario el establecimiento de una legislación marco.




Expresó que en la actualidad existe una normativa específica que regula el cierre de faenas mineras contenida en el decreto supremo N° 72, de 1985, conocido como Reglamento de Seguridad Minera.




Agregó que, según lo dispone el artículo 489 de dicho Reglamento, el plan de cierre es el documento en el que se determinan las medidas a ser implementadas durante la vida de la operación, con la finalidad de prevenir, minimizar o controlar los riesgos y efectos negativos que se puedan generar o continúen presentándose con posterioridad al cese de las operaciones de una faena minera, en la vida e integridad de las personas que se desempeñan en ella, y de aquellas que bajo circunstancias específicas y definidas están ligadas a ella y se encuentren en sus instalaciones e infraestructura. Añade el texto que todo proyecto de plan de cierre deberá considerar medidas propias y adecuadas a las características de la faena minera y su entorno, según los requerimientos establecidos en el Título X del citado Reglamento.





Por otra parte, expresó que el inciso final del artículo 23 del Reglamento dispone que si la empresa no da cumplimiento al proyecto de plan de cierre, Sernageomin puede disponer el desarrollo y ejecución del proyecto de plan de cierre a expensas y responsabilidad de la empresa, sin perjuicio de la aplicación de sanciones de acuerdo al Título XIII del Reglamento.





A continuación, se refirió a los principales aspectos regulados. Indicó, en primer lugar, que existen definiciones de carácter sectorial y ambiental.




Agregó que se establece como objetivo principal del cierre de faenas e instalaciones mineras: la prevención, minimización o control de los riesgos o efectos negativos que se generen sobre la salud y seguridad de las personas o del medio ambiente, con ocasión del cese de sus operaciones, o que continúen presentándose con posterioridad a éste y a consecuencia suya.




Asimismo, indicó que instituye un sistema de evaluación ambiental paralelo al SEIA, otorgando competencias ambientales a Sernageomin, mediante la exigencia de un informe técnico-ambiental del plan de cierre que será evaluado por dicha entidad.




También, regula el establecimiento de servidumbres y permisos para ejecución de planes de cierre; exige garantías financieras para asegurar cumplimiento de obligaciones de cierre, las que serán administradas por Sernageomin; crea un fondo para la implementación de medidas de seguimiento y control ambiental post-cierre, y establece responsabilidad solidaria de un conjunto de personas vinculadas a la empresa minera, incluyendo a cualquier persona que hubiere participado en la administración de la empresa, y a los contratistas vinculados con la ejecución de planes, y todo aquél que impida o dificulte la implementación.





A continuación, analizó los aspectos generales del proyecto.





Señaló que el cierre de faenas mineras se encuentra regulado específicamente en el Reglamento de Seguridad Minera del Servicio, y que, adicionalmente, en el marco del SEIA se contempla la evaluación ambiental de las medidas de cierre. Por ello, opinó que el proyecto de ley adiciona una nueva instancia de evaluación, aumentando el riesgo de burocratización.





De esta forma, agregó, el proyecto de ley no resulta congruente con los objetivos de la regulación existente, la ley N° 19.300, ni con los principios que rigen la reforma a la institucionalidad ambiental actualmente en discusión, pues crea un sistema paralelo e inconexo.





Manifestó que el proyecto de ley no establece criterios objetivos ni estándares exigibles para la aprobación de un plan de cierre ni para el otorgamiento de un certificado de cumplimiento íntegro de las medidas de cierre. Añadió que lo anterior involucra un alto grado de falta de certeza jurídica y el peligro de la subjetivización de los estándares, el que quedaría entregado al criterio de la autoridad a cargo en un determinado momento.





Indicó que los efectos de la implementación de los planes de cierre y de las garantías contemplados en el proyecto de ley, podrían resultar muy gravosas para la pequeña y mediana minería, generando grandes dificultades para el cumplimiento de las obligaciones de la forma en que se han redactado en el proyecto.





Explicó que la propuesta del proyecto consiste en un procedimiento simplificado para los pequeños mineros, aquellos que producen menos de 5.000 toneladas métricas, que, en su opinión, ya es una cifra cuestionable, porque se habla de mediana minería a partir de las 15.000 toneladas al mes. Añadió que sobre esa cantidad, 5.000 toneladas, se aplica el denominado procedimiento general. Expresó que, en la actualidad, los pequeños mineros no tienen requerimiento de ingresar al SEIA. En su opinión, debieran excluirse de la regulación propuesta los proyectos inferiores a 5.000 toneladas y someter a los proyectos sobre 5.000 y menor o igual a 10.000 toneladas al procedimiento simplificado.





Acotó el señor Jara que alrededor del 95% de la pequeña minería produce menos de 5.000 toneladas.





La señora Riquelme continuó indicando que, además, la pequeña minería debería contar con asistencia técnica. Añadió que el proyecto modifica conceptos claves de normativa ambiental, tales como: área de influencia, concepto de exploración, prospección, modificación mayor, empresa minera, faena minera, e industria extractiva minera.





Comentó que el área de influencia está definida de forma muy amplia y poco objetiva como “área o espacio geográfico cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera”. Advirtió que el artículo 12, letra f), del reglamento SEIA ya había definido este concepto señalando que el área de influencia se definirá y justificará, en cada caso en particular, para cada elemento afectado del medio ambiente, tomando en consideración los impactos ambientales potenciales relevantes sobre ellos, y estableciendo a continuación una serie de contenidos que determinan su real sentido y alcance.





En cuanto a las exploraciones, indicó que el proyecto de ley no resulta coherente con el reglamento del SEIA el cual no contempla como parte de los proyectos de desarrollo minero a las actividades de exploración, las que, por lo tanto, no deben someterse a evaluación. Es decir, se contemplaría la evaluación ambiental de las actividades de exploración para su fase de cierre en circunstancias que no se ha considerado necesario evaluarlas para fases anteriores de construcción y operación.




Explicó que la exclusión de actividades de exploración del SEIA, se justifica por los limitados impactos ambientales que estas actividades tienen en todas sus fases.




En cuanto a la definición de instalaciones mineras como “las construcciones, equipos, maquinarias y objetos destinados o asociados a la ejecución de labores de una faena minera de la industria extractiva minera”, advirtió que no resulta apropiada, ya que sugeriría un detalle y extensión muy amplio respecto de los planes de cierre. Estimó que la definición debería referirse a las distintas áreas de trabajo que conforman a una faena minera, las que a su vez pueden estar compuestas por una serie de equipos, maquinarias y objetos, que no es necesario definir en detalle.




En lo que dice relación con la responsabilidad solidaria que establece el proyecto, expresó que la redacción de artículo 39º no es clara, pues si la intención es ampliar lo dispuesto en artículo 38º, es decir, establecer responsabilidad personal objetiva de los gerentes, directores y cualquier otra persona que hubiere participado en la administración por el cumplimiento del plan, la norma resultaría discriminatoria respecto a las responsabilidades que tienen los demás directores y gerentes de sociedades no mineras, por las actividades de las empresas que administran.





Agregó que la responsabilidad no es sólo por incumplimiento, sino que también por daño ambiental, creando un sistema distinto y especial de responsabilidad por daño ambiental para este caso, sin una debida justificación.





Indicó que resulta demasiado gravosa y extensiva la solidaridad, ya que existiendo garantías la responsabilidad debería ser subsidiaria. Añadió que la responsabilidad por el hecho ajeno puede resultar injusta si no hubo poder de decisión del individuo (sabiendo o debiendo saber).





En lo que dice relación con las garantías financieras y el mecanismo de cálculo, indicó que las garantías financieras son un instrumento de resguardo que asegura al Estado la disponibilidad de recursos financieros para cubrir, en forma exclusiva, los costos de cierre ante el evento que la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones de cierre contempladas en la presente ley.





Aclaró que las formas de garantía que propone el proyecto son: efectivo; boleta bancaria de garantía; instrumentos financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos entre las letras a) y e) del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, tales como: letras de crédito emitidas por instituciones financieras y avaladas conforme a lo que establezca el reglamento; títulos garantizados por instituciones financieras; depósitos a plazo, bonos, y otros títulos representativos de captaciones, emitidos por instituciones financieras; títulos emitidos por la Tesorería General de la República o por el Banco Central de Chile, y otros títulos emitidos o garantizados por el Estado de Chile, y bonos de empresas públicas o privadas, entre otros.




Sobre lo anterior, señaló que el único mecanismo practicable es la boleta bancaria, puesto que no existe en el mercado una póliza de seguro por cierre de faenas.





Agregó, respecto de las garantías, que las facultades de administración que se otorgan a Sernageomin en dicha materia parecen ir más allá de la competencia y experiencia propias de este organismo.





Asimismo, aclaró que no se establecen los lineamientos básicos en los que se deberán enmarcar las acciones del Servicio respecto de las garantías. En su opinión, estos marcos mínimos deberían establecerse por la ley y no en el reglamento.





También puntualizó que el plazo máximo de 30 días para la constitución de garantías resulta insuficiente para gestionar altos montos de dinero, pues hay muchos bancos en Chile que no podrían extender boletas de garantías por esos recursos.





Hizo presente que la gestión financiera del instrumento de garantía puede resultar engorrosa. Además, comentó que debía considerarse que durante el proceso aprobación del plan de cierre podrían haber modificaciones a éste y, por tanto, adecuaciones a los montos definitivos, lo que hará variar las condiciones previstas por el titular.





En cuanto al mecanismo de cálculo de garantía de cumplimiento, expresó que el sistema escogido por el proyecto no se alinea con prácticas internacionales y financieras aplicables al cierre de faenas mineras. A vía ejemplar, señaló que la legislación peruana contempla el sistema de ciclo de vida útil, además de tener un espectro mucho más amplio en materia de garantías, contemplando también sistemas como warrants, stand-by letter, o garantías reales como prenda o hipotecas.





Agregó que el sistema propuesto en el proyecto incrementa innecesariamente los montos a garantizar, en especial para los nuevos proyectos. Precisó que inmovilizará recursos financieros equivalentes, solicitados como respaldo por la institución financiera, para empresas pequeñas, medianas y algunas grandes dependiendo de su clasificación de riesgo.





Además, cuestionó la gestión de instrumentos financieros a cargo de una autoridad inexperta en estos temas como Sernageomin, considerando que el monto garantizado total alcanzará billones de dólares.





Destacó que en otras legislaciones se permite rebajar del monto las obras de cierre ya efectuadas y las garantías constituidas.




Explicó que, según dispone el proyecto, el monto vigente de la garantía será el que resulte de calcular, en cada año, el valor presente de los costos de cierre total y definitivo de la faena o instalación minera. Para estos efectos se considerará que el cierre se produce desde el último día del mismo mes calendario del año siguiente a aquél en que se hace exigible la constitución de la garantía, y que la implementación de las medidas de cierre se realizará dentro de un plazo máximo de cinco años. La actualización de los costos considerará la tasa de interés de los instrumentos financieros propuestos para la garantía.




Especificó que el monto de la garantía deberá ser ajustado en caso de una modificación mayor de la faena o instalación minera, cambios en los costos de implementación del plan de cierre, u otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Director, según los criterios que se establecerán en el reglamento. Agregó que los costos y gastos necesarios que demanden las medidas de cierre y la cuantía de la garantía deberán ser valorados en su equivalente en unidades de fomento (UF) y se considerará un seguro de cambio, cuando corresponda, cuyo costo será de cargo de la empresa minera.




Luego, en lo que dice relación con la aplicación de estas normas a faenas existentes y en operación, contenidas en las disposiciones transitorias, que exige que las empresas mineras que estén operando con o sin RCA deberán presentar un plan de cierre dentro de un plazo de 3 años, contados desde vigencia de la ley, estimó muy breve dicho período en relación a los estudios y altos costos que implica. En su opinión, sería más razonable un plazo de 5 años.





Indicó que los contenidos ambientales de RCA podrían ser considerados insuficientes por Sernageomin. Precisó que el informe técnico de carácter ambiental y doble evaluación de aspectos ambientales se producen sin el reconocimiento de estándares mínimos a evaluar, al no estar establecidos dichos parámetros en la ley. Añadió que ello significa nuevos requerimientos a las empresas reguladas y evaluaciones sucesivas y con criterios distintos para un mismo proyecto, incluso utilizando conceptos de diferente contenido.





Retomando el tema de las garantías, planteó la necesidad de resolver la problemática de la duplicidad de cauciones. Añadió que en las faenas mineras cuyo cierre se prevé en un plazo mayor a 5 años, sería más adecuado que el monto a garantizar se distribuya a lo largo de la vida útil restante estimada para la faena o instalación minera en cuestión. Agregó que la norma debería permitir internalizar paulatinamente los efectos económicos de la constitución de la garantía a través del tiempo.





En otro orden de materias, acerca del fondo de implementación de medidas de seguimiento y control, se refirió a la responsabilidad del Servicio por la administración de fondos y gestión en la implementación de medidas, y la posibilidad de delegar la función de administración y de implementación de medidas en terceros. Al respecto, cuestionó la justificación de incrementar en un 10% el monto correspondiente al valor actualizado del costo total de las medidas establecidas.





Agregó que el aporte al fondo libera de responsabilidad por la implementación de medidas. Sin embargo, la liberación de responsabilidad debería ser, en su opinión, más amplia.




Indicó también que no se establecen las responsabilidades del Servicio por la administración de los fondos, para verificar que se están usando apropiadamente. Tampoco se establecen las alternativas para administrar dichos fondos, si se destinan a inversión o si se puede delegar su administración en terceros.




En cuanto a los instrumentos financieros, y aspectos tributarios y contables, señaló que resulta necesario estudiar en detalle los aspectos financieros y tributarios relacionados con el plan de cierre. Agregó que es importante también analizar los instrumentos financieros propuestos en el proyecto de ley para dar cumplimiento a la obligación de garantizar los planes de cierre.





Consideró que todas estas materias requieren de un análisis técnico detallado, mediante el cual se pueda tener una visión clara y realista acerca de su significado y de su aplicación, atendidas las características particulares del desarrollo del giro minero. A este respecto, indicó que el sector minero se encuentra dispuesto a colaborar con sus conocimientos y experiencia en la discusión y análisis de estos temas.





Seguidamente, estimó que el proyecto tiene una inadecuada solución para el caso de una quiebra, ya que considera al plan de cierre como un crédito verificado con privilegio primera clase. Añadió que la garantía estará exceptuada del derecho de prenda general y cederá en beneficio de la ejecución del plan de cierre a que accede.





Sobre lo anterior, planteó que el problema radica en que al ser un crédito privilegiado de primera clase pasaría a competir con los créditos de los trabajadores, como indemnizaciones legales y convencionales, remuneraciones, asignaciones familiares, cotizaciones adeudadas, etc.




Finalmente, resumió sus observaciones en cinco conclusiones:





En primer lugar, señaló que las empresas mineras tienen una amplia experiencia en materia de cierre, dado que hoy existe una normativa vigente, el Reglamento de Seguridad Minera, que contempla la obligación de presentar planes de cierre. Además, el cierre es una etapa que se aborda también en el sistema de evaluación de impacto ambiental (SEIA).





Además, también existen algunas regulaciones específicas que contemplan normas relacionadas con la etapa de cierre como el Reglamento de Residuos Peligrosos y el Reglamento para Depósitos de Relaves.




En segundo término, expresó que el sector minero quiere participar en el proceso de elaboración de regulación para aportar su experiencia. Añadió que se deben explorar otras vías que sean concordantes con el perfeccionamiento de la institucionalidad ambiental y con el mecanismo de evaluación ambiental único.




Agregó que, en caso contrario se tendrían que elaborar leyes para el cierre de cada tipo de proceso industrial, con el peligro que implica ambientalmente que queden sectores no regulados.





Como tercer aspecto, indicó que se debe buscar una regulación que asegure tanto la adecuada competitividad de la industria minera nacional como la protección del medio ambiente.





En cuarto lugar, sugirió incorporar incentivos para las actividades de cierre orientadas a la pequeña y mediana minería, así como herramientas de asistencia técnica y financiera.





Por último, manifestó que el proyecto no presenta una solución eficiente para el cierre de una faena o instalación minera.





A continuación, el abogado del Ministerio de Minería, señor Mardones, explicó que el objetivo del 10% sobre el costo de cierre obedece a cumplir los objetivos del mismo, cual es el de rehabilitar el suelo y mitigar los efectos que haya tenido la faena.





Agregó que el 10% del fondo es al final del cierre. Explicó que la garantía en cambio, cubre lo que efectivamente se va realizando a lo largo del proyecto, no es que se cobre al inicio del proyecto el proyecto total, porque no es posible conocer anticipadamente las faenas a realizar.





Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que si existen garantías reales, no tiene sentido establecer también garantías personales, considerando que es el propio regulador quien controla las garantías.





Señaló el señor Mardones que el objetivo es que se hagan las provisiones para asegurar las garantías, por eso se responsabiliza a los gerentes.





A su vez, el Honorable Senador señor Núñez indicó que le parece conveniente que esta materia sea regulada en la ley, para facilitar la seguridad jurídica. Sin embargo, observó que el proyecto le merece algunas dudas.





Manifestó que es difícil vislumbrar el impacto ambiental definitivo en materia minera, cuando recién se empieza a ver la potencialidad de un proyecto.





Por otra parte, opinó que debería existir una ley marco para todas las actividades, no sólo para la minería, porque cada actividad tiene sus particularidades y sus riesgos ambientales.





En cuanto a las garantías, indicó que no pueden significar un aumento de costos, ya que la actividad minera es cara y podría perjudicar especialmente a los pequeños mineros.





Acotó el señor Costabal, Presidente del Consejo Minero, que en la práctica la evaluación ambiental no es tan temprana, porque primero se aprueba ambientalmente un proyecto conceptual, y a medida que se avanza en las distintas etapas se va adaptando y actualizando la aprobación ambiental, en forma permanente.





A continuación, el asesor de Cochilco, señor Luis Venegas, explicó, en relación a la garantía, que no contempla el cierre final, es decir, la garantía no es por el 100% del plan de cierre, lo que se hace es calcular cuál sería el costo del cierre en cada etapa de la faena. Agregó que esto se estima con un método de aproximaciones sucesivas, ya que el sistema es gradual.





Indicó también que el sistema de garantías se ha discutido desde el año 2000 y desde el 2006 se ha expuesto en distintos foros. Agregó que se trató de no incluir garantías de costo variable, como las hipotecas. Precisó que el 10% restante es un cálculo de contingencias.





El Honorable Senador señor Orpis razonó que siguiendo la línea del proyecto, si se llega al 100% y se exime a la empresa de responsabilidad, quién asegura que se van a continuar haciendo los monitoreos.





El señor Costabal replicó al señor Venegas que este proyecto nunca se envió al Consejo Minero.





Puntualizó que en materia minera la inversión inicial es la más cuantiosa, porque se construyen las plantas y se adquieren los equipos para todo el proyecto, lo que en definitiva son los costos más importantes del cierre, lo que ocurre desde el primer día, no importando si la faena dura diez o veinte años.





El señor Mardones indicó que el proyecto contempla una responsabilidad compartida, una vez que se entrega el certificado de cierre a la empresa, la responsabilidad pasa a ser del Estado.





El Honorable Senador señor Orpis cuestionó que sea el Estado quien controla cuando a veces son las empresas públicas las que más contaminan. Advirtió que no existe una garantía de que el Estado cumpla con los monitoreos.





Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez señaló que este proyecto tiene la virtud de establecer las condiciones mínimas para un tema difícil como es el pasivo ambiental minero. No obstante, estimó que hay puntos importantes respecto de los cuales hay opiniones encontradas que deberán revisarse.





En cuanto a las garantías, indicó que le parece conveniente que exista una garantía personal. Asimismo, coincidió en que en el tema ambiental los servicios públicos deben trabajar coordinadamente, pues el Estado, en su opinión, tiene un papel preponderante de administración.





Concluyó expresando que es importante que las empresas privadas tengan reglas claras a cumplir en materia de pasivos ambientales, y que ellas deben ser fijadas por el Estado.





A su vez, el Honorable Senador señor Prokurica estimó que debe existir un momento en que se produzca una suerte de cosa juzgada respecto de la responsabilidad de las empresas, porque las empresas grandes tienen recursos como para mantenerse mucho tiempo en una situación incierta, pero no las pequeñas.





También señaló que es preciso unificar las autorizaciones, con el objeto de que se produzca una debida coordinación entre los distintos organismos públicos, a fin de que exista un pronunciamiento único.





El fiscal del Cochilco, señor Astorquiza, señaló que existen normativas que regulan el cierre, pero no había reglas para el desarrollo del plan de cierre, materia en la cual el reglamento era insuficiente. Además, las garantías requerían fuerza legal.





Agregó que existen compromisos internacionales, como los Tratados de Libre Comercio, y la posibilidad de acceder a la OCDE, que exigen una regulación especial para este sector.





Respecto de las dudas acerca de quien garantiza que se administren bien los fondos de seguimiento, respondió que la premisa del proyecto es que no haya más pasivos mineros, si se cumple con el respectivo plan de cierre. Añadió que ese fondo es precisamente para que la empresa se desligue y se encargue el Estado de cualquier problema sobreviniente, sin perjuicio que subsistan responsabilidades administrativas y ambientales generales.





Observó, finalmente, que los funcionarios públicos tienen responsabilidad administrativa y penal por los fondos que administran.





La señora Riquelme indicó que la idea de la legislación es buena, pero debe ser adecuada e idónea, razón por la cual es preciso evitar la dualidad de la evaluación ambiental, a fin de no generar duplicidad de controles.





El señor Jara, Vicepresidente de Sonami, señaló que es importante contar con una normativa legal que otorgue certeza jurídica sobre una materia tan importante.





Agregó que es preciso tener presente los costos de este negocio tan competitivo como la minería, especialmente los costos del inicio que son altísimos. Por ello, planteó que las garantías deben ser efectivas en su ejecución y que no hagan inviables los proyectos.





Indicó también que la certeza jurídica y el trámite de “ventanilla única” son una antigua aspiración, por cuanto los innumerables permisos son un tema importante en la puesta en marcha de un proyecto y también para evitar darle cabida a los oportunistas.





En la sesión posterior, el Presidente del Colegio de Ingenieros de Minas, señor Luis Sougarret, agradeció la invitación y señaló que la entidad que representa está de acuerdo con la idea de legislar sobre esta materia.





Agregó que, en el ámbito de desarrollo del proyecto de ley, históricamente el sector minero chileno ha apoyado y liderado las iniciativas para llevar a cabo el desarrollo de las temáticas sobre distintos tópicos, tales como la prevención de riesgos y control de pérdidas, la planificación de una minería sustentable, ley del medio ambiente, la responsabilidad social empresarial y la eficiencia energética, entre otros. Añadió que esta nueva iniciativa es un paso que falta para completar la regulación de un proceso minero sustentable.




En lo que respecta a la situación normativa actual, hizo presente que existe la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, que regula el cierre como una fase del proyecto minero, aprobada en el año 1994, y que entró en vigencia en 1997 con su respectivo reglamento.





Además, precisó que hay una normativa especifica que regula el cierre de faenas mineras, el decreto supremo N° 72, de 1985, Reglamento de Seguridad Minera, que regula los aspectos técnicos de seguridad para el cierre, de aplicación desde febrero del año 2004.





Manifestó que si se hace una clasificación de las empresas mineras en grandes, medianas y pequeñas, según un criterio general relacionado con la vida útil del yacimiento y el volumen de la inversión, es posible observar que el cumplimiento de la normativa vigente fue el siguiente: en las empresas grandes se presentaron 27 planes, dentro de un total de 28 empresas, y la que falta está por presentarlo; en las empresas medianas se presentaron 49 planes de un total de 62 empresas, y en las empresas pequeñas se presentaron 99 planes de un universo de 557 empresas. Por lo tanto, observó que el mayor incumplimiento se encuentra en las empresas medianas y pequeñas.




En lo que dice relación con la situación económica del sector, indicó que las empresas grandes están analizando y reestudiando grandes inversiones, con horizontes sobre los 20 a 25 años, gracias a su volumen de reservas. Añadió que, por el contrario, las empresas medianas tienen sus proyectos detenidos, en atención a que están buscando financiamiento y poseen reservas limitadas, lo que se traduce en proyectos con horizontes de 8 a 10 años, en tanto que las empresas pequeñas tienen un horizonte de trabajo corto, dependientes del precio y apoyos estatales.





Señaló que este es el ámbito normativo y económico en que se está discutiendo el proyecto de ley. Explicó que los focos de discusión del proyecto de ley, se concentran, según su parecer, en tres aspectos.





Expresó que el primero es la falta de certeza legal, la cual es producida por la proposición de promulgar la ley sin la existencia del reglamento; la dualidad de atribuciones entre Sernageomin y CONAMA; la aplicación de los artículos transitorios, y la no existencia de estándares únicos para los cierres de faenas.





Advirtió que un segundo aspecto es el impacto económico de la garantía, ya que la clasificación que contempla el proyecto en empresas con producciones mayores o menores a 5.000 toneladas por día, no representa adecuadamente el impacto económico que esta garantía provoca sobre ellas, debido a que el efecto real es en función del costo del plan de cierre y de la vida útil del proyecto.





Agregó que si se utiliza la clasificación de empresas grandes, medianas y pequeñas ya señalada, la garantía tendrá un impacto más coherente con cada tipo de empresa y por ende se podrá construir una forma de constitución de esta garantía focalizado en cada segmento.




Indicó que el último tópico dice relación con el rol y organización del Sernageomin, pues el Servicio está recibiendo nuevas funciones y atribuciones que no puede asumir con su actual organización y presupuesto. Afirmó que se requiere una adecuación de la entidad que permita la aplicación efectiva y oportuna del proyecto de ley en comento.





Añadió que el proyecto de ley debe asegurar que el Sernageomin pueda efectuar las funciones técnicas, económicas y normativas estipuladas.




En conclusión, opinó que el proyecto de ley es necesario y que la estructura general engloba los principales temas para tener un plan de cierre integral, desde los aspectos técnico, económico y legal.





Agregó que los problemas que se señalaron como falta de certeza legal: impacto económico de la garantía, rol y organización del Sernageomin, se pueden resolver focalizando la discusión en grupos de trabajo para cada uno de estos temas.





Sugirió, para el primer aspecto de incertezas legales, realizar un trabajo conjunto entre el Ministerio de Minería, CONAMA, Sernageomin, representantes de las empresas mineras y especialistas técnicos. En lo que dice relación con el impacto económico de la garantía, planteó un trabajo entre el Ministerio de Minería, Sernageomin, representantes de las empresas mineras y representantes técnicos. Finalmente, en lo que dice relación con el rol y organización del Sernageomin, aconsejó reunir al Ministerio de Minería, la propia entidad y representantes técnicos.




Por su parte, el Presidente de la Comisión de Medio Ambiente del Instituto, señor Iván Pérez, afirmó que es necesario perfeccionar algunos puntos.





Expresó que la garantía es uno de ellos, pues en opinión del Instituto debe discutirse teniendo presente el tamaño de la empresa y no la capacidad de producción. Explicó que las empresas más grandes tienen planes de producción a veinte o veinticinco años, por lo que el porcentaje que deben asignar al plan de cierre es pequeño en proporción a la inversión y el plazo. Añadió que a las grandes empresas sus propias casas matrices les obligan a provisionar fondos para el cierre, por lo que el impacto en mucho menor.





Advirtió que el problema se generará en las empresas medianas, porque las pequeñas tienen menos exigencias. Al respecto, precisó que las empresas medianas tienen proyectos a ocho o nueve años, por tanto, les resulta más caro asumir el plan de cierre en un plazo breve, sobre todo con la crisis económica que enfrentan.





Finalmente, indicó que es necesario focalizar la discusión en forma distinta, ya que existen varias fórmulas, a vía ejemplar señaló que puede constituirse paulatinamente y no al inicio, que es el momento en que la inversión es más fuerte.





En la siguiente sesión, el Ministro de Energía, señor Santiago González, recordó la importancia de regular el cierre de faenas mineras, dado que nuestro país no cuenta con una normativa específica sobre la materia.





Agregó que, tal como lo encomendara esta Comisión, se formó un grupo de trabajo entre el Consejo Minero, la SONAMI y el Ministerio para acercar las posiciones.





Indicó que de este trabajo han surgido una serie de consensos con el Consejo Minero y la SONAMI, los que se presentarán en su oportunidad, en la discusión en particular del proyecto.





Informó que los aspectos más importantes de los acuerdos alcanzados son los siguientes:





Señaló, en primer lugar, que el plan de cierre pasa a ser un permiso sectorial dentro de la aprobación ambiental general del proyecto, el cual requiere de la aprobación de Sernageomin en lo pertinente. Reiteró que no es un informe adicional, sino que forma parte integrante del permiso ambiental.





De este modo, agregó, el plan de cierre aborda los aspectos físicos y químicos, quedando lo medioambiental bajo la tutela de la autoridad competente.





Enseguida, señaló que para efectos de la garantía, se clasificó a la minería en tres grupos: desde 5.000 a 10.000 toneladas, es decir a la pequeña minería, no se le exige garantía, pero de todos modos deben elaborar un plan de cierre, sobre la base de un plan básico que definirá Sernageomin. Un segundo grupo, entre 10.000 y 100.000 toneladas, constituido por la mediana minería, y, por último, la gran minería, sobre 100.000 toneladas.





A este respecto, manifestó que se modifica la forma y el monto de la garantía, pues los empresarios mineros decían que la fórmula empleada para la garantía encarecía excesivamente el proyecto, pues representaría un costo adicional, teniendo presente que los primeros años son de grandes inversiones. Al respecto, informó, en primer lugar, que se amplia el plazo para constituir la garantía, de 30 a 60 días.




Seguidamente, explicó que para la determinación del monto, se hizo la siguiente distinción:





Para las faenas con capacidad de extracción superior a 100.000 toneladas métricas, señaló que la garantía se enterará de forma anual y proporcional durante la mitad de la vida útil de la faena, de modo tal que la garantía vigente en cada año corresponderá al valor presente de las medidas futuras del plan de cierre dividido por el número de años restantes para completar el tercio de la vida útil.





Para las faenas con capacidad de extracción entre 10.000 y 100.000 toneladas métricas, informó que la garantía se enterará de la misma forma, pero considerando un período de dos tercios de la vida útil de la faena.





Agregó que cumplida la mitad o el segundo tercio de vida útil, según corresponda, la empresa deberá determinar el costo de un cierre según el estado de la faena a esa fecha, y ajustar la garantía vigente a este costo, y así sucesivamente cada tres años hasta el término de la vida útil de la faena. Añadió que el incremento que requiera la garantía podrá ser enterado en cuotas iguales durante tres años.





En cuanto a la determinación del monto y tipo de la garantía, manifestó que el monto de ella deberá ser ajustado en caso de una modificación mayor de la faena o instalación minera, cambios en los costos de implementación del plan de cierre, u otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Director de Sernageomin.





Enfatizó que el cálculo se hace al valor presente lo que disminuye el monto de la garantía.





A continuación, el Honorable Senador señor Prokurica consultó qué ocurre si hay una ampliación de faena.





El Ministro, señor González, respondió que en ese caso deberá presentarse un nuevo plan de cierre y se modifica la garantía, la que debería bajar, porque se divide en más años.





Agregó el señor Ministro que en el cobro de la garantía, Sernageomin deberá ceñirse a lo dispuesto en la Ley de Procedimientos Administrativos.





Seguidamente, destacó que se eliminarían las responsabilidades civiles y penales de los ejecutivos y socios de las empresas mineras, en su patrimonio personal, y se indica que son responsables los representantes legales que, sabiendo o debiendo saber, no cumplieren la obligación de ejecutar el plan de cierre, quedando sujetos a las sanciones previstas en la ley, específicamente multas.





En lo que dice relación con las empresas que ya están operando, señaló que se respetarán los planes de cierre ya aprobados por el Servicio, presentados hasta febrero de 2009.





En lo tocante a la valoración, manifestó que ésta deberá efectuarse por las empresas sobre la base de los criterios fijados al efecto por el Servicio, y atendida la misma, deberá procederse a constituir la garantía, de ser ello correspondiente, en la forma establecida en las normas permanentes.





El Honorable Senador señor Orpis señaló que, en la práctica, no habrá forma de obligar a la pequeña minería a cumplir con sus pasivos ambientales. En su opinión, se debe considerar algún sistema que las obligue a cumplir, por ejemplo, usar el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, FOGAPE, para tal efecto.





El Ministro señor González aclaró que los pequeños mineros tiene las mismas obligaciones respecto del cierre de faenas que la mediana o gran minería, la única diferencia es que se les exime de constituir garantía, pero si no cumple se les aplicarán las multas correspondientes. Además, recordó que la producción de la pequeña minería se vende casi exclusivamente a ENAMI, por lo que si no cumple con sus obligaciones queda prácticamente fuera del sistema.





Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez señaló que la pequeña minería, mirada en su conjunto, ha generado un enorme pasivo ambiental, del cual tendrá que hacerse cargo el Estado en algún momento. Advirtió que son problemas de larga data, respecto de los cuales ENAMI no tiene posibilidades reales de hacer cumplir.




Al respecto, el Honorable Senador señor Prokurica acotó que entiende que llegará un proyecto de ley sobre pasivos ambientales.





Sobre este punto, el señor Ministro corroboró la información y agregó que el proyecto en estudio, que es muy técnico y que moderniza la legislación minera, es para precaver que no se generen nuevos pasivos ambientales. Añadió que una vez que esté en funcionamiento, se solucionarán los casos ya existentes.





Durante la votación general del proyecto el Honorable Senador señor Núñez reiteró la importancia de aprobar esta ley, pues existe un gran pasivo ambiental. Añadió que solo conocía un proyecto minero, denominado “El Hueso”, que habría efectuado obras para cerrar la mina cuidando el entorno.


Puesto en votación el proyecto, fue aprobado en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel y Núñez.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía, os recomienda aprobar en general el siguiente:
PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES





Artículo 1.- Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas e instalaciones mineras de la industria extractiva minera, se regirá por esta ley, sin perjuicio de lo que otras normas legales establezcan sobre la materia.





Artículo 2.- Objetivo. El objetivo principal del cierre de faenas e instalaciones mineras es la prevención, minimización o control de los riesgos o efectos negativos que se generen sobre la salud y seguridad de las personas o del medio ambiente, con ocasión del cese de sus operaciones, o que continúen presentándose con posterioridad a éste y a consecuencia suya.





Artículo 3.- Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:





a) Abandono: el acto por el cual la empresa minera hace dejación del sitio donde se emplaza una faena o instalación minera, sin cumplir con las obligaciones que le impone la presente ley y su reglamento;





b) Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera;





c) Cierre parcial de faena o cierre de una o más instalaciones: la etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación que forma parte de una faena minera, cuya implementación completa se acredita con el documento otorgado por el Servicio, que certifica que tales actividades se han realizado de acuerdo con el marco jurídico vigente;





d) Cierre Total: la etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de las actividades contempladas en el plan de cierre de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, y cuyo término se acredita con el documento otorgado por el Servicio, que certifica que tales actividades se han realizado de acuerdo con el respectivo plan de cierre y dentro del marco jurídico vigente;





e) Director: el Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;





f) Empresa Minera: la persona natural o jurídica responsable de la faena o instalación minera que, por cuenta propia o en representación de otra mediante contrato oneroso, ejecuta o entrega la ejecución de las actividades asociadas a la industria extractiva minera respecto de una concesión minera determinada, así como también lo es aquella a quién se le entrega dicha ejecución en el carácter que el correspondiente contrato lo señale. La Empresa Minera que ejecute trabajos a través de terceros, pasará a llamarse “Empresa Minera Principal”, y la otra “Empresa Minera Contratista”;





g) Exploración: el conjunto de acciones y trabajos que permiten identificar, mediante la aplicación de una o más técnicas de reconocimientos geológicos, zonas de características favorables para la presencia de acumulaciones de minerales y yacimientos;





h) Faena minera: todas las labores que se realizan, desde las etapas de construcción del conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, muelles de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura necesaria para asegurar el funcionamiento de la Industria Extractiva Minera.





No se considerarán faenas mineras, las refinerías de petróleo, las industrias metalúrgicas no extractivas, las fábricas de vidrio, cemento, ladrillos, cerámica o similares, como también, las que expresamente señala el Código de Minería, vale decir, las arcillas superficiales y las arenas, rocas y demás materiales aplicables directamente a la construcción; tampoco se consideran faenas mineras las salinas artificiales formadas en las riberas del mar, lagunas o lagos;




i) Garantía: el instrumento de resguardo que asegura al Estado en todo momento, la disponibilidad de recursos financieros para cubrir, en forma exclusiva, los costos de las acciones, medidas y obras de cierre, ante el evento que la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones de cierre contempladas en la presente ley;




j) Industria Extractiva Minera: todas las actividades correspondientes a:





1. Exploración y prospección de yacimientos y labores relacionados con el desarrollo de proyectos mineros;





2. Construcción de proyectos mineros;





3. Explotación, extracción y transporte de minerales, estériles, productos y subproductos dentro del área industrial minera;





4. Actividades de concentración de minerales (físico–químicos, magnéticos, gravimétricos, entre otros) y de transformación pirometalúrgicos, hidrometalúrgicos y refinación de sustancias minerales y de sus productos;





5. Disposición de estériles, desechos y residuos y la construcción y operación de obras civiles destinadas a estos fines;





6. Actividades de embarque en tierra de sustancias minerales o sus productos;





7. Exploración, prospección y explotación de depósitos naturales de sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos y de fertilizantes;





k) Información de utilidad pública: los antecedentes históricos generados durante la vida útil de una faena o instalación minera cuyas operaciones han cesado conforme a un plan de cierre, los cuales deberán ser custodiados en razón de ser de interés nacional, y que serán calificados por el Servicio previamente;





l) Instalación minera: las construcciones, equipos, maquinarias y objetos destinados o asociados a la ejecución de las labores de una faena minera de la industria extractiva minera;





m) Modificación mayor: los cambios importantes de los ritmos de explotación, de tecnología y diseño en los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados y nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, como también, adelantos tecnológicos, que impliquen más que una simple ampliación de tratamiento para copar las capacidades de Proyecto de sus instalaciones;





n) Nivel de prefactibilidad: la etapa de un proyecto de inversión que tiene por objetivo mejorar la calidad de la información que se dispone, lo cual conlleva efectuar un análisis técnico-económico cuyo objetivo es evaluar, con un mayor nivel de precisión, las diversas alternativas presentadas en el diseño del perfil del proyecto, para lo cual se requiere de un aumento de la inversión, como asimismo, de una disponibilidad de tiempo que permita llevar a cabo los estudios en terreno y de investigación;




o) Operación minera: las fases de exploración, prospección, construcción, desarrollo, producción y cierre de faenas mineras;





p) Paralización temporal: el cese transitorio de la operación de una faena o instalación minera. Podrá ser total o parcial, según afecte a instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;





q) Plan de Cierre: el documento que especifica el conjunto de medidas técnicas que la empresa minera adoptará con el fin de cumplir con los objetivos de la normativa que regula el cierre de faenas o instalaciones mineras, para lo cual considera una programación global y de detalle, tendiente a lograr el cierre de sus instalaciones en forma ordenada, eficiente, progresiva y oportuna, dentro del marco jurídico vigente;





r) Prevención de riesgos o efectos ambientales: la actividad que tiene por objetivo evitar que se produzcan riesgos o efectos ambientales negativos derivados del cese de las operaciones de una faena o de sus instalaciones mineras, sobre la salud y seguridad de las personas y el medio ambiente;





s) Prospección: el trabajo geológico minero conducente a examinar o evaluar el potencial de recursos mineros detectados en una exploración;




t) Riesgo: la probabilidad de ocurrencia de eventos que afectarían negativamente la salud y seguridad de las personas o el medioambiente;





u) Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería;





v) Titular o Propietario: la persona natural o jurídica a cuyo nombre se encuentra inscrita la concesión minera en el Registro de Descubrimiento o de Propiedad del Conservador de Minas respectivo, según corresponda. El titular o propietario no perderá su calidad de tal, ni pasará a ser considerado como empresa minera por el hecho de traspasar la faena minera o parte de ella a terceros, a título gratuito, que no sea traslaticio de dominio.





Artículo 4.- Proyecto de Plan de Cierre. Toda empresa minera deberá someter a la aprobación del Servicio un proyecto de plan de cierre de las faenas o instalaciones mineras de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento.





La aprobación otorgada por el Servicio al proyecto de plan de cierre constituirá un permiso sectorial. La empresa minera no podrá iniciar las actividades comprendidas dentro de los proyectos de explotación de faenas o instalaciones mineras sin contar, previamente, con este permiso sectorial.

TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE





Artículo 5.- Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar los aspectos técnicos y financieros de los proyectos de planes de cierre de faenas e instalaciones mineras y sus modificaciones, como, asimismo, de velar por el cumplimiento de las obligaciones contraídas por la empresa minera dentro del marco de los planes de cierre aprobados.





Para estos efectos, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:





a) Aprobar los aspectos técnicos y financieros de los planes de cierre de faenas e instalaciones mineras y sus modificaciones, presentados por las empresas mineras;





b) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las obras y acciones comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre respectivo;





c) Disponer o evaluar modificaciones a planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimente el proyecto, en los términos del procedimiento establecido en el reglamento;




d) Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título XI de esta ley;





e) Verificar la concordancia entre la propuesta de medidas del plan de cierre y la estimación de costos asociada;





f) Verificar la suficiencia de la garantía financiera y su aplicabilidad en relación a cierres parciales de faenas o instalaciones de faenas mineras, durante la vida útil del proyecto en su conjunto;





g) Llevar a cabo todas las acciones necesarias para aplicar la garantía otorgada, a la correcta ejecución del plan de cierre, en caso de incumplimiento, total o parcial, de la empresa minera;





h) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre fueren mal ejecutadas o su ejecución fuere incompleta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique a la correcta y completa ejecución del plan de cierre;




i) Preparar guías metodológicas o estándares técnicos para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados; 





j) Calificar las competencias específicas de las empresas de auditoría externa de planes de cierre y garantías para los efectos de verificar e informar sobre el cumplimiento de los mismos y sus garantías, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;





k) Clausurar faenas o instalaciones mineras, pudiendo al efecto proceder a la aposición de sellos.





Artículo 6.- Coordinación con otros órganos. El Servicio podrá pedir a los otros órganos de la Administración del Estado la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones, los cuales no podrán denegar la entrega de los antecedentes requeridos.





En el caso de la fiscalización del cumplimiento de los requisitos de los instrumentos financieros señalados en el artículo 58 de esta ley, el Servicio mantendrá una continua coordinación con los órganos de la Administración del Estado en esta materia.

TITULO III

DEL PLAN DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales





Artículo 7.- Plan de Cierre. Elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá tener un plan de cierre de sus faenas o instalaciones mineras, el que tendrá que ser elaborado de conformidad con la resolución de calificación ambiental que califique favorablemente el proyecto minero, cuando corresponda, y que contendrá las medidas y condiciones establecidas en ella para lograr el cierre de sus instalaciones y faenas en forma ordenada, eficiente y oportuna y con estricto cumplimiento de la normativa vigente.




El plan de cierre contemplará objetivos propios y adecuados a las características de la faena o instalación minera y su entorno.





Los requisitos formales para el otorgamiento de este permiso sectorial, como, asimismo, los contenidos técnicos y económicos que deberá abordar el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y en el reglamento.
Párrafo 2°

Obligatoriedad del Plan de Cierre





Artículo 8.- Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar todas las medidas contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado y de la manera y condiciones previstas en el mismo.

TÍTULO IV

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Oportunidad de la aprobación





Artículo 9.- Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de las operaciones de la faena o instalación minera. El Servicio deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que sea acogido a tramitación.




Artículo 10.- Tipos de procedimientos de aprobación. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones Mineras, para su aprobación por el Servicio, deberán ser sometidos a los procedimientos de aplicación general o simplificado que se describen en el párrafo 2° del presente Título, según se trate de faenas o instalaciones cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a cinco mil toneladas mensuales o igual o inferior a dicha cantidad, respectivamente.





Artículo 11.- Extensión del plan de cierre.  Las empresas mineras deberán presentar su proyecto de plan de cierre de faenas o instalaciones mineras, ya sea de la totalidad de las obras contempladas en la faena minera o de una parte de ella, en las oportunidades que correspondan de acuerdo a la presente ley.

Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del Plan de Cierre

§1. Del procedimiento de aplicación general





Artículo 12.- Ámbito de aplicación. Tratándose de faenas o instalaciones de la industria extractiva minera cuyo fin es la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral es superior a cinco mil toneladas mensuales, la empresa minera deberá presentar un proyecto de plan de cierre o de su modificación mayor, de acuerdo con el procedimiento de aplicación general que se establece en esta ley y en el reglamento.




Artículo 13.- Contenido del plan de cierre. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones mineras sometidos al procedimiento de aplicación general contendrán, a lo menos, los siguientes antecedentes y documentos:





a) Identificación de la empresa minera y de sus representantes legales, así como una descripción de la respectiva faena y sus instalaciones, de acuerdo a la programación de la operación minera, acompañando la resolución de calificación ambiental correspondiente, cuando proceda;





b) Un informe técnico, a nivel de prefactibilidad, de proyección de la situación en que se encontrará la faena o instalación al término de su actividad productiva, cuyo contenido establecerá el reglamento;





c) Un informe técnico-ambiental, a nivel de prefactibilidad, que contenga la descripción del área de influencia de la faena o instalación, y que proyecte los efectos ambientales acumulativos mediante una metodología que permita prever la situación al término de su actividad productiva, según lo establecido en el reglamento. Dicho informe deberá elaborarse en base a la correspondiente resolución de calificación ambiental, y no constituye calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente.




El reglamento establecerá los contenidos mínimos ambientales que deben contener los planes de cierre.





d) Un informe técnico-económico, a nivel de prefactibilidad, con la descripción pormenorizada de las medidas de cierre que se proponen, las que deberán ajustarse a los objetivos de esta ley y a las características de la faena minera y su entorno y de acuerdo con lo establecido en el reglamento; 





e) Un programa de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos durante la etapa posterior a la implementación de las obras de cierre correspondientes, el que deberá ajustarse a la respectiva resolución de calificación ambiental;





f) Indicación de la información técnica que pueda ser considerada de utilidad pública, tales como información sobre infraestructura, monumentos nacionales según la definición de la ley N°17.288, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los pertenecientes al patrimonio cultural.





g) Un programa de difusión a la comunidad sobre la implementación del plan de cierre de la faena minera;





h) Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto y el cronograma de ejecución de las medidas de cierre propuestas;





i) El monto de la garantía, el período de cobertura y el o los instrumentos que se utilizarán, y




j) Cualquier otro documento a que se haya hecho referencia en el proyecto de plan de cierre y que sirviera de base para su elaboración.





Artículo 14.- Presentación y admisibilidad del plan de cierre. Para obtener la aprobación respectiva, la empresa minera deberá presentar el proyecto de plan de cierre al Servicio, el cual deberá verificar si contiene todos los antecedentes y documentos señalados en el artículo anterior. Dentro del plazo de cinco días, contado desde la fecha de su ingreso en la oficina de partes, el Servicio deberá pronunciarse respecto de su admisibilidad a tramitación.




Artículo 15.- Aprobación, rechazo, aclaraciones o modificaciones al Plan de Cierre. Corresponderá al Servicio dictar una resolución fundada, aprobando o rechazando el proyecto de plan de cierre presentado por la empresa Minera. Podrá también requerir aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al plan de cierre, en cuyo caso la resolución señalará el término dentro del cual deberán ser efectuadas.




Artículo 16.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los proyectos de planes de cierre de faenas mineras presentados por las Empresas Mineras teniendo en consideración lo establecido en esta ley y su reglamento y en la Resolución de la Comisión Nacional o Regional del Medio Ambiente respectiva, según corresponda, que aprueba el proyecto minero desde la perspectiva ambiental, cuando proceda.

§2. Del procedimiento simplificado





Artículo 17.- Ámbito de aplicación. Tratándose de faenas o instalaciones de la industria extractiva minera cuyo fin es la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral es igual o inferior a cinco mil toneladas mensuales, la empresa minera deberá presentar un proyecto de plan de cierre o de su modificación mayor, de acuerdo con el procedimiento simplificado que se establecerá en el reglamento.




Para estos efectos, le corresponderá al Servicio preparar guías metodológicas o estándares técnicos que servirán para la elaboración de los proyectos de planes de cierre sometidos a este procedimiento, conforme a lo establecido en el reglamento.





Artículo 18.- Contenido del plan de cierre. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones mineras que se sometan al procedimiento simplificado, se elaborarán conforme a las instrucciones contenidas en las guías metodológicas que preparará el Servicio. Con todo, dichos proyectos de planes de cierre contendrán, a lo menos, los siguientes antecedentes y documentos:





a) Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalación como, asimismo, de sus representantes legales, y;





b) Un listado de las medidas de cierre de las faenas o instalaciones mineras. 

TÍTULO V

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE





Artículo 19.- Periodicidad y finalidad de las auditorías. Cada cinco años, la empresa minera que esté sometida al procedimiento de aplicación general deberá hacer revisar, a su cargo, su plan de cierre, por una empresa que se encuentre inscrita en el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.





Esta auditoria tendrá por finalidad verificar e informar al Servicio sobre el cumplimiento del Plan de Cierre y su garantía.




El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.





Artículo 20.- De las empresas de auditoría externa, del Registro Público de Empresas de Auditoría Externa y de la independencia de juicio de aquéllas. Podrán prestar sus servicios las empresas de auditoría que se encuentren inscritas en el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa que llevará el Servicio, las que quedarán sometidas a su fiscalización en cuanto a los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento para estar inscritas en el mencionado Registro. 




El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a las empresas que acrediten que cumplen con los requisitos exigidos en esta ley y su reglamento.




En ningún caso podrán prestar servicios de auditoría quienes carezcan de independencia de juicio en relación con la empresa minera auditada. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:




a) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la empresa minera auditada o a cualquier otra entidad de su grupo empresarial, en su caso;




b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales de la empresa minera auditada o de cualquier otra entidad de su grupo empresarial, en su caso;




c) Las que tengan una relación de negocios significativa con la empresa minera auditada o con las entidades del grupo empresarial de que forma parte, en su caso, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la ley.




Artículo 21.- Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos:




a) El procedimiento de control y análisis de las auditorías de Planes de Cierre;




b) Su política de confidencialidad interna;




c) El manejo de información privilegiada, y




d) La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.

TÍTULO VI

IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES
Párrafo 1°

Implementación del Plan de Cierre





Artículo 22.- Del cumplimiento del Plan de Cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser cumplido de manera íntegra, eficiente, efectiva y oportuna por la empresa minera o, en su caso, por un tercero contratado para que lo ejecute por cuenta de ella.





Artículo 23.- Información exigida por el Servicio. Deber de reserva. Los fiscalizadores del Servicio, siempre y en todo lugar, tendrán amplias facultades para solicitar la información necesaria para el desempeño de sus funciones y las empresas mineras estarán obligadas a proporcionársela de forma veraz, completa y oportuna.




Los funcionarios o personas que a cualquier otro título presten servicios en el Servicio estarán obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de que tomen conocimiento con ocasión de la revisión de los planes de cierre de las empresas mineras sujetas a las obligaciones que establece esta ley, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos o que los mismos sean requeridos por una autoridad pública con atribuciones legales para ello. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones





Artículo 24.- Paralización. Duración y deberes durante la misma. Si la empresa minera debe paralizar temporalmente sus faenas o instalaciones mineras, deberá informarlo al Servicio, indicando los motivos y el plazo estimado que durará este cese. Conjuntamente presentará un proyecto que contenga un plan de medidas que implementará durante el período que dure la paralización.




Dicho plazo podrá ampliarse, en cuyo caso la empresa minera deberá informarlo al Servicio señalando las circunstancias que así lo ameriten.





La empresa minera mantendrá vigente la garantía durante todo el tiempo que dure la paralización temporal.




Cumplido el plazo sin que la empresa minera hubiere solicitado prórrogas, la paralización temporal se transformará, de pleno derecho, en cese de las operaciones, debiendo implementar, dentro del plazo señalado en el respectivo plan de cierre, todas las medidas comprometidas en el mismo documento.





Artículo 25.- Sanción en caso de abandono encubierto. Los representantes, directores y gerentes de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de las faenas o instalaciones mineras, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

TÍTULO VII

DE LAS SERVIDUMBRES Y PERMISOS





Artículo 26.- De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Todos los predios superficiales y las áreas cubiertas por concesiones mineras estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución de todas las medidas previstas en un plan de cierre, hasta su total cumplimiento. Cuando se complete la ejecución total del respectivo plan de cierre, cesará el ejercicio del gravamen.





Artículo 27.- Indemnización por daño. Quien ejecuta el plan de cierre haciendo uso de esta facultad, deberá indemnizar al propietario del terreno superficial o al concesionario minero titular de la concesión que soporta el gravamen, por el daño que cause con ocasión de los trabajos que ejecute.





Artículo 28.- Afectación de la servidumbre al plan de cierre. No podrá ejercerse la facultad de afectar un predio superficial o una concesión minera con un fin diverso al de ejecutar un plan de cierre.





Artículo 29.- Constitución y régimen de la servidumbre. La constitución de la servidumbre, su ejercicio y las indemnizaciones correspondientes se regirán por lo dispuesto en el artículo 123 del Código de Minería.





Artículo 30.- Constitución judicial de la servidumbre. Tratándose de la constitución judicial de la servidumbre, se requerirá que el solicitante acredite ser titular de un plan de cierre aprobado y vigente, y justifique, con los planos y otros antecedentes técnicos que resulten pertinentes, la necesidad y utilidad de la imposición del gravamen y su ejercicio.





Artículo 31.- Permisos necesarios respecto de predios superficiales. Respecto de los terrenos superficiales se observarán las siguientes reglas:





a) Respecto de terrenos abiertos e incultos, quienquiera que sea su dueño, no se requerirá permiso alguno para entrar en ellos con el fin de ejecutar completamente las medidas contempladas en un plan de cierre aprobado. En caso de obstáculo al ejercicio de esta facultad, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.





b) Tratándose de casas y sus dependencias o de terrenos plantados de vides o arboladas, será posible entrar en ellos con el fin de ejecutar las medidas contempladas en un Plan de Cierre aprobado, cuando se cuente con el permiso escrito del dueño. En caso de negativa al otorgamiento del permiso, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.





c) Respecto de terrenos cerrados o abiertos, cultivados y bosques, será necesario contar con el permiso escrito del dueño, poseedor o tenedor. Cuando el dueño sea el Estado o la Municipalidad, el permiso deberá solicitarse del Gobernador o Alcalde que corresponda. En caso de negativa al otorgamiento del permiso, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.





Para los efectos de este artículo será juez competente aquél en cuya jurisdicción se encuentre ubicado el predio superficial o el punto medio o punto de interés de la concesión respectiva. El procedimiento a aplicar será el sumarísimo previsto y regulado en el artículo 235 del Código de Minería.





Sin perjuicio de lo anterior, en los casos en que se haya otorgado cualquiera de los permisos a que aluden los incisos segundo y siguientes del artículo 15 del Código de Minería, los mismos se entenderán otorgados también para la realización de todas las medidas previstas en un Plan de Cierre, hasta su total cumplimiento, sin que sea necesario requerirlos nuevamente.





Artículo 32.- Permisos necesarios respecto de concesionarios mineros. Cuando se trate de ejercer esta facultad dentro de los límites de una concesión u otra faena minera ajena, el solicitante deberá contar con el permiso del titular de la concesión u otra faena minera, el cual podrá ser suplido mediante autorización judicial, para cuyo otorgamiento han de seguirse las reglas del artículo 235 del Código de Minería.
TÍTULO VIII

DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE





Artículo 33.- Informe final de auditoría. Implementada la totalidad de las acciones comprometidas en el plan de cierre, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio, así como demás antecedentes, de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.




El informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo pronunciarse dentro del plazo de sesenta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.





Artículo 34.- Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Cumplidas las obligaciones legales y reglamentarias, el Servicio deberá emitir un certificado que acredite el cumplimiento del plan de cierre de la faena o instalación minera, de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.





Artículo 35.- Tipos de certificado de cumplimiento. Existirán dos tipos de certificados de cumplimiento:





a) Certificado de cierre de instalación, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de la instalación o grupo de instalaciones de que se trata.





b) Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera en su totalidad, y se haya dado cumplimiento a lo establecido en el artículo 62 de la presente ley.





Artículo 36.- Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre de la instalación permitirá solicitar la modificación del tipo o reducción del monto de la garantía financiera y la devolución de excedentes financieros.





La emisión del certificado final marcará el fin de la obligación de mantener una garantía financiera vigente, y dará derecho a requerir la devolución de la misma, del saldo de la misma o de los excedentes que existieren.





Artículo 37.- Efectos de los certificados. Los certificados de cumplimiento acreditarán el cumplimiento total y oportuno de los deberes y obligaciones de la empresa minera impuestos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.

TÍTULO IX

RESPONSABILIDAD





Artículo 38.- Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es la responsable del cumplimiento del plan de cierre. Sin perjuicio de lo anterior, la empresa minera podrá contratar a un tercero para que ejecute, por cuenta de ella, la totalidad o cualquiera de las obligaciones que nacen del mismo.





Artículo 39.- Responsabilidad solidaria. Será solidariamente responsable con los directores, gerentes y cualquier otra persona que hubiere participado en la administración de la empresa minera, el que, sin estar autorizado por el Servicio, actúa, se califica o aparece como empresa minera, contratista, ejecutora o responsable de la ejecución de un plan de cierre.





Todo aquél que, por sus actos u omisiones, impida o dificulte la implementación o ejecución de un plan de cierre aprobado, será solidariamente responsable con el director, gerente o administrador de la empresa minera por el incumplimiento, las consecuencias del mismo y por los daños ambientales que de ello se deriven.





Artículo 40.- Quiebra de la Empresa Minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Director o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El plan de cierre será considerado un crédito verificado y privilegiado de primera clase para estos efectos y la garantía estará exceptuada del derecho de prenda general y cederá en beneficio de la ejecución del plan de cierre a que accede.





Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de Acreedores.





En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO X

FISCALIZACIÓN





Artículo 41.- Fiscalización. Le corresponderá al Servicio fiscalizar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado, y en especial aquellos que deban velar por el correcto cumplimiento de las medidas y condiciones establecidas en la resolución de calificación ambiental.




Artículo 42.- Facultades fiscalizadoras. Los funcionarios del Servicio que ejerzan actividades de fiscalización tendrán amplias facultades para:





a) Ingresar a cualquier lugar, faena, instalación o establecimiento conectados o asociados con cualquier faena o instalación minera que no sea utilizada como vivienda o morada;





b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de cualquier riesgo o efecto negativo, existente o potencial, sobre el área de influencia definida en la línea de base del plan de cierre. Los inspectores podrán ser acompañados y asistidos por una o más personas que tengan un especial conocimiento profesional o un experto sobre cualquier materia relevante para una inspección, examen, indagación o prueba;





c) Requerir la producción de cualquier dibujo, especificaciones, licencia, documento, registro o informe;





d) Retener cualquier dibujo, especificaciones, licencia, documento, registro o informe producido en respuesta a su requerimiento;





e) Inspeccionar cualquier obra relativa a la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sea necesaria para completar un informe al Director, y




f) Indagar o hacer preguntas a cualquier persona, oralmente o por escrito.




Ninguna persona podrá obstaculizar u obstruir el ejercicio de estas facultades por parte de un fiscalizador o inspector en ejercicio legal de sus deberes, o suministrar información falsa o negarse a proporcionar la información que sea requerida.





Artículo 43.- Auxilio de la fuerza pública. El Director podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.




Artículo 44.- Ministros de fe. Los funcionarios del Servicio habilitados como fiscalizadores tendrán el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realicen en el ejercicio de las funciones que le confiere el artículo 42.




Artículo 45.- Modificación del plan de cierre como resultado de una fiscalización. El Director podrá ordenar modificaciones a las medidas contempladas en los planes de cierre como resultado de las observaciones de un fiscalizador, las que deberán ser fundamentadas en el respectivo informe de fiscalización o inspección. Asimismo, tales modificaciones podrán ordenarse atendido el informe de auditoría preparado de conformidad con lo establecido en el Título V de esta ley.

TÍTULO XI

INFRACCIONES Y SANCIONES





Artículo 46.- Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente de las infracciones a la presente ley y su reglamento.




Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento de la justicia ordinaria.




Artículo 47.- Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y a su reglamento:





a) Abandonar una faena o instalación minera;





b) No presentar el plan de cierre dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, estando obligado por ley a hacerlo;





c) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las obligaciones, acciones y medidas establecidas por el plan de cierre;





d) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las órdenes o instrucciones emanadas de la autoridad o sus delegados;





e) Oponerse, resistir o dificultar un acto de fiscalización;





f) No entregar la información requerida, o entregar información incompleta o falsa, o presentar un balance adulterado o desfigurar datos o antecedentes en los balances, libros, estados, cuentas, correspondencia u otro documento cualquiera, u ocultar o destruir estos elementos, con el fin de dificultar, desviar o eludir la fiscalización;





g) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de constituir y mantener vigente una garantía;





h) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de actualizar el plan de cierre e informar a la autoridad cuando la ley lo dispone, e




i) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de auditar su plan de cierre, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20.




Artículo 48.- Sanciones. Sin perjuicio de otras sanciones civiles, penales y administrativas a que haya lugar, a los infractores de esta ley y su reglamento se les podrá imponer las siguientes medidas:




a) Multas diarias de hasta 10 UTM, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 UTM;





b) Interés máximo convencional vigente sobre el monto que corresponda garantizar, día por día, con un máximo de un mes;





c) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones;





d) Clausura definitiva de faenas e instalaciones;




e) Aplicación parcial o total de la garantía, y




f)
Obligación de reconstituir, de manera inmediata, la garantía cuando corresponda.





Las sanciones a que aluden las letras a) y b) podrán imponerse de manera conjunta entre sí o en concurso con las señaladas en las letras c) a f).





Artículo 49.- Imposición de multas, reclamo y prescripción de las mismas. Las multas que esta ley establece y que corresponda aplicar al Servicio serán impuestas administrativamente por el Director. Éstas deberán ser pagadas por el infractor dentro del plazo de diez días contado desde que se notifique la resolución respectiva.




De la resolución que se dicte podrá reclamarse ante el juzgado de letras competente correspondiente al domicilio del Director. El reclamo deberá formularse dentro del plazo de diez días contado desde la notificación de la resolución que se recurre, previa consignación de la tercera parte de la multa impuesta.





El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.





Las multas que aplique el Servicio prescribirán en el plazo de tres años contado desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho o de ocurrir la omisión sancionada. Este plazo será de seis años si se hubiere actuado con dolo y éste se presumirá cuando se hayan hecho declaraciones falsas al Servicio relacionadas con los hechos cometidos.





Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.





El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIII de esta ley. 





Mientras esté pendiente el reclamo, las cantidades recaudadas por multas se mantendrán en una cuenta especial en el Banco del Estado, de la que el Director girará para efectuar la devolución correspondiente en caso de acogerse algún reclamo por sentencia.





Artículo 50.- Vía administrativa. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en contra de las multas y sanciones a que alude el artículo 48 de la presente ley, se podrán interponer los recursos contemplados en el Capítulo IV de la ley N° 19.880.

TÍTULO XII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO





Artículo 51.- Obligatoriedad de la garantía. Todo plan de cierre de faenas o instalaciones mineras de la industria extractiva minera sometido al procedimiento de aplicación general, deberá incluir una garantía que asegure al Estado los recursos financieros necesarios para su cumplimiento, según lo dispuesto por el artículo siguiente.




Artículo 52.- Finalidad y determinación de la garantía. El objetivo de la garantía es asegurar al Estado, en todo momento, la disponibilidad de recursos financieros para cubrir, en forma exclusiva, los costos y gastos necesarios de las medidas de cierre, ante el evento que la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones de cierre contempladas en la presente ley y su reglamento.





Para estos efectos, la garantía será determinada a partir de la estimación periódica de los costos de cierre, durante la vida útil de la faena, considerando su evolución y la de su área de influencia. 





Artículo 53.- Facultades del Servicio en relación con la garantía. La garantía deberá ser aprobada, previamente, por el Servicio y otorgada a su favor. El Servicio tendrá la facultad legal para girar contra o a cuenta de ella, disponer su liquidación y ejecución o su devolución, total o parcial, a la empresa minera. El procedimiento aplicable se establecerá en el reglamento.





Artículo 54.- Régimen de la garantía. Las garantías serán inembargables, no podrán ser objeto de gravamen alguno y no formarán parte del derecho de prenda general de los acreedores de la empresa minera.




Artículo 55.- Constitución de la garantía e integridad de su monto. La empresa minera deberá constituir o completar el monto vigente de la garantía en el plazo que fije el Director, el cual no podrá ser superior a treinta días contados desde la notificación de aprobación del plan de cierre o en el plazo que establezca el reglamento, en los casos de actualizaciones y ajustes del monto de la garantía posteriores a su primera constitución, sin perjuicio de situaciones especiales, que establecerá el reglamento y que deberán estar debidamente calificadas por el Director.




Artículo 56.- Monto de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir del cálculo de los costos de la implementación total y definitiva del cierre de la faena o instalación minera, en un sistema de cierre anticipado, evaluado periódicamente. Este monto deberá incluir los costos de administración de contratos con un tercero, ya sea por parte de la empresa minera o del Servicio, de acuerdo con el procedimiento contemplado en el reglamento.




El monto vigente de la garantía será el que resulte de calcular, en cada año, el valor presente de los costos de cierre total y definitivo de la faena o instalación minera. Para estos efectos se considerará que el cierre se produce desde el último día del mismo mes calendario del año siguiente a aquél en que se hace exigible la constitución de la garantía, y que la implementación de las medidas de cierre se realizará dentro de un plazo máximo de cinco años. La actualización de los costos considerará la tasa de interés de los instrumentos financieros propuestos para la garantía.




El monto de la garantía deberá ser ajustado en caso de una modificación mayor de la faena o instalación minera, cambios en los costos de implementación del plan de cierre, u otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Director, según los criterios que se establecerán en el reglamento.





Los costos y gastos necesarios que demanden las medidas de cierre y la cuantía de la garantía deberán ser valorados en su equivalente en unidades de fomento (UF) y se considerará un seguro de cambio, cuando corresponda, cuyo costo será de cargo de la empresa minera.





Artículo 57.- Formas de garantía. Le corresponderá a la empresa minera determinar la o las formas en que constituirá la garantía, pudiendo elegir entre las siguientes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59:





a) Efectivo;





b) Boleta bancaria de garantía;




c) Instrumentos Financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos entre las letras a) y e) del artículo 45 del D.L. N° 3.500, de 13 de noviembre de 1980, tales como:





- Letras de crédito emitidas por instituciones financieras y avaladas conforme a lo que establezca el reglamento;





- Títulos garantizados por instituciones financieras;





- Depósitos a plazo, bonos, y otros títulos representativos de captaciones, emitidos por instituciones financieras;





- Títulos emitidos por la Tesorería General de la República o por el Banco Central de Chile, y otros títulos emitidos o garantizados por el Estado de Chile.





- Bonos de empresas públicas o privadas, entre otros.





Artículo 58.- Régimen de los instrumentos financieros elegibles como garantía. Los instrumentos financieros elegibles como garantía deberán tener clasificaciones de riesgo iguales o superiores a Categoría A, para instrumentos de deuda de largo plazo, o Nivel 3, para instrumentos de deuda de corto plazo, conforme a las clasificaciones establecidas en el artículo 105 del D.L. N°3.500 y las asignaciones otorgadas a los instrumentos por la Comisión Clasificadora de Riesgos.





Los instrumentos en garantía deberán ser depositados, con cargo a la empresa minera, en una institución de depósito de valores fiscalizada por la Superintendencia de Valores y Seguros.





Siempre que cumplan con los requisitos antes señalados, serán también elegibles instrumentos financieros extranjeros representativos de captaciones o de deuda, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales, o que se encuentren inscritos en el registro de valores extranjeros de la Superintendencia de Valores y Seguros.





El o los instrumentos representativos de la garantía sólo podrán ser transferidos a terceros en forma conjunta con el plan de cierre al que acceden y con la previa autorización del Servicio.





Los desembolsos para constituir la garantía en instrumentos de renta fija se determinarán a partir de la actualización de los costos de cierre total y definitivo, según la tasa de interés que otorguen los instrumentos correspondientes.




Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía accederán a los instrumentos, incrementando el monto garantizado. En todo caso, dichos ingresos constituirán ingreso tributable de la empresa minera.





Artículo 59.- Contrato de seguro como garantía. Con todo, la garantía podrá estar constituida por un contrato de seguro de cumplimiento del plan de cierre, a todo evento y en beneficio exclusivo del Servicio Nacional de Geología y Minería. El seguro y la empresa aseguradora deberán estar inscritos y ser fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros.





La empresa minera podrá proponer esta forma de garantía junto con la presentación del proyecto de plan de cierre para su aprobación, para lo cual entregará toda la información que le sea requerida por el Servicio, entre otra, la relativa a las características del seguro, monto, plazos, causales de exculpación de pago, forma de liquidación y pago, reaseguros comprometidos, empresa aseguradora, y otros que se consideren relevantes.




El Servicio podrá rechazar fundadamente la propuesta, debiendo pronunciarse dentro del plazo y de acuerdo con el procedimiento que, para estos efectos, será establecido en el reglamento.





Dentro de los 10 días siguientes a la terminación del contrato de seguro, cualquiera que sea la causal de término del mismo, la empresa minera deberá comunicar tal circunstancia al Director y constituir una nueva garantía de conformidad con lo dispuesto en los artículos anteriores del presente Título.





Artículo 60.- No obligación de garantía. No estarán obligadas a constituir garantía de ninguna especie, aquellas empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado.





Con todo, el Servicio velará por el cumplimiento de las actividades programadas en el plan de cierre, tanto por las que deban ejecutarse durante la operación de la faena minera, como por aquéllas que estén programadas para la fase post operacional, a través de un programa de fiscalización y de acuerdo con lo establecido en el reglamento para la elaboración y ejecución de un Plan de Cierre Simplificado.

TÍTULO XIII

DEL FONDO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE MEDIDAS DE SEGUIMIENTO Y CONTROL





Artículo 61.- Creación, administración y formación del Fondo. Créase un fondo para la implementación de medidas de seguimiento y control, en adelante "el Fondo", destinado a financiar las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de las faenas mineras que han cumplido íntegramente con el plan de cierre.





El Fondo será administrado por el Servicio, sin perjuicio de que éste, mediante licitación pública, pueda delegar en terceros dicha función así como la implementación de las medidas de seguimiento y control respectivas.




El Fondo estará formado por los recursos proporcionados por las empresas mineras en la forma señalada en el artículo siguiente, por el producto de las multas que el Servicio curse como consecuencia del ejercicio de las facultades que la presente ley le confiere, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado.





Artículo 62.- Del deber de aportar al Fondo. En forma previa a la entrega del certificado de cierre final a la empresa minera, ésta deberá proporcionar al Servicio, en dinero o instrumentos financieros establecidos en el artículo 57, los recursos necesarios para financiar las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de la faena minera.





El monto de dichos recursos corresponderá al valor actualizado del costo total de las medidas establecidas, incrementado en un 10%, a fin de cautelar el íntegro financiamiento de las medidas señaladas ante eventuales imprevistos.




Artículo 63.- Liberación de responsabilidad. La entrega íntegra de los recursos a que aluden los artículos anteriores liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de aquéllas.

TÍTULO XIV

OTRAS DISPOSICIONES





Artículo 64.- Deducciones. Para los efectos de los dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1, del Decreto Ley N°824, de 1974, procederá la deducción de los gastos efectivamente pagados o adeudados por causa del cumplimiento del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras debidamente aprobado por la autoridad competente, que se establece en la presente ley. Sin embargo, en el caso que, según lo dispuesto en el artículo 57, se hayan constituido garantías en dinero, instrumentos financieros o boletas de garantía en efectivo, la deducción del gasto corresponderá al monto garantizado. Para estos efectos, el monto del gasto en el año que se constituya por primera vez la garantía, corresponderá al monto inicialmente garantizado; en los años siguientes, el monto anual del gasto corresponderá al incremento que haya experimentado la garantía en conformidad a dicha normativa. En el evento que el monto garantizado en un año disminuya respecto de aquél garantizado en el año anterior, dicha disminución será considerada como un ingreso tributable del año en que se determine el nuevo monto garantizado.





En todo caso, al cierre de una faena o instalación minera, los gastos totales deducidos por causa del cumplimiento de su plan de cierre no podrán superar la suma de las cantidades efectivamente pagadas o adeudadas por tal causa o la suma de las cantidades garantizadas con dinero o instrumentos financieros por tal concepto.





Artículo 65.- Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del Plan de Cierre de faenas e instalaciones mineras a que se refiere la presente ley.





Las empresas mineras que por cesar en su actividad de exportación no puedan recuperar en conformidad al artículo 36 del Decreto Ley N° 825, de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del Plan de Cierre de faenas o instalaciones mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso a contar del mes siguiente de realizarse las operaciones gravadas, en la forma y plazos que determine el Servicio de Impuestos Internos. Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación del artículo 28 del Decreto Ley N° 825, cuando corresponda.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS





Artículo Primero.- Las empresas mineras que al momento de la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren operando alguna faena o instalación minera y dispongan de resolución de calificación ambiental, deberán dentro del plazo de tres años, presentar al Servicio un proyecto de cierre de dichas faenas o instalaciones, el cual se regirá por las normas de la presente ley y en su reglamento.





En el caso que los contenidos ambientales incluidos en la resolución de calificación ambiental sean insuficientes para el cálculo de la garantía, lo que será determinado por el Servicio, el titular de la faena o instalación minera, deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que se sujetará a los términos y condiciones señalados en el artículo 13 y será sometido a consulta de la autoridad ambiental, la cual deberá pronunciarse dentro del plazo señalado en el Reglamento. Dicho informe no constituirá calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.




En todo caso, ninguna de estas empresas podrá cerrar una faena o instalación minera sin que haya presentado y obtenido la aprobación por parte del Servicio de un proyecto de plan de cierre. El Director tendrá un plazo de sesenta días para responder esta solicitud de aprobación, desde la fecha de presentación de ella en la Oficina de Partes del Servicio.





Para efectos de la garantía, en el caso que ésta se constituya en dinero o instrumentos financieros, las empresas señaladas en este artículo deberán enterar la garantía, determinada según lo dispuesto en el artículo 56, en cuotas anuales durante un período de cinco años, o durante el período que resta para iniciar el cierre previsto por la empresa, si éste resultare inferior.





Dentro del período que se determine, el monto vigente de la garantía, en relación al costo de cierre actualizado, deberá ser proporcional al número de años transcurridos de dicho período; y para los ejercicios siguientes, deberá corresponder al total del costo de cierre actualizado. En cada caso, el gasto deducible de la base imponible corresponderá al monto garantizado en cada ejercicio.




Artículo Segundo.- Tratándose de faenas e instalaciones mineras que, por encontrarse en operaciones antes de la entrada en vigencia de la ley Nº 19.300 y del reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, no cuenten con una resolución de calificación ambiental, deberán presentar, dentro de un plazo de tres años, proyectos de planes de cierre, los que serán sometidos al procedimiento de aprobación, fiscalización, y de emisión de certificados a cargo del Servicio, de acuerdo con las disposiciones establecidas en esta ley y en su reglamento. Respecto de la garantía, serán aplicables las mismas condiciones señaladas en el artículo primero transitorio.




Para efectos de lo dispuesto en el artículo 13 de la presente ley, el titular de la faena o instalación minera deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que deberá ser sometido a consulta de la autoridad ambiental, la cual deberá pronunciarse dentro del plazo señalado en el Reglamento, y no constituirá calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.





Artículo Tercero.- El Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, dictará el reglamento necesario para la aplicación de la misma.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 10 de junio, 1 y 8 de julio, y 16 de diciembre de 2009, y 6 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente) (Carlos Kuschel Silva), Carlos Bianchi Chelech, José Antonio Gómez Urrutia, Ricardo Núñez Muñoz y Jaime Orpis Bouchon.




Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2010.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE REGULARIZA LA NÓMINA DE ARMADORES HABILITADOS PARA OPERAR EN PESQUERÍA DE PEZ ESPADA

(6793-03)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E., la señora Presidenta de la República.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, la Honorable senadora señora Matthei y el Honorable Senador señor Sabag; de la Subsecretaría de Pesca, el Subsecretario, señor Jorge Chocair; la Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora María Angela Barbieri; y los asesores de esa Subsecretaría, señores Martín Manterola, Osvaldo Urrutia, Felipe Palacios y Cristián Laborda.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Regularizar el funcionamiento de la flota que actúa sobre el pez espada mediante el procedimiento de facultar a la autoridad para confeccionar nóminas que permitan a los armadores artesanales ingresar a esa pesquería, u otorgar autorizaciones a los armadores industriales para el mismo efecto, siempre que unos y otros hubieren operado en dicha pesquería en el período 2001-2009, al amparo de pescas de investigación.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Prevenimos que los artículos 1º, 3º y 4º de este proyecto, de aprobarse, deben serlo con quórum calificado, de conformidad con el artículo 19 Nº 23 de la Constitución Política, pues establecen requisitos para la adquisición del dominio de determinados bienes. (Constitución Política, artículo 19 Nº 23).

III. ANTECEDENTES
3.1. De Derecho



- Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D. S. N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


- Ley Nº 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

3.2. De Hecho

El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República envió este proyecto de ley al Congreso Nacional describe al pez espada como una especie pelágica altamente migratoria (entre los 50° L.N. y 50° L.S.); que vive hasta 25 años y alcanza un tamaño de dos metros.

En Chile, esta pesquería llegó al estado de plena explotación en el período de 1989-1992, cuando los desembarques superaron las 6.000 toneladas anuales. A partir de 1992 la pesquería ha venido mermando debido, principalmente, a los bajos precios internacionales de comercialización del recurso, estabilizándose en alrededor de las 3.5000 toneladas. Sus operadores industriales se han reducido, pero consolidado, y los artesanales han disminuido como consecuencia de los altos costos de operación y la escasa autonomía de sus naves.

Agrega el mensaje que por encontrarse esta pesquería en plena explotación, su acceso está cerrado desde 1991, lo que impide ingresar al registro artesanal a nuevos operadores o entregar nuevas autorizaciones de pesca a los industriales; situación que ha motivado a la Subsecretaría de Pesca a autorizar pescas de investigación supervisadas por el Instituto de Fomento Pesquero en las que participan los dos sectores: artesanal e industrial. Los primeros, siempre que acrediten estar inscritos en el registro pesquero artesanal, aunque no necesariamente en la categoría específica de pez espada, y los segundos, en el evento de que se hayan inscrito para participar en esta pesquería y cumplan determinados requisitos exigibles en función de su carácter de armadores industriales.

Señala enseguida el mensaje que esta modalidad operativa (pescas de investigación en las condiciones descritas) ha empezado a generar una disociación entre los armadores con inscripción vigente en el registro pesquero artesanal y los que efectivamente realizan el esfuerzo; lo mismo ocurre en el sector industrial. De esta forma, continúa, los operadores que hoy intervienen en la pesquería al amparo de las pescas de investigación bien pueden no tener inscripción vigente en el registro artesanal o, en el caso de los industriales, carecer de la autorización que exige el artículo 15 de la Ley de Pesca para este recurso específico, circunstancia que , en ambos casos, devendría en perjuicios pues al no estar regularmente habilitados, no pueden planificar adecuadamente sus operaciones con efectos negativos en las inversiones y, en general, en el aspecto financiero. Expresa el mensaje, en este orden de consideraciones, que la precariedad que de lo dicho se advierte impide proyectar la flota nacional en el tiempo, situación que también influye en la estabilidad del recurso; todo lo cual ha movido a la autoridad a proponer este proyecto que pretende regularizar la flota pesquera nacional del pez espada, de modo que los operadores puedan obtener una autorización regular de pesca sin tener que depender de autorizaciones anuales bajo la modalidad de pesca de investigación.

Finaliza el mensaje señalando que en la forma dicha, al contar los operadores con inscripciones y autorizaciones sujetas sólo a las causales de caducidad de la Ley de Pesca, se abrirá camino a un marco estabilizador que les brinde seguridad jurídica para proyectar su inversión, fomentando también el desarrollo de la pesquería en el mediano y largo plazo y contribuyendo a la explotación sustentable del recurso.

IV. DESCRIPCIÓN Y CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto en informe está estructurado con cuatro artículos permanentes.

El artículo 1° faculta a la Subsecretaría de Pesca para confeccionar las nóminas especiales de armadores artesanales y de sus naves habilitadas para operar en la pesquería del pez espada. Esta facultad podrá ejercerse dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley (inciso primero).

En seguida, este precepto señala el requisito que deberán acreditar los armadores para integrar las nóminas; esto es, haberse inscrito para participar en una o más de las pescas de investigación autorizada al Instituto de Fomento Pesquero (IFOP) sobre el recurso pez espada entre los años 2001 y 2009 (inciso segundo).

Agrega, en un inciso tercero, que los armadores a que se refiere el inciso precedente habrán de cumplir, además, las normas de la Ley de Pesca y sus reglamentos en materia artesanal.

Finalmente, este artículo previene que lo dispuesto en los incisos precedentes se entiende sin perjuicio de las inscripciones vigentes en el Registro Artesanal, sección pez espada, a la fecha de publicación de esta ley.

El artículo 2º habilita a los armadores a los cuales se les haya impedido integrar las listas, no obstante haber cumplido los requisitos exigidos, para interponer los recursos administrativos que procedan conforme a las reglas generales, con las siguientes modalidades:

a) El plazo del recurso de reposición será de 15 días hábiles contados desde la fecha de publicación de las nóminas en el Diario Oficial, y

b) Si se opta sólo por el recurso jerárquico el plazo será el mismo que el señalado en la letra precedente.

Agrega este artículo en su inciso segundo que una vez vencido el plazo para interponer los recursos, o resueltos éstos, el Servicio Nacional de Pesca modificará la sección pez espada en el Registro Artesanal, para adecuarla a la nómina resultante, según las categorías, embarcaciones y artes y aparejos de pesca que corresponda, sin perjuicio del artículo 4° de la Ley de Pesca (establece las prohibiciones y medidas de administración pesquera: fijación de tamaños o pesos mínimos de extracción de los recursos y de las dimensiones y características de los artes y aparejos de pesca).

El artículo 3° faculta a la Subsecretaría de Pesca para entregar autorizaciones de pesca  a los armadores industriales que operen sobre el pez espada en las mismas condiciones expresadas en el inciso primero del artículo 1°; esto es, al amparo de pescas de investigación ejecutadas por el IFOP entre los años 2001 y 2009.

En la solicitud que al efecto eleven los armadores industriales deberán indicar las naves con las que operaron en la pesca de investigación. Agrega la norma que la solicitud mencionada ha de presentarse dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley.

El inciso segundo de este artículo habilita a los armadores industriales con autorización vigente que no hubieren operado en las pescas de investigación y que acreditan capturas del recurso pez espada en el período 2001-2009, para mantener vigentes sus autorizaciones no obstante la letra b) del artículo 143 de la Ley de Pesca. (Regula la caducidad de las autorizaciones de pesca por no haber iniciado actividad pesquera por dos años consecutivos o suspender la actividad por más de doce meses sucesivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor).

El artículo 4° de la iniciativa faculta a los armadores artesanales e industriales a inscribir o solicitar autorización, respectivamente, para una nave distinta a la consignada en la nómina respectiva, en el caso de los artesanales, o a la empleada en la pesca de investigación respecto de los industriales, siempre que las naves pertenezcan a la misma categoría para efectos de sustitución.

V. DEBATE EN GENERAL


En sesión de miércoles 6 de enero pasado, el señor Osvaldo Urrutia, asesor jurídico de la Subsecretaría de Pesca, reiterando las razones del mensaje para legislar respecto de este asunto, expresó que el recurso pez espada se encuentra en estado y sometido al régimen de plena explotación, y con su acceso cerrado, desde 1991, de conformidad con el artículo 50 de la Ley General de Pesca.


Agregó que como una forma de mejorar el manejo de la pesquería y de otorgar flexibilidad a los pescadores que no estaban inscritos en la sección pez espada, la Subsecretaría ha autorizado anualmente, desde el año 2001, pescas de investigación operadas a través del Instituto de Fomento Pesquero. Así, pescadores que estaban inscritos en el registro pesquero artesanal, pero no necesariamente en la sección pez espada, pudieron también operar sobre este recurso en forma extraordinaria.

Las pescas de investigación, continuó, se han mantenido en el tiempo. Sin embargo, gradualmente se comenzó a producir una disociación entre los armadores que se encuentran inscritos en el correspondiente registro artesanal (muchos de los cuales ya no operan sobre el recurso) y quienes efectivamente realizan el esfuerzo pesquero (que lo hacen mayoritariamente a través de las pescas de investigación). Lo mismo ocurrió con los armadores industriales. 

De este modo, hoy los armadores que operan bajo el alero de las pescas de investigación muchas veces no cuentan con inscripción vigente en el registro artesanal, sección pez espada, o con autorización industrial formal e indefinida otorgada de conformidad con el artículo 15 de la Ley de Pesca respecto del recurso.

Señaló que lo explicado acarrea consecuencias negativas para aquellos que realizan el esfuerzo real de pesca: al no contar con una inscripción/autorización regular no pueden planificar su operación en el tiempo, y las inversiones necesarias en esta actividad pesquera se ven limitadas. Esto ha impedido proyectar la flota nacional en el largo plazo, lo que también influye en la sustentabilidad del recurso.

Con el objeto de buscar una solución al problema planteado, manifestó que la Subsecretaría de Pesca  ha    llevado    adelante -conjuntamente con los sectores artesanal e industrial- el presente proyecto, cuyo objetivo es que los pescadores que realizan efectivamente el esfuerzo pesquero puedan contar con una autorización regular de pesca sin tener que recurrir a autorizaciones anuales bajo la modalidad de pescas de investigación. Esto creará un marco estabilizador y de seguridad jurídica, que permitirá proyectar la inversión de la flota en el tiempo, fomentando el desarrollo de la pesquería de forma sustentable en el largo plazo. 

- - -

VI. IDEA DE LEGISLAR Y ACUERDO


Atendida la exposición precedente y las explicaciones del mensaje, la unanimidad de los miembros presentes de esta Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Escalona y Horvath, acordó aprobar en general la idea de legislar respecto de esta iniciativa en los términos expuestos en el mensaje.

- - -


En consecuencia, con el mérito de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°. Dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley, por una o más resoluciones de la Subsecretaría de Pesca se establecerán, conjunta o separadamente, una o más nóminas especiales de armadores artesanales y de sus embarcaciones habilitados para operar en la pesquería de pez espada. 
Dichas nóminas comprenderán a los armadores artesanales que se hubieren inscrito para participar en una o más de las pescas de investigación autorizadas al Instituto de Fomento Pesquero sobre pez espada entre los años 2001 a 2009, ambos inclusive, lo que se acreditará mediante las listas de participantes correspondientes comunicadas oportunamente al Servicio Nacional de Pesca.

En todo caso los armadores artesanales deberán cumplir con las normas de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos en materia de pesca artesanal.

Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de las inscripciones vigentes en el Registro Pesquero Artesanal, sección Pez Espada, a la fecha de publicación de la presente ley.  

Artículo 2°. Los armadores artesanales que cumpliendo con los requisitos anteriores no hubieren sido incorporados en la nómina respectiva, podrán interponer los recursos administrativos que correspondan de conformidad con las reglas generales, con las siguientes salvedades: 
a) El plazo para presentar el recurso de reposición será de 15 días hábiles contados desde la fecha de publicación en el Diario Oficial de la resolución que establece la respectiva nómina que se impugna. 
b) En caso que sólo se interponga el recurso jerárquico, el plazo será el mismo que en la letra anterior. 
Vencido el plazo para interponer los recursos de reposición y jerárquico, o una vez resueltos, el Servicio Nacional de Pesca procederá a modificar el Registro Pesquero Artesanal sección Pez Espada de acuerdo con la nómina resultante incorporando las categorías y embarcaciones, como también los artes y aparejos de pesca, según corresponda, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley General de Pesca y Acuicultura. 

Artículo 3°. La Subsecretaría de Pesca podrá otorgar autorizaciones de pesca a los armadores pesqueros industriales que realizaron operaciones pesqueras extractivas sobre el recurso pez espada mediante una o más de las pescas de investigación autorizadas y ejecutadas por IFOP entre 2001 y 2009, ambos años inclusive. Para tales efectos, dichos armadores industriales presentarán una solicitud para realizar actividades pesqueras extractivas sobre pez espada respecto de la nave con la cual hubieren operado en dicha pesca de investigación, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley. 
Los armadores industriales que no habiendo participado en alguna de las antedichas pescas de investigación cuenten con autorización de pesca y puedan acreditar capturas sobre el recurso entre el 1 de enero de 2001 y el 31 de diciembre de 2009, mantendrán vigentes sus autorizaciones de pesca sobre pez espada, no obstante lo dispuesto en el artículo 143 letra b) de la Ley General de Pesca y Acuicultura.  

Artículo 4°. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2°, los armadores artesanales podrán pedir que se inscriba una embarcación distinta de aquella indicada en la nómina respectiva, siempre que ambas sean de la misma categoría, de conformidad con la reglamentación vigente para la sustitución de naves artesanales. 
De la misma forma, los armadores industriales que cumplan con los requisitos de esta ley podrán solicitar autorización para realizar actividades extractivas sobre pez espada con una nave distinta de aquella a que se refiere el artículo 3° inciso primero, siempre y cuando dicha nave tenga características náuticas que permitan la sustitución entre ambas de conformidad con la normativa vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Horvath (Presidente), Bianchi y Escalona.


Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA SANCIÓN PENAL POR CONDUCCIÓN DE UN VEHÍCULO MOTORIZADO EN ESTADO DE EBRIEDAD O DROGADICCIÓN CON RESULTADO DE LESIONES GRAVES

(6820-07)

Honorable Senado:

A raíz de diversos y lamentablemente cada vez más comunes casos de alta connotación pública, como el de un conocido deportista que conducía a exceso de velocidad y en estado de ebriedad que atropello a una joven estudiante universitaria con resultado de muerte, que culminó con su procesamiento como autor de cuasidelito de lesiones o cuasidelito de homicidio.
O más recientemente aún, a raíz de la realización de un tradicional evento pirotécnico de Año Nuevo en la comuna de Colina el atropellamiento de 14 personas que se dirigían a presenciar dicho espectáculo por parte de un conductor en estado de ebriedad, que terminó con la muerte de 7 personas, entre ellos varios menores de edad, quien además ya registraba antecedentes por hechos similares.
Que en la práctica, la conducción en estado de ebriedad o drogadicción no tiene ninguna sanción específica, el objeto del proyecto, es romper esta situación que demuestra un menosprecio por la vida ajena, quedando los responsables sin una sanción proporcional al daño causado.
Por lo anterior vengo en proponer la introducción de un Artículo 492 bis dentro del Código Penal:
Por tanto, vengo en proponer el siguiente
PROYECTO DE LEY
Agregase un nuevo artículo 492 bis al Código Penal, con el siguiente texto:
"Artículo 492 bis): "El que condujere un vehículo motorizado en estado de ebriedad o drogadicción y que cause lesiones graves en las víctimas sean éstas peatones o pasajeros de otro vehículo, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y con inhabilitación absoluta perpetua para conducir todo tipo de vehículos motorizados". En el caso de que cause el fallecimiento de las victimas la pena se aumentara en un grado".
(Fdo.): Alejando Navarro Brain, Senador.- 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE HACE APLICABLES LAS NORMAS DEL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE CARGA Y DESCARGA DE MANIPULACIÓN MANUAL A QUIENES DESARROLLEN ESAS LABORES EN RECINTOS DE ZONAS FRANCAS

(6819-13)

Honorable Senado:

Durante los últimos meses, directamente y a través de las informaciones de prensa, hemos podido conocer la situación de los trabajadores que desempeñan labores de carga y descarga de las mercaderías en la Zona Franca de Iquique (ZOFRI). Las referidas labores se ejercen dentro los espacios físicos de la Zona Franca de Iquique y todas las personas que realizan esta actividad deben contar con un permiso especial para acceder a este recinto, ya que, es un espacio cerrado donde existe un control de quienes entran y salen de aquel lugar. En consecuencia, respecto de quienes efectúan labores de carga y descarga también deben tener permisos para poder ingresar a aquel recinto. En la práctica, existe un trabajador que haría las veces de empleador de cuadrilla y los demás trabajadores desempeñarían labores de carga y descarga de los contenedores para llevarlos a las bodegas que existen dentro de la ZOFRI.
El problema radica que en la actualidad entre los trabajadores y el empleador no se configuraría una relación de tipo laboral, dado que no concurren los requisitos básicos de la misma como son los de subordinación y dependencia, una jornada de trabajo, obligación de asistencia, permanencia en el lugar donde se prestan los servicios, el pago de una remuneración. En consecuencia, para estas personas no existe ninguna protección laboral y de seguridad social, en circunstancias de que en la práctica y en virtud del principio de la realidad este tipo de relación debería estar reconocido y protegido por nuestra legislación laboral.
Si las actividades que desempeñan estas personas fuera reconocida en nuestra legislación laboral deberían estar protegidos por el título V, "De la protección de los trabajadores de carga y descarga de manipulación manual", Artículos 211-F y siguientes del Código del Trabajo. Ello porque debido a la actividad que se describe, es de vital importancia la prevención de accidentes, toda vez, que estos trabajadores al no ser reconocidos como tales no tienen ninguna protección y menos en este sentido. De ahí que se hace imperioso que estas faenas de carga y descarga que se ejercen en las Zona Franca de Iquique y con toda seguridad también en Punta Arenas y en todas aquellas ciudades donde existan almacenes francos de nuestro país, sean reconocidas por la legislación laboral, comenzando por señalar de que entre la persona del cargador y el que hace las veces de empleador existe una relación laboral.
Las personas que ejercen este tipo de labores han sufrido muchos accidentes y no han recibido ninguna protección por parte de quien contrata sus servicios quedando muchas veces imposibilitados para continuar trabajando, y sin ningún tipo de pensión para poder sobrevivir. Un caso concreto de esto es el caso de un trabajador que mientras ejercía laboras de carga y descarga en ZOFRI, sufrió una intoxicación producto del derrame de sustancias químicas, quedando con graves secuelas en su cuerpo.
Por su parte, según Oficio Ordinario ns 1340 del 6 de abril de 2009 de la Dirección del Trabajo, se informó a la Oficina de Informaciones del Senado en respuesta a información solicitada sobre esta materia, que "tras efectuar una investigación a las diferentes empresas usuarias de la Zona Franca, así como al personal que presta servicios de carga y descarga de mercaderías se concluyó que entre ambas partes no se configura una relación de tipo laboral tales como la existencia de subordinación y dependencia, atendidos los antecedentes expuestos, en opinión de esta Dirección, debe estudiarse una solución por la vía legislativa.
Ello se podría asimilar a la figura de las empresas de estiba y desestiba que se da en el trabajo portuario eventual y que se regula en la legislación vigente en los artículos 133 y siguientes de la legislación laboral."
Descripción de las modificaciones propuestas:
El presente proyecto de ley tiene por objeto reforzar el ámbito de aplicación de las normas sobre reconocer la existencia de una relación laboral respecto de las personas que ejercen este tipo de actividades a través de la incorporación expresa en la legislación laboral de la existencia de este tipo de actividades.
Hay que señalar que dichas personas caben dentro de la definición de empleador y trabajador establecida en el Artículo 32 del Código del Trabajo, en circunstancias de que el empleador ejerce potestad de mando dentro de una relación de subordinación o dependencia (Dictamen Ord. NS2.093/88-Dir.Trabajo-18.05.2004).
En cambio, el trabajador presta servicios materiales mediando subordinación o dependencia recibiendo a cambio de dicha prestación una remuneración determinada (Dictamen Ord. N92.903/73-23.07.2003).
En consecuencia, atendida la importancia que posee el reconocimiento de este tipo de actividades que se ejercen en los recintos de la ZOFRI y que son de carga y descarga de manipulación manual, se propone incorporar al título V, "De la protección de los trabajadores de carga y descarga de manipulación manual", Artículos 211-F y siguientes del Código del Trabajo, a fin de incluir expresamente este tipo de actividades como una relación laboral donde los que desempeñan estas actividades en las zonas francas sean considerados como trabajadores que ejercen una actividad y que están protegidos por la legislación laboral y no fuera de ella.
Con la finalidad de reforzar el principio general de la primacía de la realidad y de la protección de los trabajadores venimos en proponer el siguiente
Proyecto de Ley
Artículo Único: Agréguese un inciso final nuevo al Articulo 211-F del Código del Trabajo con el siguiente texto:
"En las actividades descritas en los incisos anteriores se incluyen los trabajadores que ejercen labores de carga y descarga en los recintos de las Zonas Francas."
(Fdo.): Alejando Navarro Brain, Senador.- 
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